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DIREOCION: 

SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia,regularmente constituida, por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciado Froilán Ta-
vares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno del 
Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Estre-
lla Ureña y José Pérez Nolasco. asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día tres del mes de septiembre de mil novecientos cuaren-
ta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Restaura-
ción y 14 de la Era de Trujillo, dicta en audienia pública, 
como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Vista el acta levantada en la Secretaría General de la 
Suprema Corte de Justicia cuyo texto se transcribe a con- 
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tinuación: "En Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, Capital de la República, a primero del mes de septiem-
bre del año mil novecientos cuarentitres, por ante mí, Eu-
genio A. Alvarez, Secretario General de la Suprema Cor-
te de Justicia, ha comparecido el Licenciado Pedro Julio 
Báez K., portador de la cédula personal de identidad No. 
5746, serie la., sello No. 724, abogado de los señores Her-
minia Gómez Núñez y compartes, intimados en el recurso 
de casación interpuesto por los señores Mercedes María 
Mella y compartes. contra sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras, de fecha seis de febrero del año en curso, y so-
licitó, dicho abogado, se le permitiese leer la sentencia dic-
tada por la Suprema Corte de Justicia en fecha treinta de 
agosto del año en curso, con motivo del recurso de casa-
ción a que se ha hecho referencia; y después de haberla 
leído nos hizo notar que en el dispositivo de dicha sen-
tencia había una omisión o error material que consistía en 
no haber ordenado la distracción de las costas en su favor, 
como lo había solicitado tanto en su memorial de defensa 
como en el de ampliación; que, en análoga omisión se incu-
rrió respecto del abogado de la parte contraria; y que soli-
citaba que, si era posible, se subsanara esta omisión o error 
material, por lo menos en lo que a él concierne.— De todo 
lo cual se levanta la presente acta. que después de lectura 
dada, la firma el Licenciado Pedro Julio Báez K., junto con 
el infrascrito Secretario General"; 

Vista la sentencia dictada, en fecha treinta de agosto 
de mil novecientos cuarenta y tres, por la Suprema Corte de 

• Justicia, en funciones de Corte de Casación, sobre el recur-
so interpuesto, contra la decisión No. 2 del Tribunal Supe-
rior de Tierras, de fecha seis de febrero de mil novecien-
ots cuarenta y tres, por los Señores Mercedes María Me-
lla, de quehaceres domésticos, domiciliada en Ciudad Tru-
jillo, portadora de la cédula persdnal de identidad No. 21580, 
serie la., sello No. 114849; Altagracia Mella, hermana de 
la Caridad, domiciliada en el Convento de Regina. Ciudad 
Trujillo, sin cédula personal de identidad "por estar exenta 
de ella"; Juan Pablo Mella, médico, domiciliado en la ciu - 

dad de Puerto Plata, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 323, serié 37, sello No. 1030, y Miguel Angel Me-
lla, empleado de comercio, domiciliado en Ciudad Trujillo, 
portador de la cédula personal de identidad No. 869, serie 
la., sello No. 72, todos dominicanos y quienes actuaban en 
sus calidades de heredero& de Elvira Contreras Betances; 

Considerando que el dispositivo de aquella sentencia 
dictada, como se ha dicho, por la Suprema Corte de Justi= 
cía, es el que a continuación se transcribe: "Por tales moti-
vos, Primero: Rechaza, en cuanto a los solares No. 4 
provisional, de la Manzana No. 183, y 36 de la Manzana No. 
473 del Distrito Catastral No. 1, Distrito de Santo Domin-
go, el recurso interpuesto, por los Señores Mercedes María 
Mella, Altagracia Mella, Juan Pablo Mella y Miguel Angel 
Mella, contra sentencia dictada, en fecha seis de febrero de 
mil novecientos cuarenta y tres, por el Tribunal Superior 
de Tierras, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro lu-
gar de la presente; Segundo: En lo concerniente a los 
referidos solares No. 4, provisional, y No. 36. condena al 
pago de las costas a los intimantes que con ello se relacio-
nan; Tercero: Casa la sentencia impugnada por dicho 
recurso >  en cuanto se refiere al Solar No. 4 de la Manzana 
No. 278 del mencionado Distrito Catastral, y reenvía el 
asunto, así delimitado, al Tribunal Superior de Tierras; y 
Cuarto: Condena al pago de las costas, a las partes in-
timadas en lo que a esto último concierne"; 

Considerando que, a consecuencia inmediata de la co-
rrespondiente lectura de la susodicha sentencia, efectuada, 
por el Secretario General, en la audiencia pública que fué 
celebrada, para ese fin, el referido treinta de agosto pró-
ximo pasado, la Suprema Corte de Justicia advirtió y pudo 
verificar que en esa sentencia, y tal como lo expresa el ac-
ta arriba indicada, no se había hecho figurar. en su dis-
positivo, lo concerniente a la distracción de las costas re-
lativas al procedimiento de casación y que esa omisión tu-
vo por causa un simple error material en la escritura del 
mencionado dispositivo; que, en efecto, se exponen, en el 

- fallo a que se hace referencia, esencialmente, los pedimen- 
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tos que formularon, mediante el memorial introductivo, los 
recurrentes en casación, pedimentos entre los cuales figu-
ran los relativos a la condenación de las partes adversas al 
pago de las costas y a la distracción de éstas en provecho 
del abogado constituido de aquellas partes, Licenciado J. 
R. Cordero Infante; lo mismo que, en aquel fallo, se trans-
criben las conclusiones con que .  terminan el Memorial de 
Defensa y el escrito ampliativo de los intimados, Señores 
Mercedes Ramos, José Ignacio Rivas Montenegro y Hermi-
nia Gómez Núñez, conclusiones en las cuales se expresa-
ron análogos pedimentos de condenación de las partes con-
trarias al pago de las costas y de distracción de éstas a 
favor de su abogado constituido, Licenciado Pedro Julio 
Báez K.; que, sin embargo, si el texto de la parte dispo-' 
sitiva de la repetida decisión de la Suprema Corte, reza 
que, en cuanto a los solares Nos. 4 provisional de la Man-
zana 183, y 36 de la Manzana Número 473 del Distrito Ca-
tastral de que se trataba, se condena al pago de las costas 
los intimantes en casación, y que, en cuanto al solar Nú-
mero • de la Manzana No. 278, se pronuncia igual con-
denación a cargo de los intimados, no se declararon distraí-
das dichas costas en ninguno de los dos aspectos a que se 
acaba de hacer alusión; 

Considerando que, por lo tanto, debe ser determinado, 
en tales condiciones, si procede ordenar o no, la rectifica-
ción del expresado error material o, lo que es lo mismo, 
la reparación de la omisión en que, debido a ello, se incu-
rrió como se ha expuesto arriba; 

Considerando que, ante todo, es necesario expresar 
que, en presencia de las indicadas circunstancias de la es-
pecie, y especialmente, ante la de haber quedado advertida, 
la Suprema Corte de Justicia, de la mencionada omisión 
en el momento mismo en que se terminaba la lectura, en 
audiencia pública, del fallo referido, no sólo es procedente 
examinar la petición del Licenciado Pedro Julio Báez K., 
hecha como ha sido expuesto, sino hacer lo mismo, de ofi-
cio, en lo que concierne al abogado de la parte contraria, 
Licenciado J. R. Cordero Infante; 
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Considerando que. ciertamente, es una regla funda-
mental de nuestro derecho procesal civil que el pronuncia-
miento de la sentencia, en materia contenciosa, desapodera 
al juez de la cuestión a que ella se refiere; que, por lo tan-
to, ese juez no puede retractarla o modificarla sino en los 
casos y mediante las formalidades previstos por el legisla-
dor; que, a tal situación jurídica, corresponde la existen-
cia, en nuestro Código de Procedimiento Civil y en otras 
leyes, de recursos determinados, ya sean establecidos para 
intentarse por ante el juez de quien hubiere emanado la 
sentencia de que se tratare o ya para interponerse por an-
te jueces superiores a éste; 

,Considerando que, sin embargo, el principio expresa-
do en la parte inicial de la consideración precedente, no 
puede ser entendido de manera tan radical y absoluta que 
se oponga, irreductiblemente, a soluciones excepcionales 
correspondientes a situaciones especiales que interesen al 
esencial cumplimiento de la función judicial; que así, los 
jueces, sin incurrir, por ello sólo, en violación alguna de la 
ley, pueden, en determinadas condiciones, no solamente mo-

dificar o reemplazar, por otra, la motivación en que des-
canse el dispositivo de la sentencia que hayan dictado, sino, 
también, rectificar las omisiones y los errores materiales 
que se encuentren en ese mismo dispositivo, cuando, con 
esto, no se efectúe cambio verdadero alguno de lo juzga-
do por la referida sentencia; que, con mayor razón, toda -

vía, debe ser aplicado este temperamento, a los fallos que 
dicte la Suprema Corte de Justicia, puesto que. en primer 
lugar, si es cierto que nuestra ley —a diferencia de lo que 
ocurre en la francesa— no contiene, para la materia de 
casación, disposición especial alguna por la cual, expresa -

mente, se excluya el recurso de revisión civil contra los 
fallos que de aquella emanen, tal exclusión resulta de los 
'principios mismos que rigen para la existencia de los re-
cursos extraordinarios; y puesto que, en segundo lugar el 
recurso de oposición, propiamente dicho, contra los men-
cionados fallos no puede ser ejercido sino en los casos a 
que se refieren los artículos 19 y 38 de la Ley sobre Pro- 
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que se refieren los artículos 19 y 38 de la Ley sobre Pro- 
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cedimiento de Casación; que es, precisamente, debido a lo 
que acaba de ser expresado y en consideración del fin esen_ 
cial de justicia a que obedece el funcionamiento de nues. 
tros tribunales, por lo que la Suprema Corte ha admitido 
—(como lo admite, en situaciones análogas, la Corte de 
Casación del país de origen de nuestra legislación sobre 
la materia)-- un recurso de oposición sui generis en el caso 
de que, debido a omisión no imputable al recurrente. un 
recurso de casación haya sido declarado inadmisible, baj o 

 el imperio de la Ley Número 1426, de fecha 7 de diciembre 
de 1937, debido a la errada afirmación que .haya sido hecha 
acerca de la ausencia, en el expediente de la especie, del 
correspondiente recibo de depósito de la fianza que, por 
esa Ley, se exigía para los fines de la mencionada acción 
en casación; que, por último, es debido a semejantes con-
sideraciones como la Corte de Casación francesa ha orde-
nado que se rectificara la omisión o el error material en 
que ella había incurrido en casos que presentan, con el ac-
tual, marcada analogía; 

Considerando que, por otra parte, en la especie, lo que, 
como se ha expresado. fué omitido en el dispositivo de la 
susodicha sentencia, dictada en fecha treinta de agosto de 
mil novecientos cuarenta y tres, a consecuencia, de un error 
material, fué solamente la declaración correspondiente a 
la distracción de las costas a que fueron condenados, por 
el segundo ordinal de dicho dispositivo, los recurrentes en 
casación, y, por el cuarto ordinal, los intimados; que tal 
cuestión no conllevaba fallo alguno comparable al que hu -
biere debido recaer sobre asunto que hubiere sido objeto 
de discusión entre las partes, sino que; por el contrario, 
como se ha dicho, en la sentencia mencionada se expresa, 
de modo inconfundible, que el Licenciado J. R. Cordero In-
fante, abogado de los recurrentes, y el Licenciado Pedro 
Julio Báez K., abogado de los intimados, pidieron la dis-
tracción de las costas, desde la introducción del recurso y 
el depósito del escrito de defensa, respectivamente, y man-
tuvieron idéntica petición hasta en las conclusiones de au-
diencia; que, además, ninguna solicitud de declaratoria de 
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distracción de las costas que no haya sido combatida por 
las partes con interés para ello, o por una de éstas, podría 
ser desestimada sin exponerse las razones que para decidir 
así se tuvieren —(de acuerdo con el espíritu del artículo 

1313 del Código de Procedimiento Civil, aplicable, en la ma-
teria, según el actual artículo 71 de la Ley sobre Procedi -
miento de Casación)— mientras que, por el contrario, co-
mo justificación de su aceptación la Suprema Corte puede 
limitarse a la expresión de la simple afirmación, hecha por 
el abogado. de que había avanzado las costas en referen -

cia; que, en el caso a que se contrae la presente sentencia, 
ni hubo contradicción alguna de las partes o de cualquiera 
de ellas ni expuso, la Suprema Corte, ningún motivo con-
cerniente a un hipotético rechazamiento de los pedimentos 
de declaratoria referidos, y, esto, por considerar que, para 
la aceptación de los mencionados pedimentos, bastaba que 
figuraran, como, en efecto, figuraron en varias partes del 
fallo del treinta de agosto de mil novecientos cuarenta y 
tres, las correspondientes afirmaciones de los abogados res-
pectivos, en cuanto al avance de las costas indicadas; 

Considerando que, consecuentemente, procede, reite-
rar. en primer lugar, que fué debido a un error material 
como se omitió, en la sentencia dictada, por la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha treinta de agosto de mil nove-
cientos cuarenta y tres, a que se hace referencia, la decla = 

 ratoria de distracción de las costas a que fueron condena-

dos los intimantes, por el ordinal segundo, y, los intimados, 
por el ordinal cuarto de dicha decisión; y, en segundo lugar, 
que la rectificación de esa omisión no es de naturaleza tal 
que, por ella, se pueda producir, en las condiciones y cir-
cunstancias arriba señaladas, una verdadera modificación 
de lo juzgado por la mencionada sentencia y violar, así, el 
principio relativo al desapoderamiento que debe efectuarse, 
a consecuencia del pronunciamiento de una decisión, con 
respecto a los jueces de quienes ésta emane; 

Considerando, que en vano se alegaría, como constitu -

tivo de un obstáculo jurídico al ordenamiento de la aludi-
da rectificación, en la especie, que, en nuestro país, median- 
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cedimiento de Casación; que es, precisamente, debido a lo 
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distracción de las costas que no haya sido combatida por 
las partes con interés para ello, o por una de éstas, podría 
ser desestimada sin exponerse las razones que para decidir 
así se tuvieren —(de acuerdo con el espíritu del artículo 
133 del Código de Procedimiento Civil, aplicable, en la ma-
teria, según el actual artículo 71 de la Ley sobre Procedi -
miento de Casación)— mientras que, por el contrario, co-
mo justificación de su aceptación la Suprema Corte puede 
limitarse a la expresión de la simple afirmación, hecha por 
el abogado. de que había avanzado las costas en referen -

cia.; que, en el caso a que se contrae la presente sentencia, 
ni hubo contradicción alguna de las partes o de cualquiera 
de ellas ni expuso, la Suprema Corte, ningún motivo con-
cerniente a un hipotético rechazamiento de los pedimentos 
de declaratoria referidos, y, esto, por considerar que, para 
la aceptación de los mencionados pedimentos, bastaba que 
figuraran, como, en efecto, figuraron en varias partes del 
fallo del treinta de agosto de mil novecientos cuarenta y 
tres, las correspondientes afirmaciones de los abogados res-
pectivos, en cuanto al avance de las costas indicadas; 

Considerando que, consecuentemente, procede, reite-
rar. en primer lugar, que fué debido a un error material 
como se omitió, en la sentencia dictada, por la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha treinta de agosto de mil nove-
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ratoria de distracción de las costas a que fueron condena -

dos los inthnantes, por el ordinal segundo, y, los intimados, 
por el ordinal cuarto de dicha decisión; y, en segundo lugar, 
que la rectificación de esa omisión no es de naturaleza tal 
que, por ella, se pueda producir, en las condiciones y cir-
cunstancias arriba señaladas, una verdadera modificación 
de lo juzgado por la mencionada sentencia y violar, así, el 
principio relativo al desapoderamiento que debe efectuarse, 
a consecuencia del pronunciamiento de una decisión, con 
respecto a los jueces de quienes ésta emane; 

Considerando, que en vano se alegaría, como constitu -

tivo de un obstáculo jurídico al ordenamiento de la aludi-
da rectificación, en la especie, que, en nuestro país, median- 
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te la Ley No. 507, de fecha 25 de julio de 1941, fué modi-
dicado el artículo 133 del Código de Procedimiento Civil, 
y que el nuevo texto dispone que la "distracción de las cos-
tas no se podrá declarar sino por la sentencia que condene 
al pago de ellas"; que, en efecto, tal alegato se encontraría 
desprovisto de fundImento porque, no solamente esa dis-
posición legal no modifica en nada la que existía, en cuan-
to a dicho aspecto, en el referido artículo 133, con anterio-
ridad a la citada reforma, y la cual disposición no consti-
tuía entonces el obstáculo absoluto y radical que ahora se 
quisiera, por hipótesis, alegar, en el caso a que se contrae 
el fallo actual, sino que, también, al disponerse la rectifi-
cación, en este caso, se reconocería, por ello mismo, que 
la declaración de distracción de que se trata fué objeto de 
la deliberación y de la decisión correspondientes y que fué 
sólo materialmente como ella fué omitida, en la redacción 
del dispositivo de la sentencia del treinta de agosto de mil 
novecientos cuarenta y tres, —tantas veces mencionada—, 
de tal modo que, en virtud del fallo rectificativo, la suso-
dicha declaración de distracción se encontraría siempre de-
cidida por la misma sentencia que condenó las partes al pa-
go de las costas procesales, en la medida que ha sido ex-
puesta; 

Considerando que, en virtud de las anteriores decla-
raciones, debe ser decidido que es procedente la rectifica-
ción a que se refieren los desarrollos que anteceden; 

Por tales motivos; oído el dictamen oral del Magistra-
do Procurador General de la República, Lic. Pablo M. Pau-
lino, dado en Cámara de Consejo, y vistos los artículos 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación —(reformado 
por la Ley No. 295, del año 1940)—; 133 del Código de Pro-
cedimiento Civil —(reformado por la Ley No. 507, del año 
1941)— y 29, párrafo 2, de la Ley de Organización Judi-
cial, la Suprema Corte de Justicia, 

FALLA: 

Primero: que es procedente rectificar y, en efecto, 
rectifica, la omisión en que se incurrió en los ordinales 
segundo y cuarto del dispositivo arriba transcrito, de la 
sentencia que, en fecha treinta de agosto de mil novecien-
tos cuarenta y tres, dictó la Suprema Corte de Justicia so-
bre el recurso de casación interpuesto por los Señores Mer-
cedes María Mella, Altagracia Mella, Juan Pablo Mella y 
Miguel Angel Mella; Segundo: que, en consecuencia, el 
referido segundo ordinal de aquel dispositivo debe ser com-
pletado, y, al efecto, se completa con la frase siguiente: 
"declarándolas distraídas en provecho del abogado de los 
intimados, Licenciado Pedro Julio Báez K.. quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; Tercero:. que el 

mencionado cuarto ordinal debe ser completado y, en efec-
to, se completa con la siguiente frase: "declarándolas dis-
traídas en provecho del abogado de los intimantes, Licen-
ciado J. R. Cordero Infante, quien afirma haberlas avan-
zado"; y Cuarto: que debe disponer, y, en efecto, dis-
pone, que por Secretaría, no se expida copia alguna de la 
sentencia rectificada sino conjuntamente con la de la pre-
sente. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolas-
co.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. . 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General. que cer-
tifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, 

 
 regularmente constituida por los Jueces Licenciado 

Juan Tomas Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto Kle Presidente; Licenciados Froilán 
Tavares hijo, Segundo . Sustituto de Presidente; Benigno del =, 
Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Estre-
lla Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy-
día quince del mes de septiembre de mi novecientos cua-
renta y tres, año 100 de la Independencia. 81 de la Restau-
ración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ceferino 
Antonio Almonte. dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado en la ciudad de Santiago de los Caba -
lleros, provincia de, Santiago, República Dominicana, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 21483, serie 
31, renovada, para el presente año, con el sello de R. I. No. 
203366, contra sentencia correccional de la Corte de Ape -
lación del Departamento de Santiago, de fecha diez de ma-
yo de mil novecientos cuarenta, y tres, cuyo dispositivo se 
indicará luego; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada, e'  
la Secretaría de la Corte a quo, el diez de mayo de mil n 
vecientos cuarenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúb 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta 
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de -

liberado, y vistos los artículos 406, 408 (modificado éste) 
y 463, escala sexta, del Código Penal; 177 a 211 del de 
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Procedimiento Criminal; lo., 26, 27, 30 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: A). que en fecha tres del mes de septiembre 
del año mil novecientos cuarentidos, por ante Ramón Sa-
bater, Sargento de la Policía Nacional en funciones de ofi-
cial del día, en Santiago, compareció el señor Nicolás Cons-
tantino Mane, portador de la cédula personal de identidad 
No. 1514, serie 31, mayor de edad, de estado casado, de 
profesión industrial, del domicilio y residencia en la calle 
"Santiago Rodríguez" de la ciudad de Santiago, casa No. 
66, y le expuso: "que el motivo de su comparecencia era 
presentar formal querella contra el nombrado CEFERINO 
ANTONIO ALMONTE, del domicilio y residencia de la ca-
lle "García Copley", casa No. 80, de esta ciudad. por 
el hecho de que este sujeto dispuso sin su autorización del 
valor de OCHENTA Y SEIS ($86.00), oro, que le diera en 
billetes de la Lotería Nacional para la venta";— B). que 
apoderado del caso, el Magistrado Procurador Fiscal « del 
Distrito Judicial de Santiago,• lo llevó por la vía directa al 
Tribunal Correccional de dicho Distrito Judicial, el cual 
dictó sentencia en fecha treinta del mes de septiembre del 
año mil novecientos cuarenta y dos, pronunciando el defecto 
contra el inculpado- CEFERINO ANTONIO ALMONTE por 
no haber comparecido a la audiencia para la cual fué legal-
mente citado; condenándolo a sufrir la pena de OCHO ME-
SES DE PRISION y al pago de las costas, por su delito de 
abuso de confianza en perjuicio del señor Nicolás Constan-
tino Mane ;— C), que contra esa sentencia interpuso recur-
so de oposición el inculpado, y fijada la audiencia pública 
del día doce del mes de enero del año en curso, para cono-
cer de la causa en oposición, el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Santiago, dictó sentencia retractando el fallo dic-
tado por ese mismo Juzgado en fecha treinta del mes de 
septiembre del año mil novecientos cuarenta y dos, y lo 
condenó a sufrir la pena de DOS MESES DE PRISION 
CORRECCIONAL y al pago de las costas, por su delito de 
abuso de confianza en perjuicio del señor Nicolás Cons- 



798 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 799 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto ,'de Presidente; Licenciados FrOilán 
Tavares hijo, Segundo . Sustituto de Presidente; Benigno del 
Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Estre-
lla Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día quince del mes de septiembre de mi novecientos cua-
renta y tres, año 100 de la Independencia. 81 de la Restau-
ración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú-l' 
Mea, como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ceferino 
Antonio Almonte. dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado en la ciudad de Santiago de los Caba -
lleros, provincia de, Santiago, República Dominicana, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 21483, serie 
31, renovada, para el presente año, con el sello de R. I. No. 
203366, contra sentencia correccional de la Corte de Ape -
lación del Departamento de Santiago, de fecha diez de ma-
yo de mil novecientos cuarenta, y tres, cuyo dispositivo se I, 
indicará luego; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada, en 
la Secretaría de la Corte a quo, el diez de mayo de mil no-
vecientos cuarenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta 
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 406, 408 (modificado éste) 
y 463, escala sexta, del Código Penal; 177 a 211 del de 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

Procedimiento Criminal; lo., 26, 27, 30 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: A). que en fecha tres del mes de septiembre 
del año mil novecientos cuarentidos, por ante Ramón Sa- 
bater, Sargento de la Policía Nacional en funciones de ofi- 
cial del día, en Santiago, compareció el señor Nicolás Cons- 
tantino Mane, portador de la cédula personal de identidad 
No. 1514, serie 31, mayor de edad, de estado casado, de 
profesión industrial, del domicilio y residencia en la calle 

. 1  "Santiago Rodríguez" de la ciudad de Santiago, casa No. 
66, y le expuso: "que el motivo de su comparecencia era 
presentar formal querella contra el nombrado CEFERINO 
ANTONIO ALMONTE, del domicilio y residencia de la ca- 

' lie "García Copley", casa No. 80, de esta ciudad. por 
el hecho de que este sujeto dispuso sin su autorización del 
valor de OCHENTA Y SEIS ($86.00), oro, que le diera en 
billetes de la Lotería Nacional para la venta";— B). que 
apoderado del caso, el Magistrado Procurador Fiscal « del 
Distrito Judicial de Santiago,- lo llevó por la vía directa al 
Tribunal Correccional de dicho Distrito Judicial, el cual 
dictó sentencia en fecha treinta del mes de septiembre del 

0 
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tantino Mane, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; D), que Ceferino Antonio Almonte "interpuso In 
tiempo hábil" recurso de alzada contra el fallo últimamen-
te indicado; y que la Corte de Apelación de Santiago, apo-
derada del conocimiento de dicho recurso, dictó sentencia, 
el cinco de febrero de mil novecientos cuarenta y tres. 
"pronunciando el defecto contra el inculpado Ceferino An-
tonio Almonte por no haber comparecido a la audiencia no 
obstante haber sido legalmente citado", y confirmando la 
decisión que era impugnada entonces; E), que Ceferino An-
tonio Almonte "hizo oposición en tiempo oportuno" a la 
indicada sentencia en defecto; que la Corte de Apdación - 
de Santiago conoció de dicho recurso, en audiencias de fe-
chas once de marzo y siete de mayo de mil novecientos cua-
renta y tres, en las cuales fueron oídos el inculpado, el que-
rellante y los demás testigos, así como el Magistrado Pro-
curador General en la lectura de su dictamen, y se llenaron 
las demás formalidades legales del caso; F), que la ya in-
dicada Corte de Apelación del Departamento de Santiago 
dictó sobre el asunto, en fecha diez de mayo de mil nove-
cientos cuarenta y tres, la sentencia contra la cual ahora 
se recurre en casación, y cuya dispositivo se transcribe en 
seguida: "FALLA :— 1ro.: que debe declarar y declara re-
gular en la forma el recurso de oposición interpuesto por 
el inculpado CEFERINO ANTONIO ALMONTE, de gene-
rales expresadas, contra sentencia dictada en defecto en 
fecha cinco del mes de febrero del corriente año, por esta 
Corte de Apelación, y lo rechaza en cuanto al fondo; 2do.: 
que debe confirmar y confirma la referida sentencia en 
defecto, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 1ro.: 
que debe declarar y declara regular en la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el inculpado CEFERINO AN-
TONIO ALMONTE, de generales anotadas, contra senten-
cia dictada en fecha doce del mes de enero del corriente 
año, por el Juzgado' de lra. Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, y lo rechaza en cuanto al fondo; 2do.: que de-
be pronunciar y pronuncia el defecto contra el referido in-
culpado, per no haber comparecido a la audiencia, no obs- 

tante haber sido legalmente citado; 3ro.: que debe confir-
mar y confirma en lo que al inculpado se refiere la senten-
cia apelada, Y EN CONSECUENCIA: debe declarar y de-
clara que es culpable del delito de abuso de confianza en 
perjuicio del señor NICOL AS CONSTANTINO MANE, he-
cho previsto y sancionado por los artículos 406 y 408, mo -
dificados, del Código Penal, y como tal debe condenarlo y 
lo condena a sufrir la pena de dos meses de prisión correc-
cional en la Cárcel Pública de la ciudad de Santiago, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, y 4to.: que 
debe condenarlo y lo condena al pago, de las costas del pro-
cedimiento"; y 3ro.: que debe condenar y condena al refe-
rido inculpado al pago de las costas ocasionadas con motivo 
de su recurso de oposición"; 

Considerando, que Ceferino Antonio Almonte, expone, 
en el acta de declaración de su recurso, que interpone éste 
"por .no hallarse conforme con la sentencia, pues él no ha 
cometido. el delito"; y que tales términos indican el al-
cance total del recurso; 

Considerando, que la sentencia impugnada presentta, 
como fundamento, lo que a continuación se copia: "CON-
k IDERANDO:— que el inculpado Ceferino Antonio Al-
monte ha suministrado a la justicia dos versiones acerca 
de sus relaciones con .el querellante Constantino Mane; la 
primera, dada ante el Juez a-quo, en el sentido de que ha-
bía entregado al querellante en presencia de su mujer más 
de cien pesos, y que luego vino en la guagua, envuelto en 
una toalla, y le entregó otra suma de dinero; la segunda, 
dada ante la Corte en audiencia del 11 de Marzo de 1943: 
que recibía pan en consignación y hacía las remesas con 
regularidad; que por último, el señor Mane le entregó diez 
billetes del sorteo ordinario, y al sentirse enfermo le trajo 
el importe de dichos billetes, manifestándole que se retira -
ba al campo, y que no tomaría más pan ni billetes; que su 
hermano Bruno Almonte, quien en ocasiones le acompaña-
ba, parece que solicitó de Mane pan y billetes, y que éste 
se los entregó, pero que él no tiene nada que ver con ese 
negocio;— CONSIDERANDO:— que las declaraciones pre- 
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tantino Mane, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; D), que Ceferino Antonio Almonte "interpuso In 
tiempo hábil" recurso de alzada contra el fallo últimamen-
te indicado; y que la Corte de Apelación de Santiago, apo-
derada del conocimiento de dicho recurso, dictó sentencia, 
el cinco de febrero de mil novecientos cuarenta y tres. 
"pronunciando el defecto contra el inculpado Ceferino An-
tonio Almonte por no haber comparecido a la audiencia no 
obstante haber sido legalmente citado", y confirmando la 
decisión que era impugnada entonces; E), que Ceferino An-
tonio Almonte "hizo oposición en tiempo oportuno" a la 
indicada sentencia en defecto; que la Corte de Apelación - 
de. Santiago conoció de dicho recurso, en audiencias de fe-
chas once de marzo y siete de mayo de mil novecientos cua-
renta y tres, en las cuales fueron oídos el inculpado, el que-
rellante y los demás testigos, así como el Magistrado Pro-
curador General en la lectura de su dictamen, y se llenaron 
las demás formalidades legales del caso; F), que la ya in-
dicada Corte de Apelación del Departamento de Santiago 
dictó sobre el asunto, en fecha diez de mayo de mil nove-
cientos cuarenta y tres, la sentencia contra la cual ahora 
se recurre en casación, y cuyo dispositivo se transcribe , en 
seguida: "FALLA :— 1ro.: que debe declarar y declara re-
gular en la forma el recurso de oposición interpuesto por 
el inculpado CEFERINO ANTONIO ALMONTE, de gene-
rales expresadas, contra sentencia dictada en defecto en 
fecha cinco del mes de febrero del corriente año, por esta 
Corte de Apelación, y lo rechaza en cuanto al fondo; 2do.: 
que debe confirmar y confirma la referida sentencia en 
defecto, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA : 1ro.: 
que debe declarar y declara regular en la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el inculpado CEFERINO AN -
TONIO ALMONTE, de generales anotadas, contra senten -
cia dictada en fecha doce del mes de enero del corriente 
año, por el Juzgado de ira. Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, y lo rechaza en cuanto al fondo; 2do.: que de-
be pronunciar y pronuncia el defecto contra el referido in-
culpado, por no haber comparecido a la audiencia, no obs- 

tante haber sido legalmente citado; 3ro.: que debe confir-
mar y confirma en lo que al inculpado se refiere la senten-
cia apelada, Y EN CONSECUENCIA: debe declarar-  y de-
clara que es culpable del delito de abuso de confianza en 
perjuicio del señor NICOL AS CONSTANTINO MANE, he-
cho previsto y sancionado por los artículos 406 y 408, mo -
dificados, del Código Penal, y como tal debe condenarlo y 
lo condena a sufrir la pena de dos meses de prisión correc-
cional en la Cárcel Pública de la ciudad de Santiago, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, y 4to.: que 
debe condenarlo y lo condena al pago, de las costas del pro-
cedimiento"; y 3ro.: que debe condenar y condena al refe-
rido inculpado al pago de las costas ocasionadas con motivo 
de su recurso de oposición"; 

Considerando, que Ceferino Antonio Almonte, expone, 
en el acta de declaración de su recurso, que interpone éste 
"por ,no hallarse conforme con la sentencia, pues él no ha 
cometido, el delito"; y que tales términos indican el al-
cance total del recurso; 

Considerando, que la sentencia impugnada presenta., 
como fundamento, lo que a continuación se copia: "CON-
ISIDERANDO:— que el inculpado Ceferino Antonio Al-
monte ha suministrado a la justicia dos versiones acerca 
de sus relaciones con 'el querellante Constantino Mane; la 
primera, dada ante el Juez a-quo, en el sentido de que ha-
bía entregado al querellante en presencia de su mujer más 
de cien pesos, y que luego vino en la guagua, envuelto en 
una toalla, y le entregó otra suma de dinero; la segunda, 
dada ante la Corte en audiencia del 11 de Marzo de 1943: 
que recibía pan en consignación y hacía las remesas con 
regularidad; que por último, el señor Mane le entregó diez 
billetes del sorteo ordinario, y al sentirse enfermo le trajo 
el importe de dichos billetes, manifestándole que se retira -
ba al campo, y que no tomaría más pan ni billetes; que su 
hermano Bruno Almonte, quien en ocasiones le acompaña-
ba, parece que solicitó de Mane pan y billetes, y que éste 
se los entregó, pero que él no tiene nada que ver con ese 
negocio;— CONSIDERANDO:— que las declaraciones pre- 
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transcritas contienen confesiones calificadas o • complejas; 
pero, cuando se intentare de dividir el mandato de la res-
tricción que le acompaña, porque no sería otra cosa que 
una negativa de la disipación, es decir, del delito mismo cu-
ya prueba puede hacerse por todos los medios; sin embar-
go, preciso es convenir en que aún en estos casos se man-
tiene el principio civil de la indivisibilidad de la confesión; 
mas si los inculpados hicieren declaraciones contradictorias 
e incoherentes, el Juez no dividiría la confesión, precisando 
su sentido y descartando lo que no ofrece credibilidad al-
guna, como del mismo modo tiene el derecho a prescindir 
de declaraciones de tal modo inverosímiles, cine constitu-
yan una verdadera imposibilidad, de acuerdo con doctrina 
sustentada en el país de nuestra legislación de origen;—
CONSIDERANDO:— que, aunque las declaraciones sumi-
nistradas por el inculpado Ceferido Antonio Almonte tie-
nen, relacionadas afirmaciones inverosímiles que constituyen 
verdaderas imposibilidades, al decir que entregó a Mane 
más de cien pesos: cuando si recibió solamente, según él, 
los diez billetes de la lotería ordinaria, era totalmente im-
posible que pagase un valor que sumada alcanzaría el im-
porte de esos diez billetes, $27.70, más $72.70. pues tal cir-
cunstancia podría conducir lógicamente a prescindir de una 
restricción imposible o absurda a todas luces, pues si en-
viaba regularmente el importe del pan, era poco probable 
que pagase en una sola oportunidad un valor de más de 
$72.70 de pan;— CONSIDERANDO:— que la prohibición 
'de la prueba testimonial para establecer la existencia, cláu -
sula y condiciones, de uno de los contratos enumerados por 
el artículo 408 del Código Penal no es absoluta, pues sufre 
las numerosas excepciones establecidas en la Ley Civil; y 
es natural que éstas puedan ser invocadas ante la juris -
dicción represiva, como pueden serlo ante la jurisdicción 
civil; que la primera de estas excepciones es la relativa a 
la prueba de los contratos, cuyo objeto no exceda de trein-
ta pesos (art. 1341 del Código Civil), porque esas conven-
ciones pueden ser establecidas por testigos' y aún por sim -
ples presunciones; que, como el inculpado alega haber re- 

cibido del querellante Nicolás Constantino Mane solamen -
te ta cantidad de diez billetes del sorteo ordinario, cuyo 
importe es $27.30, (Veintisiete pesos con treinta centavos 
moneda de curso legal), es admisible la prueba por testi-
gos y aún por presunciones para establecer el mandato y 
por lo mismo el abuso de confianza que se pone a cargo de 
Ceferino Antonio Almonte; pues, en cuanto se refiere a los 
diez billetes del sorteo extraordinario, la prueba testimo-
nial es no sólo inadmisible, sino que atañe a un contrato de 
mandato distinto al primero, puesto que fueron entregados 
a Bruno Almonte y no es posible establecer que éste los re-
cibiera por cuenta de su hermano Ceferino Antonio Almon-
te; es decir, mientras en el primer caso se trata de un man-
dato simple, en el segundo se trata de un doble mandato: 
uno, para vender otorgado por Nicolás Constantino Mane 
a Ceferino Antonio Almonte; y otro, de recibir esos efec-
tos, otorgado a Bruno Almonte por Ceferino Antonio Al-
monte;— CONSIDERANDO:— que la prueba del manda-
to para vender diez billetes del sorteo ordinario, con un im-
porte de veintisiete pesos con treinta centavos, está forma-
da por la declaración del señor Nicolás Constantino Mane, 
quien afirma haberle entregado diversas partidas de bi-
lletes a razón de diez semanales, para ayudarle a obtener 
mejor salario en la venta del pan, y que Almonte no pagó 
los diez billetes, por la confesión del inculpado; por los tes-
timonios de Alejandro Vásquez y Alejo López, quienes afir-
man que estaban en la panadería cuando <>ferino Antonio 
Almonte dijo a Mane, que había enfermado y había gas-
tado el dinero en su enfermedad, y por las presunciones que 
resultan de la propia querella, relacionada con la afirma-
ción del inculpado de haber pagado a Mane inás de cien 
pesos, ya que, tal afirmación de carácter francamente in-
verosímil, hace suponer necesariamente la ausencia del 
alegado pago, pues no se explica que pudiese deber en pan 
una cantidad mayor de $72.70, si ciertamente cumplía con 
regularidad, como lo admite el propio querellante ;— COSI-
SIDERANDO:— que los elementos constitutivos Idel de-
lito de abuso de confianza, previsto y sancionado por el ar- 
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transcritas contienen confesiones calificadas o' complejas; 
pero, cuando se intentare de dividir el mandato de la res-
tricción que le acompaña, porque no sería otra cosa que 
una negativa de la disipación, es decir, del delito mismo cu-
ya prueba puede hacerse por todos los medios; sin embar-
go, preciso es convenir en que aún en estos casos se man-
tiene el principio civil de la indivisibilidad de la confesión; 
mas si los inculpados hicieren declaraciones contradictorias 
e incoherentes, el Juez no dividiría la confesión, precisando 
su sentido y descartando lo que no ofrece credibilidad al-
guna, como del mismo modo tiene el derecho a prescindir 
de declaraciones de tal modo inverosímiles, (pie constitu-
yan una verdadera imposibilidad, de acuerdo con doctrina 
sustentada en el país de nuestra legislación de origen;—
CONSIDERANDO:— que, aunque las declaraciones sumi-
nistradas por el inculpado Ceferido Antonio Almonte tie-
nen, relacionadas afirmaciones inverosímiles que constituyen 
verdaderas imposibilidades, al decir que entregó a Mane 
más de cien pesos: cuando si recibió solamente, según él, 
los diez billetes de la lotería ordinaria, era totalmente im-
posible que pagase un valor que sumado alcanzaría el im-
porte de esos diez billetes, $27.70, más $72.70. pues tal cir -
cunstancia podría conducir lógicamente a prescindir de una 
restricción imposible o absurda a todas luces, pues si en-
viaba regularmente el importé del pan, era poco probable 
que pagase en una sola oportunidad un valor de más de 
$72.70 de pan;— CONSIDERANDO:— que la prohibición 
'de la prueba testimonial para establecer la existencia, cláu -
sula y condiciones/ de uno de los contratos enumerados por 
el artículo 408 del Código Penal no es absoluta, pues sufre 
las numerosas excepciones establecidas en la Ley Civil; y 
es natural que éstas puedan ser invocadas ante la juris-
dicción represiva, como pueden serlo ante la jurisdicción 
civil; que la primera de estas excepciones es la relativa a. 
la prueba de los contratos, cuyo objeto no exceda de trein-
ta pesos (art. 1341 del Código Civil), porque esas conven-
ciones pueden ser establecidas por testigos' y aún por sim -
ples presunciones; que, como el inculpado alega haber re- 

cibido del querellante Nicolás Constantino Mane solamen-
te ta cantidad de diez billetes del sorteo ordinario, cuyo 
importe es $27.30, (Veintisiete pesos con treinta centavos 
moneda de curso legal), es admisible la prueba por testi-
gos y aún por presunciones para establecer el mandato y 
por lo mismo el abuso de confianza que se pone a cargo de 
Ceferino Antonio Almonte; pues, en cuanto se refiere a los 
diez billetes del sorteo extraordinario, la prueba testimo-
nial es no sólo inadmisible, sino que atañe a un contrato de 
mandato distinto al primero, puesto que fueron entregados 
a Bruno Almonte y no es posible establecer que éste los re-
cibiera por cuenta de su hermano Ceferino Antonio Almon-
te; es decir, mientras en el primer caso se trata de un man-
dato simple, en el segundo se trata de un doble mandato: 
uno, para vender otorgado por Nicolás Constantino Mane 
a Ceferino Antonio Almonte; y otro, de recibir esos efec-
tos, otorgado a Bruno Almonte por Ceferino Antonio Al-
monte ;— CONSIDERANDO:— que la prueba del manda-
to para vender diez billetes del sorteo ordinario, con un im-
porte de veintisiete pesos con treinta centavos, está forma-
da por la declaración del señor Nicolás Constantino Mane, 
quien afirma haberle entregado diversas partidas de bi-
lletes a razón de diez semanales, para aiudarle a obtener 
mejor salario en la venta del pan, y que Almonte no pagó 
los diez billetes, por la confesión del inculpado; por los tes-
timonios de Alejandro Vásquez y Alejo López, quienes afir-
man que estaban en la panadería cuando Ceferino Antonio 
Almonte dijo a Mane, que había enfermado y había gas-
tado el dinero en su enfermedad, y por las presunciones que 
resultan de la propia querella, relacionada con la afirma-
ción del inculpado de haber pagado a Mane más de cien 
pesos, ya que, tal afirmación de carácter francamente in-
verosímil, hace suponer necesariamente la ausencia del 
alegado pago, pues no se explica que pudiese deber en pan 
una cantidad mayor de $72.70, si ciertamente cumplía con 
regularidad, como lo admite el propio querellante ;— CON-
SIDERANDO:— que los elementos constitutivos lel de-
lito de abuso de confianza, previsto y sancionado por el ar- 
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título 408 del Código Penal, son los siguientes: lo. un he-
cho material de distracción o disipación; 2do.: el carácter 
fraudulento de esta distracción o disipación, es decir, la 
intención fraudulenta; 3ro.: el perjuicio causado al propie 
tario, poseedor o detentador del o de los objetos sustraídos 
o disipados; 4to.: la naturaleza de esos objetos, los cuales 
deben ser efectos, géneros, mercancías, billetes, finiquitas 
o cualquier documento que contenga obligación u opere des-
cargo, 5to.: la entrega de éstos objetos" con relación "de 
devolverla, presentarla o hacer un uso empleo determina-
do, y 6to.: la circunstancia de que esta entrega haya teni-
do lugar a título de alquiler, depósito, mandato, préstamo 
a uso o para trabajo asalariado o no asalariado; que en el 
caso, están reunidos los elementos constitutivos del delito 
de abuso de confianza; porque, en efecto, el inculpado Ce-
ferino Antonio Almonte disipó o distrajo con fraude en 
perjuicio de su propietario Nicolás ,Constantino Mane la 
cantidad de veintisiete pesos con treinta centavos moneda 
corriente, importe de diez billetes que le fueron entrega-
dos para la venta (mandato), y, la intención y el fraude 
quedan demostrados con el propio alegato del mentiroso 
pago, que sólo tiende a ponerse a salvo de una posible re-
clamación y consumar irreparablemente el perjuicio rea- 

▪ lizado; y por consiguiente, procede mantener la sentencia 
dictada en defecto por esta Corte de Apelación, en fecha 
cinco de febrero de mil novecientos cuarenta y tres, a car-
go del inculpado Ceferino Antonio Almonte;— CONSIDE-
RANDO:— que toda sentencia de condenación contra el 
inculpado, le condenará además al pago de las costas"; 

Considerando, que si bien en algunos párrafos de lo 
que queda transcrito aparece cierta oscuridad, que puede 
ser debida a errores de copia y a alguna inadvertencia, 
no transcendental, resulta, del examen de todo ello ,que 
la Corte a quo, 'después de indicar, 'correctamente, los ele- • 
mentos constitutivos del abuso de confianza previsto en el 
artículo 408, del Código Penal, estableció por los medios 
legales y en uso de las facultades soberanas de que, para 
ello, están investidos los jueces del fondo, la existencia en 

el caso de tales elementos; pues, aunque la quinta de las 
nsideraciones del fallo atacado que arriba se transcribe, 

expresa "que la prueba del mandato para vender diez bi-
etes del sorteo ordinario, con un importe de veintisiete 
sos con treinta centavos, está formada por la declaración 

del señor Nicolás Constantino Mane" (querellante), "quien 
afirma haberle entregado diversas partidas de billetes a 
razón de diez semanales, para ayudarle a obtener mejor sa-
lario en la venta del pan", resulta, de las demás consigna-
ciones del fallo; de las declaraciones que figuran en las ac-
tas de audiencia de la Corte a quo y a las cuales el repeti-
do fallo sé refiere para fundamentar sus presunciones so-

: bre la disipación fraudulenta por parte del inculpado, ahora 
recurrente, que lo señalado últimamente conllevaba tam-
bién la comprobación de la existencia del mandato; que 
por ello, cuando el recurrente pretendiere que no pudiera 
constituir, por sí sólo, una prueba del mandato la afirma-
cidn del propio querellante, esto estaría desprovisto, en la 
especie, de finalidad útil alguna, ya que tal prueba resul-
taba de otros hechos establecidos, por los jueces del fon-
do, y los motivos de derecho en estos basados, pueden ser 

suplidos, y lo son, por la Suprema Corte de Justicia; pues, 
al no haber negado, sino más bien admitido implícitamen-
te, el actual recurrente, que los billetes que acostumbraba 
recibir de Nicolás Constantino Mané, lo eran con el encar-
go de venderlos, esto es, en calidad de mandato; al haber 
,admitido que recibió, a ese título, los diez billetes a los cua-
les se refiere la sentencia, y al haber limitado su defensa 
a la pretensión de que había hecho un pago que la Corte 

a quo establece, con base suficiente, que no efectuó, se es-
tá en el caso de hacer el suplemento de motivos de derecho 

arriba indicado; 
Considerando, que también sería infructuoso que el 

recurrente pretendiera alegar una novación, por la circuns-
tancia, declarada en una de las audiencias de la Corte por 
Nicolás Constantino Mané, de que éste no lo hubiera so-
metido inmediatamente a la justicia represiva, y hubiese 
estado tratando de facilitarle, con esperas, que' cumpliera 
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título 408 del Código Penal, son los siguientes: lo. un he- . 

cho material de distracción o disipación; 2do.: el carácter 
fraudulento de esta distracción o disipación, es decir, la 
intención fraudulenta; 3ro.: el perjuicio causado al propie-
tario, poseedor o detentador del o de los objetos sustraídos 
o disipados; 4to.: la naturaleza de esos objetos, los cuales 
deben ser efectos, géneros, mercancías, billetes, finiquitos 
o cualquier documento que contenga obligación u opere des-
cargo, 5to.: la entrega de éstos objetos" con relación "de 
devolverla, presentarla o hacer un uso empleo determina-
do, y 6to.: la circunstancia de que esta entrega haya teni-
do lugar a título de alquiler, depósito, mandato, préstamo 
a uso o para trabajo asalariado o no asalariado; que en el 
caso, están reunidos los elementos constitutivos del delito 
de abuso de confianza; porque, en efecto, el inculpado Ce-
ferino Antonio Almonte disipó o distrajo con fraude en 
perjuicio de su propietario Nicolás ,Constantino Mane la 
cantidad de veintisiete pesos con treinta centavos moneda 
corriente, importe de diez billetes que le fueron entrega-
dos para la venta (mandato), y, la intención y el fraude 
quedan demostrados con el propio alegato del mentiroso 
pago, que sólo tiende a ponerse a salvo de una posible re-
clamación y consumar irreparablemente el perjuicio rea- 

.∎  lizado; y por consiguiente, procede mantener la sentencia 
dictada en defecto por esta Corte de Apelación, en fecha 
cinco de febrero de mil novecientos cuarenta y tres, a car-
go del inculpado Ceferino Antonio Almonte;— CONSIDE-
RANDO:— que toda sentencia de condenación contra el 
inculpado, le condenará además al pago de las costas"; 

Considerando, que si bien en algunos párrafos de lo ' 
que queda transcrito aparece cierta oscuridad, que puede 
ser debida a errores de copia y a alguna inadvertencia, 
no transcendental, resulta, del examen de todo ello ,que 
la Corte a quo, después de indicar, 'correctamente, los ele-
mentos constitutivos del abuso de confianza previsto en el 
artículo 408, del Código Penal, estableció por los medios 
legales y en uso de las facultades soberanas de que, para 
ello, están investidos los jueces del fondo, la existencia en 

1 caso de tales elementos; pues, aunque la quinta de las 
onsideraciones del fallo atacado que arriba se transcribe, 

expresa "que la prueba del mandato para vender diez bi-
lletes del sorteo ordinario, con un importe de veintisiete 
pesos con treinta centavos, está formada por la declaración 
del señor Nicolás Constantino Mane" (querellante), "quien 
afirma haberle entregado diversas partidas de billetes a 
razón de diez semanales, para ayudarle a obtener mejor sa-
lario en la venta del pan", resulta, de las demás consigna -

ciones del fallo; de las declaraciones que figuran en las ac-
tas de audiencia de la Corte a quo y a las cuales el repeti-
do fallo sé refiere para fundamentar sus presunciones so-
bre la disipación fraudulenta por parte del inculpado, ahora 
recurrente, que lo señalado 'últimamente conllevaba tam -

bién la comprobación de la existencia del mandato; que 
por ello, cuando el recurrente pretendiere que no pudiera 
constituir, por sí sólo, una prueba del mandato la afirma-
ción del propio querellante, esto estaría desprovisto, en la 
especie, de finalidad útil alguna, ya que tal prueba resul -
taba de otros hechos establecidos, por los jueces del fon-
do, y los motivos de derecho en estos basados, pueden ser 
suplidos, y lo son, por la Suprema Corte de Justicia; pues, 
al no haber negado, sino más bien admitido implícitamen -

te, el actual recurrente, que los billetes que acostumbraba 
recibir de Nicolás Constantino Mané, lo eran con el encar-
go de venderlos, esto es, en calidad de mandato; al haber 
admitido que recibió, a ese título, los diez billetes a los cua-
les se refiere la sentencia, y al haber limitado su defensa 
a la pretensión de que había hecho un pago que la Corte 

a quo establece, con base suficiente, que no efectuó, se es-
tá en el caso de hacer el suplemento de motivos de derecho 

arriba indicado; 
Considerando, que también sería infructuoso que el 

recurrente pretendiera alegar una novación, por la circuns -

tancia, declarada en una de las audiencias de la Corte por 
Nicolás Constantino Mané, de que éste no lo hubiera so-
metido inmediatamente a la justicia represiva, y hubiese 
estado tratando de facilitarle, con esperas, que' cumpliera 
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con su obligación de restituir; pues, una vez consumado el 
delito (con todos sus elementos constitutivos), el orden pú-
blico se hubiera opuesto a que una novación tuviera por 
efecto burlar la ley penal; 

Considerando, que el exalnen íntegro de la idecisión 
atacada y de las piezas del expediente a las cuales aquella 
se refiere, pone de manifiesto que, en la especie, la Corte 
a quo, después de establecer los hechos a cargo del incul-
pado, los sancionó con las penas indicadas en la ley; que no 
incurrió en el vicio de desnaturalización de hechos esencia-
les de la causa, ni en otro alguno, de forma o de fondo, que 
pudiera conducir a la anulación de su sentencia; que, como 
consecuencia de todo lo dicho, el presente recurso debe ser 
rechazado; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por Ceferino Antonio Almonte, contra senten-
cia de la Corte de Apelación del Departamento de Santia-
go, de fecha diez de mayo de mil novecientos cuarenta y 
tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del pre-
sente fallo, y condena dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.-- Eudaldo Tron-
coso de la C.— Rafael Estrella Ureña. —J. Pérez Nolas-
co.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí. Secretario General, que cer-
tifico.— (Firmado): Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán Ta-
vares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno del 
Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Estre-
lla Ureña y' José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día quince del mes de septiembre de mil novecientos cua-
renta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Restau-
ración y 14 de la Era de Trujillo, dicta. en audiencia públi-
ca, como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan 
Agustín Reinoso, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor. domiciliado en la ciudad de Santiago de los Caba-
lleros, provincia de Santiago, República Dominicana, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 28091, Serie 
31, renovada, para el presente año, con el sello de R. I. No. 
220166, contra sentencia correccional de la Corte de Ape-
lación del Departamento de Santiago, de fecha diez de ma-
yo de mil novecientos cuarenta y tres, cuyo dispositivo se-
rá indicado luego; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada, en 
la Secretaría de la Corte mencionada, el mismo día del pro-
nunciamiento del fallo atacado; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-

blica, Licenciado. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 406 y 408 del Código Penal; 
177 a 211 del Código de Procedimiento Criminal; lo., 27, 
29, 30 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), Que en fecha tres del mes de setiembre 
del pasado año mil novecientos cuarenta y dos, pdr ante 
el Sargento de la Policía Nacional señor Ramón Sabater, 
en funciones de Oficial del Día, en la ciudad de Santiago, 
compareció el señor Nicolás Constantino Mane, portador 
de la cédula personal de identidad No. 1514. serie 31, ma- 
yor de edad, de estado casado, industrial, domiciliado y re- 
sidente en la calle "Santiago Rodríguez", casa No. 66, y le 
expuso: "que el motivo de su comparecencia era presentar 
formal querella contra el nombrado JOSE ANTONIO REY-
NOSO hijo (Papito), del domicilio y residencia en el callejón 
del Pueblo Nuevo de esta ciudad, por el hecho de que este 
sujeto dispuso sin su autorización del valor de OCHENTI-
OCHO PESOS 25 cts. ($88.25 cts. oro) que le diera en bi-
lletes de la Lotería Nacional para la venta"; B), Que apo-
derado del caso el Magistrado Procurador Fiscal de San-
tiago, dicho funcionario lo tramitó por la vía directa ante 
el Tribunal de lo Correccional del mismo Distrito Judicial, 
y este Tribunal, en fecha treinta de septiembre del año mil 
novecientos cuarenta y dos, dictó sentencia condenando al 
inculpado Reynoso a sufrir la pena de ocho meses de pri-
sión correccional y al pago de las costas, por su delito de 
abuso de confianza en perjuicio del señor CONSTANTINO 
MANE, sentencia rendida en defecto contra dicho incul-
pado, y conjuntamente, contra el nombrado Ceferino An-
tonio Almonte; C). Que al serle notificada la sentencia in-
dicada, el inculpado JOSE AGUSTIN REYNOSO, declaró, 
al Alcuacil actuante, formal recurso de oposición 'contra !a 
misma, y el Tribunal de lo Correccional del Distrito Judi-
cial en referencia, en fecha doce de enero del año en cur-
so, declaró sin valor legal dicho recurso por parte del re-
currente Reynoso, por no haber comparecido a la audien-
cia, para la cual había sido legalmente citado; D), que Juan 
Agustín Reynoso apeló contra el fallo que decidió esto úl-
timo; E), Que la Corte de Apelación del Departamento de 
Santiago, apoderada de dicho recurso, conoció del mismo, 
y después de un aplazamiento, en audiencia pública del sie- 

te de mayo de mil novecientos cuarenta y tres; F), Que 
en dicha audiencia, después de oídos los testigos y e' in-
culpado. y de cumplidas las demás formalidades legales del 
casó, el Magistrado Procuradór General de la Corte de que 
se trata concluyó, en su dictamen, del modo siguiente: "SO-
MOS DE OPINION:— Que' esta Honorable Corte de Ape-
lación modifique la sentencia apelada en el sentido de re-
ducir el tiempo de la prisión impuesta al inculpado en la 
medida que juzgue justa, condenándolo al pago de las cos-
tas de esta alzada, salvo su mejor parecer"; G), que la 
Corte de Apelación del Departamento de Santiago, ya -men-
donada, dictó, el diez de mayo de mil novecientos cuaren-
ta y tres, la sentencia que es objeto del presente recurso, 
y cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:-- 1ro.: que 
debe declarar y declara regular en la forma y bueno en el 
fordó, el recurso de apelación interpuesto' por el inculpado 
JUAN AGUSTIN REYNOSO, de generales expresadas, 
contra sentencia dictada en fecha doce del mes de enero 
del año en curso, por el Juzgado de 1ra. Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago ;— 2do.:— que debe modificar y 
modifica la sentencia objeto del recurso de apelación, de 
fecha 12 de enero del corriente año, y EN CONSECUEN -
CIA :— debe declarar y declara que el inculpado JUAN 
AGUSTIN REYNOSO. es  culpable del delito de abuso de 
confianza en perjuicio del señor NICOLAS CONSTANTI-
NO MANE, hecho previsto y sancionado por los artículos 
406 y 408, reformados, del Código Penal, y como tal, debe 
condenarlo y lo condena a sufrir la pena de CINCO ME-
SES DE PRISION CORRECCIONAL, en la cárcel públi-
ca de la Fortaleza "San Luis" de la ciudad de Santiago, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; y 3ro.:— 
que debe condenarlo y lo condena, además, al pago de las 
costas de ambas instancias"; 

Considerando, que según el acta de declaración del re-
curso, el recurrente expuso "que este recurso lo interpone 
por encontrar excesiva la pena-  que se le ha impuesto"; y 
que la Suprema Corte interpreta dicha declaración, que 
conduce a examinar la legalidad de las penas impuestas en 
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el presente caso, como la de un recurso de alchnce total 
acerca del fallo; 

Considerando, que la decisión expresa: en su primer 
Resulta, que la querella de Nicolás Constantino Mane fué 
presentada contra "José Antonio Reinoso hijo, (Papito)" ; 
en el tercer Resulta, que, al serle notificada la sentencia co-
rreccional, en defecto, dictada, el treinta de septiembre de 
mil novecientos cuarenta y dos, por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, "el inculpado 
José Agustín Reinoso, declaró al Alguacil actuante, formal 
recurso de oposición contra la misma", recurso que, por fa-llo del Juzgado de Primera Instancia de Santiago, del "do-
ce de enero del año en curso" (1943) fué declarado "sin 
valor legal", por no haber comparecido, el oponente, a la 
audiencia "para- la cual había sido legalmente citado 4 '; en 
el cuarto Resulta, que "en fecha 17 de marzo de este año" 
(ya lo era el mil novecientos cuarenta y tres), "el inculpa-
do Juan Agustín Reinoso, declaró en la Secretaría" corres-
pondiente, "su recurso formal de apelación contra la sen-
tencia dictada por dicho Juzgado" (el de Santiago) "en fe-
cha doce de enero de este mismo año"; en el primer Consi-derando, que los dos documentos presentados, en apoyo de 
su querella, por Nicolás Constantino Mane, tenían la firma 
de "Juan Agustín Reinoso" como la del inculpado; y en las 
demás consideraciones de la decisión ahora atacada, así 
como en el dispositivo, el nombre que se encuentra como 
el de quien fué condenado, es el de Juan Agustín Reinoso, 
con el cual ha recurrido a casación el mismo; 

Considerando, que como el actual recurrente no había 
comparecido a ninguna de las dos audiencias de primera 
instancia, y únicamente lo vino a hacer en apelación, es 
explicable que sólo en esta última oportunidad se hubiera 
podido establecer su verdadero nombre —Juan Agustín 
Reinoso--, por él declarado en el acta de apelación, así co -
mo en el acta de .audiencia de la Corte a quo, en las que 
presentó su cédula personal de identidad; que la compare-
cencia del inculpado ante la Corte de Santiago, sin aducir 
reparos acerca de la circunstancia de que, en anteriores 
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actuaciones, se le hubiera estado atribuyendo un nombre 
distinto, ni alegar que no fuera él la persona condenada por 
el primer juez, cubrió las irregularidades en que se hubie -
re podido incurrir, antes, en lo que se relaciona con su nom -
bre, ya que no aparecen motivos de dudas acerca de su 
identidad personal en todo momento; 

Considerando, que la sentencia atacada establece: a), 
que en la querella presentada, - el tres de septiembre de mil 
novecientos cuarenta y dos, por Nicolás Constantino Mane, 
el hecho del cual éste acusaba al actual recurrente era el de 
.que "este sujeto dispuso sin su autorización del valor de 
ochentaiocho pesos 25 cts. ($88.25 cts. oro)— que le diera 

en billetes Lotería Nacional para la venta", con todo lo cual 
se estaban precisando, por el querellante, todos los carac-
teres del abuso de confianza previsto por el artículo 408 
del Código Penal; b), que Juan Agustín Reinoso reconoció, 
como emanados de él y firmados por el mismo, los dos do-
cumentos presentados por Nicolás Constantino Mane en 
apoyo de su querella, documentos cuyo texto era el siguien -
te: "28 de julio de 1942.— Recibí del señor N. Constanti-
no Mane la cantidad de 31 billetes de la lotería nacional 
con un valor de ochentiocho pesos oro ame. con 25.-- Doy 
fe: fdo. Juan Agustín Reinoso"; Agosto 16 de 1942.— Se-
ñor N. Constantino Mane.— Suplícole aceptar tres pesos 
oro ame. semanal a cuenta de la deuda de 31 billetes Na-
cional valor de $88.25 oro ame.— Doy fé: fdo.: Juan Agus -
tín Reinoso"; c), que lo alegado por "Juan Agustín Rei-
noso" fué "qué Mane le daba primeramente billetes 
y luego le prestaba dinero con veinte por ciento de interés, 
pero le hizo firmar los comprobantes por concepto de bi-
lletes", con lo cual no se trataba, siquiera, de desvirtuar 
que los billetes le hubieran sido entregados para la venta, 
esto es, en calidad de mandato, carácter, este último, que es 
apreciado por la Corte a quo, como existente en la especie, 
al expresar dicha Corte "que el inculpado no preten - 

de hacer ninguna estricción" (restricción) "al mandato"; 
d), "que los elementos constitutivos del delito de abuso de 
confianza, previsto y sancionado por el artículo 408 del Có- 
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del Código Penal; b), que Juan Agustín Reinoso reconoció, 
como emanados de él y firmados por el mismo, los dos do-
cumentos presentados por Nicolás Constantino Mane en 
apoyo de su querella, documentos cuyo texto era el siguien -
te: "28 de julio de 1942.— Recibí del señor N. Constanti-
no Mane la cantidad de 31 billetes de la lotería nacional 
con un valor de ochentiocho pesos oro ame. con 25.-- Doy 
fe: fdo. Juan Agustín Reinoso"; Agosto 16 de 1942.— Se-
ñor N. Constantino Mane.— Suplícole aceptar tres pesos 
oro ame. semanal a cuenta de la deuda de 31 billetes Na-
cional valor de $88.25 oro ame.— Doy fé: fdo.: Juan Agus -
tín Reinoso"; c), que lo alegado por "Juan Agustín Rei-
noso" fué "qué Mane le daba primeramente billetes 
y luego le prestaba dinero con veinte por ciento de interés, 
pero le hizo firmar los comprobantes por concepto de bi-
lletes", con lo cual no se trataba, siquiera, de desvirtuar 
que los billetes le hubieran sido entregados para la venta, 
esto es, en calidad de mandato, carácter, este último, que es 
apreciado por la Corte a quo, como existente en la especie, 
al expresar dicha Corte "que el inculpado no preten - 

de hacer ninguna estricción" (restricción) "al mandato"; 
d), "que los elementos constitutivos del delito de abuso de 
confianza, previsto y sancionado por el artículo 408 del Có- 
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digo Penal, son los siguientes: lo.:— un hechf material 
de distracción o disipación; 2do.:— el caracter fraudulento 
de esta distracción o disipación, es decir, la intención frau-
Mienta; 3o.:— el perjuicio causado al propietario, poseedor 
o detentador del o de los objetos sustraídos o disipados ;— 
4o.:— la naturaleza de estos objetos, los cuales deben ser 
efectos, géneros, mercancías, billetes. finiquitos o cualquier 
documento que contenga obligación u opere descargo; 5o.:—
la entrega de estos objetos de devolverla, presentarla o ha-
cer un uso o empleo determinado, y 6o.:— la circunstancia 
de que esta entrega haya tenido lugar a título de alquiler, 
depósito, mandato, préstamo a uso o para trabajo asala-
riado o no asalariado; que, en la especie, están reunidos los 
elementos constitutivos de esa infracción, porque si el in-
culpado recibió treintiun billetes de la lotería nacional pa-ra la venta, dispuso de su importe en perjuicio de su pro-
pietario NICOLÁS CONSTANTINO MANE, y la intención 
y el fraude quedan demostradas al decir al querellante, 
cuando éste reclamó el valor de los billetes: "Ud. me pa-
gará con la vida";— que es inverosimil el préstamo alega-
do por el inculpado, con o sin interés, porque si el quere-
llante hubiese querido hacer negocios usurarios, habría 
buscado directamente sus clientes. que era más seguro y 
menos expuesto que recurrir a la mediación innecesaria del 
inculpado; •y en cuanto a los pagos invocados, preciso es 
observar que al firmar una constancia escrita de los bi-
lletes .recibidos, ha debido procurarse el descargo' de esa 
obligación; pero, lejos de ésto, el 3 de septiembre de 1942, 
es decir dieciseis días más tarde de la falaz promesa que 
hizo el inculpado, el señor MANE compareció a presentar 
su querella de que: "JUAN AGUSTIN REINOS() había 
dispuesto sin su autorización, del valor de ochentiocho pesos 
25 cent. que le diera en billetes de la lotería nacional para 
la venta"; y, por otra parte, como la prueba no se ha for-
mado por confesión, no ha sido necesario dividir la rectric-
cibu del mandato, basta pues el testimonio del querellante 
digno de fe, puesto que ni pasión ni interés lo desvirtúan 
y las presunciones antes enumeradas, para probar la disi- 

pación fraudulenta y el perjuicio causado al propietario"; 
Considerando, que al hacer la consideración última -

mente transcrita, la cual resulta apoyada en la existencia, 
en el caso, de los hechos comprobados por la Corte de San-
tiago, ya aludidos, y en las presunciones que fueron deri-
vadas de tales hechos, la Corte mencionada hizo un uso 
correcto de las facultades de que gozan los jueces del fon- 

Consideran& que cuando el recurrente pretendiere 
do acerca de ello, sin que aparezca, ni por el fallo atacado 
ni por los docuníentos del expediente en que se basa aquel, 
que se haya incurrido en desnaturalización alguna; 
—hipótesis que es preciso examinar, por el carácter ge-
neral del recurso— que el documento por él firmado en fe-
cha dieciseis de agosto de mil novecientos cuarenta y los; 
entregado a Nicolás Constantino Mane y presentado por 
este último a la Corte de Santiago, (documento copiado en 
otro lugar del presente fallo), fuera constitutivo de una 
novación, ello estaría desprovisto de fundamento, en cuan-
to con tal hipotético alegato se quisiera impugnar la exis -

tencia del delito; pues, el documento en referencia sólo 
expresa una súplica que, ni aparece que hubiera sido acep -

tada por Nicolás Constantino Mane, ni tal aceptación, cuan-
do hubiere existido, podría hacer desaparecer la existen -

cia Uel delito ya consumado que establece la Corte a quo; 
Considerando, que la pena impuesta por la Corte a quo, 

se halla dentro de los límites señalados por los textos le-

gales que fueron aplicados; que. en el fallo, no se encuen- 
tra vicio alguno, de forma o (le fondo, que pudiera condu - 

cir a su anulación; que, en consecuencia, el presente recurso 

debe ser rechazado; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
' terpuesto, por Juan Agustín Reinoso, contra sentencia de 

la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fe-
cha diez de mayo de mil novecientos cuarenta y tres, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
llo, y condena dicho recurrente al pago de las costas. 
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(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran. 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolas-
co.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los • 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pthlica del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía. Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán Ta-
vares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno del 
Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Estre-
lla Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
ticinco del mes de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Restauración 
y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los incul-
pados, Leonte Henríquez, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, al; ricultor, domiciliado en Peña, Común de Peña, Pro -
vincia de Santiago, portador de la cédula personal de iden -
tidad No. 24933, serie 31; y Quírico Mejía Martínez, do-
minicano, mayor de edad, casado, chaufer, domiciliado en 
Peña, Común de Peña, Provincia de Santiago, portador de 
la cédula personal de identidad No. 3148, Serie 32, contra  

sentencia de la Corte de Apelación del Departament od 
Santiago, dictada en sus atribuciones correccionales, de fe- 
cha veinte del mes de mayo de mil novecientos cuarenta y 

tres; 
Vista el acta del recurso de casación levantada, en fe- 

cha veinte de mayo de mil novecientos cuarenta y tres, en 

la Secretaría de la Corte a quo; 
Oído el Magistrador Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli - 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dic- 
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 53 . y 54 de la Ley de Policía; 
55, 410, 463, escala 6a. del Código Penal; 194 del de Pro- 
cedimiento Criminal y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en el fallo impugnado constan los 
hechos siguientes: a), que en fecha cinco del mes de mayo 
de este año, el mayor Adriano Valdes, de la Policía Nacio -
nal, sometió al Magistrado Procurador Fiscal de Santiago, 
a los inculpados Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martí-
nez, inculpados del delito de Juego de Azar; b), que apode-
rado del caso, el Magistrado Procurador Fiscal de Santiago, 
según se ha expresado, lo sometió al conocimiento y juicio 
del Tribunal Correccional de aquel Distrito Judicial, con-
jyntamente con Erneraldo Gómez, querellante, Inculpados 
todos del delito de Juego de azar; c), que en fecha cinco de 
mayo del año en curso, el Tribunal de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago; en sus atribuciones correc -

cionales, condenó "al inculpado Merardo Guzmán (Emeral-
do), a pagar una multa de 10.00 moneda de curso legal y 
a los inculpados Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martí-

nez, a sufrir la pena de veinte días de prisión correccional, 
y a pagar una multa de $15.00, cada uno, y al pago solida-
rio de las costas; todos por el delito de Juego de azar, aco -

giendo en favor de todos los inculpados circunstancias ate-
nuantes"; d), que no conformes, Leonte Henríquez y Quí-
rico Mejía Martínez, con la sentencia del Tribunal Correc- 
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minicano, mayor de edad, casado, chaufer, domiciliado en 
Peña, Común de Peña, Provincia de Santiago, portador de 
la cédula personal de identidad No. 3148, Serie 32, contra  

sentencia de la Corte de Apelación del Departament od 
Santiago, dictada en sus atribuciones correccionales, de fe- 
cha veinte del mes de mayo de mil novecientos cuarenta y 

tres; 
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sentencia de la Corte de Apelación del Departament od 
Santiago, dictada en sus atribuciones correccionales, de fe- 
cha veinte del mes de mayo de mil novecientos cuarenta y 
tres; 

Vista el acta del recurso de casación levantada, en fe- 
cha veinte de mayo de mil novecientos cuarenta y tres, en 
la Secretaría de la Corte a quo; 

Oído el Magistrador Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli - 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dic- 
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 53 * y 54 de la Ley de Policía; 
55, 410, 463, escala 6a. del Código Penal; 194 del de Pro- 
cedimiento Criminal y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en el fallo impugnado constan los 
hechos siguientes: a), que en fecha cinco del mes de mayo 
de este año, el mayor Adriano Valdes, de la Policía Nacio -
nal, sometió al Magistrado Procurador Fiscal de Santiago, 
a los inculpados Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martí-
nez, inculpados del delito de Juego de Azar; b), que apode-
rado del caso, el Magistrado Procurador Fiscal de Santiago, 
según se ha expresado, lo sometió al conocimiento y juicio 
del Tribunal Correccional de aquel Distrito Judicial, con-
juntamente con Erneraldo Gómez, querellante, `inculpados 
todos del delito de Juego de azar; c), que en fecha cinco de 
mayo del año en curso, el Tribunal de Primera Instancia 
deI Distrito Judicial de Santiago; en sus atribuciones correc -
cionales, condenó "al inculpado Merardo Guzmán (Emeral-
do), a pagar una multa de 10.00 moneda de curso legal y 
a los inculpados Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martí-
nez, a sufrir la pena de veinte días de prisión correccional, 
y a pagar una multa de $15.00, cada uno, y al pago solida-
rio de las costas; todos por el delito de Juego de azar, aco -
giendo en favor de todos los inculpados circunstancias ate-
nuantes"; d), que no conformes, Leonte Henríquez y Quí-
rico Mejía Martínez, con la sentencia del Tribunal Correc- 
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cional de Santiago, interpusieron, en tiempo hábil, formal 
recurso de apelación contra la misma; e), que amparada del 
caso, la Corte de Apelación del Departamento de Santiago, 
conoció de él, en su audiencia pública de fecha veinte d e 

 mayo del año en curso; f), que como consecuencia de lo an-
teriormente expresado, la Corte mencionada pronunció, en 

misma fecha una sentencia, cuyo dispoáitivo dice así: 
"FALLA:— lo.:— que debe declarar y declara regular en 
la forma el recurso de apelación interpuesto por los incul-
pados Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martínez, de ge-
nerales anotadas, contra sentencia dictada en fecha 5 de 
Mayo en curso, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, y lo rechaza en cuanto al fon-
do ;— 2o.:— que debe confirmar y confirma la referida 
sentencia en lo que respecta a los apelantes, y EN CON-
SECUENCIA: debe declarar y declara que los inculpados 
Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martínez, son culpables 
del delito de juego de azar, hecho previsto y sancionado por 
los artículos 53 y 54 de la Ley de Policía y 410 del Código 
Penal, y como tales, debe condebarlos y los condena, a 
sufrir cada uno la pena de veinte días de prisión correc-
cional y a pagar $15.00 de multa, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes; y que debe condenarlos 
y los condena, solidariamente, al pago de las costas de am-
bas instancias"; 

Considerando, que inconformes con esta sentencia, los 
inculpados Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martínez, ,in-
terpusieron, en fecha veinte del mes de mayo del año en 
curso, el presente recurso de casación, exponiendo ante el 
Secretario d la Corte a quo "que este recurso lo interponen 
por no estar conformes con la sentencia"; 

Considerando, que los artículos 53 y 54 de la Ley de 
Policía disponen lo siguiente : "Art: 53.— Se prohibe toda 
clase de juego de envite o azar";— "Art. 54.— Todo el que 
en su propia casa, o en otra cualquiera, o en cualquier sitio, 
estableciere o consintiere juego de envite o de azar, sea cual 
fuere su denominación y forma de jugarse, los que figura-
ren como banqueros del juego, así como los que tomáren  

parte en él, serán considerados incursos en el art. 410 del 
Cód. Penal y juzgados conforme a sus prescripciones"; que 
los artículos 55, 410 y 463, escala 6a. del Código Penal dis-
ponen lo siguiente: "Art. 410.—"El que tenga abierta casa 
de juegp, de envite o azar, y que por su propia voluntad, 
o accediendo a las instancias de los interesados y afiliados 
en ellas, admita al público, será castigado con prisión co-
rreccional de uno a seis meses, y multa de diez a cien pe-
sos. En las mismas penas incurrirán los banqueros de esas 
casas, y los que establecieren rifas no autorizadas por la 
ley, y sus administradores, agentes o encargados. Los cul-
pables podrán ser también condenados a la accesoria de 
inhabilitación absoluta especial, para el ejercicio de los de-
rechos, cargos y oficios mencionados en el artículo 42. El 
dinero y efectos puestos en juego, los muebles de la ha-
bitación y los instrumentos, objetos y útiles destinados al 
juego o rifa, caerán en -comiso" ; "Art. 463, escala 6a.: 
"...cuando el Código pronuncie simultáneamente las penas 
de prisión y multa, los tribunales correccionales, en el ca-
so de que existan circunstancias atenuantes, están autori -
zados para reducir el tiempo de la prisión, a menos de seis 
días, y la multa a menos de cinco pesos, aun en el caso de 
reincidencia. También podrán imponerse una u otra de las 
penas de que trata este párrafo, y aun sustituir la de pri-
sión con la de multa, sin que en ningún caso puedan impo-
nerse penas inferiores a las de simple policía"; "Art. 55:— 
"Todos los individuos condenados por un mismo crimen 
o por un mismo delito, son solidariamente responsables de 
las multas, restituciones, daños y perjuicios y costas que 
se pronuncien"; y el artículo 194 del Código de Procedi -
miento Criminal dispone lo siguiente: "Toda sentencia de 
condena contra el procesado y contra las personas civilmen -

te responsables del delito o contra la parte civil, será con- 
taderníaa  ; df en las costas. Las costas se liquidarán por la secre- 

Considerando, que los motivos en que se funda la sen-
tencia impugnada, expresan: a)— "que los inculpados Quí-
rico Mejía Martínez y Leonte Henríquez están convictos y 
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cional de Santiago, interpusieron, en tiempo hábil, formal 
recurso de apelación contra la misma; e), que amparada del 
caso, la Corte de' Apelación del Departamento de Santiago, 
conoció de él, en su audiencia pública de fecha veinte de 
mayo del año en curso; f), que como consecuencia de lo an-
teriormente expresado, la Corte mencionada pronunció, en 

misma fecha una sentencia, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA :— lo.:— que debe declarar y declara regular en 
la forma el recurso de apelación interpuesto por los incul-
pados Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martínez, de ge-
nerales anotadas, contra sentencia dictada en fecha 5 de 
Mayo en curso, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, y lo rechaza en cuanto al fon-
do ;— 2o.:— que debe confirmar y confirma la referida 
sentencia en lo que respecta a los apelantes, y EN CON-
SECUENCIA: debe declarar y declara que los inculpados 
Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martínez, son culpables 
del delito de juego de azar, hecho previsto y sancionado por 
los artículos 53 y 54 de la Ley de Policía y 410 del Código 
Penal, y como tales, debe condenarlos y los condena, a 
sufrir cada uno la pena de veinte días de prisión correc-
cional y a pagar $15.00 de multa, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes; y 3o.•— que debe condenarlos 
y los condena, solidariamentb, al pago de las costas de am-
bas instancias"; 

Considerando, que inconformes con esta sentencia, los 
inculpados Leonte Henríquez y Quírico Mejía Martínez, jn-
terpusieron, en fecha veinte del ares de mayo del año en 
curso, el presente recurso de casación, exponiendo ante el 
Secretario d la Corte a quo "que este recurso lo interponen 
por no estar conformes con la sentencia"; 

Considerando, que los artículos 53 y 54 de la Ley de 
Policía disponen lo siguiente: "Art. 53.— Se prohibe toda 
clase de juego de envite o azar";— "Art. 54.— Todo el cine 
en su propia casa, o en otra cualquiera, o en cualquier sitio, 
estableciere o consintiere juego de envite o de azar, sea cual 
fuere su denominación y forma de jugarse, los que figura -
ren como banqueros del juego, así como los que tomaren 
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e en él, serán considerados incursos en el art. 410 del 

Cód. Penal y juzgados conforme a sus prescripciones"; que 
los artículos 55, 410 y 463, escala 6a. del Código Penal dis-
ponen lo siguiente: "Art. 410.—"El que tenga abierta casa 

de juego, de envite o azar, y que por su propia voluntad, 
o accediendo a las instancias de los interesados y afiliados 
en ellas, admita al público, será castigado con prisión co-
rreccional de uno a seis meses, y multa de diez a cien pe-
sos. En las mismas penas incurrirán los banqueros de esas 
casas, y los que establecieren rifas no autorizadas por la 
ley, y sus administradores, agentes o encargados. Los cul-

pables podrán ser también condenados a la accesoria de 
inhabilitación absoluta especial, para el ejercicio de los de-
rechos, cargos y oficios mencionados en el artículo 42. El 
dinero y efectos puestos en juego, los muebles de la ha-
bitación y los instrumentos, objetos y útiles destinados al 
juego o rifa, caerán en -comiso" ; "Art. 463, escala 6a.: 
"...cuando el Código pronuncie simultáneamente las penas 
de prisión y multa, los tribunales correccionales, en el ca-
so de que existan circunstancias atenuantes, están autori -

zados para reducir el tiempo de la prisión, a menos de seis 
días, y la multa a menos de cinco pesos, aun en el caso de 
reincidencia. También podrán imponerse una u otra de las 
penas ele que trata este párrafo, y aun sustituir la de pri-
sión con la de multa, sin que en ningún caso puedan impo-
nerse penas inferiores a las de simple policía"; "Art. 55:— 
"Todos los individuos condenados por un mismo crimen 
o por un mismo delito, son solidariamente responsables de 
las multas, restituciones, daños y perjuicios y costas que 
se pronuncien"; y el artículo 194 del Código de Procedi -

miento Criminal dispone lo siguiente: "Toda sentencia de 
condena contra el procesado y contra las personas civilmen -

te responsables del delito o contra la parte civil, será con-
denado en las costas. Las costas se liquidarán por la secre- 

taría"; 
Considerando, que los motivos en que se funda la sen: 

tencia impugnada, expresan: a)-- "que los inculpados Quí-

rico Mejía Martínez y Leonte Henríquez están convictos y 
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confesos de haber jugado dados con el nombrado Merardo 
Gómez, a quien ganaron el dinero que llevaba y según su 
propia confesión, parte del precio del caballo que montaba, 
el cual fué vendido al inculpado Leonte Henríquez"; que 
respecto "a la denuncia formulada por Meraldo Gómez, la 
forma en que le sonsacaron, ofreciéndole ron, el pago en fi-
chas del precio del caballo haría pensar quizás en la comi-
sión de otra infracción penal, porque la embriaguez puede 
ser ardid empleado para que la víctima escogida no advir-
tiera el carácter inescrupuloso del juego, más como la prue-
ba de tales circunstancias es ,insuficiente, preciso es con-
siderarlos culpables del delito de juego de envite y azar"; 

Considerando, que el juego de dados, del cual estable-
ce la Corte a quo que estaban convictos y confesos los acu-
sados, es, esencialmente un juego de azar; que los Jueces 
del fondo, tienen un soberano poder para apreciar la exis-
tencia de los hechos de la causa, de donde deducen el gra-
do de culpabilidad del agente del delito; que su soberana 
apreciación escapa a la censura de la Suprema Corte de 
Justicia, a menos que no se haya incurrido en la desna-
turalización de tales hechos, cosa que no ha ocurrido en el 
presente caso; 

Considerando, que, por otra parte, la sentencia impug-
nada es regular en cuanto a la forma; la pena aplicada por 
la misma, la que ha sido establecida por la ley; y habiendo 
la Corte a quo, observado en la sentencia impugnada, todas 
las prescripciones legales, es preciso que sea rechazado el 
presente recurso de casación y condenado el recurrente al 
pago de las costas; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
',ación interpuesto por los inculpados Leonte Henríquez y 
Quírico Mejía Martínez, de generales ya mencionadas, con-
tra sentencia• de la Corte de Apelación del Departamento 
de Santiago, de fecha veinte de mayo de mil novecientos 
cuarenta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: condena a los recurren-
tes al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran -

co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron -

coso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.-
Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) Eug. A. Alvarez. 

DIOS. PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus -

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados 7roilán 

Payares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno 
del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Es-
trella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticinco del mes de septiembre de mil novecientos cua -

renta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Restau-
ración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú-

blica, como Corte de Casación. la  siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio 

Santiago o Emilio Santiago González o Manuel Emilio Gon-
zález, dominicano, mayor de edad, chauffeur, natural de 
Baní y domiciliado en la ciudad de Puerto Plata, portador 
de la cédula personal de identidad No. 820, Serie 12, con 
sello de R. I. No. 118913, contra sentencia de la Corte de 
Apelación del Departamento de Santiago dictada, en atri- 
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confesos de haber jiigado dados con el nombrado Merardo 
Gómez, a quien ganaron el dinero que llevaba y según su 
propia confesión, parte del precio del caballo que montaba, 
el cual fué vendido al inculpado Leonte Henríquez"; que 
respecto "a la denuncia formulada por 1VIeraldo Gómez, la 
forma en que le sonsacaron, ofreciéndole ron, el pago en fi-
chas del precio del caballo haría pensar quizás en la comi-
sión de otra infracción penal, porque la embriaguez puede 
ser ardid empleado para que la víctima escogida no advir-
tiera el carácter inescrupuloso del juego, más como la prue-
ba de tales circunstancias es ,insuficiente, preciso es con-
siderarlos culpables del delito de juego de envite y azar"; 

Considerando, que el juego de dados, del cual estable-
ce la Corte a quo que estaban convictos y confesos los acu-
sados, es, esencialmente un juego de azar; que los Jueces 
del fondo, tienen un soberano poder para apreciar la exis-
tencia de los hechos de la causa, de donde deducen el gra-
do de culpabilidad del agente del delito; que su soberana 
apreciación escapa a la censura de la Suprema Corte de 
Justicia, a menos que no se haya incurrido en la desna-
turalización de tales hechos, cosa que no ha ocurrido en el 
presente caso; 

Considerando, que, por otra parte, la sentencia impug-
nada es regular en cuanto a la forma; la pena aplicada por 
la misma, la que ha sido establecida por la ley; y habiendo 
la Corte a quo, observado en la sentencia impugnada, todas 
las prescripciones legales, es preciso que sea rechazado el 
presente recurso de casación y condenado el recurrente al 
pago de las costas; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los inculpados Leonte Henríquez y 
Quírico Mejía Martínez, de generales ya mencionadas, con-
tra sentencia• de la Corte de Apelación del Departamento 
de Santiago, de fecha veinte de mayo de mil novecientos 
cuarenta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: condena a los recurren-
tes al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran -

co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron -

coso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.-
Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 

leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

o— 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus -

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-

co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán 
Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno 
del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Es-
trella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 

veinticinco del mes de septiembre de mil novecientos cua-
renta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Restau-

ración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación. la  siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio 
Santiago o Emilio Santiago González o Manuel Emilio Gon-

zález, dominicano, mayor de edad, chauffeur, natural de 
Baní y domiciliado en la ciudad de Puerto Plata, portador 
de la cédula personal de identidad No. 820, Serie 12, con 
sello de R. I. No. 118913, contra sentencia de la Corte de 
Apelación del Departamento de Santiago dictada, en atri- 
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confesos de haber jugado dados con el nombrado Merardo 
Gómez, a quien ganaron el dinero que llevaba y según su 
propia confesión, parte del precio del caballo que montaba, 
el cual fué vendido al inculpado Leonte Henríquez"; que 
respecto "a la denuncia formulada por Meraldo Gómez, la 
forma en que le sonsacaron, ofreciéndole ron, el pago en fi-
chas del precio del caballo haría pensar quizás en la comi-
sión de otra infracción penal, porque la embriaguez puede 
ser ardid empleado para que la víctima escogida no advir-
tiera el carácter inescrupuloso del juego, más como la prue-
ba de tales circunstancias es ,insuficiente, preciso es con-
siderarlos culpables del delito de juego de envite y azar"; 

Considerando, que el juego de dados, del cual estable-
ce la Corte a quo que estaban convictos y confesos los acu-
sados, es, esencialmente un juego de azar; que los Jueces 
del fondo, tienen un soberano poder para apreciar la exis-
tencia de los hechos de la causa, de donde deducen el gra-
do de culpabilidad del agente del delito; que su soberana 
apreciación escapa a la censura de la Suprema Corte de 
Justicia, a menos que no se haya incurrido en la desna-
turalización de tales hechos, cosa que no ha ocurrido en el 
presente caso; 

Considerando, que, por otra parte, la sentencia impug-
nada es regular en cuanto a la forma; la pena aplicada por 
la misma, la que ha sido establecida por la ley; y habiendo 
la Corte a quo, observado en la sentencia impugnada, todas 
las prescripciones legales, es preciso que sea rechazado el 
presente recurso de casación y condenado el recurrente al 
pago de las costas; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los inculpados Leonte Henríquez y 
Quírico Mejía Martínez, de generales ya mencionadas, con-
tra sentencia• de la Corte de Apelación del Departamento 
de Santiago, de fecha veinte de mayo de mil novecientos 
cuarenta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: condena a los recurren-
tes al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran -

co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron -

coso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.-
Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus -

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán 

Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno 
del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Es-

trella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticinco del mes de septiembre de mil novecientos cua-

renta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Restau-
ración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú-

blica, como Corte de Casación. la  siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio 

Santiago o Emilio Santiago González o Manuel Emilio Gon-
zález, dominicano, mayor de edad, chauffeur, natural de 
Baní y domiciliado en la ciudad de Puerto Plata, portador 
de la cédula personal de identidad No. 820, Serie 12, con 
sello de R. I. No. 118913, contra sentencia de la Corte de 

Apelación del Departamento de Santiago dictada, en atri- 
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Emelinda Musa en Pto. Pta., sin antes hacer pronunciar 
divorcio con Carmen Rivero su segunda esposa. Como este 
hecho es un delito, lo pongo al conocimiento de Ud. para 
los fines de ley"; B), que el Magistrado Juez de Instruc, 
ci4In del indicado Distrito Judicial, apoderado del caso, ins-
truyó la sumaria correspondiente; y en fecha veinte de 
marzo del año en-  curso, dictó la Providencia calificativa 
siguiente: "EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. Nos, Li-
cenciado H. E. ASHTON, Juez. de Instrucción del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, asistidos del infrascrito Secreta-
rio, hemos dictado la siguiente PROVIDENCIA CALIFI-
CATIVA: VISTAS y examinadas las piezas del proceso ins-
truido a cargo del nombrado EMILIO SANTIAGO, o MA-
NUEL SANTIAGO GONZALEZ O MANUEL EMILIO 
GONZALEZ, de nacionalidad dominicana, provisto de la 
Cédula de Identidad Personal No. 820 o No. 8200, serie 12, 
Cat. 7a., sello No. 418913, del año 1942, de 35 años de edad, 
de estado casado, de profesión comerciante, natural de Ba-
ní. Común de San Cristóbal, Provincia Trujillo, domicilia-
do y residente en Santiago de los Caballeros, calle "Julia 
Molina", esquina "Sabana Larga", casa No. (—), quien se 
encuentra detenido en la cárcel pública, de esta ciudad, in-
culpado del crimen de bigamia, en agravio de su esposa 
CARMEN RIVERO MESSON DE GONZALEZ o SANTIA-
GO, según requerimiento introductivo que obra en el ex-
pediente.— VISTA LA disposición del Magistrado Procu-
rador Fiscal ordenando que dicho proceso pase ante Nos 
para que procedamos a su calificación.— ATENDIDO: que 
en el presente proceso constan los hechos siguientes: Que 
EMILIO SANTIAGO, el veintisiete de Julio del año mil no- 
vecientos veintinueve, contrajo matrimonio en San José 

de Oto., con la que fué su primera esposa, JOSEFA CASA-
DO, de quien se divorció el treinta de septiembre del año 
mil novecientos cuarentidos.— Que sin que se hubiese di-

suelto el matrimonio, EMILIO SANTIAGO contrajo segun-
das nupcias en Santiago de los Caballeros con la joven CAR-
MEN RIVERO MESSON el primero de Junio del año mil 
novecientos cuarenta, bajo el nombre de MANUEL EMI- 
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buciones criminales, el veintiseis de mayo de mil novecien-
tos cuarenta y tres, cuyo dispositivo se indicará luego; 

Vista el acta levantada, en la Secretaría de la ()arte 
mencionada, en fecha dos de junio de mil novecientos cua-
renta y tres, en la cual consta la declaración del recurso 
hecha, el indicado día, por el Licenciado Constantino Benoit, 
portador de la cédula personal No. 4404, Serie 31, renova-
da con el sella de R. I. No. 2594, como abogado del recu-
rrente; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 340 del Código Penal; 8, pá-
rrafo 4o., de la Ley de Matrimonio; 20, 63 y 69 del Códi-
go de Procedimiento Criminal, 24, 26, 27, 29, 30. 37 y 47 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada; en la 
de primera instancia, sobre cuya apelación decidió la Cor-
te a quo, y en los documentos del expediente a los cuales 
ambos fallos se refieren, consta lo siguiente: A), que en 
fecha doce de febrero de mil novecientos cuarenta y tres, 
el Señor José Marcelino Rivero, domiciliado en Yásica, sec-
ción de la común de Puerto Plata, provincia del mismo 
nombre, dirigió al Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Puerto Plata una carta cuyos términos eran 
los siguientes: "Pláceme denunciar a usted un hecho de do-
ble Bigamia cometido por el Señor Emilio Santiago, resi-
dente en Santiago Calle General Luperón Esquina Vicente 
Estrella. Pues dicho sujeto contrajo matrimonio con una 
hija mía el día lo. del mes de junio del año 1940. ante el 
Oficial Civil Señor Benedicto, sin saber yo que era casa-
do, bajo el nombre de MANUEL EMILIO GONZALEZ, cé-
dula No. 820, S. 12, y en el mes de Nov. pasado, se divorció 
de la Señora Josefa Casado, con el nombre de Emilio San-
tiago, C. No. 8200, y luego el día 6 del mes de Enero de 
este año, contrajo matrimonio nuevamente con la joven 
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buciones criminales, el veintiseis de mayo de mil novecien-
tos cuarenta y tres, cuyo dispositivo se indicará luego; 

Vista el acta levantada, en la Secretaría de la COI-te 
mencionada, en fecha dos de junio de mil novecientos cua-
renta y tres, en la cual consta la declaración del recurso 
hecha, el indicado día, por el Licenciado Constantino Benoit, 
portador de la cédula personal No. 4404, Serie 31, renova-
da con el sello de,  R. I. No. 2594, como abogado del recu-
rrente; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 340 del Código Penal; 8, pá-
rráfo 4o., de la Ley de Matrimonio; 20, 63 y 69 del Códi-
go de Procedimiento Criminal, 24, 26, 27, 29, 30. 37 y 47 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada; en la 
de primera instancia, sobre cuya apelación decidió la Cor-
te a quo, y en los documentos del expediente a los cuales 
ambos fallos se refieren, consta lo siguiente: A), que en 
fecha doce de febrero de mil novecientos cuarenta y tres, 
el Señor José Marcelino Rivero, domiciliado en Yásica, sec-
ción de la común de Puerto Plata, provincia del mismo 
nombre, dirigió al Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Puerto Plata una carta cuyos términos eran 
los siguientes: "Pláceme denunciar a usted un hecho de do-
ble Bigamia cometido por el Señor Emilio Santiago, resi-
dente en Santiago Calle General Luperón Esquina Vicente 
Estrella. Pues dicho sujeto contrajo matrimonio con una 
hija mía el día lo. del mes de junio del año 1940. ante el 
Oficial Civil Señor Benedicto, sin saber yo que era casa-
do, bajo el nombre de MANUEL EMILIO GONZALEZ, cé-
dula No. 820, S. 12, y en el mes de Nov. pasado, se divorció 
de la Señora Josefa Casado, con el nombre de Emilio San-
tiago, C. No. 8200, y luego el día 6 del mes de Enero de 
este año, contrajo matrimonio nuevamente con la joven 
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Emelinda Musa en Pto. Pta., sin antes hacer pronunciar 
divorcio con Carmen Rivero su segunda esposa. Como este 
hecho es un delito, lo pongo al conocimiento de Ud. para 
los fines de ley"; B), que el Magistrado Juez de Instruc 
cicln del indicado Distrito Judicial, apoderado del caso, ins-
truyó la sumaria correspondiente; y en fecha veinte de 
marzo del año en curso, dictó la providencia calificativa 
siguiente: "EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. Nos, Li-
cenciado H. E. ASHTON, Juez. de Instrucción del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, asistidos del infrascrito Secreta-
rio, hemos dictado la siguiente PROVIDENCIA CALIFI-
CATIVA: VISTAS y examinadas las piezas del proceso ins-
truído a cargo del nombrado EMILIO SANTIAGO, o MA-
NUEL SANTIAGO GONZALEZ O MANUEL EMILIO 
GONZALEZ, de nacionalidad dominicana, provisto de la 
Cédula de Identidad Personal No. 820 o No. 8200, serie 12, 
Cat. 7a., sello No. 418913, del año 1942, de 35 años de edad, 
de estado casado, de profesión comerciante, natural de Ba-
ní. Común de San Cristóbal, Provincia Trujillo, domicilia-
do y residente en Santiago de los Caballeros, calle "Julia 
Molina", esquina "Sabana Larga", casa No. (—), quien se 
encuentra detenido en la cárcel pública de esta ciudad, in-
culpado del crimen de bigamia, en agravio de su esposa 
CARMEN RIVERO MESSON DE GONZALEZ o SANTIA-
GO, según requerimiento introductivo que obra en el ex-
pediente.— VISTA LA disposición del Magistrado Procu-
rador Fiscal ordenando que dicho proceso pase. ante Nos 
para que procedamos a su calificación.— ATENDIDO: que 
en el presente proceso constan los hechos siguientes:–..- Que 
EMILIO SANTIAGO, el veintisiete de Julio del año mil no- 
vecientos veintinueve, contrajo matrimonio en San José 

de ()toa, con la que fué su primera esposa, JOSEFA CASA-
DO, de quien se divorció el treinta de septiembre del año 
mil novecientos cuarentidos.— Que sin que se hubiese di- 
suelto el matrimonio, EMILIO SANTIAGO contrajo segun- 
das nupcias en Santiago de los Caballeros con la joven CAR - 

MEN RIVERO MESSON el primero de Junio del año mil 
novecientos cuarenta, bajo el nombre de MANUEL EMI- 
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LIO GONZALEZ, portador de la Cédula Personal de Iden-
tidad No. 820. serie 12, de estado soltero, hijo natural de 
la Sra. Ursula González.— Que liberado del doble matrimo-
nio por el divorcio obtenido de su primera esposa Josefa 
Casado y subsistente su enlace con CARMEN RIVERO 
MESSON, EMILIO SANTIAGO contrajo nuevas nupcias 
en Puerto Plata, el seis de Enero de mil novecientos cua-
rentitres, con la joven EMELINDA MUSA, bajo la Cédula 
No. 8200, serie 12, de estado soltero.— Que enterado el se-
ñor JOSE MARCELINO RIVERO, padre de CARMEN, de 
las nuevas bodas de EMILIO SANTIAGO, presentó formal 
querella del caso ante el Magistrado Procurador Fiscal de 
este Distrito Judicial, porque ella se reintegró a la casa pa-
terna, en Yásica Abajo, de esta Común y Distrito Judicial 
de Puerto Plata, a indicaciones de EMILIO su esposo, quien 
decía tener que hospitalizarse. --Que EMILIO SANTIAGO 
usa también el apellido "GONZALEZ" y el nombre de MA-
NUEL EMILIO GONZALEZ, como puede verse en su cé-
dula personal de identidad que obra en el expediente, en 
la firma de la misma y en las cartas suscritas por él. envia-
das a su esposa CARMEN.— Que EMILIO SANTIAGO 
alega haber tomado ese nombre para salvar su vida al ser 
amenazado por el Sr. J. MARCELINO RIVERO.— CON-
SIDERANDO: que el que contrajere segundo o ulterior 
Matrimonio sin hallarse disuelto el anterior, será castiga-
do con la pena de reclusión (Código Penal, 340).— CON-
SIDERANDO que EMILIO SANTIAGO contrajo matrimo-
nio por primera vez el veintisiete de Julio de mil nove-
cientos veintinueve, en San José de Ocoa, con la joven .JO-
SEFA CASADO, razón por la cual, su cédula original ex-
tendida el 16 de Mayo de 1932, en San Juan de la Magua-
na, donde corresponde la serie 12, fué inscrito bajo el nú-
mero 820, de estado casado, por inadvertencia del Oficial 
del Estado Civil y sin haberse disuelto ese matrimonio, ce-
lebró nuevas bodas en Santiago de los Caballeros el pri-
mero de Junio del año mil novevecientos cuarenta, con la 
joven CARMEN RIVERO MESON, incurriendo en el cri-
men de bigamia, que logró cubrir con el divorcio obtenido  

de su primera esposa el diez de Junio del año mil nove-
cientos cuarentidos antes de que se intentara contra él ac-
ción alguna.— CONSIDERANDO: que EMILIO SANTIA-
GO, para contraer segundas nupcias en Santiago. sorpren-
dió al Oficial del Estado Civil usando el nombre de MA-
NUEL EMILIO GONZALEZ, declarándose soltero a pe-
sar de ser casado.— CONSIDERANDO: que aún casado con 
CARMEN RIVERO ,MESSON, EMILIO, en fecha seis de 
enero del año actual contrajo matrimonio en esta ciudad 
con la joven EMELINDA MUSA, bajo el nombre de "EMI-
LIO SANTIAGO", cédula No. 8200, 'serie 112, de estado 
soltero, incurriendo nuevamente en el crimen de bigamia.— 
CONSIDERANDO: que EMILIO SANTIAGO o MANUEL 
EMILIO GONZALEZ pretende culpar a J. MARCELINO 
RIVERO por haber incurrido en este hecho, atribuyendo 
su falta a la presión ejercida por éste útimo contra él, lo 
que carece de fundamento puesto que el matrimonio se rea-
lizó con un suplemento de plazo fijado por el mismo con-
trayente, sus cartas hablan por sí mismas y' la explicación 
dada a CARMEN en cuanto al cambio de nombre era con-
vincente para ella más aún, cuando él declaró ante el Ofi-
cial del Estado Civil, ser hijo .  natural de Ursula González, 
lo que explica el por qué de ese apellido y la "G" que figu-
ra en su cédula, siendo él el único responsable del hecho que 
se le imputa.— VISTOS los artículos 1. 6, 7, 340 del Códi-
go Penal, el 133 y 134 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, pECLARAMOS: Que existen cargos suficientes para 
acusar al nombrado EMILIO SANTIAGO, EMILIO SAN-
TIAGO GONZALEZ o MANUEL EMILIO GONZALEZ, del 
(rimen de bigamia realizado con la joven EMELINDA MU-
A en agravio de su esposa CARMEN RIVERO MESSON 

DE GONZALEZ o SANTIAGO, y en consecuencia:— MAN-
DAMOS Y ORDENAMOS: Que el acusado EMILIO SAN-
TIAGO, EMILIO SANTIAGO GONZALEZ o MANUEL 
EMILIO GONZALEZ, de generales expresadas, sea, enviado 
por ante el Tribunal Criminal de este Distrito Judicial, pa-
ra que allí se le juzgue de acuerdo con la ley; y que las ac-
tuaciones de la instrucción y un estado de los documentos 
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LIO GONZALEZ, portador de la Cédula Personal de Iden- 
tidad No. 820, serie 12, de estado soltero, hijo natural de 
la Sra. Ursula González.— Que liberado del doble matrimo- 
nio por el divorcio obtenido de su primera esposa Josefa 
Casado y subsistente su enlace con CARMEN RIVERO 
MESSON, EMILIO SANTIAGO contrajo nuevas nupcias 
en Puerto Plata, el seis de Enero de mil novecientos cua-
rentitres, con la joven EMELINDA MUSA, bajo la Cédula 
No. 8200, serie 12, de estado soltero.— Que enterado el se-
ñor JOSE MARCELINO RIVERO, padre de CARMEN, de 
la nuevas bodas de EMILIO SANTIAGO, presentó formal 
querella del caso ante el Magistrado Procurador Fiscal de 
este Distrito Judicial, porque ella se reintegró a la casa pa-
terna, en Yásica Abajo, de esta Común y Distrito Judicial 
de Puerto Plata, a indicaciones de EMILIO su esposo, quien 
decía tener que hospitalizarse. —Que., EMILIO SANTIAGO 
usa también el apellido "GONZALEZ' y el nombre de MA-
NUEL EMILIO GONZALEZ, como puede verse en su cé-
dula personal de identidad que obra en - el expediente, en 
la firma de la misma y en las cartas suscritas por él. envia-
das a su esposa CARMEN.— Que EMILIO SANTIAGO 
alega haber tomado ese nombre para salvar su vida al ser 
amenazado por el Sr. J. MARCELINO RIVERO.— CON-
SIDERANDO: que el que contrajere segundo o ulterior 
Matrimonio sin hallarse disuelto el anterior, será castiga-
do con la pena de reclusión (Código Penal, 340).— CON-
SIDERANDO que EMILIO SANTIAGO contrajo matrimo-

- nio por primera vez el veintisiete de Julio de mil nove-
cientos veintinueve, en San José de Ocoa, con la joven , JO-
SEFA CASADO, razón por la cual, su cédula original ex-
tendida el 16 de Mayo de 1932, en San Juan de la Magua-
na, donde corresponde la serie 12, fué inscrito bajo el nú-
mero 820, de estado casado, por inadvertencia del Oficial 
del Estado Civil y sin haberse disuelto ese matrimonio, ce-
lebró nuevas bodas en Santiago de los Caballeros el pri-
mero de Junio del año mil novevecientos cuarenta, con la 
joven CARMEN RIVERO MESON, incurriendo en el cri-
men de bigamia, que logró cubrir con el divorcio obtenido  

de su primera esposa el diez de .Junio del año mil nove-
cientos cuarentidos antes de que se intentara contra él ac-
ción alguna.— CONSIDERANDO: que EMILIO SANTIA 
GO, para contraer segundas nupcias en Santiago, sorpren-

rdió al Oficial del Estado Civil usando el nombre de MA-
NUEL EMILIO GONZALEZ, declarándose soltero a pe-

sar de ser casado.— CONSIDERANDO: que aún, casado con 
CARMEN RIVERO MESSON, EMILIO, en fecha seis de 
enero del año actual ~trajo matrimonio en . esta ciudad 
con la joven EMELINDA MUSA, bajo el nombre de "EMI-
LIO SANTIAGO", cédula No. 8200, (serie ►I2, de estado 
soltero, incurriendo nuevamente en el crimen de bigamia.— 
CONSIDERANDO: que EMILIO SANTIAGO o MANUEL 
EMILIO GONZALEZ pretende culpar a J. MARCELINO 
RIVERO por haber incurrido en este hecho, atribuyendo 
su falta a la presión ejercida por éste útimo contra él, lo 
que carece de fundamento puesto que el matrimonio se rea-
lizó con un suplemento de plazo fijado por el mismo con-
trayente, sus cartas hablan por sí 'mismas y la explicación 
dada a CARMEN en cuanto al cambio de nombre era eón-
vincente para ella más aún, cuando él declaró ante el Ofi-
cial del Estado Civil, ser hijo .  natural de Ursula González, 
lo que explica el por qué de ese apellido y la "G" que figu-
ra en su cédula, siendo él el único responsable del hecho que 
se le imputa.— VISTOS los artículos 1. 6, 7, 340 del Códi-
o Penal, el 133 y 134 del Código de Procedimiento Crimi 

nal, VECLARAMOS: Que existen cargos suficientes para 
acusar al nombrado EMILIO SANTIAGO, EMILIO SAN-
TIAGO GONZALEZ o MANUEL EMILIO GONZALEZ, del 

imen de bigamia realizado con la joven EMELINDA MU-
A en agravio de su esposa CARMEN RIVERO MESSON 
E GONZALEZ o SANTIAGO, y en consecuencia:— MAN-
AMOS Y ORDENAMOS: Que el acusado EMILIO SAN-- 
AGO, EMILIO SANTIAGO GONZALEZ o MANUEL 

MILIO GONZALEZ, de* generales expresadas, sea- enviado 
or ante el Tribunal Criminal de este Distrito Judicial, pa-
a que allí se le juzgue de acuerdo con la ley; y que las ac-

tuaciones de la instrucción y un estado de los documentos 
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que hayan de obrar como fundamento de la.convicción, 11, 
sean enviados al Magistrado Procurador Fiscal de este Dis-
trito Judicial para que proceda en consecuencia.— DADA 
en nuestro Despacho, en la ciudad de San Felipe de Puer-
to Plata, a los veinte días del mes de Marzo del año mil 
novecientos cuarentitres, 100 de la Independencia, 80 de la 
Restauración y 13 de la Era de Trujillo.— (Firmado) : Lic. 
H. E. ASHTON, Juez de Instrucción.— (Firmado) : Domin-
go R. Molina, Secretario"; C), que dicho veredicto fué no-
tificado, tanto al acusado Emilio Santiago, Emilio Santia-
go ~ález o Manuel Emilio González, como al Magistrado 
Procuralor Fiscal del Distrito =Judicial de Puerto Plata, el 
veinte de marzo de mil novecientos cuarenta y tres; D),  
que, habiendo "expirado el término de la oposición", el pro-
ceso fué pasado al Magistrado Procurador Fiscal ya indi-
cado, el veinticuatro de marzo del año en referencia; E), 
que, previas las formalidades del caso, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cons-
tituido en sus atribuciones criminales, conoció del asunto 
en audiencia pública del día catorce de abril de mil nove-
cientos cuarenta y tres; y en dicha audiencia, después de 
cumplidos los requisitos legales correspondientes, el Ma-
gistrado Procurador Fiscal concluyó, en su dictamen "in 
voce", pidiendo que el acusado fuera "condenado de acuer-
do con los artículos 340 del Código Penal, 8, párrafo 4, 
apartado b) de la Ley de Matrimonio número 1043, y 277 
del Código de Procedimiento Criminal, a sufrir la pena de 
tres años de reclusión y pago de costas; acogiéndole en 
su favor circunstancias atenuantes"; F), que, en la misma 
audiencia, el abogado del acusado concluyó, oralmente, pi-
diendo que su defendido fuera "condenado a una pena que 
dejaba a la apreciación del Juez, acogiéndose en su favor 

-amplias circunstancias atenuantes"; G), que, el mismo día 
catorce de abril de mil novecientos cuarenta y tres, el ya 
expresado Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Puerto Plata, dictó. en sus atribuciones criminales, 
una sentencia con este dispositivo: "FALLA:— QUE debe 
condenar y CONDENA al nombrado EMILIO SANTIAGO, 
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o  EMILIO . SANTIAGO GONZALEZ, o MANUEL EMILIO 
GONZALEZ, de generales que constan, a sufrir la pena de 
un año de prisión correccional y al pago de las costas proce -
rales, por su crimen de BIGAMIA realizado con la joven 
EMELINDA MUSA' en agravio de de su esposa CARMEN 
RIVERO MESSON DE GONZALEZ - 0 SANTIAGO, aco-
giéndose en favor del acusado el beneficio de circunstancias 
atenuantes.— Y por ésta nuestra sentencia, así se pronuncia, 
manda y firma"; H), que, el quince de abril de mil nove-
cientos cuarenta y tres, el Magistrado Procuradpr Fipcal del 
Distrjto Judicial de Puerto Plata interpuso recurso de alza-
da contra el fallo últimamente indicado; I), que la Corte 
de Apelación del Departamento de Santiago, debidamente 
apoderada del caso, conoció, del mIsmo, en audiencia públi-
ca del veintiseis de mayo de mil novecientos cuarenta y tres; 
que en dicha audiencia se llenaron "todas las formalidades 
de ley", y el Magistrado Procurador General de la indicada 
Corte concluyó, en su dictamen, del modo siguiente: "POR 
TALES MOTIVOS, SOMOS DE OPINION: Que esta Hono -
rable Corte de Apelación modifique la sentencia apelada, en 
cuanto a la pena impuesta al acusado Emilio Santiago o Emi-
lio Santiago González o Manuel Emilio González y lo conde-
ne a sufrir una pena mayor, cuya cuantía dejamos al sabio 
criterio jurídico de esta Honorable Corte de Apelación, con-
denándolo, además, al pago de los costos de esta alzada"; 
J), que, en la misma audiencia, el "abogado constituido dél 
acusado" concluyó en esta forma: "Honorables Magistrados: 
Por las razones expuestas, Honorables Magistrados, y. por 
las demás que tendréis a bien suplir, el abogado que suscri-
be concluye muy respetuosamente a nombre de su defendi-
do EMILIO SANTIAGO, abandonando su suerte a la mag-
nánima, soberana y sabia apreciación de la Corte. Y haréis 
justicia"; K), que, el mismo día últimamente indicado, o sea 
el veintiseis de mayo de mil novecientos cuarenta y tres, la 
Corte de Apelación del .  Departamento de Santiago dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el que en 
seguida se copia: "FALLA: 1ro: que debe declarar y decla-
ra regular en la forma y bueno en el fondo el recurso de ape- 
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que hayan de obrar como fundamento de la a  convicción, 
sean enviados al Magistrado Procurador Fiscal de este Dis-
trito Judicial para que proceda en consecuencia.— DADA 
en nuestro Despacho, en la ciudad de San Felipe de Puer-
to Plata, a los veinte días del mes de Marzo del año mil 
novecientos cuarentitres, 100 de la Independencia, 80 de la 
Restauración y 13 de la Era de Trujillo.— (Firmado) : Lic. 
H. E. ASHTON, Juez de Instrucción.— (Firmado) : Domin-
go R. Molina, Secretario"; C), que dicho veredicto fué no-
tificado, tanto al acusado Emilio Santiago, Emilio Santia-
go Ghnzález o Manuel Emilio González, como al Magistrado 
ProcuraQor Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata, el 
veinte de marzo de mil novecientos cuarenta y tres; D), 
que, habiendo "expirado el término de la oposición", el pro-
ceso fué pasado al Magistrado Procurador Fiscal ya indi-
cado, el veinticuatro de marzo del año en referencia; E), 
que, previas las formalidades del caso, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cons-
tituido en sus atribuciones criminales, conoció del asunto 
en audiencia pública del día catorce de abril de mil nove-
cientos cuarenta y tres; y en dicha audiencia, después de 
cumplidos los requisitos legales correspondientes, el Ma-
gistrado Procurador Fiscal concluyó, en su dictamen "in 
vote", pidiendo que el acusado fuera "condenado de acuer-
do con los artículos 340 del Código Penal, 8, párrafo 4, 
apartado b) de la Ley de Matrimonio número 1043, y 277 
del Código de Procedimiento Criminal, a sufrir la pena de 
tres años de reclusión y pago de costas ; acogiéndo lse en 
su favor circunstancias atenuantes"; F), que, en la misma 
audiencia, el abogado del acusado concluyó, oralmente, pi-
diendo que su defendido fuera "condenado a una pena que 
dejaba a la apreciación del Juez, acogiéndose en su favor 

-amplias circunstancias atenuantes"; G), que, el mismo día 
catorce de abril de mil novecientos cuarenta y tres, el ya 
expresado Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Puerto Plata, dictó, en sus atribuciones criminales, 
una sentencia con este dispositivo: "FALLA:— QUE debe 
condenar y CONDENA al nombrado EMILIO SANTIAGO, 
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EMILIO - SANTIAGO GONZALEZ, o MANUEL EMILIO 
7
ONZALEZ, de generales que constan, a sufrir la pena de 

un ario de prisión correccional y al pago de las costas proce -
sales, por su crimen de BIGAMIA realizado con la joven 
EMELINDA MUSA' en agravio de de su esposa CARMEN 
RIVERO MESSON DE GONZALEZ - 0 SANTIAGO, aco-
giéndose en favor del acusado el beneficio de circunstancias 
atenuantes.— Y por ésta nuestra sentencia, así se pronuncia, 
manda y firma"; H), que, el quince de abril de mil nove-
cientos cuarenta y tres, el Magistrado Procuradpr Fipcal del 
Distrjto Judicial de Puerto Plata interpuso recurso de alza-
da contra el fallo últimamente indicado; I), que la Corte 
de Apelación del Departamento de Santiago, debidamente 
apoderada del caso, conoció, del mismo, en audiencia públi-
ca del veintiseis de mayo de mil novecientos cuarenta y tres; 
que en dicha audiencia se llenaron "todas las formalidades 
de ley", y el Magistrado Procurador General de la indicada 
Corte concluyó, en su dictamen, del modo siguiente: "POR 
TALES MOTIVOS, SOMOS DE OPINION: Que esta Hono -
rable Corte de Apelación modifique la sentencia apelada, en 
cuanto a la pena impuesta al acusado Emilio Santiago o Emi-
lio Santiago González o Manuel Emilio González y lo conde-
ne a sufrir una pena mayor, cuya cuantía dejamos al sabio 
criterio jurídico de esta Honorable Corte de Apelación, con-
denándolo, además, al pago de los costos de esta alzada"; 
J), que, en la misma audiencia, el "abogado constituido dél 
acusado" concluyó en esta forma: "Honorables Magistrados: 
Por las razones expuestas, Honorables Magistrados, y. por 
las demás que tendréis a bien suplir, el abogado que suscri-
be concluye muy respetuosamente a nombre de su defendi-
do EMILIO SANTIAGO, abandonando su suerte a la mag-
nánima, soberana y sabia apreciación de la Corte. Y haréis 
justicia"; K), que, el mismo día últimamente indicado, o sea 
el veintiseis de mayo de mil novecientos cuarenta y tres, la 
Corte de Apelación del' Departamento de Santiago dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el que en 
seguida se copia: "FALLA: 1ro: que debe declarar y decla-
ra regular en la forma y bueno en el fondo el recurso de ape- 
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lación interpuesto por el.-Magistrado Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de Puerto Plata, contra sentencia dictada 
en fecha catorce del mes de .Abril del cOrriepte año, por el 
Juzgado -de Primera-  Instancia de aquel Distrito Judicial, a 
cargo del acusado EMILIO SANTIAGO, o EMILIO SAN-
TIAGO GONZALEZ o MAÑUEL EMILIO GONZALEZ, de 
generales expresadas; 2do.: que debe modificar y modifica 
la referida sentencia, Y EN CONSECUENCIA: debe decla-
rar y declara- que el acusado EMILIO SANTIAGO, o EMI-
LIO SANTIAGO GONZALEZ, o MANUEL GONZALEZ, es 
culpable del crimen de bigamia realizado con la joven ÉME-
LINDA MUSA en agravio de su esposa CARMEN RIVERO 
MESSON DE GONZALEZ o SANTIAGO, hecho previsto y 
sancionado por los artículos 340, del- Código Penal y 8, apar-
tado cuarto de la Le5 dé Matriníonio, y como tal, debe con-
denarlo y lo condena a sufrir la pena 'de CINCO AÑOS DE 
TRABAJOS PUBL1COS en la Cárcel, Pública de la Fortale-
za "San Luis" de la ciudad de Santiago; y 3ro.: que debe 
condenarlo y lo condena, además, al pago de las costas de 
ambas, instancias.— Y por esta nuestra sentencia, así se 
pronuncia, manda y firma"; 

Considerando: que el abogado que declaró el presente 
recurso de casación expuso, en el acta correspondiente, que 
su representado interponía dicho recurso "por no estar con-
forme"... "con la pena que le ha sido impuesta", declara-
ción que implica un recurso de alcance total contra el fallo 
atacado; 

Considerando, que entre los hechos establecidos en la 
decisión atacada, se encuentra el de que el inculpada que fué 
condenado había conteído matrimonio, el veintisiete de ju-
lio de mil novecientos veintinueve, con Josefa Casado; que 
el mismo condenado, sin que se hubiere disuelto el vínculo 
matrimonial expresado, y sorprendiendo al Oficial Civil ac-
tuante, contrajo nuevo matrimonio, el primero de junio de 
inil -novecientos cuarenta, con Carmen Rivero Messon; que 
el treinta de septiembre de mil novecientos cuarenta y dos, 
esto es, después de ,celebrados los dós matrimonios ya indi-
cados, el Oficial del Estado Civil de la Primera Circunserip- 
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ción de la común de Santiago, Pilónunció el divorcio entre el 

condenado y Josefa Casado, en ejecución de 'una sentencia 

del Juzgado -de Primera .  InStancia del Distrito Judicial de 
Santiago cine fué debidamente transcrita; que el seis de ene

-

ro de mil novecientos cuarenta -4y-  tres, el repetido condena-

do contrajo, en Puerto Plata, matrimonio con Emelinda Mu-

sa; y Considerando, que una de las condiciones indispensa-
bles para que exista el crimen de bigamia, es que el matri

-

monio en cuyo perjuicio se haya contraído el segundo enlace. 
sea válido, en el sentido de que, por lo menos, no esté a I ceta 
do de nulidad absoluta alguna, circunstancia que está llama-

de- a verificar el juez penal al que le sea sometido el caso, 
por- tratarle de establecer la existencia o nó existencia de 
uno de los elementos constitutivos del crimen de bigamia dcon- 

1 e 

cual se acuse al inculpado; que, en la especie, al haber 

traído -Manuel Emilio González, o Emilio Santiago, o Emi -

lio Santiago González, matrimonio con Carmen Rivero Mes-
son, en fecha en que aún subsistía el matrimonio del pri-
mero con Josefa Casado, el aludido enlace con Carmen Ri-
vero Messon nació y quedó viciado por una nulidad radical, 
de orden público, como consecuencia de lo ,dispuesto en el 
artículo lo., párrafo 3, de la Ley del Matrimonio; que la 
circunstancia de que, posteriormente, fuera disuelto, por di-
vorcio, el primer vínculo matrimonial, no hacía desaparecer 
el vicio de nulidad absoluta en referencia, y ello, según que- 
da dicho arriba, debía y podía ser comprobado por los jueces 
penales del fondo, para deducir de ello la consecuencia legal 
correspondiente, esto es, que cuando el acusado contrajo 
matrimonio con Emelinda Musa, el seis de enero de mil no- 
vecientos cuarenta y tres, no estaba ligado, vAlidamente, con 
lazo matrimonial anterior alguno, pues el que lo había unido 
con Josefa Casado, había sido disuelto por el divorcio, y el 
contraído con Carmen Rivero Messon, estaba viciado de  

nulidad absoluta; que por lo tanto, la sentencia impugnada, 
-en cuanto tenga como base, la imputación, al recurrente, del 
crimen de bigamia previsto en el artículo 340 del Código 

casado con Emelinda Mussa sin haber 
Penal, por haberse  
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lación interpuesto por eL-Magistrado Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de Puerto Plata, contra sentencia dictada 
en fecha catorce del mes de Abril del córriente año, por el 
Juzgado -de Primera Instancia de aquel Distrito Judicial, a 
cargo del acusado EMILIO SANTIAGO, o EMILIO SAN-
TIAGO GONZALEZ o MANUEL EMILIO GONZALEZ, de 
generales expresadas; 2do.: que debe modificar y modifica 
la'ireferida sentencia, Y EN CONSECUENCIA: debe decla-
rar y declara. que el acusado EMILIO SANTIAGO, o EMI-
LIO SANTIAGO GONZALEZ, o MANUEL GONZALEZ, es 
culpable del crimen de bigamia realizado con la joven EME-
'LINDA MUSA en agravio de su esposa CARMEN RIVERO 
MESSON DE GONZALEZ o SANTIAGO, hecho previsto y 
sancionado por los artículos 340, del-Código Penal y 8, apar-
tado cuarto de la Ley dQ Matrimbnio, y como tal, debe con-
denarlo y lo condena a sufrir la pena 'de CINCO AÑOS DE 
TRABAJOS PUBL1COS en la Cárcel, Pública de la Fortale-
za "San Luis" de la ciudad de Santialo; y 3ro.: que debe 
condenarlo y lo condena, además, al pago de las costas de 
ambas, instancias.— Y por esta nuestra sentencia, así se 
pronuncia, manda y firma"; • 

Considerando: que el abogado que declaró el presente 
recurso de casación expuso, en el acta correspondiente, que 
su representado interponía dicho recurso "por no estar con-
forme"... "con la pena que le ha sido impuesta", declara-
ción que implica un recurso de alcance total contra el fallo 
atacado; 

Considerando, que entre los hechos establecidos en la 
decisión atacada, se encuentra el de que el inculpada que fué 
condenado había conIaído matrimonio, el veintisiete de -ju-
lio de mil novecientos veintinueve, con Josefa Casado; que 
el mismo condenado, sin que se hubiere disuelto el vínculo 
matrimonial expresado, y sorprendiendo al Oficial Civil ac-
tuante, contrajo nuevo matrimonio, el primero de judo de 
inil novecientos cuarenta, con Carmen Rivero Messon; que 
el treinta de septiembre de mil novecientos cuarenta y dos, 
esto_ es, después de ,celebrados los dós matrimonios ya indi-
cados, el Oficial del Estado Civil de la Primera Circunserip- 
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ción de la común Te Santiago, pnnunció el divorcio entre el 
condenado y Josefa Casado, en ejecución de "una sentencia 

del ,Juzgado -de Primera InStancia del Distrito Judicial de 

Santiago qt ►
e fué debidamente transcrita; que el seis de ene -

ro de mil novecientos cuarenta "ST tres, el repetido condena -

do contrajo, en Puerto Plata, matrimonio c‘on Emelinda Mu- 

Considerando, que una de las condiciones indispensa- .r 
sa; y 

bles para que exista el crimen de bigamia, es que el matri
-

monio en cuyo perjuicio se haya contraído el segundo enlace, 
sea válido, en el sentido de que, por lo menos, no esté afebta

-

do de nulidad absoluta alguna, circunstancia que está 
llama-

de a 
verificar el juez penal al que le sea sometido .el caso, 

por- tratarle de establecer la existencia o nó existencia de 
uno de los elementos constitutivos del crimen de bigamia con- 

del 

cual se acuse al inculpado; que, en la especie, al haber 
traído Manuel Emilio González, o Emilio Santiago, o Emi

-

lio Santiago González, matrimonio con Carmen Rivero Mes-
son, en fecha en que aún subsistía el matrimonio del pri- 
mero con Josefa Casado, el aludido enlace con Carmen Ri- • 
yero Messon nació y quedó viciado por una nulidad radical, 
de orden público, como consecuencia de lo ,dispuesto en el 
artículo lo., párrafo 3, de la Ley del Matrimonio; que di- 

la 

circunstancia de que, posteriormente, fuera disuelto, por 
vorcio, el primer vínculo matrimonial, no hacía desaparecer 
el vicio de nulidad absoluta en referencia, y ello, según que- 
da dicho arriba, debía y podía ser comprobado por los jueces 
penales del fondo, para deducir de ello la consecuencia legal 
correspondiente, esto es, que cuando el acusado contrajo 
matrimonio con Emelinda Musa, el seis de enero de mil no- 

vecientos cuarenta y tres, no estaba li 
egado, ve lo había

Alidamennite, con 

lazo matrimonial anterior alguno, pues l que 	 udo 

con Josefa Casado, había sido disuelto por el divorcio, y el 
contraído con Carmen Rivero Messon, estaba viciado de una 
nulidad absoluta; que por lo tanto, la sentencia impugnada, 
en cuanto tenga como base, la imputación, al recurrente, del 
crimen de bigamia previsto en el artículo 340 del Código 
Penal, por haberse casado con Emelinda Mussa sin haber 



828 	 BOLETIN JUDICIAL 	 BOLET1N JUDICIAL 	 829 

obtenido que, previamente, se declarara disuelto su matri-
monio con Carmen Rivero Messon, debe ser casada ; y lo mis-
mo ocurre con lo que concierne a las manifestaciones hechas 
al Oficial Civil para el acusado, para poder casarse con Eme-
linda Musa, ya que por lo que queda dicho, en esa oportu-
nidad no se evidencia que tratara de contraer un matrimonio 
ilícito; 

Considerando, que el examen del veredicto de califica-
ción pronunciado, el veinte de marzo de mil novecientos cua-
renta y tres, por el Juez de Instrucción del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, el cual se encuentra transcrito en otro lu-
gar del presente fallo, pone de manifiesto que, si bien en el 
dispositivo de dicho veredicto sólo se declara "que existen 
cargos suficientes para acusar al nombrado Emilio Santia-
go, Emilio Santiago González o Manuel Emilio González, del 
crimen de bigamia realizado con la joven Emelinda Musa en 
agravio de su esposa Carmen Rivero Messon de González o 
Santiago" (refiriéndose así al hecho del cual podía derivar 
su competencia ratione loci, por haber sido cometido en 
Puerto Plata), para enviar al acusado ante el Tribunal cri-
minal", en las consideraciones que preceden a tal dispositi-
vo, para fundamentarlo, se encuentran consignados de un 
modo expreso, a título de cargos, lo., que el actual recurrente 
contrajo matrimonio con Carmen Rivero Messon, cuando 
aún estaba casado con Josefa Casado, incurriendo así en el 
crimen de bigamia; 2o., que "Emilio Santiago, para contraer 
segundas nupcias en Santiago" (con Carmen Rivero Mes-
son), "sorprendió al Oficial del Estado Civil usando el nom-
bre de Manuel Emilio González" (distinto del usado en su 
primer matrimonio), "declarándose solterc a pesar de ser 
casado"; 3o., que "aún casado" (aunqüe sólo aparentemen-
te, según lo que ya ha establecido esta Suprema Corte) "con 
Carmen Rivero Messon. Emilio, en fecha seis de enero del 
año actual contrajo matrimonio con la joven Emelinda Mus-
sa bajo el nombre de Emilio Santiago,. cédula 8200, se-
rie 12, de estado soltero" esto es, ocultándole al Oficial Ci-
vil los actos anteriores excepto el de 'divorcio con Josefa 
Casado; 4o., (en la última consideración) que "Emilio San- 

tiago o Manuel Emilio González", aunque "pretende culpar 
a J. Marcelino Rivero" (padre de Carmen Rivero Messon) 
"por haber incurrido en este hecho, atribuyendo su falta a 

la presión ejercida por éste último- contra él", ello "carece 
de fundamento puesto que el matrimonio se realizó con un 
suplemento de plazo fijado por el mismo contrayente, sus 
cartas hablan por sí mismas y la explicación dada a CAR-
MEN en cuanto al cambio de nombre era convincente para 
ella más aún, cuando él declaró ante el Oficial del Estado 
Civil, ser hijo natural de Ursula González, lo que explica el 
por qué de ese apellido y la "G" que figura en su cédula sien-
do él el único responsable del hecho que se le imputa"; que 
lo señalado demuestra que el Juez de Instrucción de Puerto 
Plata, aunque respecto del crimen de bigamia cometido al 

• casarse, el acusado, con Carmen Rivero Messon antes de di-
vorciarse de Josefa Casado, expresó que dicho acusado lo 
logró cubrir con el divorcio obtenido de su primera esposa" 
sin precisar el sentido de la exptlesión cubrir, cuya primera 
acepción es la de "ocultar, tapar una cosa con otra", consig -
nó sin embargo, y por lo menos a título de circunstancias 
agravantes de lo que estimaba constituía el nuevo crimen 
de bigamia del que acusaba el prevenido, todo lo concer-
niente al hecho del segundo matrimonio, contraído con Car-
men Rivero Messon, y a los engaños que, en su segundo ma-
trimonio, había empleado con el Oficial del 'Estado Civil co-
rrespondiente; que, por lo tanto, los hechos constitutivos de 
la bigamia cometida el primero de junio de mil novecientos 
cuarenta, y los del engaño, así consignados, debían conside-
rarse comprendidos en el dispositivo del veredicto de califi -

cación, ya que tal dispositivo tenía y tiene que ser interpre -

tado de acuerdo con sus motivos, por falta de algo que 
obligue a lo contrario, ya que en las consideraciones que si-
guen a la que contiene la expresión "que logró cubrir con el 
divorcio obtenido de su primera esposa", en vez de encon-
trarse término alguno que indique que el juez calificador 
pretendiera descargar, a Emilio Santiago, del crimen de la 
primera bigamia consignada, se insiste acerca de las cir-
cunstancias en que ello ocurrió, para rechazar los alegatos 
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obtenido que, previamente, se declarara disuelto su matri-
monio con Carmen Rivero Messon, debe ser casada; y lo mis-
mo ocurre con lo que concierne a las manifestaciones hechas 
al Oficial Civil para el acusado, para poder casarte con Eme-
linda Musa, ya que por lo que queda dicho, en esa oportu-
nidad no se evidencia que tratara de contraer un matrimonio 
ilícito; 

Considerando, que el examen del veredicto de califica-
ción pronunciado, el veinte de marzo de mil novecientos cua-
renta y tres, por el Juez de Instrucción del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, el cual se encuentra transcrito en otro lu-
gar del presente fallo, pone de manifiesto que, si bien en el 
dispositivo de dicho veredicto sólo se declara "que existen 
cargos suficientes para acusar al nombrado Emilio Santia-
go, Emilio Santiago González o Manuel Emilio González, del 
crimen de bigamia realizado con la joven Emelinda Musa en 
agravio de su esposa Carmen Rivero Messon de González o 
Santiago" (refiriéndose así al hecho del cual podía derivar 
su competencia ratione loci, por haber sido cometido en 
Puerto Plata), para enviar al acusado ante el Tribunal cri-
minal", en las consideraciones que preceden a tal dispositi-
vo, para fundamentarlo, se encuentran consignados de un 
modo expreso, a título de cargos, lo., que el actual recurrente 
contrajo matrimonio con Carmen Rivero Messon, cuando 
aún estaba casado con Josefa Casado, incurriendo así en el 
crimen de bigamia ; 2o., que "Emilio Santiago, para contraer 
segundas nupcias en Santiago" (con Carmen Rivero Mes-
son), "sorprendió al Oficial del Estado Civil usando el nom-
bre de Manuel Emilio González" (distinto del usado en su 
primer matrimonio), "declarándose solterc a pesar de ser 
casado"; 3o., que "aún casado" (aunqué sólo aparentemen-
te, según lo que ya ha establecido esta Suprema Corte) "con 
Carmen Rivero Messon. Emilio, en fecha seis de enero del 
año actual contrajo matrimonio con la joven Emelinda Mus-
sa bajo el nombre de Emilio Santiago,. cédula 8200, se-
rie 12, de estado soltero" esto es, ocultándole al Oficial Ci-
vil los actos anteriores excepto el de 'divorcio con Josefa 
Casado; 4o., (en la última consideración) que "Emilio San- 

tiago o Manuel Emilio González", aunque "pretende culpar 

a J. Marcelino Rivero" (padre de Carmen Rivero Messon) 
"por haber incurrido en este hecho, atribuyendo su falta a 
la presión ejercida por éste último contra él", ello "carece 
de fundamento puesto que el matrimonio se realizó con un 
suplemento de plazo fijado por el mismo contrayente, sus 
cartas hablan por sí mismas y la explicación dada a CAR-

MEN en cuanto al cambio de nombre era convincente para 
ella más aún, cuando él declaró ante el Oficial del Estado 
Civil, ser hijo natural de Ursula González, lo que explica el 
por qué de ese apellido y la "G" que figura en su cédula sien-
do él el único responsable del hecho que se le imputa"; que 
lo señalado demuestra que el Juez de Instrucción de Puerto 
Plata, aunque respecto del crimen de bigamia cometido al 
casarse, el acusado, con Carmen Rivero Messon antes de di-
vorciarse de Josefa Casado, expresó que dicho acusado lo 
logró cubrir con el divorcio obtenido de su primera esposa" 
sin precisar el sentido de la exp;esión cubrir, cuya primera 
acepción es la de "ocultar, tapar una cosa con otra", consig -
nó sin embargo, y por lo menos a título de circunstancias 
agravantes de lo que estimaba constituía el nuevo crimen 
de bigamia del que acusaba el prevenido, todo lo concer-
niente al hecho del segundo matrimonio, contraído con Car-
men Rivero Messon, y a los engaños que, en su segundo ma-
trimonio, había empleado con el Oficial del 'Estado Civil co -
rrespondiente; que, por lo tanto, los hechos constitutivos de 
la bigamia cometida el primero de junio de mil novecientos 
cuarenta, y los del engaño, así consignados, debían conside-
rarse comprendidos en el dispositivo del veredicto de califi -

cación, ya que tal dispositivo tenía y tiene que ser interpre -

tado de acuerdo con sus motivos, por falta de algo que 
obligue a lo contrario, ya que en las consideraciones que si-
guen a la que contiene la expresión "que logró cubrir con el 
divorcio obtenido de su primera esposa", en vez de encon-
trarse término alguno que indique que el juez, calificador 
pretendiera descargar, a Emilio Santiago, del crimen de la 

primera bigamia consignada, se insiste acerca de las cir- 
cunstancias en que ello ocurrió, para rechazar los alegatos 
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lificación de todos los hechos o de alguno de éstos; para con-
denar por todo ello al prevenido, o des -cargarlo totalmente, 
o hacer sólo el descargo, respecto de lo que no resultara 
comprobado, y condenar por lo que sí se probase; y en caso 
de condenación, si un hecho de existencia comprobada se-
ñalado, por el Juez calificador como circunstancia agravan-
te, resultaba ser uri crimen en sí mismo, podía condenar al 
acusado por la comisión de este último; 

Considerando, sin embargo, que en el presente caso, al 
no existir el crimen de bigamia, ni el de engaño al Oficial 
Civil, en la circunstancia de que el acusado hubiera contraí -
do matrimonio, en Puerto Plata, con Emelinda Musa según 
lo que ya ha sido establecido arriba, sólo quedaban hechos 
que habían sido cometidos en Santiago, al contraer el ac-
tual recurrente, el matrimonio con Carmen Rivero Messon 
indicado en la denuncia presentada por J. Marcelino Rivero; 
que de acuerdo con los artículos 20, 63 y 69 del Código de 
Procedimiento Criminal, eran el Procurador Fisal y un Juez 
de Instrucción del Distrito Judicial de Santiago, los únicos 
competentes para actuar; y el Juez de Instrucción de Puerto 
Plata, al no ser "el del lugar del crimen o del-delito, ni el de 
la residencia del procesado, ni el del lugar en donde pueda 
ser encontrado", pues el acusado, según el expediente, fué 
preso en Santiago, donde residía, era incompetente para ac-
tuar en la especie, y estaba obligado a remitir "la querella 
para ante el juez de instrucción" competente, esto es, al que 
en Santiago le correspondiera, como oportunamente lo pidió 
el acusado, tanto al Procurador Fiscal como al Juéz de Ins-
trucción de Puerto Plata; que la incompetencia del Juez de 
Instrucción y del Procurador Fiscal de Puerto Plata era de 
orden público, y por ello debía ser suscitada, de oficio, tanto 
por el Juzgado de Primera Instancia de Puerto Plata como 
por la Corte de Apelación de Santiago, en sus respectivas 
oportunidades, máxime cuando las disposiciones legales de 
orden público contenidas en el artículo 217 del Código de 
Procedimiento Criminal, combinadas con las de los artículos 
20 y 63 ya citados, impedían que un Procurador Fiscal in- 
competente pudiera redactar el acta de acusación que sir- 

presentados por el acusado para su defensa; que si el indi-
cado juez instructor creyó que el hecho principal que debía 
calificar era el del matrimonio con Emelinda Musa, ello no 
tuvo la virtud de destruir )os hechos anteriores que, come 
circunstancias relacionadas con la nocividad del agente, pre-
senta el veredicto; y 

Considerando, que la situación así creada por la pro-
videncia de calificación, no fué alterada por la circunstancia 
de que, en el acta de acusación, el Magistrado Procurador 
Fiscal de Puerto Plata hubiera repetido, únicamente, lo con-
signado literalmente en el dispositivo del veredicto de cali-
ficación mencionado, sin mencionar las circunstancias agra-
vantes, pues ni tenía capacidad para modificar arbitraria-
mente, en parte alguna, lo hecho por el juez calificador, ni 
hay motivos para entender que húbiera intentado hacer di-
cha modificación, en presencia de la circunstancia de que 
la misma persona que, en calidad de Fiscal, redactó la alu-
dida acta de acusación, fué la que, en la misma calidad, con-
cluyó, en la audiencia del Juzgado de Primera Instancia de 
Puerto Plata, cuando se conocía del caso. pidiendo la apli-
cación, no sólo del artículo 340 del Código Penal, concer-
niente a la bigamia, sino también la del artículo "8, párrafo 
4, apartado b) de la Ley de Matrimonio", que se refiere al 
engaño del que se haga víctima al Oficial Civil y por medio 
del que se haya obtenido la celebración del matrimonio ilí-
cito; que además, el auto de calificación fué notificado, ín-
tegramente; al acusado, y éste no podría alegar que igno-
raba que tal auto sólo era susceptible de ser modificado, le-
galmente y antes del juicio, por un jurado de oposición al 
que no se recurrió; 

Considerando, que en las circunstancias que quedan 
precisadas, el Juzgado de Primera Instancia de Puerto Pla-
ta, al conocer del caso. en atribuciones criminales, estaba 
apoderado de todo lo consignado en el veredicto de califi-
cación, constitutivo, no sólo de lo que el Juez de Instruc-
ción señaló como crimen en su dispositivo, sino también de 
las circunstancias agravantes que se establecieron en los 
motivos de aquel; que estaba capacitado para variar la ca- 
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presentados por el acusado para su defensa; que si el indi-
cado juez instructor creyó que el hecho principal que debía 
calificar era el del matrimonio con Emelinda Musa, ello no 
tuvo la virtud de destruir los hechos anteriores que, come 
circunstancias relacionadas con la nocividad del agente, pre-
senta el veredicto; y 

Considerando, que la situación así creada por la pro- • 
videncia de calificación, no fué alterada por la circunstancia 
de que, en el acta de acusación, el Magistrado Procurador 
Fiscal de Puerto Plata hubiera repetido, únicamente, lo con- . 
signado literalmente en el dispositivo del veredicto de cali-
ficación mencionado, sin mencionar las circunstancias agra-
vantes, pues ni tenía capacidad para modificar arbitraria-
mente, en parte alguna, lo hecho por el juez calificador, ni 
hay motivos para entender que hubiera intentado hacer di-
cha modificación, en presencia de la circunstancia de que 
la misma persona que, en calidad de Fiscal, redactó la alu-
dida acta de acusación, fué la que, en la misma calidad, con-
cluyó, en la audiencia del Juzgado de Primera Instancia de 
Puerto Plata, cuando se conocía del caso. pidiendo la apli-
cación, no sólo del artículo 340 del Código Penal, concer-
niente a la bigamia, sino también la del artículo "8, párrafo 
4, apartado b) de la Ley de Matrimonio", que se refiere al. 
engaño del que se haga víctima al Oficial Civil y por medio 
del que se haya obtenido la celebración del matrimonio ilí-
cito; que además, el auto de calificación fué notificado, ín-
tegramente, -  al acusado, y éste no podría alegar que igno-
raba que tal auto sólo era susceptible de ser modificado, le-
galmente y antes del juicio, por un jurado de oposición al 
que no se recurrió; 

Considerando, que en las circunstancias que quedan 
precisadas. el Juzgado de Primera Instancia de Puerto Pla-
ta, al conocer del caso, en atribuciones criminales, estaba 
apoderado de todo lo consignado en el veredicto de califi-
cación, constitutivo, no sólo de lo que el Juez de Instruc-
ción señaló como crimen en su dispositivo, sino también de 
las circunstancias agravantes que se establecieron en los 
motivos de aquel; que estaba capacitado para variar la ca- 
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lificación de todos los hechos o de alguno de éstos; para con-
denar por todo ello al prevenido, o des -cargarlo totalmente, 
o hacer sólo el descargo, respecto de lo que no resultara 
comprobado, y condenar por lo que sí se probase; y en caso 
de condenación, si un hecho de existencia comprobada se-
ñalado, por el Juez calificador como circunstancia agravan-
te, resultaba ser uñ crimen en sí mismo, podía condenar al 
acusado por la comisión de este último; 

Considerando, sin embargo, que en el presente caso, al 
no existir el crimen de bigamia, ni el de engaño al Oficial 
Civil, en la circunstancia de que el acusado hubiera contraí-
do matrimonio, en Puerto Plata, con Emelinda Musa según 
lo que ya ha sido establecido arriba, sólo quedaban hechos 
que habían sido cometidos en Santiago, al contraer el ac-
tual recurrente, el matrimonio con Carmen Rivero Messon 
indicado en la denuncia presentada por J. Marcelino Rivero; 
que de acuerdo con los artículos 20, 63 y 69 del Código de 
Procedimiento Criminal, eran el Procurador Fisal y un Juez 
de Instrucción del Distrito Judicial de Santiago, los únicos 
competentes para actuar; y el Juez de Instrucción de Puerto 
Plata, al no ser "el del lugar del crimen o del delito, ni el de 
la residencia del procesado, ni el del lugar en donde pueda 
ser encontrado", pues el acusado, según el expediente, fué 
preso en Santiago, donde residía, era incompetente para ac-
tuar en la especie, y estaba obligado a remitir "la querella 
para ante el juez de instrucción" competente, esto es, al que 
en Santiago le correspondiera, como oportunamente lo pidió 
el acusado, tanto al Procurador Fiscal como al Juéz de Ins-
trucción de Puerto Plata; que la incompetencia del Juez de 
Instrucción y del Procurador Fiscal de Puerto Plata era de 
orden público, y por ello debía ser suscitada, de oficio, tanto 
por el Juzgado de Primera Instancia de Puerto Plata como 
por la Corte de Apelación de Santiago, en sus respectivas 
oportunidades, máxime cuando las disposiciones legales de 
orden público contenidas en el artículo 217 del Código de 
Procedimiento Criminal, combinadas con las de los artículos 
20 y 63 ya citados, impedían que un Procurador Fiscal in-
competente pudiera redactar el acta de acusación que sir- 
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viese para introducir un asunto ante el tribunal criminal, 
fuera del caso en que el inculpado hubiera sido enviado, a 
esa jurisdicción criminal, por un veredicto de calificación 
legalmente válido, cosa ésta que np existía, para lo come- 
tido en Santiago. según lo que ya ha sido expresado; due de 
acuerdo con los términos del artículo 29 de la Ley sobre Pro- 
cedimiento de Casación, la nulidad por causa de incompe- 
tencia, en materia penal, puede ser suscitada ante la Corte 
de Casación, aunque no lo haya sido ante los jueces de la 
apelación; que al tratarse de una cuestión de órden público, 
la Suprema Corte de Justicia estaría llamada a suscitarla 
de oficio, si no lo hubiera-hecho el recurrente; y que, en 
eI presente caso, el carácter general del recurso conduce 
a considerar que dicho recurso la suscita; 

Considerando, que por lo expresado, es procedente anu-
lar, en su totalidad, la sentencia impugnada; y como esta 
casación deja subsistente el fallo de primera instancia, se 
impone enviar el asunto ante otra Corte de Apelación, para 
que conozca del recurso de alzada interpuesto contra dicho 
primer fallo; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
veinte y seis de mayo de mil novecientos cuarenta y tres, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo; Segundo: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron- 
coso de la C.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma- 
da, leída y publicada por mí, Secretario General, qué- cer-
tifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA V LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los . Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejia, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran -

co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán Ta-
vares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno del 
Castillo S:, Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Estrella 
Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día,veintio -

cho del mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y 
tres, año 100 de la Independencia,' 81 de la Restauración y 
14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
S. Mario Sánchez Guzmán, dominicano, agrimensor público, 
domiciliado en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
portador de la cédula personal de identidad No. 13672, Serie 
47, renovada con el sello de Rentas Internas No. 4135, conj 
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha sie-
te de diciembre de mil -novecientos cuarenta y dos, cuyo dis-
positivó será indicado después; 

Visto el Memorial de Casación presentado, en el plazo 
legal, por el Doctor José H. Rodríguez V. y el Licenciado 

Félix Ma. Germán Ariza, abogados del recurrente y porta -

dores, el primero, de la cédula personal No. 391, Serie 47, 
renovada comal sello No. 92; y el segundo, dq la cédula No. 
40, Serie 25, renovada con el sello No. 316; memorial en 
que se alegan las violaciones de la ley que se señalarán des- 

pués; 
Visto el auto dictado, por esta Suprema Corte de Jus-

ticia, el siete de mayo de mil novecientos cuarenta y tres, 
a requerimiento del intimante, por el cual se dispuso "con -

siderar en defecto al intimado Señor Francisco Heredia, en 
el recurso de casación interpuesto por el Señor S. Mario Sán- 
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viese para introducir un asunto ante el tribunal criminal, 
fuera del caso en que el inculpado hubiera sido enviado, a 
esa jurisdicción criminal, por un veredicto de calificación 
legalmente válido, cosa ésta que no existía, para lo come-
tido en Santiago. según lo que ya ha sido expresado; que de 
acuerdo con los términos del artículo 29 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, la nulidad por causa de incompe-
tencia, en materia penal, puede ser suscitada ante la Corte 
de Casación, aunque no lo haya sido ante los jueces de la 
apelación; que al tratarse de una cuestión de órden público, 
la Suprema Corte de Justicia estaría llamada a suscitarla 
de oficio, si no lo hubiera- hecho el recurrente; y que, en 
el presente caso, el carácter general del recurso conduce 
a considerar que dicho recurso la suscita; 

Considerando, que por lo expresado, es procedente anu-
lar, en su totalidad, la sentencia impugnada; y como esta 
casación deja subsistente el fallo de primera instancia, se 
impone enviar el asunto ante otra Corte de Apelación, para 
que conozca-  del recurso de' alzada interpuesto contra dicho 
primer fallo; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación del Departamento de Santiago, de fecha 
veinte y seis de mayo de mif novecientos cuarenta y tres, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación de Ciu-

, dad Trujillo; Segundo: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico.— (Firniado) Eug. A. Alvarez. 

BOLETIN JUDICIAL 	 833 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus -

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto'de Presidente ; Licenciados Froilán Ta-
vares hijo, Segundo Sustituto de Vresidente; Benigno del 
Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Estrella 
Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito Secre-
tario General, en la Sala. donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día.veintio -

cho del mes de septiembre de mil novecientos cuarenta y 
tres, año 100 de la Independencia; 81 de la Restauración y 
14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
S. Mario Sánchez Guzmán, dominicano, agrimensor público, 
domiciliado en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
portador de la cédula personal de identidad No. 13672, Serie 
47, renovada con el sello de Rentas Internas No. 4135, con' 
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha sie-
te de diciembre de mil-novecientos cuarenta y dos, cuyo dis-
positivó será indicado después; 

Visto el Memorial de Casación presentado, en el plazo 
legal, por el Doctor José H. Rodríguez V. y el Licenciado 
Félix Ma. Germán Ariza, abogados del recurrente y porta -

dores, el primero, de la cédula personal No. 391, Serie 47, 
renovada comel sello No. 92; y el segundo, de la cédula No. 
40, Serie 25, renovada con el sello No. 316; memorial en 
que se alegan las violaciones de la ley que se señalarán des- 

pués; . 
Visto el auto dictado, por esta Suprema Corte de Jus-

ticia, el siete -de mayo de mil novecientos cuarenta y tres, 
a requerimiento del intimante, por el cual se dispuso "con-
siderar en defecto al intimado Señor Francisco Heredia, en 
el recurso de casación interpuesto por el Señor S. Mario Sán• 
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chez Guzmán, contra sentehcia del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha siete de diciembre del año mil novecien-
tos cuarenta y dos", por no haber constituido abogado en 
el plazo legal; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Rafael Ortega Peguero, portador de 

la cédula personal No. 3111:Serie 1, renovada con el sello 
No. 44, en representacióji del' Doctor José H. Rodríguez V. 
y del Licenciado Félix Ma. Germán Ariza, abogados de la 
parte intimante, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su clic-

- tiamen ; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1350 y 1351 del Código Civil; 
17, 18 y 19 de la Orden Ejecutiva No. 590; el artículo úni-
co de la Ley No. 670, del 19 de abril de 1934 ; los artículos 
1 y 2 de la Ley No. 763, del 17 de octubre de 1934; 8, del 
Decreto No. 83 del Presidente Vicini Burgos; 2 (amplia-
do por la Orden Ejectitiva No. 799), 4 y 146 (estos últi-, 
mos,-con sus modificaciones) de la Ley de Registro de Tie-
rras; 1, 4, 5 y 71 de la Ley sobre Procediniiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se hace 
constar' la siguiente: A), "que, según documentos que se 
hallan en el expediente, en fecha 31 de enero de 1912, de 
acuerdo con la Ley Sobre División de Terrenos Comuneros, 
del 21 de agosto de 1911, fué ordenada, por sentencia -del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito .Judicial de La 
Vega, la mensura, deslinde i partición del sitio comunero 
denominado Angelina; que las operaciones de partición fue-
ron homologadas el 28 de junio de 1938, o sea, veintiseis 
años i meses después de ordenada la partición de dicho si-
tio; que por Resolución de fecha 17 de febrero de 1930, el 
Tribunal Superior de Tierras concedió prioridad para el es-
tablecimiento i adjudicación de títulos en los sitios de La 
Cana..La Mata 1 Masab'á, común de Cotuí, provincia de La 
Vega, dándosele la denominación de Distrito Catastral No. 
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109; que el Tribunal Superior de Tierras, atendiendo a un 
pedimento que le fué hecho por instancia por Eugenio Je-
rez, José Daniel Ariza i Félix Ma. Germán Ariza, dictó una 
Resoltición en fecha 10 de diciembre de 1930 incluyendo en 
la prioridad ordenada el 17 de febrero de 1930, los sitios 
de Angelina, Herniando Alonzo i El Meladito: que por Re-
solución. de fecha 27 de noviembre de 1934, i acogiendo el 
informe rendido al respecto por el Director General de Men-
suras Catastrales, el Tribunal Superior de Tierras canceló 
arcialmente la propiedad concedida por Resolución del 17 

de febrero de 1930, quedando reducida solamente al sitio 
de La Mata i cuya mensura debía ser terminada i los pla-
nos presentados en el plazo de un año, a contar de la fecha 
de la citada Resolución, siendo el agrimensor de esa men-
sura Félix Ma. Germán Ariza; que por Resolución dictada 
por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 6 de diciem -
bre de 1935, fué acogida la instancia que le sometió el agri-
mensor Félix Ma. Germán Ariza i se le concedió un plazo 
hasta el 31 de diciembre de 1935 para la presentación de 
los planos del Distrito Catastral No. 109 i que este Distri-
to se denominará, según dicha Resolución, Distrito 
Catastral No. 3 de la común de Cotuí; que en fecha 6 
de diciembre de 1935, el Tribunal Superior de Tierras, dis-
puso, por Resolución dictada en esa fecha, acoger la ins-
tancia del dos de diciembre del citado ario 1935 que le fué 
sometida por el Agrimensor Félix Ma. Germán Ariza i 

aprobar el contrato de cesión de los derechos para la men-
sura del Distrito Catastral No. 109 ;  sitio de La Mata, co-
mún de Cotuí, provincia de La Vega, celebrado entre dicho 
agrimensor i el agrimensor José Ml. Ramos; que el Tribu-
nal Superior de Tierras, por su Resolución rendida en fe-
cha 3 de julio de 1936, rechazó las instancias que le some-
tieron Emilio Martínez i Dolores Jerez, viuda de los San-
tos, tendientes a obtener la cancelación de la prioridad con-
cedida para la mensura catastral del Distrito No. 109, hoy 
reducido al sitio de La Mata"; B), "que por instancia de 
fecha 8 de noviembre de 1941, Francisco Heredia pidió al 
Tribunal Superior de Tierras se concediera prioridad para 



chez Guzmán, contra sentada del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha siete de diciembre del año mil novecien-
-tos cuarenta y dos", por no haber constituido abogado en 
el plazo legal; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Rafael Ortega Peguero, portador de-

la cédula personal No. 3111,'Serie 1, renovada con el sello 
No. 44, en representació,n del Doctor José H. Rodríguez V. 
y del Licenciado Félix Ma. Germán Ariza, abogados de la 
parte intimante, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su clic-
1:Jamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1350 y 1351 del Código Civil; 
17, 18 y 19 de la Orden Ejecutiva No. 590; el artículo úni-
co de la Ley No. 670, del 19 de abril de 1934; los artículos 
1 y 2 de la Ley No. 763, del 17 de octubre de 1934; 8, del 
Decreto No. 83 del Presidente Vicini Burgos; 2 (amplia-
do por la Orden Ejecutiva No. 799), 4 y 146 (estos últi-, 
mos,-con sus modificaciones) de la Ley de Registro de 'Pie-
iras; 1, 4, 5 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se hace 
constar' la 'siguiente: A), "que, según documentos que se 
hallan en el expediente, en. fecha 31 de enero de 1912, de 
acuerdo con la Ley Sobre División de Terrenos Comuneros, 
del 21 de agosto de 1911, fué ordenada, por sentencia -del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, la mensura, deslinde i partición del sitio comunero 
denominado Angelina; que las operaciones de partición fue-
ron homologadas el 28 de junio de 1938. o sea, veintiseis 
años i meses después de ordenada la partiCión de dicho si-
tio; que por Resolución de fecha 17 de febrero de 1930, el 
Tribunal Superior de Tierras concedió prioridad para el es-
tablecimiento i adjudicación de títulos en los sitios de La 
Cana. , La Mata i Masabá, común de Cotuí, provincia de La 
Vega, dándosele la denominación de Distrito Catastral No.  

109; qae el Tribunal Superior de Tierras, atendiendo a un 
pedimento que le fué hecho por instancia por Eugenio Je-
rez, José Daniel Ariza i Félix Ma. Germán Ariza, dictó una 
B,esoltición en fecha 10 de diciembre de 1930 incluyendo en 
la prioridad ordenada el 17 de febrero de 1930, los sitios 
de Angelina, Hernando Alonzo i El Meladito: qiie por Re-
solución de fecha 27 de noviembre de 1934, i acogiendo el 
informe rendido al respecto por el Director General de Men-
suras Cataltrales, el Tribunal Superior de Tierras canceló 
parcialmente la propiedad concedida por Resolución del 17 
de febrero de 1930, quedando reducida solamente al' sitio 
de La Mata i cuya mensura debía ser terminada i los pla-
nos presentados en el plazo de un año, a contar de la fecha 
de la citada Resolución, siendo el agrimensor de esa men-
sura Félix Ma. Germán Ariza; que por Resolución dictada 
por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 6 de diciem -
bre de 1935, fué acogida la instancia que le sometió el agri-
mensor Félix Ma. Gerrnlán Ariza i se le concedió un plazo 
hasta el 31 de diciembre de 1935 para la presentación de 
los planos del Distrito Catastral No. 109 i que este Distri-
to se denominará, según dicha Resolución, Distrito 
Catatra; No. 3 de la común de Cotuí; que en fecha 6 
de diciembre de 1935, el Tribunal Superior de Tierras, dis-
puso, por Resolución dictada en esa fecha, acoger la ins-
tancia del dos de diciembre del citado ario 1935 que le fué 
sometida por el Agrimensor Félix Ma. Germán Ariza i 

aprobar el contrato de cesión de los derechos para la men-
sura del Distrito Catastral No. 109 ;  sitio de La Mata, co-
mún de Cotuí, provincia de La Vega, celebrado entre dicho 
agrimensor i el agrimensor. José Ml. Ramos; que el Tribu -
nal Superior de Tierras, por su Resolución rendida en fe-
cha 3 de julio de 1936, rechazó las instancias que le some -
tieron Emilio Martínez i Dolores Jerez, viuda de los San-
tos, tendientes a obtener la cancelación de la prioridad con-
cedida para la mensura catastral del Distrito No. 109, hoy 
reducido al sitio de La Mata"; B), "que por instancia de 
fecha 8 de noviembre de 1941, Francisco Heredia pidió al 
Tribunal Superior de Tierras se concediera prioridad para 
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la mensura catastral de tres porciones de terreno poseídas 
por aquél en el lugar denominado Angelina, común de Co-
tuí, i sometió un contrato que celebró con el agrimensor 
Rafael Reyes Valverde, en fecha 17 de octubre de -1941; 
que el Director General de Mensuras Catastrales, por su 
comunicación de fecha 17 de noviembre de 1941, informa a 
dicho Tribunal que puede ser concedida la prioridad soli-
citada, asignándose las porciones de terreno con los núme-
ros 3, 4 i 5, Distrito Catastral No. 7 de la común de Cotuí, 
provincia de La Vega, sitio de Angelina; lile en fecha 19 
de noviembre de 1941, él agrimensor 6. Mario Sánchez 
Guzmán dirigió un escrito al Tribunal Superior de Tierras, 
pidiéndole que no conceda la prioridad pedida 'por Fran-
cisco Heredia, i expone las razones en que funda su opo-
sición"; C), que la instancia del agrimensor S. Mario Sán-
chez Guzmán, arriba aludida, era la que en seguida se co-
pia: "Señor Presidente del Hon. Tribunal Superior de Tie-
rras.-- Ciudad.— Honorable Señor Presidente:— Me he 
enterado de que el Sr. Francisco Heredia, ha dirigido a ese 
Tribunal que Ud. preside, una solicitud de prioridad para 
el saneamiento de varias parcelas ubicadas en el sitio de 
Angelina de la común de Cotuí, solicitud que va acompaña- ; 
da de un contrato suscrito por el dicho señor Heredia i el 
Agrimensor Rafael Reyes. —En mi calidad de Agrimensor 
Comisionado para la partición del sitio de" Angelina ten-
go interés en hacer algunas observaciones alrededor de es -
te caso antes de que el Tribunal dé alguna resolución sobre 
esta solicitud. —Las observaciones que quiero hacer son 
lás siguientes:— 1.— El sitio de Angelina está en proceso 
de partición de acuerdo con la Ley de División de terrenos 
comuneros del año 1911.— 2.— En apariencia, el señor 
Heredia ha solicitado esta prioridad con el único fin 'de bur-
lar disposiciones de la sentencia del Tribunal de Primera 
Instancia de La Vega, pues me pidió que le diera un plazo 
largo para hacerse de los títulos que le faltan i además pa-
ra cubrir los honorarios de mensura, él aprovechó este pla-
zo para hacer esa solicitud de Prioridad.— 3.— Creo con-
veniente que el Tribunal Superior no , conceda esta priori- 
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dad en un sitio que está en las condiciones que éste de An-
gelina, pues ello traería una inmediata desconfianza en los 

procedimientos judiciales. i 'además crearía una situación 
de privilegio en favor del señor Heredia, pues en un caso 
anterior, que fué una solicitud del señor Juan Rodríguez 
García, el Tribunal le exigió a dicho señor que presentara 
sus títulos i además el acta de adjudicación que demos-
trara que quedaba fuera de la comunidad del sitio; en el 
caso del señor Rodríguez podía alegarse err su favor que 
tenía los títulos necesarios i además el contrato catastral 
fué con el suscribiente, ésto es, con el mismo agrimensor 
encargado de la partición, con lo que no se afectaban inte-
reses de terceras personas como resulta en el caso presen -

te del señor Heredia.— 4.— Si el Tribunal de Tierras con -

cede esta prioridad antes de que yo deje terminada mi la-
bor de acuerdo con lo que me indica la Ley, me considera -
ré grandemente perjudicado en mis intereses de acuerdo 
con los derechos que tengo adquiridos.— En espera de que 
el Honorable Tribunal Superior de Tierras acoja las obser - 
vaciones que hago más arriba, le saluda con toda conside- 
ración su seguro servidor.— Firmado:— S. Mario Sán- 
chez Guzmán, Agrimensor"; DI,- que el Señor Francisco 
Heredia contestó, el nueve de diciembre de mil novecientos 
cuarenta y uno, del siguiente modo: "Señor Presidente del 
Hoble. Tribunal Superior de Tierras, Ciudad Trujillo.- 
Hoble, señor:— Tengo recibida la comunicación No. 14332 
suscrita por el señor Secretario de ese Tribunal Sup. de 
Tierras, con copia .de la instancia que dirige al mismo el 
Agrimensor Mario Sánchez G. oponiéndose a que se orde- 
né la mensura catastral de mis propiedades ubicadas en el 
sitio de Angelina de esta común.— Los alegatos del Agri - 
mensor Sánchez quedan destruidos con las siguientes ra- 
zones:— a)— La mensura ordinaria del sitio de Angelina 
fué anulada al crear el Tribunal Superior de Tierras el an- 
tiguo Distrito Catastral No. 109 que comprendía entre otros 
sitios el de La Mata i Angelina. Al reducir dciho Distrito 
al sitio de La Mata, algunos años Más tarde para simpli - 
ficar la labor del Agrimensor Contratista, no se restableció 
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la mensura catastral de tres porciones de terreno poseídas 
por aquél en el lugar denominado Angelina, común de Co-
tuí, i sometió un contrato que celebró con el agrimensor 
Rafael Reyes Valverde, en fecha 17 de octubre de 1941; 
que el Director General de Mensuras Catastrales, por su 
comunicación de fecha 17 de noviembre de 1941. informa a 
dicho Tribunal que puede ser concedida la prioridad soli-
citada, asignándose las porciones de terreno con los núme-
ros 3, 4 i 5, Distrito Catastral No. 7 de la común de Cotuí, 
provincia de La Vega, sitio de Angelina; que en fecha 19 
de noviembre de 1941, él agrimensor S. Mario Sánchez 
Guzmán dirigió un escrito al Tribunal Superior de Tierras, 
pidiéndole que no conceda la prioridad pedida ,por Fran-
cisco Heredia, i expone las razones en que funda su . opo-
sición"; C), que la instancia del agrimensor S. Mario Sán-
chez Guzmán, arriba aludida, era la que en seguida se co-
pia: "Señor Presidente del Hon. Tribunal Superior de Tie-
rras.— Ciudad.— Honorable Señor Presidente:— Me he 
enterado de que el Sr. Francisco Heredia, ha dirigido a ese 
Tribunal que Ud. preside, una solicitud de prioridad para 
el saneamiento de varias parcelas ubicadas en el sitio de 
Angelina de la común de Cotuí, solicitud que va acompaña-
da de un contrato suscrito por el dicho señor Heredia i el 
Agrimensor Rafael Reyes. —En mi calidad de Agrimensor 
Comisionado para la partición del sitio de -  Angelina ten-
go interés en hacer algunas observaciones alrededor de es-
te caso antes de que el Tribunal dé alguna resolución sobre 
esta solicitud. —Las observaciones que quiero hacer son 
las siguientes:— 1.— El sitio de Angelina está en proceso 
de partición de acuerdo con la Ley de División de terrenos 
comuneros del año 1911.— 2.— En apariencia, el /e  ñor 
Heredia ha solicitado esta prioridad con el único fin te bur-
lar disposiciones de la sentencia del Tribunal de Primera 
Instancia de La Vega, pues me pidió que le diera un plazo 
largo para hacerse de los títulos que le faltan i además pa-
ra cubrir los honorarios de mensura, él aprovechó este pla-
zo para hacer esa solicitud de Prioridad.— 3.— Creo con-
veniente que el Tribunal Superior no conceda esta priori- 
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dad en un sitio que está en las condiciones que éste de An-
gelina, pues ello traería una inmediata desconfianza en los 
procedimientos judiciales i además crearía una situación 
de privilegio en favor del señor Heredia, pues en un caso 
anterior, que fué una solicitud del señor Juan Rodríguez 
García, el Tribunal le exigió a dicho señor que presentara 
sus títulos i además el acta de adjudicación que demos-
trara que quedaba fuera de la comunidad del sitio; en el 
caso del señor Rodríguez podía alegarse eir su favor que 
tenía los títulos necesarios i además el contrato catastral 
fué con el suscribiente, ésto es, con el mismo agrimensor 
encargado de la partición, con lo que no se afectaban inte-
reses de terceras personas como resulta en el caso presen -

te del señor Heredia.— 4.— Si el Tribunal de Tierras con -

cede esta prioridad antes de que yo deje terminada mi la-
bor de acuerdo con lo que me indica la Ley, me considera -
ré grandemente perjudicado en mis intereses de acuerdo 
con los derechos que tengo adquiridos.— En espera de que 
el Honorable Tribunal Superior de Tierras acoja las obser - 
vaciones que hago más arriba, le saluda con toda' conside- 
ración su seguro servidor.— Firmado:— S. Mario Sán- 
chez Guzmán, Agrimensor"; DI,- que el Señor Francisco 
Heredia contestó, el nueve de diciembre de mil novecientos 
cuarenta y uno, del siguiente modo: "Señor Presidente del 
Hoble. Tribunal Superior de Tierras, Ciudad Trujillo.— 
Hoble, señor :1— Tengo recibida la comunicación No. 14332 
suscrita por el señor Secretario de ese Tribunal Sup. de 
Tierras, con copia .de la instancia que dirige al mismo el 
Agrimensor Mario Sánchez G. oponiéndose a que se orde - 
né la mensura catastral de mís propiedades ubicadas en el 
sitio de Angelina de esta común.— Los alegatos del Agri - 
mensor Sánchez quedan destruidos con las siguientes ra- 
zones :— a)— La mensura ordinaria del sitio de Angelina 
fué anulada al crear el Tribunal Superior de Tierras el an- 
tiguo Distrito Catastral No. 109 que comprendía entre otros 
sitios el de La Mata i Angelina. Al reducir dciho Distrito 
al sitio de La Mata, algunos años niás tarde para simpli - 

ficar la labor del Agrimensor Contratista, no sé restableció 
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la mensura ordinaria de Angelina que derogó dicha dispo-
sición.— b)— La mensura general del sitio de Angelina no 
se comenzó antes de 1930, i el Agrimensor Sánchez G. hace 
constar en el acta de dicha mensura, que realizó hace ape-
nas tres años, que las libretas de campo i libro de Actas del 
Agrimensor Ortega fueron destruídos por un incendio, de 
modo que la mensura general fué hecha después que la 
disposición del Tribunal Sup. de Tierras creó el Distrito 
Catastral No. 109 después de ordenada i comenzada una 
Mensura Catastral que comprendió el sitio de Angelina.— 
c) ,,-Durante realizaba el Agrimensor Sánchez G. ilegal-

mente dicha mensura, se presentaron innumerables oposi-
ciones, i conflictos que lo obligaban de conformidad al De-
creto 83 del Gob. Provisional, a suspender los trabajos i so-
meter los casos al Tribunal de Primera Instancia de La' Ve-
ga. —d)— En el sitio de Angelina no hay terrenos comu-
neros pues todas las parcelas están bajo cerca i cultivo, con 
linderos definidos i poseídos durante más de 30 años sien-
do discutible únicamente la procedencia. —e)— Las parce-
las cuya mensura catastral he solicitado, las poseo desde 
hace mucho más de treinta años, i mis vendedores la po-
seyeron igual tiempo, como puede demostrarse por el tes-
timonio de todos los pobladores de Angelina, i por tanto 
no se trata de terrenos comuneros.— f)— Convencidos los 
agricultores de Angelina, de que es una necesidad el sa-
neamiento catastral i para' evitarnos pagar a 15 centavos 
tarea una mensura que aún cuando fuera legal no resol-
vería los litigios existentes, nos dirigimos más de cien agri-
cultores al Generalísimo Trujillo Molina, suplicándole que 
interviniera en nuestro caso, i nos contestó en Parta que 
conservamos, recomendándonos pedir la mensura catastral 
de nuestras propiedades como única que ponía cese a los li-
tigios e inquietudes que entorpecen nuestra labor agríco-F 
la. —Todos los agricultores de Angelina aguardan la deci-
sión de ese Tribunal para pedir seguido el saneamiento de 
sus tierras. No es posible que se beneficie un Agrimensor en 
perjuicio de cientos (le Agricultores que trabajamos día i 
parte de la. noche no sólo para obtener el sustento de nues- 
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tros hijos sino para contribuir a la prosperidad de la Re-
pública, como nos lo aconseja patrióticamente el Benefac-
tor de la Patria.— Espero pues que me sea concedida la 
prioridad solicitada i aprobado el contrato que conviene con 
el Agrimensor Rafael Reyes V.— Muy respetuosamente le 
saluda. Firmado:— Francisco Heredia".—; E), que el Tri-
bunal Superior de Tierras fijó, para su audiencia del die-
cinueve de marzo de mil novecientos cuarenta y dos, el co-
nocimiento del asunto planteado por las dos comunicacio -
nes arriba transcritas; F), que, el nueve de marzo de mil 
novecientos cuarenta y dos, fué dirigido al Tribunal Supe-
rior de Tierras un escrito del tenor siguiente: "Tenemf;s 
interés en sanear nuestras tierras ubicadas en el sitio de 
Añgelina, i sólo esperamos la decisión de ese Tribunal Su-
perior de Tierras sobre la petición hecha por el señor Fran-
cisco Heredia, cuyos pasos estamos dispuestos a seguir.—
La mensura ordinaria que se venía practicando, ya suspen -

dida hace más de un año, la consideramos improcedente 
por haberla anulado la creación del antiguo Distrito Catas-
tral No. conforme al art. 8 del Decreto No. 83 de fecha 20 
de Agosto de 1923, podían continuarse las particiones de 
terrenos siempre que no se hubiese ordenado i empezado 
una mensura catastral que comprenda el sitio en donde al-
guna de aquellas mensuras •fué principiada. El antiguo Dis -

i rito Catastral No. 109 que comprendía el sitio de Angeli-
na fué comenzado. Ahora el sitio de Angelina forma un 
Distrito Catastral aparte.— Además, el 90 % de las pro -

piedades del sitio de Angelina, están amparadas en un de-
recho de prescripción.— Hacemos llegar, pues, hasta el to-
rcimiento de ese Tribunal Supei:ior de Tierras, nuestro 
deseo de sanear catastralmente nuestras propiedades, sin 
tener.que pagar, previamente otra mensura a un precio de 
15, cts. tarea, lo cual elevaría a 25 cts. el costo total de la 
mensura, constituyendo esto una carga onerosa para nos-
otros,. El caso de la mensura ordinaria del sitio de Angeli -

na merece ser solucionado en defensa del agricultor de esta 
región.— Hace más de treinta años que venimos siendo ex -

plotados periódicamente por los Agrimensores: Luis. Or- 
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la mensura ordinaria de Angelina que derogó dicha dispo-
sición.— b)— La mensura general del sitio de Angelina no 
se comenzó antes de 1930, i el Agrimensor Sánchez G. hace 
constar en el acta de dicha mensura, que realizó hace ape-
nas tres años, que las libretas de campo i libro de Actas del 
Agrimensor Ortega fueron destruídos por un incendio, de 
modo que la mensura general fué hecha después que la 
disposición del Tribunal Sup. de Tierras creó el Distrito 
Catastral No. 109 después de ordenada i comenzada una 
Mensura Catastral que comprendió el sitio de Angelina.— 
c),Durante realizaba el Agrimensor Sánchez G. ilegal-

mente dicha mensura, se presentaron innumerables oposi-
ciones, i conflictos que lo obligaban de conformidad al De-
creto 83 del Gob. Provisional, a suspender los trabajos i so-
meter los casos al Tribunal de Primera Instancia de La' Ve-
ga. —d)— En el sitio de Angelina no hay terrenos comu-
neros pues todas las parcelas están bajo cerca i cultivo, con 
linderos definidos i poseídos durante más de 30 años sien-
do discutible únicamente la procedencia. —e)— Las parce-
las cuya mensura catastral he solicitado, las poseo desde 
hace mucho más de treinta años, i mis vendedores la po-
seyeron igual tiempo, como puede demostrarse por eltes-
timonio de todos los pobladores de Angelina, i por tanto 
no se trata de terrenos comuneros.-- f)— Convencidos los 
agricultores de Angelina, de que es una necesidad el sa-
neamiento catastral i para evitarnos pagár a 15 centavos 
tarea una mensura que aún cuando fuera legal no resol-
vería los litigios existentes, nos dirigimos más de cien agri-
cultores al Generalísimo Trujillo Molina, suplicándole que 
interviniera en nuestro caso, i nos contestó en .

Parta que 
conservamos, recomendándonos pedir la mensura catastral 
de nuestras propiedades como única que ponía cese a los li-
tigios e inquietudes que entorpecen nuestra labor agríco- ,- 

 la. —Todos los agricultores de Angelina aguardan la deci-
sión de ese Tribunal para pedir seguido el saneamiento de 
sus tierras. No es posible que se beneficie un Agrimensor en 
perjuicio de cientos de Agricultores que trabajamos día i 
parte de la. noche no sólo para obtener el sustento de nues- 
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tros hijos sino para contribuir a la prosperidad de la Re-
pública, como nos lo aconseja patrióticamente el Benefac-
tor de la Patria.— Espero pues que me sea concedida la 
prioridad solicitada i aprobado el contrato que conviene con 
el Agrimensor Rafael Reyes V.— Muy respetuosamente le 
saluda. Firmado:— Francisco Heredia".—; E), que el Tri-
bunal Superior de Tierras fijó, para su audiencia del die-
cinueve de marzo de mil novecientos cuarenta y dos, el co-
nocimiento del asunto planteado por las dos comunicacio -
nes arriba transcritas; F), que, el nueve de marzo de mil 
novecientos cuarenta y dos, fué dirigido al Tribunal Supe-
rior de Tierras un escrito del tenor siguiente: "Tenemos 
interés en sanear nuestras tierras ubicadas en el sitio de 
Añgelina, i sólo esperamos la decisión de ese Tribunal Su-
perior de Tierras sobre la petición hecha por el señor Fran-
cisco Heredia, cuyos pasos estamos dispuestos a seguir.—
La mensura ordinaria que se venía practicando, ya suspen -

dida hace más de un año, la • consideramos improcedente 
por haberla anulado la creación del antiguo Distrito Catas-
tral No. conforme al art. 8 del Decreto No. 83 de fecha 20 
de Agosto de 1923, podían continuarse las particiones de 
terrenos siempre que no se hubiese ordenado i empezado 
una mensura catastral que comprenda el sitio en donde al-
gima de aquellas mensuras -fué principiada. El antiguo Dis -

i rito Catastral No. 109 que comprendía el sitio de Angeli-
na fué comenzado. Ahora el sitio de Angelina forma un 
Distrito Catastral aparte.— Además, el 90 % de las pro -

piedades del sitio de Angelina, están amparadas en un de-
recho de prescripción.— Hacemos llegar, pues, hasta el co-
nocimiento de ese Tribunal Supei:ior de Tierras, nüestro 
deseo de sanear catastralmente nuestras propiedades, sin 
tener .que pagar previamente otra mensura a un precio de 
15, cts. tarea, lo cual elevaría a 25 cts. el costo total de la 
mensura, constituyendo esto una carga onerosa para nos-
otros. El caso de la mensura ordinaria del sitio de Angeli -

na merece ser solucionado en defensa del agricultor de esta 
región.— Hace más de treinta años que venimos siendo ex -

plotados periódicamente por los Agrimensores: Luis Or- 
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tega, Pedro Desangles, Roselio Guzmán, Obdulio Reyes i 
ahora Mario Sánchez. Este último pretende el monopolio 
de los contratos catastrales en dicho sitio prevaliéndose de 
la compra dederechos que hizo el Agrimensor Ortega. Ofre- 
ce hacer la mensura catastral hasta en 4 cts. tarea; pero 
cobra 15 cts. por la ordinaria, cuando en realidad sólo prac- 
tica una operación.— Rogamos pues a ese Tribunal Sup. 
reconocer nuestro derecho de sanear nuestras propiedades, 
i de contratar con el Agrimensor que juzguemos convenien- 
te.— Saludan a Ud. muy respto.— Firmados :— Fermín 
Peguero, Alf. Peguero, Pablo Peguero, Francisco Santos, 
Sito Santos, Laureano Heredia, Abraham Cruz, Amalia Pa- 
vón, Zaida Pavón. MI. Villafaña, Fidelio Sánchez, Bienve-
nido Rodríguez, V. Pavón S., Pedro de Jesús, Ml. Mejía"; 
GY, que, en la audiencia del Tribunal Superior de Tierras 
del diecinueve de marzo de mil novecientos cuarenta y dos, 
fijada para el conocimiento del caso, según lo que ya se ha 
dicho, "comparecieron las partes en la siguiente forma:—
El abogado Licenciado Félix Ma. Germán Ariza, en repre-
sentación del agrimensor público S. Mario Sánchez -  Guz-
mán. Después de una larga exposición alrededor del asun-
to, concluyó del modo siguiente: "Puesto que el señor Fran-
cisco Heredia no ha demostrado aquí por ningún medio que 
ha llenado ninguna de las formalidades necesarias para po-
der tener éxito en sus pretensiones, bajo reserva de con-
testar la réplica de la parte contraria, muy respetuosa-
mente concluimos pidiendo que rechacéis por improcedente 
i mal fundada la solicitud de orden de prioridad, saneamien-
to i adjudicación de título de propiedad sobre una o más 
parcelas de terrenos ubicadas en el sitio de `‘La Angelina" 
hecha por el serien. Francisco Heredia, por no haber pro-
bado que en la partición de ese sitio ha sido adjudicada, 
por el Agrimensor Comisionado, de esa porción de terreno, 
pero si lo consideráis necesario, antes de hacer derecho or-
denéis se solicite de la Secretaría de La Vega, la constan-
cia de que el expediente de partición del sitio de Angelina 
ha sido debidamente homologado i que haréis justicia".—
Francisco Heredia, representando sus propios intereses. 

Después de algunas explicaciones i de contestar preguntas 
que le fueron hechas poi el Presidente del Tribunal, con-
cluyó pidiendo: "Que sea ordenada la mensura catastral 
del sitio de Angelina".— -Y el agrimensor público Rafael 
Reyes Valverde, como agrimensor que celebró contrato de 
mensura con Francisco Heredia i quien manifestó que asis -
tía para hacer algunas aclaraciones. Una vez hechas, con-
cluyó así: "De manera que termino suplicando al Tribunal 
que ordene la mensura de acuerdo con la petición del señor 
Heredia; el contrato que el señor Heredia i yo hemos he-
cho en la seguridad de que rendirá buena justicia en bene-
ficio de cien agricultores" ;— H), que "Todo cuanto se dijo 
en la audiencia está transcrito en el acta que fué levantada 
con ese motivo"; I), que, en fecha siete de diciembre de 
mil novecientos cuarenta y dos, el Tribunal Superior de 
Tierras dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo se transcribe a continuación: "FALLA:— lo.— Que 
debe rechaiar i rechaza las conclusiones del agrimensor 
público S. Mario Sánchez, dadas en la audiencia celebrada 
el 19 de marzo del año 1942.— 2o.— Que debe acoger Ji aco-
ge la instancia de Francisco Heredia, de fecha 8 de no-
viembre de 1941; i. en consecuencia, concede prioridad pa-
ra el establecimiento i adjudicación de títulos en toda la 
extensión de terreno indicada en el contrato celebrado con 
el agrimensor Rafael Reyes Valverde, radicada en el Dis-
trito Catastral No 7 de la común de Cotuí, sitio de "An-
gelina", provincia de La Vega. Las tres porciones sobre las 
cuales se concede prioridad por la presente sentencia se de- 
nominarán parcelas Nos. 3, 4 i 5 i tienen las colindancias 
siguientes: PARCELA NUMERO 3: por un lado, camino 
vecinal ; por otro lado, propiedad de José Manuel Medina;. 
por otro lado, propiedad de José Castellanos.— PARCELA 
NUMERO 4: por un lado, camino vecinal a Hoya Grande; 
por otro lado, propiedad de Amable Castillo; por otro lado, 
propiedad de José Castellanos; por otro lado, Arroyo Pon- 
tón.— PARCELA NUMERO 5: por un lado, camino veci- 
nal a Hoya Grande; por otro lado, propiedad de Anselmo 
Domínguez i Viuda Gutiérrez; por otro lado, propiedad de 
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tega, Pedro Desangles, Roselio Guzmán, Obdulio Reyes i 
ahora Mario Sánchez. Este último pretende el monopolio 
de los contratos catastrales en dicho sitio prevaliéndose de 

. la compra de derechos que hizo el -Agrimensor Ortega. Ofre- 
ce hacer la mensura catastral hasta en 4 cts. tarea; pero 
cobra 15 cts. por la ordinaria, cuando en realidad sólo prac- 
tica una operación.— Rogamos pues a ese Tribunal Sup. 
reconocer nuestro derecho de sanear nuestras propiedades, 
i de contratar con el Agrimensor que juzguemos convenien- 
te.— Saludan a Ud. muy -respto.— Firmados:— Fermín 
Peguero, Alf. Peguero, Pablo Peguero, Francisco Santos, 
Sito Santos, Laureano Heredia, Abraham Cruz, Amalia Pa- 
vón, Zaida Pavón, Ml. Villafaña, Fidelio Sánchez, Bienve- 
nido Rodríguez, V. Pavón S., Pedro de Jesús, Ml. Mejía"; 
G), que, en la audiencia del Tribunal Superior de Tierras 
del diecinueve de marzo de mil novecientos cuarenta y dos, 
fijada para el conocimiento del caso, según lo que ya se ha 
dicho, "comparecieron las partes en la siguiente forma:— 
El abogado Licenciado Félix Ma. Germán Ariza, en repre- 
sentación del agrimensor público S. Mario Sánchez Guz-
mán. Después de una larga exposición alrededor del asun-
to, concluyó del modo siguiente: "Puesto que el señor Fran-
cisco Heredia no ha demostrado aquí por ningún medio que 
ha llenado ninguna de las formalidades necesarias para po-
der tener éxito en sus pretensiones, bajo reserva de con-
testar la réplica de la parte contraria, muy respetuosa-
mente concluimos pidiendo que rechacéis por improcedente 
i mal fundada la solicitud de orden de prioridad, saneamien-
to i adjudicación de título de propiedad sobre una o más 
parcelas de terrenos ubicadas en el sitio de 'U Angelina" 
hecha por el señOr Francisco Heredia, por no haber pro-
bado que en la partición de ese sitio ha sido adjudicada, 
por el Agrimensor Comisionado, de esa porción de terreno, 
pero si lo consideráis necesario, antes de hacer derecho or-
denéis se solicite de la Secretaría de La Vega, la constan-
cia de que el expediente de partición del sitio de Angelina 
ha sido debidamente homologado i que haréis justicia".—
Francisco Heredia, representando sus propios intereses. 
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Después de algunas explicaciones i de contestar preguntas 
que le fueron hechas por el Presidente del Tribunal, con-
cluyó pidiendo: "Que sea ordenada la mensura catastral 
del sitio de Angelina".— -Y el agrimensor público Rafael 
Reyes Valverde, como agrimensor que celebró contrato de 
mensura con Francisco Heredia i quien manifestó que asis -
tía para hacer algunas aclaraciones. Una vez hechas, con-
cluyó así: "De manera que termino suplicando al Tribunal 
que ordene la mensura de acuerdo con la petición del señor 
Heredia; el contrato que el señor Heredia 1 yo hemos he-
cho en la seguridad de que rendirá buena justicia en bene-
ficio de cien agricultores";— H), que "Todo cuanto se dijo 
en la audiencia está transcrito en el acta que fué levantada 
con ese motivo"; I), que, en fecha siete de diciembre de 
mil novecientos cuarenta y dos, el Tribunal Superior de 
Tierras dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo se transcribe a continuación: "FALLA :— lo.— Que 
debe rechazar i rechaza las conclusiones del agrimensor 
público S. Mario Sánchez, dadas en la audiencia celebrada 
el 19 de marzo del año 1942.— 2o.— Que debe acoger 4 aco-
ge la instancia de Francisco Heredia, de fecha 8 de no-
viembre de 1941; i, en consecuencia, concede prioridad pa-
ra el establecimiento i adjudicación de títulos en toda la 
extensión de terreno indicada en el contrato celebrado con 
el agrimensor Rafael Reyes Valverde, radicada en el Dis-
trito Catastral No 7 de la común de Cotuí, sitio de "An-
gelina", provincia de La Vega. Las tres porciones sobre las 
cuales se concede prioridad por la presente sentencia se de-
nominarán parcelas Nos. 3, 4 i 5 i tienen las , colindancias 

siguientes: PARCELA NUMERO 3: por un lado, camino 
vecinal; por otro lado, propiedad de José Manuel Medina ;- 
por otro lado, propiedad de José Castellanos.— PARCELA 
NUMERO 4: por un lado, camino vecinal a Hoya Grande; 
por otro lado, propiedad de Amable Castillo; por otro lacte, 
propiedad de José Castellanos; por otro lado, Arroyo Pon-
tón.— PARCELA NUMERO 5: por un lado, camino veci-
nal a Hoya Grande; por otro lado, propiedad de Anselmo 
Domínguez i Viuda Gutiérrez; por otro lado, propiedad de 
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Armando Domínguez.— INFORMESE al Director General 
' de Mensuras Catastrales para qúe se proceda de acuerdo 

con las disposiciones de los artículos 1 del Decreto No. 83 
del 20 de Agosto del año 1923, reformado por la Ley 309 
de 1940, i del Reglamento General de Mensuras Catas'cra- 
les (Decreto 735 de 1940).— i por esta sentencia, así se 
pronuncia, manda i firma"; 

Considerando, que el intimante presenta, en la siguien- 
te forma, los medios en que apoya su recurso: "Primer 
Medio.— Violación del artículo 17 de la Orden Ejecutiva 
No. 590, en cuanto el Tribunal Superior de Tierras ha tras- 
puesto los límites de su competencia y ha desconocido el 
procedimiento establecido por la ley respecto de la impug- 
nación de una sentencia que homologa la partición .de un 
sitio comunero"; "Segundo Medio.--1 Violación de los ar- 
tículos 18 y 19 de la O. n. No. 590.— También se han vio-
lado los art. 18 y 19 de la O. E. No. 590, porque, una vez 
admitido el recurso de oposición, el sitio debe 'quedar so-
metido a un procedimiento de partición"; "Tercer Medio.—
Violación del artículo único de la •L'ey 670 del 19 de abril de 
1934, en el sentido de que, aún reconociendo que el sitio de 
Angelina es comunero, la sentencia, impugnada ordena la 
prioridad de las parcelas 3, 4 y 5"; "Cuarto Medio.— Vio-
lación de los artículos 1 y 2 de la Ley No. 763 del 17 de Oc-
tubre de 1934, en cuanto le atribuye efectos a las órdenes 
de prioridad de mensuras catastrales no obstante la can-
celación efectuada de conformidad con los textos legales 
que se invocan; "Quinto medio.— Violación del artículo 8 del 
Decreto 83 del Presidente Vicini Burgos, en cuanto la senten-
cia impugnada niega la capacidad del Juzgado de Primera 
Instancia de La Vega para homologar la mensura y parti-
ción del sitio de Angelina"; "Sexto Medio.— Violación del 
los artículos 1350 y 1351 del Código Civil, en razón de ha- * 4 

 b'rse desconocido la autoridad de la cosa juzgada de que 
está revestida la sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia de La Vega"; y "Séptimo y último medio.— Falta de 
Rase Legal"; 

Considerando, respecto del medio sexto, que debe ser 
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examinado en primer término, por la naturaleza' de la cues-
tión que se suscita en el mismo, y cuya solución puede in-
fluir en lo que deba decidirse en cuanto a los demás medios: 
que la Ley de Registro de Tierras (Orden Ejecutiva No. 
511, debidamente validada por el Congreso Nacional), dis-
puso, en. su artículo 146,' que "la Ley del 21 de abril. de 1911, 
denominada Ley sobre División de Terrenos Comuneros 
(Gaceta Oficial No. 2187) queda derogada, y quedad revo -
cados todos los proceAnientos que estuvieren pendientes 
para la partición de terrenos , de acuerdo con la misma"; 
que posteriormente, el artículo 16 de la Orden Ejecutiva 
No. 590, modificado por el artículo 8 del Decreto .83, dic-
tado el 20 de agosto de 1923 por él Presidente Provisional 

• Vicini Burgos, dispusó lo siguiente : "Los Juzgados de 'Pri -
mera Instancia quedan 'capacitados para conocer y homo-
logar confprme a la Ley sobre División de Terrenos Comu-

, neros de fecha 21 de Abril de 1911, la cual queda restable -
cida para estos fines únicamente, los expedientes de divi-
sión de terrenos comuneros cuyas mensuras generales hu- , 

 blsen sido terminadas antes del día lo. de Agosto de 1920, 
así como los de las mensuras comenzadas al 6 de diciembre 
de 1919, fecha en que fueron paralizadas por mandato de 
la Orden . Ejecutiva No. 363, las Cuales podrán ser ahora 
continuadas, siempre que no se hubiese ordenado y empe -
zado una mensura catastral qué comprenda el sitio en donde 
alguna de aquellas mensuras fué principiada"; que el tex -
to legal transcrito últimamente, sólo restableció, a título 
de excepción, la Ley sobre División de Terrenos Comune-
ros, respecto de las mensuras generales que se hubieran 
terminado antes del lo. de agosto de 1920, y de' las que es-
tuvieren comenzadas '(no simplemente ordenadas) el seis 
de diciembre de mil novecientos diecinueve; y, de esta mis -
ma disposición, exceptuaba los casos en que se hubiera 
"ordenado y empezado una mensura catastral" que com-
prendiera el sitio del cual se trataba, sin permitir por ello 
que si, el seis de dicie-mbre de mil novecientos diecinueve, 

no se hubiera comenzado una mensura ordenada de acuer -

do con la antigua Ley sobre División de Terrenos Comune- 
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Armando Domínguez.— INFORMESE al Director General 
' de Mensuras Catastrales para que se proceda de acuerdo 

con las disposiciones de los artículos 1 del Decreto No. 83 
del 20 de Agosto del año 1923, reformado pot la Ley 309 
de 1940, i del Reglamento General de Mensuras Catastra-
les (Decreto 735 de 1940).— i por esta sentencia, así se 
pronuncia, manda i firma"; 

Considerando, que el intimante presenta, en la siguien- 
te forma, los medios en que apoya su recurso: "Primer 
Medio.-- Violación del artículo 17 de la Orden Ejecutiva 
No. 590, en cuanto el Tribunal Superior de Tierras ha tras- 
puesto los límites de su competencia y ha desconocido el 
procedimiento establecido por la ley respecto de la impug- 
nación de una sentencia que homologa la partición de un 
sitio comunero"; "Segundo Medio.--2. Violación de los ar- 
tículos 18 y 19 de la O. n. No. 590.— También se han vio-
lado los art. 18 y 19 de la O. E. No. 590, porque, una vez 
admitido el recurso de oposición, el sitio debe 'quedar so-
metido a un procedimiento de partición"; "Tercer Medio.—
Violación del artículo único de la Vey 670 del 19 de abril de 
1934, en el sentido de que, aún reconociendo que el sitio de 
Angelina es comunero, la sentencia, impugnada ordena la 
prioridad de las parcelas 3, 4 y 5"; "Cuarto Medio.— Vio-
lación de los artículos 1 y 2 de la Ley No. 763 del 17 de Oc-
tubre de 1934, en cuanto le atribuye efectos a las órdenes 
de prioridad de mensuras catastrales no obstante la can-
celación efectuada de conformidad con los textos legales 
que se invocan; "Quinto medio.— Violación del artículo 8 del 
Decreto 83 del Presidente Vicini Burgos, en cuanto la senten-
cia impugnada niega la capacidad del Juzgado de Primera 
Instancia de La Vega para homologar la mensura y parti-
ción del sitio de Angelina"; "Sexto Medio.— Violación del 
los artículos 1350 y 1351 del Código Civil, en razón de ha-
berse desconocido la autoridad de la cosa juzgada de que 
está revestida la sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia de La Vega"; y "Séptimo y último medio.— Falta de 
Rase Legal"; 

Considerando, respecto del medio sexto, que debe ser 
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examinado en primer término, por la naturaleza' de la cues-
tión que se suscita en el mismo, y cuya solución puede in-

fluir en lo que deba dlcidirse en cuanto a los demás medios: 
que la Ley de Registro de Tierras (Orden Ejecutiva No. 
511, debidamente validada por el Congreso Nacional), dis-
puso, en.su articulo 146, que "la Ley del 21 de abril de 1911, 
denominada Ley sobre División de Terrenos Comuneros 
(Gaceta Oficial No. 2187) queda derogada, y quedan' revo -
cados todos los procedkientos que estuvieren pendientes 
para la partición de terrenos , de acuerdo con la misma"; 
que posteriormente, el artículo 16 de la Orden Ejecutiva 
No. 590, modificado por el artículo 8 del Decreto .83, dic-
tado el 20 de agosto de 1923 por él Presidente Provisional 
Vicini Burgos, dispuso lo siguiente: "Los Juzgados de Pri-
mera Instancia quedan - capacitados para conocer y homo-
logar confprme a la Ley sobre División de Terrenos Comu-
neros de fecha 21 de Abril de 1911, la cual queda restable -
cida para estos fines únicamente, los expedientes de divi-
sión de terrenos comuneros cuyas mensuras generales hir-
bitsen sido terminadas antes del día lo. de Agosto de 1920, 
así como los de las mensuras comenzadas al 6 de diciembre 
de 1919, fecha en que fueron paralizadas por mandato de 
la Orden Ejecutiva No. 363, las Cuales podrán ser ahora 
continuadas, siempre 'que no se hubiese ordenado y empe -
zado una mensura catastral qué comprenda el sitio en donde 
alguna de aquellas mensuras fué principiada"; que el tex -
to legal transcrito últimamente, sólo restableció, a título 
de excepción, la Ley sobre División de Terrenos Comune-
ros, respecto de las mensuras generales que se hubieran 
terminado antes del lo. de agosto de 1920, y de' las que es-
tuvieren comenzadas '(no simplemente ordenadas) el seis 
de diciembre de mil novecientos diecinueve; y, de esta mis -
ma disposición, exceptuaba los casos en que se hubiera 
"ordenado y empezado una mensura catastral" que com-
prendiera el sitio del cual se trataba, sin permitir por ello 
que si, 'el seis de dicie-mbre de mil novecientos diecinueve, 

no se hubiera comenzado una mensura ordenada de acuer -

do con la antigua Ley sobre División de Terrenos Comune- 
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ros, esta última mensura pudiese comenzarse, por el hecho 
de no haber sucedido lo mismo con alguna mensura catas- 
tral del sitio; que el texto de los artículos 4 y 5 de la ya 
mencionada Ley de Terrenos Comuneros, que sólo se resta- 
blecía para los casos previstos en el Decreto No. 83, hace 
ver claramente la diferencia esencial existente, según aque- 
lla ley, entre ordenar 'una mensura de terrenos comuneros, y comenzarla; que por ello es evidente que quien pretenda 
estar amparado por las disposiciones excepcionales del ar- 
tículo 8 del Decreto No. 83, deberá hacer la prueba de ello; 
que, como resultado de lo dicho, el Juzgado de Primera 
Instancia al cual después de estar vidente la regla general 
de derogación de la Ley sobre División de Terrenos Comu- 
neros, se le pidiera homologar procedimientos de partición 
de los regidos por la Ley de'rogada, tendría que establecer 
que se trataba de uno dolos casos excepcionales para los 
que únicamente había sido restablecida la ley -derogada; 
y, como para ésto no se trataría, en primer término, de 
aplicar simplemente la repetida ley derogada, que a su vez 
establecía procedimientos excepcionales para considerar en 
causa a los interesados, sino de decidir si, para el caso con-
creto que se le sometiera, estaba restablecida, o nó, la ley 
primeramente derogada, y en consecuencia se podía, o nó, 
considerar en causa a personas no citadas según las reglas 
de derecho común, de ello se derivan estas consecuencias: 
que para poder alegar la autoridad de la cosa juzgada de 
una sentencia de homologación, frente a alguna persona, 
será necesario demostrar que se trate de uno de los casos 
excepcionales previstos en el artículo 16 de la Orden Eje-
cutiva No. 590, modificado por el Decreto No. 83 ya cita-
do; pue,s quien alegue una excepción pecesita hacer la prue-
ba de su alegato; que, sin esa prueba, la parte que le sea 
contraria tendría derecho a alegar la regla res inter alios judicata, que está consagrada por los términos del artículo 
1351 del Código Civil, según el cual la autoridad de la cosa 
juzgada sólo tiene lugar "entre las _mismas partes y for-
mulada por ellas y contra ellas, con la misma cualidad"; que 
en el presente litigio, sólo podría tener fundamento el sex- 
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to medio, cuando hubiera demostrado, al Tribunal Supe-
rior de Tierras, el agrimensor S. Mario Sánchez Guzmán, -

o cuando el dicho Tribunal Superior de Tierras hubiese 
comprobado, por sí mismo y en virtud de sus amplias fa-
cultades legales, que la aducida sentencia de homologación 
dictada en el año mil -novecientos treinta y ocho, era opo -
nible a Francisco Heredia, ya porque tal decisión hubiera 
intervenido mediante emplazamiento hecho al último, ya 
porque se estableciera que los trabajos de la mensura ho-
mologada estaban comenzados, efectivamente, el seis de 
diciembre de mil novecientos diecinueve, y por ello, al estar 
vigente, en la especie, la Ley sobre División de Terrenos 
Comuneros, no había sido necesario el emplazamiento de 
derecho común; que, según las consighaciones hechas en 
la sentencia del Tribunal Superior . 

de Tierras ahora im-
pugnada, el Señor Francisco 'Heredia, en su escrito de fe-
cha nueve de didembre de mil novecientos cuarenta y 
en el apartado b, alegó que "la mensura general del sitio de 
Angelina no se comenzó antes de 1930, y el Agrimensor 
Sánchez G." (quien, según este último expresa en su me -

morial de casación, en "fecha 29 de Octubre de 1937, fué 
designado, en sustitución del Agrimensor Luis A. Ortega") 
"hace constar en el acta de dicha mensura, que realizó hace 
apenas tres años. que las libretas de campo y libro de Ac -
tas  del Agrimensor Ortega fueron destruidas por un incen -
dio, de modo que la mensura general fué hecha después 
que la disposición del Tribunal Sup. de Tierras creó el Dis-
trito Catastral No. 109"; que, según lo establece la sen-

tencia atacada, la creación arriba aludida lo fué el dieci-
siete de febrero de mil novecientos treinta, y la inclusión, 
en dicho distrito, del sitio de Angelina sobre el cual versa 
la actual litis, fué hecha el diez de diciembre de 'mil nove-
cientos treinta, a petición de Eugenio Jerez, José Daniel 
Ariza y Félix Ma. Germán Ariza, este último, abogado del 

intimante, tanto ante el Tribunal a quo como en el presen -

te recurso de casación; que, en la sentencia impugnada, no 
se encuentra ninguna manif9stación que hiciera el intiman-
te Sánchez Guzmán, contra lo que, según lo transcrito en 
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ros, esta última mensura pudiese comenzarse, por el hecho 
de no haber sucedido lo mismo con alguna mensura catas- 
tral del sitio; que el texto de los artículos 4 y 5 de la ya 
mencionada Ley de Terrenos Comuneros, que sólo se resta- 
blecía para los casos previstos en el Decreto No. 83, hace 
ver claramente la diferencia esencial existente, según aque-
lla ley, entre ordenar 'una mensura de terrenos comuneros, y comenzarla; que por ello es evidente que quien pretenda 
estar amparado por las disposiciorkes excepcionales del ar-
tículo 8 del Decreto No. 83, deberá hacer la prueba de ello; 
que, como resultado de lo dicho, el Juzgado de Primera 
Instancia al cual después de estar vidente la regla general 
de derogación de la Ley sobre División de Terrenos Comu-
neros, se le pidiera homologar procedimientos de partición 
de los regidos por la Ley de'rogada, tendría que establecer 
que se trataba de uno de los casos excepcionales para los 
que únicamente había sido restablecida la ley -derogada; 
y, como para ésto no se trataría, en primer término, de 
aplicar simplemente la repetida ley derogada, que a su vez 
establecía procedimientos excepcionales para considerar en 
causa a los interesados, sino de decidir si, para el caso con-
creto que se le sometiera, estaba restablecida, o nó, la ley 
primeramente derogada, y en consecuencia se podía, o nó, 
considerar en causa a personas no citadas según las reglas 
de derecho común, de ello se derivan estas consecuencias: 
que para poder alegar la autoridad de la cosa juzgada de 
una sentencia de homologación, frente a alguna persona, 
será necesario demostrar que se trate de uno de los casos 
excepcionales previstos en el artículo 16 de la Orden Eje-
cutiva No. 590, modificado por el Decreto No. 83 ya cita-
do; pue,s quien alegue una excepción }necesita hacer la prue-
ba de su alegato; que, sin esa prueba, la parte que le sea 
contraria tendría derecho a alegar la regla res inter alios judicata, que está consagrada por los términos del artículo 
1351 del Código Civil, según el cual la autoridad de la cosa 
juzgada sólo tiene lugar "entre las. _mismas partes y for-
mulada por ellas y contra ellas, con la misma cualidad"; que 
en el presente litigio, sólo podría tener fundamento el sex- 
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to medio, cuando hubiera demostrado, al Tribunal Supe-
rior de Tierras, el agrimensor S. Mario Sánchez Guzmán, 
o cuando el dicho Tribunal Superior de Tierras hubiese 

comprobado, por sí mismo y en virtud de sus amplias fa-
cultades legales, que la aducida sentencia de homologación 
dictada en el año mil novecientos treinta y ocho, era opo-
nible a Francisco Heredia, ya porque tal decisión hubiera 
intervenido mediante emplazamiento hecho al último, ya 
porque se estableciera que los trabajos de la mensura ho-
mologada estaban comenzados, efectivamente, el seis de 
diciembre de mil novecientos diecinueve, y por ello, al estar 
vigente, en la especie, la Ley sobre División de Terrenos 
Comuneros, no había sido necesario el emplazamiento de 
derecho común; que, según las consignaciones hechas en 
la sentencia del Tribunal Superior . 

de Tierras ahora im-
pugnada, el Señor Francisco 'Heredia, en su escrito de fe-
cha nueve de diciembre de mil novecientos cuarenta y art.., 

en el apartado b, alegó que "la mensura general del sitio de 
Angelina no se comenzó antes de 1930, y el Agrimensor 
Sánchez G." (quien, según este último expresa en su me -

morial de casación, en "fecha 29 de Octubre de 1937, fué 
designado, en sustitución del Agrimensor Luis A. Ortega") 
"hace constar en el acta de dicha mensura, que realizó hace 
apenas tres años. que las libretas de campo y libro de Ac -
tas  del Agrimensor Ortega fueron destruidas por un incen -
dio, de modo que la mensura general fué hecha después 
que la disposición del Tribunal Sup. de Tierras creó el Dis -
trito Catastral No. 109"; que, según lo establece la sen-

tencia atacada, la creación arriba alludida lo fué el dieci-
siete de febrero de mil novecientos treinta, y la inclusión, 
en dicho distrito, del sitio de Angelina sobre el cual versa 
la actual litis, fué hecha el diez de diciembre de 'mil nove-
cientos treinta, a petición de Eugenio Jerez, José Daniel 
Ariza y Félix Ma. Germán Ariza, este último, abogado del 

intimante, tanto ante el Tribunal a quo como en el presen -

te recurso de casación; que, en la sentencia impugnada, no 
se encuentra ninguna manifestación que hiciera el intiman-
te Sánchez Guzmán, contra lo que, según lo transcrito en 
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otro lugar del presente fallo, alegó Francisco Heredia acer-
ca de la fecha en que se había comenzado la mensura or-
dinaria;, que el intimante, no alega en parte alguna de su 
recurso, que la decisión impugnada contenga alguna omi-
sión o desnaturalización sobre este punto; que la sentencia 
atacada expresa que "todo cuanto se dijo en la' audiencia 
está transcrito en el acta que fué levantada con ese moti-
vo". y el_intimante no ha presentado dicha acta, por lo cual, 
sólo por culpa del mismo, que a ese respecto no se ha su-
jetado a lo prescrito en la segunda parte del artículo 5 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, no puede la Su-
prema Corte de Justicia verificar si él tuvo conocimiento 
legal de las afirmaciones de Francisco Heredia, arriba in-
dicadas, y si las contradijo; que, como las atribuciones le-
gales del Tribunal Superior de Tierras habilitan .a éste pa-
ra ordenar mensuras catastrales, el actuaL intimante, que 
alegaba estar en el caso de una excepción a esas faculta-
des, necesitaba probar la existencia de esa excepción, para 
poder triunfar, y no aparece haberló hecho; que no ha pre-
sentado, a la Suprema Corte de Justicia, la sentencia de 
homologación cuya autoridad de cosa juzgada invoca, para 
que se pudiera comprobar si, por aluna de las circunstan-
cias en otro lugar expresadas, dicha sentencia era oponi-
ble a Francisco Heredia; que, en general, los tribunales es-
tán obligados a fallar con la motivación correspondiente, 
acerca de los puntos en qué las partes se opongan preten-
siones contrarias, según las pruebas que se le presenten; 
pero, que si se encuentra establecido que una de esas par-
tes se encuentra amparada por reglas generales estableci-
das en la ley, y la otra alega algo que sólo pueda triunfar 
cuando su, situación jurídica resulte amparada por una ex-
cepción, esta última parte deberá, no sólo contradecir el 
alegato contrario, sino también hacer la prueba que, en e! 
presente caso, ni siquiera aparece haber sido intentadA; 
que aún cuando se alegara que el Tribunal 'Superior de Tie-
rras, por la naturaleza de sus funciones, estuviera llamado 
a buscar las pruebas que las partes no le presentaran, ello 
sólo podría conducir al fin procurado por el actual intiman- 
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te, cuando éste pusiera de manifiesto que existía la prue-
ba no buscada de oficio, y que puso al Tribunal a quo en 

condiciones de encontrarla; que si bien una sentencia no 
puede anularse sino por medio del triunfo de un recurso 

legal, ello no impide que, si de tal sentencia no se ha de-
mostrado que sea oponible a la otra parte, el tribunal' cuyo 
fallo se ataque haya podido sin violar los artículos 1350 

y 1351 del Código Civil, no acatarla, en esas condiciones, 
para el caso que le estaba Sometido; que, en esas circuns -

tancias, no se puede utilizar, como medio de casación, el 
alegato de que se violó la autoridad ue' la cosa juzgada, sin 
hacer la prueba consiguiente, que podría resultar de la pre-
sentación de las piezas que, según ya se ha expresado, no 

ha hecho el intimante; 
Considerando, que como consecuencia de todo ló dicho, 

el sexto medio que ha venido siendo examinado debe ser 
rechazado por falta de justificación; 

Considerando, respecto del medio séptimo: que .  el in-

timante se limita, en esta parte dé su recurso, a expresar 
lo que sigue: "Séptimo y último medio.— Falta de base le-

gal. En efecto: en la sentencia impugnada no hay una ló-
gica relación entre los hechos y los textos legales que les 
son aplicables, razón suficiente para que la Honorable Su-
prema Corte, en funciones de Corte de Casación, no pueda 
ejercer el debido control que la ley 'pone en sus manos"; 

Considerando, sin embargo, que en la tercera de las 

consideraciones de su fallo, el tribunal a quo presenta los 
motivos en que fundamenta el rechazamiento de las pre-
tensiones del Señor S. Mario Sánchez Guzmán; y en dicha 
consideración, sumada a las dos que la preceden, se esta-
blece, entre otras cosas, lo siguiente: a), que el treinta y 
uno de enero de mil novecientos. doce, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega había dic-
tado una sentencia por la cual ordenaba la mensura, el des-

linde y la partición "del sitio comunero de Angelina, común 
de Cotuí, provincia de La Vega"; b), que "veintiseis años 
y meses después de ordenada la partición, de dicho sitio", 
esto es, "el 28 de junio de 1938", fué cuando el indicado 
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otro lugar del presente fallo, alegó Francisco Heredia acer-
ca de la fecha en que se había comenzado la mensura or-
dinaria;, que el intimante, no alega en parte alguna de su 
recurso, qué la decisión impugnada contenga alguna omi-
sión o desnaturalización sobre este punto; que la sentencia 
atacada expresa que "todo cuanto se dijo en la' audiencia 
está transcrito en el acta que fué levantada con ese moti-
vo", y el _intimante no ha presentado dicha acta, por lo cual, 
sólo por culpa del mismo, que a ese respecto no se ha su-
jetado a lo prescrito en la segunda parte del artículo 5 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, no puede la Su-
prema Corte de Justicia verificar si él tuvo conocimiento 
legal de las afirmaciones de Francisco Heredia, arriba in-
dicadas, y si las contradijo; que, como las atribuciones le-
gales del Tribunal Superior de Tierras habilitan "a éste pa-
ra ordenar mensuras catastrales, el actuaL intimante, que 
alegaba estar en el caso de una excepción a esas faculta-
des, necesitaba probar la existencia de esa excepción, para 
poder triunfar, y no aparece haberlo hecho; que no ha pre-
sentado, a la Suprema Corte de Justicia, la sentencia de 
homologación cuya autoridad de cosa juzgada invoca, para 
que se pudiera comprobar si, por aluna de las circunstan-
cias en otro lugar expresadas, dicha sentencia era oponi-
ble a Francisco Heredia; que, en general, los tribunales es-
tán obligados a fallar con la motivación correspondiente, 
acerca de los puntos en qué las partes se opongan preten-
siones contrarias, según las pruebas que se le presenten; 
pero, que si se encuentra establecido que una de esas par-
tes se encuentra amparada por reglas generales estableci-
das en la ley, y la otra alega algo que sólo pueda triunfar 
cuando su situación jurídica resulte amparada por una ex -
cepción, esta última parte deberá, no sólo contradecir el .111 
alegato contrario, sino también hacer la prueba que, en el 
presente caso, ni siquiera aparece haber sido intentada: 
que aún cuando se alegara que el Tribunal 'Superior de Tie-
rras, por la naturaleza de sus funciones, estuviera llamado 
a buscar las pruebas que las partes no le presentaran, ello 
sólo podría conducir al fin procurado por el actual intiman- 
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te, cuando éste pusiera de manifiesto que existía la prue-
ba no buscada de olido, y que puso al Tribunal a quo en 
condiciones de encontrarla; que si bien una sentencia no 
puede anularse sino por medio del triunfo de un recurso 
legal, ello no impide que, si de tal sentencia no se ha de-
mostrado que sea oponible a la otra parte, el tribunal' cuyo 
fallo se ataque haya podido sin violar los artículos 1350 
y 1351 del código Civil, no acatarla, en esas condiciones, 

para el -caso que le estaba sometido; que, en esas circuns -

tancias, no se puede utilizar, como medio de casación, el 
alegato de que se violó la autoridad ue la cosa juzgada, sin 
hacer la prueba consiguiente, que podría resultar de la pre-
sentación de las piezas que, según ya se tia expresado, no 

ha hecho el intimante; 
Considerando, que como consecuencia de todo lo dicho, 

el sexto medio que ha venido siendo examinado debe ser 
rechazado por falta de justificación; 

Considerando, respecto del medio séptimo: que el in-
timante se limita, en esta parte dé su recurso, a expresar 
lo que sigue: "Séptimo y último medio.— Falta de base le-
gal. En efecto: en la sentencia impugnada no hay una ló-
gica relación entre los hechos y los textos legales que les 
son aplicables, razón suficiente para que la Honorable Su-
prema Corte, en funciones de Corte de Casación', no pueda 
ejercer el debido control que la ley 'pone en sus manos"; 

Considerando, sin embargo, que en la tercera,' de las 
consideraciones de su fallo, el tribunal a quo presenta los 
motivos en que fundamenta el rechazamiento de las pre-
tensiones del Señor S. Mario Sánchez Guzmán; y en dicha 
consideración, sumada a las dos que la preceden, se esta-
blece, entre otras cosas, lo siguiente: a), que el treinta y 
uno de enero de mil novecientos. doce, el Juzgado de Pti-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega había dic-
tado una sentencia por la cual ordenaba la mensura, el des-
linde y la partición "del sitio comunero de Angelina, común 
de Cotuí, provincia de La Vega"; b), que "veintiseis años 
y meses después de ordenada la partición. de dicho sitio", 
esto es, "el 28 de junio de 1938", fué cuando el indicado 
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Juzgado de Primera Instancia de La Vega dictó una sen-
tencia por la cual se homologaban las' operaciones de men-
sura y partición; c), "que por la lectura de la sentencia de 
homologación se comprueba que el Juez del Distrito Judi-
cial de La Vega, la dictó teniendo sólo como documento de 
apoyo la instancia que le sometió en fecha 17 de junio de 
1938 el agrimensor público S. Mario Sánchez Guzmán?' ; 
d), que "por Resolución dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras, en fecha diez de diciembre de mil novecientos 
treinta, fué incluido el sitio de Angelina dentro del Dis-
trito Catastral No. 109, común de Cotuí", cuya mensura 
había ordenado el indicado Tribunal Superior de Tierras ; 
e), que "más luego, por Resolución del 27 de noviembre de 
1934 fué camelado parcialmente el Distrito Catastral No. 
109, quedando reducido al sitio de La Mata"; 

Considerando, que a lo establecido así deben agregar-
se estas circunstancias que, por las razones de orden pú-
blico que ellas entrañan, no dependen para su existencia 
y sus consecuencias, de que el tribunal a quo las consigna-
ra: la.), que el seis de diciembre de 1919, la Orden Ejecu-
tiva No. 363 paralizó las mensuras generales de terrenos 
comuneros; 2da.), que el 31 de julio de 1920, fué publi-
cada, en la Gaceta Oficial No. 3138 la Orden Ejecutiva No. 
511, contentiva de la Ley de Registro de Tierras, cuyo ar-
tículo 146 derogó la Ley sobre División de Terrenos Co-
muneros y revocó "todos los procedimientos que estuvieran 
pendientes para la partición de terrenos de acuerdo con 
la misma"; 3a., que en fecha 20 de agosto de 1923, por el 
artículo 8 del Decreto No. 83 del Presidente Provisional Vi-
cini Burgos, que modificaba el artículo 16 de la Orden Eje-
cutiva No. 590, únicamene se restableció para los expe-
dientes de división de terrenos comunelrós cuyas mensuras 
generales estuvieran "terminadas antes del día lo. de agos-
to de 1920" y para las "comenzadas al 6 de diciembre de 
1919", la Ley sobre División de Terrenos Comuneros que 
había sido derogada íntegramente; 

Considerando, que es en lo expresado en las tres con-
sideraciones inmediatamente anteriores a la presente, en 
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lo que la Suprema Corte de Justicia se ha basado para re-
chazar el sexto medio, estableciendo que el recurrente no 
ha justificado haber intentado probar ante el tribunal 
a  quo —como tampoco lo ha hecho ahora— que esa sen-
tencia de homologación fuera oponible a alguien; que en lo 
mismo hay todos los elementos necesarios para justificar 
el dispositivo de la sentencia impugnada, sin que ello pue-
da ser modificado por la circunstancia de que el Tribunal 
Superior hubiere presentado algún otro motivo errado, ya 
que la motivación de un fallo puede ser suplida, y aún cam -
biada, por la jurisdicción de casatión, apoyándose en los he-
chos establecidos por los jueces del fondo, y en las pres -
cripciones legales aplicables al caso que, por su carácter de 
orden público, no puedan considerarse excluidas por conclu; 
siones deficientes de las partes; que, establecidos, por la 
decisión atacada, todos los hechos necesarios para que la 
Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, pueda 
ejercer su poder de verificación y al resultar, de los cáno-
nes de ley vigentes, la justificación del dispositivo del fa-
llo que es atacado, este no ha incurrido en el vicio de falta 
de base legal, alegado en el séptimo medio, el cual, conse -
cuentemente, debe ser rechazado ; 

Considerando, respecto de los demás medios (primero, 
segundo, tercero, cuarto y quinto: que establecido, como 
ha quedado al examinarse el sexto medio, que el intiman-
te no ha demostrado haber `hecho, ni intentado hacer, an-
te el tribunal a quo, la prueba de que su caso se encontrase 
amparado por las prescripciones excepcionales del - artículo 
16 de la Orden Ejecutiva No. 590, modificado por el Decre -
to No. 83 del Presidente Vicini Burgos, esto es, que la men-
sura ordinaria de los terrenos de Angelina eptuviera comen -
zada (no simplemente ordenada) el "6 de diciembre de 
1919", o terminada el "lo. de agosto de 1920", y que la 
sentencia de homologación alegada fuese oponible a los 
beneficiarios del fallo ahora atacado, de ello resulta que 
tampoco .ha demostrado, ante esta jurisdicción de casa -
ción, tener la calidad y el interés necesarios para presentar 
alguna impugnación contra el fallo de que se trata; pues, 
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Juzgado de Primera Instancia de La Vega dictó una sen-
tencia por la cual se homologaban las° operaciones de men-
sura y partición; c), "que por la lectura de la sentencia de 
homologación se comprueba que él Juez del Distrito Judi-
cial de La Vega la dictó teniendo sólo como documento de 
apoyo la instancia que le sometió en fecha 17 de junio de 
1938 el agrimensor público S. Mario Sánchez Guzmán"; 
d), que "por Resolución dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras, en fecha diez de diciembre de mil novecientos 
treinta, fué incluido el sitio de Angelina dentro del Dis-
trito Catastral No. 109, común de Cotuí", cuya mensura 
había ordenado el indicado Tribunal Superior de Tierras ; 
e), que "más luego, por Resolución del 27 de noviembre de 
1934 fué. cancelado parcialmente el Distrito Catastral No. 
109, quedando reducido al sitio de La Mata"; 

Considerando, que a lo establecido así deben agregar-
se estas circunstancias que, por las razones de orden pú-
blico que ellas entrañan, no dependen para su existencia 
y sus consecuencias, de .que el, tribunal a quo las consigna-
ra: la.), que el seis de diciembre de 1919, la Orden Ejecu-
tiva No. 363 paralizó las mensuras generales de terrenos 
comuneros; 2da.), que el 31 de julio de 1920, fué publi-
cada, en la Gaceta Oficial No. 3138 la Orden Ejecutiva No. 
511, contentiva de la Ley de Registro de Tierras, cuyo ar-
tículo 146 derogó la Ley ;Ore División de Terrenos Co -
muneros y revocó "todos los procedimientos que estuvieran 
pendientes para la partición de terrenos de acuerdo con 
la misma"; 3a., que en fecha 20 de agosto de 1923, por el 
artículo 8 del Decreto No. 83 del Presidente Provisional Vi-
cini Burgos, que modificaba el artículo 16 de la Orden Eje-
cutiva No. 590, únicamene se restableció para los expe-
dientes de división de terrenos comunclrós cuyas mensuras 
generales estuvieran "terminadas antes del día lo. de agos-
to de 1920" y para las "comenzadas al 6 de diciembre de 
1919", la Ley sobre División de Terrenos Comuneros que 
había sido derogada íntegramente; 

Considerando, que es en lo expresado en las tres con-
sideraciones inmediatamente anteriores a la presente, en  

lo que la Suprema Corte de Justicia se ha basado para re- 
chazar el sexto medio, estableciendo que el recurrente no 
ha justificado haber intentado probar ante el tribunal 

quo —como tampoco lo ha hecho ahora— TI -  esa sen-
tencia de homologación fuera oponible a alguien; que en lo 
mismo hay todos los elementos necesarios para justificar 
el dispositivo de la sentencia impugnada, sin que ello pue-
da ser modificado por la circunstancia de que el Tribunal 
Superior hubiere presentado algún otro motivo errado, ya 
que la motivación de un fallo puede ser suplida, y aún cam -
biada, por la jurisdicción de casatión, apoyándose en los he -
chos establecidos por los jueces del fondo, y en las pres -
cripciones legales aplicables al caso que, por su carácter de 
orden público, no puedan considerarse excluidas por conclu -
siones deficientes de las partes; que, establecidos, por la 
decisión atacada, todos los hechos necesarios para que la 
Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, pueda 
ejercer su poder de verificación y al resultar, de los cáno-
nes de ley vigentes, la justificación del dispositivo del fa-
llo que es atacado, este no ha incurrido en el vicio de falta 
de base legal, alegado en el séptimo medio. el cual, conse -
cuentemente, debe ser rechazado ; 

Considerando, respecto de los demás medios (primero, 
segundo, tercero, cuarto y quinto: que establecido, como 
ha quedado al examinarse el sexto medio, que el intiman-
te no ha demostrado haber 'hecho, ni intentado hacer, an-
te el tribunal a quo, la prueba de que su caso se encontrase 
amparado por las prescripciones excepcionales del- artículo 
16 de la Orden Ejecutiva No. 590, modificado por el Decre -
to No. 83 del Presidente Vicini Burgos, esto es, que la men-
sura ordinaria de los terrenos de Angelina e4stuviera comen -
zada (no simplemente ordenada) .el "6 de diciembre de 
1919", o terminada el "lo. de agosto de 1920", y que la 
sentencia de homologación alegada fuese oponible a los 
beneficiarios del fallo ahora atacado, de ello resulta que 
tampoco ha demostrado, ante esta jurisdicción de casa -
ción, tener la calidad y el interés necesarios para presentar 
alguna impugnación contra el fallo de que se trata; pues, 
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sin la prueba de que la sentencia de. hoinologación del trein-
tiuno de enero de mil novecientos doce —que él repetido 
intimante invoca— fuera oponible a Francisco Heredia o 
a las otras jersonas que pudieren tener derechos en el te-
rreno, a STMario Sánchez Guzmán, (agrimensor que dice 
haber adquirido derechos que se oponían a que se ordenase 
una mensura catastral, y que sólo podrían haber existido 
el veintinueve de' octubre de mil novecientos treintisiete, 
fecha en que alega le fueron otorgados, si se pusiera en 
evidencia que los trabajoá de mensura ordinaria, estuvie-
ron terminados o comenzados, respectivamente, el lo. de 
agosto de 1920 o el 6 de diciembre de 1919), no 1 e  bas-
ta alegar que la decisión del Tribunal Superior de Tierras 
tenga este o aquel vicio: sólo un perjudicado ilegítimamen-
te por una sentencia, puede atacarla; y, al no haberse pro-
bado esté, según lo que ya se ha expresado en el examen 
del sexto medio, los demás deben ser rechazados, como 
aquel, por falta de justificación útil para el recurrente; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por el Señor S. Mario Sánchez Guzmán, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras del siete de di -
ciembre de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y con-
dena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr T. Franco Fran-
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.— Rafael EStrella Ureña.— J. Pérez Nolas-
co.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presenté sentencia ha `sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 
(Firmado) : Eug. A. Alvarez .  

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema liarte de DR-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados ' Froilán 
'rayares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo 
Troncoso de la Concha y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo. Distrito de Santo Domin- . 

 _go, hoy día veintinueve del mes de septiembre de mil no-
vecientos cuarenta y tres, año 100 de la Independencia, 81 
de la Restauración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Licen-
ciado Miguel Campillo Pérez, dominicano, abogado, domi -
ciliado y residente en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, República Dominicana, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 12353, Serie 1, renovada con el- se-
llo de Rentas Internas No. 557, contra decisión del Tribu -
nal Superior de Tilras del treinta de septiembre de mil 
novecientos treinta y seis, contra el señor Ernesto A. Bo-
tello, causante del actual recurrente; decisión cuyo dispo -

sitivo se indicará después; 
Visto el Memorial de Casación presentado, el treinta de 

noviembre de mil novecientos treinta y seis, por el Licen-
ciado Carlos Gatón Richiez, portador de la cédula personal 
de identidad No. 2803, serie 1, sello de R. I. (liberado), me-
morial en.que se alegan las violaciones de. la ley que luego 

se dirán; 
Visto el auto dictado por esta Suprema Corte, ,en fe -

cha dos de junio de mil novecientos cuarenta y uno, sobre 
una instancia del actual intimante, del siete de mayo del 
mismo año, en la cual se pedía pronunciar "el defecto con-
tra los intimados", que lo eran "el Tesorero Nacional, co- 
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sin la prueba de que la sentencia de hoinologación del trein-
tiuno de enero de mil novecientos doce —que él repetido 
intimante invoca— fuera oponible a Francisco Heredia o 

 a las otras jersonas que pudieren tener derechos en el te-
rreno, a SnIario Sánchez Guzmán, (agrimensor que dice 
haber adquirido derechos que se oponían a que se ordenase 
una mensura catastral, y que sólo podrían haber existido 
el veintinueve de' octubre de mil novecientos treintisiete, 
fecha en que alega le fueron otorgados, si se pusiera en 
evidencia que los trabajos de mensura ordinaria, estuvie-
ron terminados o comenzados, respectivamente, el lo. de 
agosto de 1920 o el 6 de diciembre de 1919), no le bas-
ta alegar que la decisión del Tribunal Superior de Tierra:. 
tenga este o aquel vicio: sólo un perjudicado ilegítimamen-
te por una sentencia, puede atacarla; y, al no haberse pro-
bado estó, según lo que ya se ha expresado en el examen 
del sexto medio, los demás deben ser rechazados, como 

aquel, por falta de justificación útil para el recurrente; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por el Señor S. Mario Sánchez Guzmán, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras del siete de di 
ciembre de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y con-
dena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr T. Franco Fran-
co.— F. Tavares hijo.— )3. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.-- Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolas-
co.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presenté sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 
(Firmado) : Eug. A. Alvarez .  
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

mai 
En Nombre de la República, la Suprema "te de In- 

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
*Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran - 

co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados ' Froilán 
Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo 
Troncoso de la Concha y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la, Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo. Distrito de Santo Domin- - 

 go. hoy día veintinueve del mes de septiembre de mil no- 

ms,vecientos cuarenta y tres, año 100 de la Independencia, 81 
de la Restauración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en au - 
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen- 
tencia : 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Licen -

ciado Miguel Campillo Pérez, dominicano, abogado, domi-
ciliado y residente en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, República Dominicana, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 12353, Serie 1, renovada con el- se-
llo de Rentas Internas No. 557, contra decisión del Tribu -
nal Superior de Tierras del treinta de septiembre de mil 
novecientos treinta y seis, contra el señor Ernesto A. Bo-
tello, causante del actual recurrente; decisión cuyo dispo -

sitivo se indicará después; 
Visto el Memorial de Casación presentado, el treinta de 

noviembre de mil novecientos treinta y seis, por el Licen-
ciado Carlos Gatón Richiez, portador de la cédula personal 
de identidad No. 2803, serie 1, sello de R. I. (liberado), me-
morial en .que se alegan laá violaciones de la ley que luego 
se dirán; 

Visto el auto dictado por esta Suprema Corte, ,en fe-
cha dos de junio de mil novecientos cuarenta y uno, sobre 
una instancia del actual intimante, del siete de mayo del 
mismo año, en la cual se pedía pronunciar "el defecto con-
tra los intimados", que lo eran "el Tesorero Nacional. co- 
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co Custodio del Fondo de Aseguro de Terrenos Registra-
dos" y "The Central Romana Inc.", "privándolos del dere-
cho de comparecer ante ese Alto Tribunal a exponer sus 
nodios de defensa"; auto cuyo dispositivo fué el que en 
seguida se 'transcribe: "Resuelve: lo.— Rechazar la ins-
tancia del Licenciado Miguel Campillo Pérez, respecto del 
Tesorero Nacional, y por lo tanto no pronunciar, como en 
efecto no pronuncia, ni la exclusión ni el defecto contr 
dicho Tesorero Nacional, intimado en el recurso de casa-
ción interpuesto por el repetido Licenciado Miguel Campi-
llo Pérez, contra sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras del treinta de septiembre de mil novecientos treinta y 
seis, arriba mencionado;— 2o.— Acoger la instancia del 
mismo Licenciado Miguel Campillo Pérez, en lo que con-
cierne a la Central Romana Inc., y, consecuentemente, con-
siderar en defecto a dicha compañía, en el preindicado re-
curso"; 

Vistas las piezas del expediente siguientes: a), origi-
nal de un acto de notificación del nueve de febrero de mil 
novecientos cuarenta y tres, hecha al Tesorero Nacional, 
por ministerio de alguacil y debidamente firmada por el 
Señor M. Campillo Pérez, y por el Tesorero Nacional que 
la recibió, en la cual dicho Señor Miguel Campillo Pérez 
desiste, en cuanto al Tesorero Nacional, en referencia, "co-
mo Custodio del Fondo de Aseguro", del recurso de casación 
ya especificado; b), instancia del Licenciado Félix S Du-
coudray, en la que éste, a nombre del Licenciado Miguel 
Campillo Pérez, comunica a la Suprema Corte el desistimien-
to arriba indicado, "para que pueda renovarse la trami-
tación del proceso de la casación en cuanto a The Central 
Romana Inc."; c), el auto dictado, el dieciseis de abril de 
mil novecientos cuarenta y tres, por la Suprema Corte de 
Justicia, sobre el punto últimamente indicado; auto por el 
cual, después de expresarse "que el desistimiento indicado 
en la exposición de la que ahora se conoce, ha sido notifica-
do al funcionario contra el cual, en la calidad que tenía, 
había sido dirigido el recurso en referencia"; que, "al no 
tener ya abogado constituido la parte que había sido inti - 

BOLETIN JUDICIAL 	 853 

ada, por haber sido investido de la calidad de juez el Li -
enciado Luis E. Henríquez Castillo, abogado que había en-
rgado dicha parte para la defensa que no llegó, luego, a 

depositar en Secretaría, el asunto no se encuentra ligado 
entre las partes, por lo cual el desistimiento al que se alu-
de no necesita ser aceptado por el demandado. salvo las 
objeciones que éste pudiera hacer acerca de lo que se re-
suelva sin su intervención, si tuviere algún interés y algún 
derecho para ello, considerándose en estado de defecto or-
dinario; y que la disposición que recaiga sobre la actual 
instancia, en nada modifica los puntos que fueron senta-
dos por esta Suprema Corte, en autos anteriores que arri -

ba quedan mencionados", se dispuso lo siguiente: "Consi-
derar, como en efecto se considera, archivado el recurso 
arriba aludido, en lo que concierne al Tesorero Nacional, 
con las salvedades hechas también arriba, y pasar el ex-
pediente al Magistrado Presidente de esta Corte, para los 
fines de ley"; d), el auto del Magistrado Presidente de es-
ta Corte, por el cual fué designado el Magistrado Juez Re- 

lator; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado M. Campillo Pérez, abogado de sí 

mismo como parte intimante, en la lectura de sus conclu - 

siones; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli - 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta - 

men; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli - 

berado, y vistos los artículos 6, apartado 12; 7 y 65 de la 
Constitución de la República; 2 (ampliado por la Orden Eje-
cutiva No. 799), 4, 7, 15 y 70 de la Ley de Registro de Tie-
rras; lo., 5, 6, 7, 8, 9, 11. 12 y 71 de la Ley sobre Procedi - 

miento de Casación; 
Considerando, que en la decisión impugnada consta lo 

siguiente: A) que, en fecha cinco de diciembre de mil no-
vecientos treinta y cinco, el Licenciado Félix S. Ducoudray, 
actuando en nombre del Doctor Ernesto A. Botello (cau-
sante del actual recurrente) dirigió al Tribunal Superior 
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co Custodio del Fondo de Aseguro de Terrenos Registra-
dos" y "The Central Romana Inc.", "privándolos del dere-
cho de comparecer ante ese Alto Tribunal a exponer sus 
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ción interpuesto por el repetido Licenciado Miguel Campi-
llo Pérez, contra sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras del treinta de septiembre de mil novecientos treinta y 
seis, arriba mencionado;— 2o.— Acoger la instancia del 
mismo Licenciado Miguel Campillo Pérez, en lo que con-
cierne a la Central Romana Inc., y, consecuentemente, con-
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curso"; 
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vecientos treinta y cinco, el Licenciado Félix S. Ducoudray, 
actuando en nombre del Doctor Ernesto A. Botello (cau-
sante del actual recurrente) dirigió al Tribunal Superior 
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de Tierras, la instancia que a continuación se copia: "El 
Dr. Ernesto A. Botello, médico, domiciliado en Higüey, por 
mediación del infrascrito, os expone que: "Por cuanto el 
18 de junio de 1919 fue; pronunciada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial del Seibo, a favor del 
señor Juan A. Botello, quien fué comerciante domiciliado en 
Higüey, una sentencia por defecto que condenó al señor 
William L. Bass, entonces hacendado de La Romana, a pa-, 
garle la suma de diez mil pesos a título de indemnización y 
como reparación de perjuicios morales y materiales que el 
último había causado al primero ;— Por cuanto aunque es-
ta sentencia fué anulada por la sentencia por defecto de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, del 10 de septiem-
bre de 1920, posteriormente, —a consecuencia de un reen-
vío de la Suprema Corte de Justicia, ordenado por senten-
cia del 30 de agosto de 1922, que casó la del 10 de setiem-
bre de 1920—, fué confirmada por sentencia de la Corte 
de Apelación de Santiago. del 215 de octubre de 1927, la cual 
pronunció en defecto, además, la perención de la instancia 
relativa al recurso de apelación de William L. Bass contra 
la sentencia del Juzgado del Seibo;— "Por cuanto aunque 
esa sentencia por defecto, del 20 de octubre de 1927, fué 
anulada primero por sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago, pronunciada sobre el recurso de oposición inten-
tado por William L. Bass, en fecha 6 de noviembre de 1929, 
fué luego, —anulada esta por sentencia de la Suprema Cor-
te de Justicia del 19 de diciembre de 1930, favorable al Dr. 
Ernesto A. Botello—, confirmada por sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega, del 30 de noviembre del 1932, 
apoderada del caso por reenvío, la cual sentencia, después Mi 
de haberse notificado regularmente, adqUirió la autoridad 
de la cosa irrevocablemente juzgada;— "Por cuanto el se-
ñor Juan B. Botello murió con posterioridad a la sentencia 
del 18 de junio de 1919 y a los actos de ejecución de ésta, 
y en la correspondiente partición del acervo sucesoral fué 
atribuídóa su hijo, el Sr Ernesto A. Botello, el crédito que 
el de cujus tenía contra el señor William L. Basa, por lo que 
la sentencia final contra este último fué dictada en prove- 

cho de dicho sucesor;— "Por cuanto el señor Juan A. Botello 
había realizado, en virtud de la sentencia del Juzgado del 
Seibo del 18 de jimio de 1919; primero, como acto conser-
vatorio, el 20 de octubre de 1919, la inscripción de la hi-
poteca judicial resultante de la expresada sentencia del 13 

de junio de 1919, y después, como acto de ejecución, el 22 
de octubre de .1919, el embargo de cincuenta caballerías de 
tierra pettenecientes al señor William L. Bass, limitadas 
así: al norte, camino real de La Romana a Gatu. y terre-
nos del Central Romana Inc.; al Sur, el mar Caribe; al Es-
te, terrenos de William L. Basa y al Oeste, el río de La Ro-
mana, embargo que fué transcrito en la Conservaduria de 
Hipotecas del Seibo, después de ser denunciado en la for-
ma legal, lo mismo que el acto de denuncia, el 3 de novWm-
bre de 1919;— "Por cuanto The Central Romana Inc. com-
pró al señor William L. Bass los terrenos embargados por 
Botello, habiéndose transcrito el acto de venta el 7 de no-
viembre de 1919, con posterioridad a la inscripción de la hi-
poteca y a la transcripción del embargo, referidas;— "Por 
cuanto aunque el 29 de noviembre de 1920 y en virtud de 
una sentencia por defecto de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, del 10 de setiembre de 1920, que anuló la del 18 
de junio de 1919. fué radiada la inscripción hipotecaria to-
mada por Botello el 20 de octubre de 1919, NO LO FUE 
NUNCA, Y EXISTE TODAVIA, la transcripción del em-
bargo y del acto de denuncia, operada el 3 de noviembre de 
1919;— "Por cuanto a causa de haberse anulado por sen-
tencia de la Suprema Corte de Justicia, del 30 de Agosto 
de 1922, la sentencia que había ordenado la radiación, o 
sea la de la Corte de Apelación de Santo Domingo, del 10 
de setiembre de 1920, el señor Botello readquirió el derecho 
de prevalerse de la inscripción hipotecaria del 20 de octu-
bre  de 1919, puesto que "cuando una decisión que ha or-
denado la radiación cré una inscripción hipotecaria ha sido 
casada, esta casación conlleva el derecho de hacer restable-
cer la inscripción con su fecha primitiva, FRENTE A LOS 
ACREEDORES INSCRITOS EN EL MOMENTO EN QUE 
SE HA DICTADO.LA SENTENCIA OBJETO DE LA CA- 
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de Tierras, la instancia que a continuación se copia: "El 
Dr. Ernesto A. Botello, médico, domiciliado en Higüey, por 
mediación del infrascrito, os expone que: "Por cuanto el 
18 de junio de 1919 fué, pronunciada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial del Seibo, a favor del 
señor Juan A. Botello, quien fué comerciante domiciliado en 
Higüey, una sentencia por defecto que condenó al señor 
William L. Bass, entonces hacendado de La Romana, a pa-
garle la suma de diez mil pesos a título de indemnización y 
como reparación de perjuicios morales y materiales que el 
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Corte de Apelación de Santo Domingo, del 10 de septiem-
bre de 1920, posteriormente, —a consecuencia de un reen-
vío de la Suprema Corte de Justicia, ordenado por senten-
cia del 30 de agosto de 1922, que casó la del 10 de setiem-
bre de 1920—, fué confirmada por sentencia de la Corte 
de Apelación de Santiago. del Z de octubre de 1927, la cual 
pronunció en defecto, además, la perención de la instancia 
relativa al recurso de apelación de William L. Bass contra 
la sentencia del Juzgado del Seibo;— "Por cuanto aunque 
esa sentencia por defecto, del 20 de octubre de 1927, fué 
anulada primero por sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago, pronunciada sobre el recurso de oposición inten-
tado por William L. Bass, en fecha 6 de noviembre de 1929, 
fué luego, —anulada esta por sentencia de la Suprema Cor-
te de Justicia del 19 de diciembre de 1930, favorable al Dr. 
Ernesto A. Botello—, confirmada por sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega, del 30 de noviembre del 1932, 
apoderada del caso por reenvío, la cual sentencia, después 
de haberse notificado regularmente. adquirió la autoridad 
de la cosa irrevocablemente juzgada;— "Por cuanto el se-
ñor Juan B. Botello murió con posterioridad a la sentencia 
del 18 de junio de 1919 y a los actos de ejecución de ésta, 
y en la correspondiente partición del acervo sucesoral fué 
atribuília su hijo, el Sr .  Ernesto A. Botello, el crédito que 
el de cujus tenía contra el señor William L. Basa, por lo que 
la sentencia final contra este último fué dictada en prove- 

cho de dicho sucesor;— "Por cuanto el señor Juan A. Botello 
había realizado, en virtud de la sentencia del Juzgado del 
Seibo del 18 de junio de 1919; primero, como acto conser-
vatorio, el 20 de octubre de 1919, la inscripción de la hi-
poteca judicial resultante de la expresada sentencia tel 13 
de junio de 1919, y después, como acto de ejecución, el 22 
de octubre de .1919, el embargo de cincuenta caballerías de 
tierra pettenecientes al señor William L. Bass. limitadas 
así: al norte, camino real de La Romana a Gato. y terre-
nos del Central Romana Inc.; al Sur, el mar Caribe; al Es-
te, terrenos de William L. Bass y al Oeste, el río de La Ro-
mana, embargo que fué transcrito en la Conservaduría de 
Hipotecas del Seibo, después de ser denunciado en la fu-
ma legal, lo mismo que el acto de denuncia, el 3 de noviáit-
bre de 1919;— "Por cuanto The Central Romana Inc. com-
pró al señor William L. Bass los terrenos embargados por 
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poteca y a la transcripción del embargo, referidas;— "Por 
cuanto aunque el 29 de noviembre de 1920 y en virtud de 
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Domingo, del 10 de setiembre de 1920, que anuló la del 18 
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bargo y del acto de denuncia, operada el 3 de noviembre de 
1919;— "Por cuanto a causa de haberse anulado por sen-
tencia de la Suprema Corte de Justicia, del 30 de Agosto 
de 1922, la sentencia que había ordenado la radiación, o 
sea la de la Corte de Apelación de Santo Domingo, del 10 
de setiembre de 1920, el señor Botello readquirió el derecho 
de prevalerse de la inscripción hipotecaria del 20 de octu-
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denado la radiación d é una inscripción hipotecaria ha sido 
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cer la inscripción con su fecha primitiva, FRENTE A LOS 
ACREEDORES INSCRITOS EN EL MOMENTO EN QUE 
SE HA DICTADO,,LA SENTENCIA OBJETO DE LA CA- 
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SACION", o frente a los adquirientes que, en el expresado 
momento, hubieren transcrito ya sus títulos;— "Por cuan- 
to, por tal motivo, el señor Botello adquirió, por sentencia 
del 30 de agosto de 1922, el derecho de hacer restablecer la 
inscripción hipotecaria del 20 de octubre 1919, frente a 
The Central Romana Inc., compradora de las tierras afec-
tadas por esa inscripción, y cuyo título fué transcrito en 
la Conservaduría de Hipótecas del Seibo CON ANTERIO-
RIDAD A LA RADIACION, renovación que efectivamente 
se efectuó ;— "Por cuanto en virtud del art. 686 del Cod. 
de Proc. Civil se decide que es nula la venta de un inmue-
ble embargado, si la operación se efectúa con posterioridad 
a la transcripción del embargo, o aún, según lo reconoce la 
jurisprudencia, sí la transcripción de la venta es posterior 
a la del embargo, por lo que debe admitirse la nulidad del 
contrato de venta intervenido entre William L. Bass y The 
Central Romana Inc., transcribió después del 3 de noviem-
bre de 1919, fecha de la transcripción del embargo;— "Por 
cuanto aunque en fecha 4 de junio de 1924 fué transcrito 
en la oficina del Registrador de Títulos de la República el 
Decreto No. 195 del Tribunal Superior de Tierras, relati-
vo a la parcela No. 84, del Distrito Catastral No. 2, 5a, par-
te, la cual comprende el terreno embargado por Botello 
el 22 de octubre de 1919 y gravado por la inscripción hipo-
tecaria del 20 de octubre de 1919, y no obstante disponer 
el art. 80 de la ley sobre Registro de Tierra que toda per-
sona que recibiere un certificado de título, en la forma de-
terminada por` a ley, retendrá el terreno a que dicho 
tificado se refiere, si lo ha comprado de buena fe, libre de 
los gravámenes y derechos que no figuren en el título. ,The 
Central Romana Inc. no podía frente al señor Juan A. Bo-
ten°, ni puede frente a los que tienen hoy la calidad de 
copropietarios del crédito comprobado por la sentencia del 
18 de junio de 1919, prevalerse de esa disposición legál, pa-
ra pretender que el expresado terreno está libre de la hi-
poteca inscrita el 20 de octubre de 1919. renovada posterior-
mente, o del embargo transcrito el 3 de noviembre de 1919, 
porque como en Santo Domingo está consagrado constan- 
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cionalmente él principio de la irretroactividad de las leyes, 
la mencionada disposición de la Ley sobre Registro de Tie -

rras, publicada el 31 de julio de 1920, no ha podido tener 
el alcance de modificar los derechos adquiridos por Bote -

llo y sus causahabientes desde el 20 de octubre de 1919, y 

sería darle efecto retroactivo contra él, o contra elles, a la 
mencionada ley, si, no obstante el . certificado de titulo ex -

pedido a The Central Romana Inc. en 1924 y el art. 80 re-
ferido, él o ellos no pudieron invocar frente a esa Compa -

ñía, con la amplitud con que lo podían originariamente, es -

to es, comprendiendo en su hipoteca las tierras objeto de 
la venta transcrita el 7 de noviembre dé 1919. la inscrip -

ción efectuada el 20 de octubre de 1919, o si no pudieran 
ejercer frente a The Central Romana Inc. el derecho que 

les reconocía la lei anterior a la promulgación de la Orden 
Ejecutiva No. 511, de hacer restablecer la inscripción 
diada de modo que comprenda todos los inmuebles que ori-

ginariamente comprendía, o de prevalerse de la nulidad es-

tablecida por el art. 686 dele  Cod. de Proc.' Civil, relativa -

mente a la venta transcrita con posterioridad el 3 de no-

viembre de 1919;— "Por cuanto ni es posible suponer que 
el legislador tuviera el propósito de hacer retroactuar la 
lei citada ni, aunque lo hubiera tenido, sería posible aplicar 
una lei adjetiva derogatoria del mencionado precepto cons - 

titucional;— "Por cuanto en el caso -referido ni siquiera 
puede imputarse al señor Botello ninguna negligencia rela - 

tivamente al registro de sus derechos hipotecarios en oca - 

sión del saneamiento de las tierras vendidas por William 
L. Bass a The Central Romana Inc., puesto que la sentencia 
de la Suprema Corte de Justicia que anuló la del 10 de se- 
tiembre de 1920, pronunciada por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, —a partir de la cual pudo el acreedor pre - 

valerse, dé nuevo de los derechos que le confería la senten - 

cia del Juzgado del Seibo, del 18 de junio de 1919—, y la 
inscripción hipotecaria del 20 de octubre de 1919, fué pro- u- 
nunciada con posterioridad a la audiencia en que el Trib 

nal de Tierras conoció de las reclamaciones relativas'  la 

parcela No. 84, Distrito Caltastral No. 2, 5a. parte.— Por 
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ble embargado, si la operación se efectúa con posterioridad 
a la transcripción del embargo, o aún, según lo reconoce la 
jurisprudencia, sí la transcripción de la venta es posterior 
a la del embargo, por lo que debe admitirse la nulidad del 
contrato de venta intervenido entre William L. Bass y The 
Central Romana Inc., transcribió después del 3 de noviem-
bre de 1919, fecha de la transcripción del embargo;— "Por 
cuanto aunque en fecha 4 de junio de 1924 fué transcrito 
en la oficina del Registrador de Títulos de la República el 
Decreto No. 195 del Tribunal Superior de Tierras, relati-
vo a la parcela No. 84, del Distrito Catastral No. 2, 5a, par-
te, la cual comprende el terreno embargado por Botello 
el 22 de octubre de 1919 y gravado por la inscripción hipa 
tecaria del 20 de octubre de 1919, y no obstante disponer 
el art. 80 de la ley sobre Registro de Tierra que toda per-
sona que recibiere un certificado de título, en la forma de-
terminada por' la ley, retendrá el terreno a que dicho • er 
tificado se refiere, si lo ha comprado de buena fe, libre de 
los gravámenes y derechos que no figuren en el título..The 
Central Romana Inc. no podía frente al señor Juan A. Bo-
ta°, ni puede frente a los que tienen hoy la calidad de 
copropietarios del crédito comprobado por la sentencia del • 
18 de junio de 1919, prevalerse de esá disposición legál, pa-
ra pretender que el expresado terreno está libre de la hi-
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ferido, él o ellos no pudieron invocar frente a esa Compa -

ñía, con la amplitud con que lo podían originariamente, es -

to es, comprendiendo en su hipoteca las tierras objeto de 
la venta transcrita el 7 de noviembre dé 1919, la inscrip -

ción efectuada el 20 de octubre de 1919, o si no pudieran 

ejercer frente a The Central Romana Inc. el derecho que 

les reconocía la lei anterior a la promulgación de la Orden 
Ejecutiva No. 511, de hacer restablecer la inscripción rz..- 
diada de modo que comprenda todos los inmuebles que ori-

ginariamente comprendía, o de prevalerse de la nulidad es -

tablecida por el art. 686 dele  Cod. de Proc.' Civil, relativa -

mente a la venta transcrita con posterioridad el 3 de no -

viembre de 1919 ;— "Por cuanto ni ,  es posible suponer que 
el legislador tuviera el propósito de hacer retroactuar la 
lei citada ni, aunque lo hubiera tenido, sería posible aplicar 
una lei adjetiva derogatoria del mencionado precepto cons -

titucional;— "Por cuanto en el caso' -referido ni siquiera 
puede imputarse al señor Botello ninguna negligencia rela -

tivamente al registro de sus derechos hipotecarios en oca -

sión del saneamiento de las tierras vendidas por William 
L. Bass a The Central Romana Inc., puesto que la sentencia 
de la Suprema Corte de Justicia que anuló la del 10 de se- 
tiembre de 1920, pronunciada por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, —a partir de la cual pudo el acreedor pre - 

valerse dé nuevo de los derechos que le confería la senten -

cia del Juzgado del Seibo, del 18 de junio de 1919—, y la 
inscripción hipotecaria del 20 de octubre de 1919, fué pro 

nunciada con posterioridad a la audiencia en que el Tribu - 

nal de Tierras conoció de las reclamaciones relativas a la 

parcela No. 84, Distrito Caltastral No. 2, 5a. parte.— "Por 



cuanto aún en la hipótesis de que The Central Romana 
Inc. pudiera invocar, frente a los interesados en el man-
tenimiento de la eficacia de la hipoteca inscrita el 20 de 
octubre de 1919, y en relación con los derechos adquirido s 

 sobre las mencionadas tierras con anterioridad a la publi-
cación de la Orden Ejecutiva No. 511, el art. 80 de esta 
Orden, sería indispensable entonces por aplicación del art. 
70 de la misma, y en consideración a que The Central Ro-
mana Inc. no procedió como reclamante de buena fe al ob-
tener el referido certificado de dueño sin haber declarado, 
de conformidad con el artículo 64 de la lei dicha, el gra-
vamen hipotecarlo o el del embargo, reconocer que dicha 
Compañía está obligada a indemnizar a los interesados en 
aquella inscripción en la proporción del interés garantizado 
por la hipoteca judicial, sobre todo cuando ya el Tribunal 
Superior de Tierras ha decidido antes, que comete el 
frande previsto por el art. 70 el reclamante que omite ha-
cer la declaración de los gravámenes previsto por el art. 
64, si están en su conocimiento:— "Por cuanto en la hipó-
tesis de reconocerse infundada la pretensión del exponente, 
en cuanto a los daños y perjuicios, contra The Central Ro-
mana Inc., sería necesario reconocer que el Dr. Ernesto 
A. Botello puede hoy, y en virtud de los artículos 127 y si-
guientes de la lei sobre Registro de Tierras, intentar con-
tra el Tesorero Nacional, como custodio del Fondo de Ase-
guro de Terrenos Registrados, la acción en reparación del 
perjuicio que le ha causado la aplicación de las disposicio-
nes de la Lei sobre Registro de Tierras, al verse privado, 
sin negligencia de su parte, de los beneficios de la inscrip-
ción hipotecaria del 20 de octubre de 1919 y de los de la 
transcripción de embargo efectuada el 3 de noviembre de 
1919, o de los beneficios del derecho de perseguir, 
pués de la sentencia de la Corte de La Vega, del 30 de no-
viembre de 1932, que hizo definitiva la existencia del cré-
dito comprobado por la sentencia del Juzgado del Seibo—, 
la ejecución de la hipoteca sobre las tierras alcanzadas por 
la inscripción, o la continuación del procedimiento de' 
bargo transcrito el 3 de noviembre de 1919, tal como lo ha- 
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bría 
podido, a partir de la fecha de esa sentencia de la Cor

-

te de Apelación de La Vega, 
de no existir el art. 80 de la 

Lel sobre Registro de Tierras, dentro de las referidas hi-

pótesis de que no pudiera hacerlo ahora ;— "P cuanto 
el Dr. Ernesto A. Botello desea llevar ante la jurisdicción 
del Tribunal de Tierras las pretensiones más arriba indi-
cadas, o sea las que tienden:, de modo principal, al recomr 

cimiento dl los derechos hipotecarios conservados por la 
inscripción del 20 de octubre de 1919, sobre las tierras ven-
didas por William L. Bass a The Central Romana Inc., lo 
mismo que al de la posibilidad tle continuar los procedi

-

mientos del embargo transcrito el 3 de noviembre de 1919, 
por aplicación del principio de la irretroactividad de las le- 
yes; de modo subsidiario, al reconocimiento del derecho del 
señor Botello a obtener de The Central Romana Inc. el pa- 

go de la suma de diez mil pesos y accesorios, en vir del Cod.
tud del 

art. 70 de la Ley sobre Registro de Tierras y 1382  
- Civil, y a título de reparación del daño que le causara 

dicha Compañía con la omisión de las indicaciones previs-
tas por el art. 64 de la expresada lei de tierras, y más sub

-

sidiariamente aún, al reconocimiento del derecho del expo
-

nente de obtener del Estado, o del Tesorero Nacional por 
cuenta del Estado o como custodio del Fondo de Aseguro 

creado por la Lei sobre 	

idiéndoos : que 

Registro de Tierras, el pago
Magis 

de 

aquella indeminización;— "Por tanto, Honorables 
	- 

trados, el Dr. Ernesto • A. Botello concluye p  
procedais a la designación de un Juez de ese Tribunal de 
Tierras, encargado de conocer, en jurisdicción original, de 
las demandas a que se refiere este escrito, previa citaciónde 

 a las partes interesadas"; B), que el Tribunal Superior  
Tierras dictó, el treinta de septiembre de mil novecientos 

treinta y seis. la 
 decisión ahora impugnada, cuyo dispos

vo aparece redactado en esta forma: "RESUELVE:— RE-
CHAZAR y RECHAZA por improcedente la instancia di-
rigida al Tribunal Superior de Tierras en fecha 5 de 

Di-

ciembre 
de 1935 (o recibida en esa fecha) por el Licdo. Fé

-

lix Servio Ducoudray en nombre y representación del Doc
- 

tor Ernesto A. Botello"; 
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cuanto aún en la hipótesis de que The Central Romana 
Inc. pudiera invocar, frente a los interesados en el man-
tenimiento de la eficacia de la hipoteca inscrita el 20 de 
octubre .de 1919, y en relación con los derechos adquiridos 
sobre las mencionadas tierras con anterioridad a la publi-
cación de la Orden Ejecutiva No. 511, el art. 80 de esta 
Orden, sería indispensable entonces por aplicación del art. 
70 de la misma, y en consideración a que The Central Ro-
mana Inc. no procedió como reclamante de buena fe al ob-
tener el referido certificado de dueño sin haber declarado, 
de conformidad con el artículo 64 de la lei dicha, el gra-
vamen hipotecario o el del embargo, reconocer que dicha 
Compañía está obligada a indemnizar a los interesados en 
aquella inscripción en la proporción del interés garantizado 
por la hipoteca judicial, sobre todo cuando ya el Tribunal 
Superior de Tierras ha decidido antes, que comete el 
fraude previsto por el art. 70 el reclamante que omite ha-
cer la declaración de -los gravámenes previsto por el art. 
64, si están en su conocimiento:— "Por cuanto en la hipó-
tesis de reconocerse infundada la pretensión del exponente, 
en cuanto a los daños y perjuicios, contra The Central Ro-
mana Inc., sería necesario reconocer que el Dr. Ernesto 
A. Botello puede hoy, y en virtud de los artículos 127 y si-
guientes de la lei sobre Registro de Tierras, intentar con-
tra el Tesorero Nacional, como custodio del Fondo de Ase-
guro de Terrenos Registrados, la acción eh reparación del 
perjuicio que' le ha causado la aplicación de las disposicio-
nes de lá Lei sobre Registro de Tierras, al verse privado, 
sin negligencia de su parte, de los beneficios de la inscrip-
ción hipotecaria del 20 de octubre de 1919 y de loS de la 
transcripción de embargo efectuada el 3 de noviembre de 
1919, o de los beneficios del derecho de perseguir, 9—des-
pués de la sentencia de la Corte de La Vega, del 30 de no-
viembre de 1932, que hizo definitiva la existencia del cré-
dito comprobado por la sentencia del Juzgado del Seibo—, 
la ejecución de la hipoteca sobre las tierras alcanzadas por 
la inscripción, o la continuación del procedimiento dt,' 
bargo transcrito el 3 de noviembre de 1919, tal como lo ha- 
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bría podido, a partir de la fecha de esa sentencia de la Cor-

te de Apelación de La Vega, de no existir el art. 80 de la 

Lei sobre Registro de Tierras, dentro de las referidas hi-
pótesis de que no pudiera hacerlo ahora i— "Por 
el Dr. Ernesto A. Botello desea llevar ante la jurisdicción 

indi-
del Tribunal de Tierras las pretensiones más arriba 
cadas, o sea las que tienden:, de modo principal, al recono7 

cimiento dé los derechos hipotecarios conservados por la 
inscripción del 20 de octubre de 1919, sobre las tierras ven- 
didas por William L. Bass a The Central Romana Inc., lo 
mismo que al de la posibilidad tie continuar los procedi

-

mientos del embargo transcrito el 3 de noviembre de 1919, 
por aplicación del principio de la irretroactividad de las le-
yes; de modo subsidiario, al reconocimiento del derecho del 
señor Botello a obtener de The Central Romana Inc. el pa

-

go de la suma de diez mil pesos y accesorios, en virtud del 
art. 70 de la Ley sobre Registro de Tierras y 1382  

Civil, y a título de reparación del daño que le causara 

dicha Compañía con la omisión de las indicaciones previs- 

tas por el art. 64 de la expresada lei de tierras, y más sub -

sidiariamente aún, al reconocimiento del derecho del expo
-

nente de obtener del Estado, o del Tesorero Nacional por 
cuenta del Estado o como custodio del Fondo de Aseguro 

creado por la Lei sobre 	

idiéndoos : que 

Registro de Tierras, el pago
Magis 

de 

aquella indeTrivización;— "Por taúto, Honorables - 
trados, el Dr. Ernesto A. Botello concluye p  
procedais a la designación de un Juez de ese Tribunal de 
Tierras, encargado de conocer, en jurisdicción original, de 
las demandas a que se refiere este escrito, previa citación 
a las partes interesadas"; B), que el Tribunal Superior de 
Tierras dictó, el treinta de septiembre de mil novecientos 
treinta y seis, la decisión ahora impugnada, cuyo dispositi

- 

vo aparece redactado en esta forma: 
"RESUELVE:— RE- 

CHAZAR y RECHAZA por improcedente la instancia di- 
rigida al Tribunal Superior de Tierras en fecha 5 de Di- 
ciembre de 1935 (o recibida en esa fecha) por el Licd 

del o. Di- 
ciembre 

 Servio Ducoudray en nombre y representación 
	D 

tor Ernesto A. Botello"; 



860 	 BOLETJN JUDICIAL 

Considerando, que como el disiphsitivo arriba copiado 
aparece redactado en forma de resolución, 'es procedente, 
examinar, en primer término, si contra ésta es admisible 
un recurso de casación; 

Considerando, que el artículo lo. de la Ley sobre Pro- 
cedirniesto de Casación expresa que "la Suprema Corte de 
Justicia decide, como Corte de Casación, si la ley ha sido 
bien o mal aplicada en los fallos en última instancia, pro- 
nunciados por las Cortes de Apelación, y los tribunales o 
juzgados inferiores, y admite o rechaza los medios en los 
cuales se basa, el recurso, pero en ningún caso conoce del 
fondo del asunto"; y el artículo 1 A, de la Orden Ejecutiva 
No. 799, validada por el Congreso Nacional, agrega al ar- 
tículo 2 de la Ley de Registro de Tierras, entre otras dios- 

. posiciones, la siguiente: "1.—E1 recurso de casación podrá 
ejercerse contra todos los fallos definitivos del -.Tribunal 
Superior de Tierras, siempre que en el dispositivo de di-
chos fallos se hubiere violado la ley"; que, para la apli-
cación de los dos textos legales arriba transcritos, hay que 
examinar, en los casos que se presenten, si la decisión im-
pugnada rechaza o acoge pretensiones en las que se recla-
ma algún derecho alegado, sín que en lo dicho influya, en cuanto a la admisibilidad del recurso de casación, que lo 
impugnado haya sido redactado en forma • de resolución, y 
que sea en los motivos de ésta dopde pudieran aparecer los 
vicios alegados por el recurrente; pues, respecto de lo pri-
mero, lo que se debe ponderar es si se trata de un verdade-
ro fallo definitivo, y no si el tribunal a quo le dió esta o aquella denominación; y en cuanto a lo segundo, el dispo-
sitivo de una decisión debe ser considerado como que, por 
lo menos implícitamente, Contiene los motivos en que se funda; y 

Considerando, que en el presente caso, el examen de 
'la decisión impugnada pone de manifiesto que, en ella, se 
rechazan definitivamente alegaciones de derechos preten-
didos por el causaste del actual intimante, por lo cual es 
evidente que se trata de una verdadera sentencia abarcada 
por los términos de los cánones de ley citados en la consi- 
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• deración inmediatamente anterior a la presente; que, por 
lo tanto el presente recurso es admisible en lo que a lo di-
cho concierne; 

Considerando, que el párrafo agregado, al artículo 9 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por la Ley No. 
295, promulgada el 30 de mayo de 1940, dispone lo que en 
seguida se transcribe: "Cuando el intimante, después de 
haber procedido al emplazamiento, no depositare el origi-
nal de éste en secretaría, lo que deberá hacer en el plazo 
de quince días, contados desde la fecha de dicho emplaza -
miento, el intimado podrá depositar y notificar su memo-
rial de defensa, y requerir al intimante para que, en el pla-

-20 de ocho días, efectúe el depósito., Vencido este plazo, es 
hábil para pedir a la Suprema Corte de Justicia que pro-
vea a la exclusión del intimante"; que, como la petición de 
defecto contra The Central Romana Inc. —única parte in- -
timada que continúa en causa, por virtud del desistimiento 
acerca del otro intimado, que en otro lugar se indica—, fué 
presentada a la Suprema Corte de Justicia el siete de ma-
yo de mil novecientos cuarenta y uno, con ella se interrum -

pió el plazo de un año fijado en el texto legal arriba copia-
do; que, después de esa interrupción, ño ha transcurrido 

- ningún otro nuevo plazo de perención; que, por consiguien -
te, el recurso, en cuanto a The Central Romana, Inc., ha 
conservado su validez, y procede pasar a su examen; 

Considerando, que, aunque el intimante no ordena, en 
su memorial, los medios de casación que aduce, el examen 
de dicho memorial lleva a concretarlos de este modo, en lo 
referente al intimado aún en causa: lo.— "Exceso de po-
der" o violación de "la ley de su competencia"; 2o.— Vio-
lación de la regla de los do/ grados de jurisdicción y, en 
consecuencia, del "art. 65 de la Constitución" y de "los ar-
tículos 4, 7 y 15 de la Ley sobre Registro de Tierras"' ; 30.. 
Violación del "art. 70 de la Ley sobre Registro de Tierras; 
4o. "Exceso de poder" en otro aspecto; violación del dere-
cho de la defensa, y de los artículos 6, apartado 12, y 7 de 
la Constitución; 

Considerando, que por una nota puesta por el inti- 
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Considerando, que como el ditápbsitivo arriba copiado 
aparece redactado en forma de resolución, es procedente, 
examinar, en primer término, si contra ésta es admisible 
un recurso de casación; 

Considerando, que el artículo lo. de la Ley sobre Pro- 
cedimiesto de Casación expresa que "la Suprema Corte de 
Justicia decide, como Corte de Casación, si la ley ha sido 
bien o mal aplicada en los fallos en última instancia, pro- 
nunciados por las Cortes de Apelación, y los tribunales o 
juzgados inferiores, y admite o rechaza los medios en los 
cuales se basa, el recurso,. pero en ningún caso conoce del 
fondo del asunto"; y el artículo 1 A, de la Orden Ejecutiva 
No. 799, validada por el Congreso Nacional, agrega al ar- 
tículo 2 de 

la Ley de Registro de Tierras, entre otras dis-
posiciones, la siguiente: "1.—E1 recurso de casación podrá 
ejercerse contra todos los fallos definitivos del ,.Tribunal 
Superior de Tierras, siempre que en el dispositivo de di-
chos fallos se hubiere violado la ley"; que, para la apli-
cación de los dos textos legales arriba transcritos, hay que 
examinar, en los casos que se presenten, si la decisión im-
pugnada rechaza o acoge pretensiones en las que se recla-
ma algún derecho alegado, sin que en lo dicho influya, en 
cuanto a la admisibilidad del recurso de casación, que lo 
impugnado haya sido redactado en forma de resolución, y 
que sea en los motivos de ésta dqpde pudieran aparecer los 
vicios alegados por el recurrente; pues, respecto de lo pri-
mero, lo que se debe ponderar es si se trata de un verdade-
ro fallo definitivo, y no si el tribunal a quo le dió esta o 
aquella denominación; y en cuanto a lo segundo, el dispo-
sitivo de una decisión debe ser considerado como que, por 
lo menos implícitamente, Contiene los motivos en que se 
funda; y 

Considerando, que en el presente caso, el examen de 
la decisión impugnada pone de manifiesto que, en ella, se 
rechazan definitivamente alegaciones de derechos preten-
didos por el causaste del actual intimante, por lo cual es 
evidente que se trata de una verdadera sentencia abarcada 
por los términos de los cánones de ley citados en consi- 
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• deración inmediatamente anterior a la presente; que, por 
lo tanto el presente recurso es admisible en lo que a lo di-

cho concierne; 
Considerando, que el párrafo agregado, al artículo 9 

de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por la Ley No. 
295, promulgada el 30 de mayo de 1940, dispone lo que en 
seguida se transcribe: "Cuando el intimante, después de 
haber procedido al emplazamiento, no depositare el origi-
nal de éste en secretaría, lo que deberá hacer en el plazo 
de quince días, contados desde la fecha de dicho emplaza-
miento, el intimado podrá depositar y notificar su memo-
rial de defensa, 3f requerir al intimante para que, én el pla-
zo de ocho días, efectúe el depósito., Vencido este plazo, es 
hábil para pedir a la Suprema Corte de Justicia que pro-
vea a la exclusión del intimante"; que, como la petición de 
defecto contra The Central Romana Inc. —única parte in-
timada que continúa en causa, por virtud del desistimiento 
acerca del otro intimado, que en otro lugar se indica—, fué 
presentada a la Suprema Corte de Justicia el siete de ma-
yo de mil novecientos cuarenta y uno, con ella se interrum -

pió el plazo de un ario fijado en el texto legal arriba copia-
do; que, después de esa interrupción, 'no ha transcurrido 
ningún otro nuevo plazo de perención; que, por consiguien -

te, el recurso, en cuanto a The Central Romana, Inc., ha 
conservado su validez, y procede pasar a Su examen; 

Considerando, que, aunque el intimante no ordena, en 
su memorial, los medios de casación que aduce, el examen 
de dicho memorial lleva a concretarlos de este modo, en lo 
refefente al intimado aún en causa: lo.— "Exceso de po-
der" o violación de "la ley de su competencia"; 2o.— Vio-
lación de la regla de los dos' grados de jurisdicción y, en 
consecuencia, del "art. 65 de la Constitución" y de "los ar-
tículos 4. 7 y 15 de la Ley sobre Registro de Tierras"' ; 3o.. 
Violación del "art. 70 de la Ley sobre Registro de Tierras; 
4o. "Exceso de poder" en otro aspecto; violación del dere-
cho de la defensa, y de los artículos 6, apartado 12, y 7 de 

la Constitución; 
Considerando, que por una nota puesta ,por el inti- 
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mante, el día de la audiencia en que se conoció del presen-
te recurso, a su memorial de casación, dicho intimante pre-
tende agregar, a dicho memorial, un nuevo medio, en que 
se alega la violación del artículo 2223 del Código Civil; 

Considerando, acerca de lo que en último término, se 
indica arriba: que el artículo 5 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación dispone, en términos claros y precisos, 
que "el recurso de casación deberá contener todos los me-
dios de su fundamento, y se deducirá por un memorial de-positado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justi-
cia, en los dos meses de la notificación de la sentencia"; que 
el artículo 6, reformado, de la misma ley, expresa, en cuan-
to al emplazamiento a la parte intimada, que éste "se en-
cabezará con una copia del auto mencionado" (el del Ma-
gistrado Presidente de la Suprema Corte, que autorice a 
emplazar) "y otra del memorial del pedimento, a pena de 
nulidad"; que, en virtud de los textos legales que acaban 
de ser copiados, es inaceptable que el actual intimante ten-
ga derecho a hacer, en el momento y en las circunstan-
cias ya indicadas —el día de la audiencia—, la agregación 
de un nuevo medio, que ha pretendido; que, por lo tanto, 
el aludido nuevo medio, concerniente a la pretendida vio-
lación del artículo 2223 del Código Civil, debe ser y es de-
clarado inadmisible; 

Considerando, acerca del medio que ha sido indicado 
con el ordinal lo.: que el intimante alega que, en las con-
clusiones de la instancia de su causante, Doctor Ernesto 
A. Botello. del cinco de diciembre de mil novecientos trein-
ta y cinco, sólo se hacía al Tribunal Superior de Tierras 
este pedimento: "que procedáis a la designación de un Juez 
de ese Tribunal de Tierras, -encargado de conocer, en ju -
risdicción original, de las demandas a que se refiere este 
escrito, previa citación a las partes interesadas"; que por 
lo tanto, el indicado Tribunal Superior había sido apode -
rado, únicamente, de la cuestión de designar el juez de ju-
risdicción original que se le solicitaba y que, según el re-
curso, era "pertinente"; y que, al rechazar lo pedido y fun-
dar, tal rechazamiento, en la circunstancia de haber deci- 
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dido lo que no se le había sometido: que el ejercicio de las 
acciones de que se trataba había prescrito, el Trbiunal 

la, quo incurrió en el 'vicio de "exceso de poder" o en el de 
haber "violado la ley de su competencia"; 

Considerando, que de modo contrario a corno lo pre- 
tende el intimante, los motivos en los cuales se presenta - 
ban basadas las conclusiones a que él se refiere, se encon- 
traban, en la especie, virtualmente comprendidós en las 
aludidas conclusiones, pues, de lo contrario, éstas hubiesen 
carecido de sentido alguno, tomadas aisladamente; que, pa- 
ra resolver si se designaba o nó el juez que se pedía, era 
indispensable decidir, también, si eran, o nó, fundadas las 
razones en que se apoyabl el pedimento; esto es, si había, 
en realidad, algo ppr juzgar que fuera de la .competencia 
de un juez de jurisdicción original, situación completamen -

te distinta de la presentada, a título de ejemplo, por el in-
timante, en la cual se le pidiera a un juez fijar audiencia pa-

ra el conocimiento de algún litigio; pues, mientras en esta 
hipótesis; el solicitante de audiencia no habría tenido que 
demostrar, en el pedimento, la bondad del fondo de su cau-
sa, de lo cual sólo hubiera podido conocer el juez cuando, 
mediante los procedimientos del caso, se le sometiera la de-
manda correspondiente, en el Tribunal de Tierras, que cons-_ 
tituye un único organismo aunque, para el ejercicio de sús 
atribuciones, éstas resulten distribuídas, en general, por la 
Ley de Registro de Tierras, en dos jurisdicciones excepto 
en los casos en que la naturaleza del asunto requiera una 
decisión, previa o única. del Tribunal Superior, es indispen -

sable que este último, en presencia de algún pedimento, de-
cida si el fondo del mismo es de su propia competencia, por 
virtud de una regla excepcional, o de la de un juez de ju-
risdicción original en primer término, como resultado de la 
aplicación de la regla general, ya que sólo en este último ca-
so procederá la designación de un juez, para conocer del 
asunto en un primer grado de jurisdición; que, en la espe -

cie, al existir un fallo del Tribunal Superior de Tierras, del 
veinticuatro de enero de mil novecientos veinticuatro (de 
acuerdo con las consignaciones contenidas en la decisión 
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mante, el día de la audiencia en que se conoció del presen-
te recurso, a su memorial de casación, dicho intimante pre-
tende agregar, a dicho memorial, un nuevo medio, en que 
se alega la violación del artículo 2223 del Código Civil; 

Considerando, acerca de lo que en último término, se 
indica arriba: que el artículo 5 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación dispone, en términos claros y precisos, 
que "el recurso de casación deberá contener todos los me. 
dios de su fundamento, y se deducirá por un memorial de-
positado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justi-
cia, en los dos meses de la notificación de la sentencia"; que 
el artículo 6, reformado, de la misma ley, expresa, en cuan-
to al emplazamiento a la parte intimada, que éste "se en-
cabezará con una copia del auto mencionado" (el del Ma-
gistrado Presidente de la Suprema Corte, que autorice a 
emplazar) "y otra del memorial del pedimento, a pena de 
nulidad"; que, en virtud de los textos legales que acaban 
de ser copiados, es inaceptable que el actual intimante ten-
ga derecho a hacer, en el momento y en las circunstan-
cias ya indicadas —el día de la audiencia—, la agregación 
de un nuevo medio, que ha pretendido; que, por lo tanto, 
el aludido nuevo medio, concerniente a la pretendida vio-
lación del ártículo 2223 del Código Civil, debe ser y es de-
clarado inadmisible; 

Considerando, acerca del medio que ha sido indicado 
con el ordinal lo.: que el intimante alega que, en las con-
clusiones de la instancia de su causante, Doctor Ernesto 
A. Botello. del cinco de diciembre de mil novecientos trein-
ta y cinco, sólo se hacía al Tribunal Superior de Tierras 
este pedimento: "que procedáis a la designación de un Juez 
de ese Tribunal de Tierras, .encargado de conocer, en ju -
risdicción original, de las demandas a que se refiere este 
escrito, previa citación a las partes interesadas"; que por 
lo tanto, el indicado Tribunal Superior había sido apode-
rado, únicamente, de la cuestión de designar el juez de ju-
risdicción original que se le solicitaba y que, según el re-
curso, era "pertinente"; y que, al rechazar lo pedido y fun-
dar, tal rechazamiento, en la circunstancia de haber deci - 

dido lo que no se le había sometido: que el ejercicio de las 
acciones de que se trataba había prescrito, el Trbiunal 

a quo incurrió en el *vicio de "exceso de poder" o en el de 
haber "violado la ley de su competencia"; 

Considerando, que de modo contrario a como lo pre -

tende el intimante, los motivos en los cuales se presenta -
ban basadas las conclusiones a que él se refiere, se encon-
traban, en la especie, virtualmente comprendidás en las 
aludidas conclusiones, pues, de lo contrario, éstas hubiesen 
carecido de sentido alguno, tomadas aisladamente; que, pa -

ra resolver si se designaba o nó el juez que se pedía, era 
indispensable decidir, también, si eran, o nó, fundadas las 
razones en que se apoyabl,, el pedimento; esto es, si había, 
en realidad, algo por juzgar que fuera de la, competencia 
de un juez de jurisdicción original, situación completamen -

te distinta de la presentada. a título de ejemplo, por el in-
timante, en la cual se le pidiera a un juez fijar audiencia pa-

ra el conocimiento de algún litigio; pues, mientras en esta 

hipótesis , 
el solicitante de audiencia no habría tenido que 

demostrar, en el pedimento, la bondad del fondo de su cau-
sa, de lo cual sólo hubiera podido conocer el juez cuando, 
mediante los procedimientos del caso, se le sometiera la de-
manda correspondiente, en el Tribunal de Tierras, que cons -
tituye un único organismo aunque, para el ejercicio de sús 
atribuciones, éstas resulten distribuidas, en general, por la 
Ley de Registro de Tierras, en dos jurisdicciones excepto 
en los casos en que la naturaleza del asunto requiera una 
decisión, previa o única, del Tribunal Superior, es indispen -

sable que este último, en presencia de algún pedimento, de -

cida si el fondo del mismo es de su propia competencia, por 
virtud de una regla excepcional, o de la de un juez de ju-
risdicción original en primer término, como resultado de la 
aplicación de la regla general, ya que sólo en este último ca-
so procederá la designación de un juez, para conocer del 
asunto en un primer grado de jurisdición; que, en la espe -

cie, al existir un fallo del Tribunal Superior de Tierras, del 
veinticuatro de enero de mil novecientos veinticuatro (de 
acuerdo con las consignaciones contenidas en la decisión 
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ahora atacada), que había adjudicado, definitivamente, a 
The Central Romana Inc., el terreno al cual se refería la 
instancia del Doctor Botello, ninguila jurisdicción inferior 
a fa del Tribunal Superior aludido. - podía decidir si el "de-
creto, mandamiento o fallo de registro", que era la obra o 
el resultado de la obra del mencionado Tribunal Superior, 
había sido "obtenido fraudulentamente" del repetido Tri-
bunal Superior; que por ello, de la acción en revisión por 
fraude, prevista en el artículo 70 de la Ley de Tierras; de la 
procedencia de la misma, y de la procedencia de la acción, 
también prevista por dicho artículo 70, para reparar daños 
y perjuicios causados por el frande cuyo establecimiento só-
lo puede ser hecho por el mismo Tribunal Superior de Tie-
rras, ante el cuál se hubiera podido cometer, únicamente és-
te puede conocer; y cuando la revisión fuera ordenada, o 
cuando, establecido el frande, se fallara que, por haber un 
tercero, adquiriente de buena fe, solo quedase una acción en 
reparación de daños y perjuicios por intentar. sería cuando 
el Tribunal Superior estaría obligado, por la ley que lo rige, 
a designar un juez de jurisdicción original para que cono-
ciera y fallara, en un primer grado de jurisdicción, lo que 
en esa hipótesis habría quedado pendiente de solución; que, 
como consecuencia de lo dicho, el Tribunal Superior de Tie-
rras estaba llamado, en primer término, a decidir si la ac-
ción del Doctor Botello se encontraba en tiempo legalmente 
útil para ser intentada, y no podía limitarse a rechazar el 
pedimento de designación de un juez de jurisdicción origi-
nal, sin dar los motivos eficientes que para ello tuviera; que 
su apoderamiento abarcaba la instancia íntegra del cinco de 
diciembre de mil novecientos treinta y cinco, tanto en sus 
conclusiones como en los motivos de las mismas; que, por 
consiguiente, al haber procedido así, al rechazar la instan-
cia en referencia, el Tribunal Superior de Tierras no incu -
lriá en los vicios indicados en el medio primero, el cual debe 
ser rechazado; 

Considerando. respecto del medio que ha sido marcado 
con el ordinal 2o.: que, en primer lugar, debe ser esclareci-
do que el artículo 65 de la Constitución de la República que 
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regía cuando el Doctor Botello dirigió al Tribunal Superior 
de Tierras su instancia, sólo se refería a las Gortes de Ape -

lación, y nó al Tribunal de Tierras, al cual una Constitución 
anterior había reconocido como regido por la ley especial de 
su creación, reconocimiento que no fué alterado por las le-
yes sustantivas posteriores; que además, dicho cánon cons -

titucional, al señalar, entre las atribuciones de las mismas 
Cortes de Apelación, las de "conocer de las apelaciones de 
sentencias" (y nótese que no se dijo de las sentencias) -  "dic-

tadas por los Tribunales y Juzgados de Primera Instancia", 
no prescribió que todas las sentencias aludidas fueran ape -

lables, ni entendió que lo que en ese párrafo disponía, -inri-

pidiera que también conociesen, las Cortes en referencia, de 
'los demás asuntos que determinen las leyes", como indica 
el párrafo 3o. del mismo artículo 65; 

Considerando ,  que en sus otros aspectos, la improée 
dencia del medio que ahora se examina ha queda-do eviden -

ciada por lo que ya ha sido establecido respecto del medio, 
primero; pues, la acción extraordinaria por fraude, previs -

ta por el artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, no 
encuentra obstáculos, para su ejercicio ante el Tribunal Su-
perior de Tierras y para su conocimiento y fallo por éste, 
en lob artículos 4, 7 y 15 de la ley expresada; que. en vez 
de ello, al expresar el artículo 9 de la Ley No. 1154, del 27 

<de mayo de 1929, adicionado al artículo 7 de la repetida 

Ley de Registro de Tierras que "el Tribunal de Tierras en -

tenderá en todo lo relativo a la ejecución de sus senten
-

cias", confirmó así una regla general existente para la eje
-

cución de las sentencias, que impediría que un tribunal in
-

ferior, —el de jurisdicción original— conociese de lo rela
-

tivo a la ejecución de sentencias del Tribunal Superior, sin 
un mandato que éste no está obligado a conferirle; y las 
mismas razones hay para entender que, según el espíritu 
de la Ley de Registro de Tierras, sólo el Tribunal Superior 
puede conocer de los fraudes que se alegue hayan sido em

- 

pleados ante él para obtener un fallo del mismo; que, por 

todo lo expuesto, el medio que ha sido señalado como 
se- 

gundo , debe ser rechazado íntegramente; 
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ahora atacada), que había adjudicado, definitivamente, a 
The Central Romana Inc., el terreno al cual se refería la 
instancia del Doctor Botello, ninguila jurisdicción inferior 
a la del Tribunal Superior aludido. -  podía decidir si el "de-
creto, mandamiento o fallo de registro", que era la obra o 
el resultado de la obra del mencionado Tribunal Superior, 
había sido "obtenido fraudulentamente" del repetido Tri-
bunal Superior; que por ello, de la acción en revisión por 
fraude, prevista en el artículo 70 de la Ley de Tierras; de la 
procedencia de la misma, y de la procedencia de la acción, 
también prevista por dicho artículo 70, para reparar daños 
y perjuicios causados por el frande cuyo establecimiento só-
lo puede ser hecho por el mismo Tribunal Superior de Tie-
rras, ante el cuál se hubiera podido cometer, únicamente és-
te puede conocer; y cuaildo la revisión fuera ordenada, o 
cuando, establecido el frande, se fallara que, por haber un 
tercero, adquiriente de buena fe, solo quedase una acción en 
reparación de daños y perjuicios por intentar, sería cuando 
el Tribunal Superior 'estaría obligado, por la ley que lo rige, 
a designar un juez de jurisdicción original para que cono-
ciera y fallara, en un primer grado de jurisdicción, lo que 
en esa hipótesis habría quedado pendiente de solución; que, 
como consecuencia de lo dicho, el Tribunal Superior de Tie-
rras estaba llamado, en primer término, a decidir si la ac-
ción del Doctor Botello se encontraba en tiempo legalmente 
útil para ser intentada, y no podía limitarse a rechazar el 
pedimento de designación de un juez de jurisdicción origi-
nal, sin dar los motivos eficientes que para ello tuviera; que 
su apoderamiento abarcaba la instancia íntegra del cinco de 
diciembre de mil novecientos treinta y cinco, tanto en sus 
conclusiones como en los motivos de las mismas; que, por 
consiguiente, al haber procedido así, al rechazar la instan-
cia en referencia, el Tribunal Superior de Tierras no incu -

, rrió en los vicios indicados en el medio primero, el cual debe 
ser rechazado; 

Considerando. respecto del medio que ha sido marcado 
con el ordinal 2o.: que, en primer lugar, debe ser esclareci -
do que el artículo 65 de la 'Constitución de la República que 
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regía cuando el Doctor Botello dirigió al Tribunal Superior 
de Tierras su instancia, sólo se refería a las Gortes de Ape -

lación, y nó al Tribunal de Tierras, al cual una Constitución 
anterior había reconocido como regido por la' ley especial de 
su creación, reconocimiento que no fué alterado por las le-
yes sustantivas posteriores; que además, dicho cánon cons - 

 titucional, al señalar, entre las atribuciones de las mismas 
Cortes de Apelación, las de "conocer de las apelaciones de 
sentencias" (y nótese que no se dijo de las sentencias) .  "dic-

tadas por los Tribunales y Juzgados de Primera Instancia", 
no prescribió que todas las sentencias aludidas fueran ape -

lables, ni entendió que lo que en ese párrafo disponía, im -

pidiera que también conociesen, las Cortes en referencia, de 
"``.los demás asuntos que determinen las leyes", como indica 
el párrafo 3o. del mismo artículo 65; 

Considerando, que en sus otros aspectos, la improce -

dencia del medio que ahora se examina ha quedado eviden
-

ciada por lo que ya ha sido establecido respecto del medio, 
primero; pues, la acción extraordinaria por fraude, previs 
ta por el articulo 70 de la Ley de Registro de Tierras, no 

encuentra obstáculos, para su ejercicio ante el Tribunal Su-
perior de Tierras y para su conocimiento y fallo por éste, 
en lo's artículos 4, 7 y 15 de la ley expresada; que. en vez 

de ello;  al expresar el artículo 9 de la Ley No. 1154, del 27 
‹de mayo de 1929, adicionado al artículo 7 de la repetida 

Ley de Registro de Tierras que "el Tribunal de Tierras en -

tenderá en todo lo relativo a la ejecución de soq senten 
cias", confirmó así una regla general existente para la eje

-

cución de las sentencias, que impediría que un tribunal in
-

ferior, —el de jurisdicción original— conociese de lo rela
-

tivo a la ejecución de sentencias del Tribunal Superior, sin 
un mandato que éste no está obligado a conferirle; y las 
mismas razones hay para entender que, según el espíritu 
de la Ley de Registro de Tierras, sólo el Tribunal Superior 
puede conocer de los fraudes que se alegue hayan sido em

- 

pleados ante él para obtener un fallo del mismo; que, por 
'todo lo expuesto, el medio que ha sido señalado como se- 
gundo, debe ser rechazado íntegramente; 
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dría volver a solicitar se conociera de su pretensión sobre 
existencia de funde, alegando en esa nueva hipótesis opor -

tunidad un propósito distinto —el de obtener reparación 
de daños y perjuicios—, con lo cual se mantenáría al Tri -

bunal Superior de Tierras, durante el largo plazo indicado 
en el artículo 2262 del Código Civil, expuesto a seguir ocu -

pándose en un mismo expediente, cosa contraria al espíri -

tu y a la letra de la ley de su creación; que la acción pre-
vista en el artículo 70, aparece creada a título de excepción 
a las reglas de inmutabilidad y respetabilidad de los fallos 
de. registro; y tal excepción debe ser interpretada de modo 
restrictivo; que la acción del artículo 70, en reparación de 
daños y perjuicios, requerirá la revisión del expediente, 
para poder establecer los verdaderos derechos por cuya 
pérdida deba ser indemnizado el actor cuando exista un ter-
cero adquiriente de buena fe que impida la revisión del re-

gistro; y lo que aparece haberse querido, con el artículo 70, 
es que ninguna revisión (ni la del expediente, en cualquie -

ra de las dos acciones, ni la del registro, que sea conse -

cuencia de la del expediente cuando no haya un tercero 
adquiriente de buena fe), pueda solicitarse en el término 
de un año "después de inscribirse el decreto"; que lo dicho 
tiene cierta analogía con lo que sucede, ante los tribunales 
penales, cuando una parte civil apela (cosa que sólo puede 
hacer en el plazo legal) contra una sentencia que haya des -

cargado al inculpado, y el Ministerio Público no haya in-
terpuesto igual recurso: el proceso podría reiniciarse ante 
el tribunal o la Corte de Apelación, para los fines de la ac -

ción civil; pero, el descargo penal habrá adquirido la au-
toridad de la cosa irrevocablemente juzgada, y el disposi -

tivo que lo consagre continuará surtiendo sus efectos; que 
por todo ello, el tercer medio, en el cual se aduce lo con -

trario, debe ser rechazado; 
Considerando, acerca del último medio, señalado con 

el ordinal 4o. : que el intimante alega, en esta parte de su 

recurso, lo siguiente: "Y hay, todavía, en la circunstancia 
de haber decidido el Tribunal Superior de Tierras la pres -

cripción de las acciones del Dr. Botello, sin_ habérsele ci- 
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Considerando, sobre el medio marcado con el ordinal 
3o.: que tal como lo ha establecido la Suprema Corte 

de Justicia en casos anteriores, el plazo de un año indicado 
por el artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, ha sido 
fijado, no sólo para el ejercicio de la acción en revisión por 
fraude, que tendería a revisar el registro mismo, sino tan- 
bién para la acción en daños y prejuicios a que dicho frau- 
de de lugar; pues el propósito manifiesto del legislador ha 
sido que por medio de los títulos expedidos por virtud de 
sentencias definitivas del Tribunal Superior de Tierras, se 
establezcan "la confianza en los derechos de propiedad", 
como "medida enérgica que determine los verdaderos de- 
rechos de propiedad de las tierras", como se expone en el 
Preámbulo 

de la Ley de Registro de Tierras, propósito que 
quedaría frustrado cuando bien haya obtenido 

uno de esos 
títulos, continuara expuesto, durante los largos períodos de 
las prescripciones del Código Civil, a acciones que pudie-
ran obligarlo a traspasar al actor el título obtenido, 

para 
librarse de una demanda en darios y perjuicios iniciada, o 
a ver que se le embargara lo obtenido, como consecuencia 
de una posible condenación que tuviera sus causas 
en hechos alegados como que existían en el momento del 
saneamiento ¡definitivo; que como el establecimiento del 

fraude es una condición indispensable .para el triunfo, tan-
to de la acción en revisión, como de la tendiente a obtener 
reparación de daños y perjuicios, previstos por el artículo 
70 ya aludido, las consecuencias de la inacción, durante to-
do un año —"después de inscribirse el decreto"—, por par-
te de quien pretenda que el fraude haya sido empleado, tie-
nen que ser, lógicamente, las mismas respecto de cualquie-
ra de las dos acciones, pues de lo contrario, como "una per-
sona que fuere perjudicada por un decreto, mandamiento 

o fallo de esta clase, en todo caso puede demandar por daños 
y perjuicios al reclamante u otra persona que 

por medios fraudulentos 
lo obtuviere" (expresiones de la parte final 

• del repetido artículo 70), resultaría que quien viese recha-zado su pedimento de revisión por fraude, por haberlo pre-
sentado después de expirado el año señalado para ello, po

- 
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Considerando, sobre el medio marcado con el ordinal 
3o.: que tal momo lo ha establecido la Suprema 

Corte de 
Justicia en casos anteriores, el plazo de un año indicado 
por el artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, ha sido 
fijado, no sólo para el ejercicio de la acción en revisión por 
fraude, que tendería a revisar el registro mismo, sino tan= 
bién para la acción en daños y prejuicios a que dicho frau- 
de de lugar; pues el propósito manifiesto del legislador ha 
sido que por medio de los títulos expedidos por virtud de 
sentencias definitivas del Tribunal Superior de 

Tierras, se 
establezcan "la confianza en los derechos de propiedad", 
como "medida enérgica que determine los verdaderos de- 
rechos de propiedad de las tierras", como se expone en el 
Preámbulo 

de la Ley de Registro de Tierras, propósito que 
quedaría frustrado cuando bien haya obtenido 

uno de esos 
títulos, continuara expuesto, durante los largos períodos de 
las prescripciones del Código Civil, a acciones que pudie- 
ran obligarlo a traspasar al actor el título 

obtenido, para 
librarse de una demanda en daños y perjuicios iniciada, o 
a ver que se le embargara lo obtenido, como consecuencia 
de una posible condenación que tuviera sus causas 
en hechos alegados como que existían en el momento del 
saneamiento ;definitivo; que corno el establecimiento del 

fraude es una condición indispensable .para el triunfo, tan-
to de la acción en revisión, como de la tendiente a obtener 
reparación de daños y perjuicios, previstos por el artículo 
70 ya aludido, las consecuencias de la inacción, durante to

-do un año —"después de inscribirse el decreto"—, por par-
te de quien pretenda que el fraude haya sido empleado, tie-
nen que ser, lógicamente, las mismas respecto de cualquie-
ra de las dos acciones, pues de lo contrario, como "una per-
sona que fuere perjudicada por un decreto, mandamiento o 
fallo de esta clase, 

en todo caso puede demandar por daños 
y perjuicios al reclamante u otra persona que 

por medios fraudulentos 
lo obtuviere" (expresiones de la parte final 

• del repetido artículo 70), resultaría que quien viese recha-zado su pedimento de revisión por fraude, por haberlo pre-
sentado después de expirado el año señalado para ello, po- 
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(Iría volver a solicitar se conociera de su pretensión sobre 
existencia de frande, alegando en esa nueva hipótesis opor -

tunidad un propósito distinto —el de obtener reparación 
de daños y perjuicios—, con lo cual se manten;: la al Tri -

bunal Superior de Tierras, durante el largo plazo indicado 
en el artículo 2262 del Código Civil, expuesto a seguir ocu -

pándose en un mismo expediente, cosa contraria al espíri -

tu y a la letra de la ley de su creación; que la acción pre-
vista en el artículo 70, aparece creada a título de excepción 
a las reglas de inmutabilidad y respetabilidad de los fallos 
de. registro; y tal excepción debe ser interpretada de modo 
restrictivo; que la acción del artículo 70, en reparación de 
daños y perjuicios, requerirá la revisión del expediente, 
para poder establecer los verdaderos derechos por cuya 
pérdida deba ser indemnizado el actor cuando exista un ter-
cero adquiriente de buena fe que impida la revisión del re-

gistro; y lo que aparece haberse querido, con el artículo 70, 
es que ninguna revisión (ni la del expediente, en cualquie -

ra de las dos acciones, ni la del registro, que sea conse -

cuencia de la del expediente cuando no haya un tercero 
adquiriente de buena fe), pueda solicitarse en el término 
de un año "después de inscribirse el decreto"; que lo dicho 
tiene cierta analogía con lo que sucede, ante los tribunales 
penales, cuando una parte civil apela (cosa que sólo puede 
hacer en el plazo legal) contra una sentencia que haya des-
cargado al inculpado, y el Ministerio Público no haya in-
terpuesto igual recurso: el proceso podría reiniciarse ante 
el tribunal o la Corte de Apelación. para los fines de la ac-
ción civil; pero, el descargo penal habrá adquirido la au -

toridad de la cosa irrevocablemente juzgada, y el disposi -

tivo que lo consagre continuará surtiendo sus efectos; que 
por todo ello, el tercer medio, en el cual se aduce lo con - 

trario, debe ser rechazado; 
Considerando, acerca del último medio, señalado con 

el ordinal 4o. : que el intimante alega, en esta parte de su 

recurso, lo siguiente: "Y hay, todavía, en la circunstancia 
de haber decidido el Tribunal Superior de Tierras la pres-
cripción de las acciones del Dr. Botello, sin_ habérsele ci- 
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lado, o sin habérsele dado oportunidad de discutir esa 
prescripción, un evidente exceso de poder, o una evidente 
violación del derecho de defensa que puede servir de fun-
damento a un recurso de casación, o porque ese derecho se 
halla consagrado en el art. 6. ap. 12, de la Constitución, o 
por su condición de derecho natural.— Sobre esto último 
consúltese a Tissier & Darras, Cod. Proc. Civil, art. 85. 
No. 1, donde queda expresado que "el derecho de defensa 
en toda discusión judicial es un derecho natural i sagrado, 
del que nadie puede ser privado. La Violación de este de-
recho conlleva la nulidad, aunque la lei no lo exprese for-
malmente". Y en Dalloz, Repertorio Práctico, vo. DROIT 
DE DEFENSE, No. 12, se hallan también estas expresio-
nes :— "La primera garantía del derecho de defensa con-
siste en la nulidad de toda sentencia dictada contra una 
persona que no ha sido citada"; 

Considerando, que, por una parte, el apartado 12 del 
artículo 6 de la Constitución de la República, sólo se refie-
re a "la seguridad individual", y por ello es extraño al pre-
sente litigio; y por la otra, si bien el derecho de la defensa 
es. realmente, un "derecho natural", que puede considerar-
se abarcado por los términos genérales del artículo 7 de la 
misma Constitución, es infundado el pretender que el Tri-
bunal Superior de Tierras violase tal derecho, contra el 
causante del recurrente, o cometiese un exceso de poder. 
porque dicho causante, que estaba llamado a exponer, y 
expuso en su instancia del cinco de diciembre de mil no-
vecientos treinta y cinco, cuanto consideraba como funda-
mento . de lo que pedía, y que no podía desconocer las pres-
cripciones del artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, 
creyese que aún se le debía dar una nueva oportunidad, 
esta vez para rebatir la • interpretación que del texto legal 
indicado debiera hacer dicho tribunal; que ningún texto 
legal, ni ningún 'principio que se pudiera considerar con-
sagrado en la legislación dominicana, prestan apoyo a las 
pretensiones que se sustentan en este medio, el cual, por 
lo tanto debe ser rechazado; 
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Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por el Licenciado Miguel Campillo Pérez, contra 
la decisión del Tribunal Superior de Tierras de fecha trein-
ta de septiembre de mil novecientos treinta y seis, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
llo, y condena dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co — F. Tavares hijo.— Eudaldo Troncoso de la C.— J. 
Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran' en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresado, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) :— Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán Ta-
vares, hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno del 
Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha y José Pérez 
'Nolasco, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Sánto Domingo, hoy día veintinueve del mes de sep-
tiembre de mil novecientos cuarenta y tres, año 100 de la 
Independencia, 81 de la Restauración y 14 de la Era de Tm-

' jillo, dicta. en audiencia pública, como Corte de Casación, la 

sentencia siguiente: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 

Celeste Yambó de Pérez, dominicana, de oficios domésticos, 
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lado, o sin habérsele dado oportunidad de discutir esa 
prescripción, un evidente exceso de poder, o una evidente 
violación del derecho de defensa que puede servir de fun-
damento a un recurso de casación, o porque ese derecho se 
halla consagrado en el art. 6. ap. 12, de la Constitución, o 
por su condición de derecho natural.— Sobre esto último 
consúltese a Tissier & Darras, Cod. Proc. Civil, art. 85. 
No. 1, donde queda expresado que "el derecho de defensa 
en toda discusión judicial es un derecho natural 1 sagrado, 
del que nadie puede ser privado. La Violación de este de-
recho conlleva la nulidad, aunque la lei no lo exprese for-
malmente". Y en Dalloz, Repertorio Práctico, vo. DROIT 
DE DEFENSE, No. 12, se hallan también estas expresio-
nes :— "La primera garantía del derecho de defensa con-
siste en la nulidad de toda sentencia dictada contra una 
persona que no ha sido citada"; 

Considerando, que, por una parte, el apartado 12 del 
artículo 6 de la Constitución de la República, sólo se refie-
re a "la seguridad individual", y por ello es extraño al pre-
sente litigio; y por la otra, si bien el derecho de la defensa 
es. realmente, un "derecho natural", que puede considerar-
se abarcado por los términos genérales del artículo 7 de la 
misma Constitución, es infundado el pretender que el Tri-
bunal Superior de Tierras violase tal derecho, contra el 
causante del recurrente, o cometiese un exceso de poder. 
porque dicho causante, que estaba llamado a exponer, y 
expuso en su instancia del cinco de diciembre de mil no-
vecientos treinta y cinco, cuanto consideraba como funda-
mento de lo que pedía, y que no podía desconocer las pres-
cripciones del artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, 
creyese que aún se 1,e debía dar una nueva oportunidad, 
esta vez para rebatir la • interpretación que del texto legal 
indicado debiera hacer dicho tribunal; que ningún texto 
legal, ni ningún 'principio que se pudiera considerar con-
sagrado en la legislación dominicana, prestan apoyo a las 
pretensiones que se sustentan en este medio, el cual, por 
lo tanto debe ser rechazado; 
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Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por el Licenciado Miguel Campillo Pérez, contra 
la decisión del Tribunal Superior de Tierras de fecha trein-
ta de septiembre de mil novecientos treinta y seis, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
llo, y condena dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co — F. Tavares hijo.— Eudaldo Troncoso de la C.— J. 
Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran' en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresado, y fué firmada, 
leída y publicada por raí, Secretario General, que certillco.— 
(Firmado) :— Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 
	o 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán Ta-
vares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno del 
Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha y José Pérez 
Nolasco, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Sánto Domingo, hoy día veintinueve del mes de sep-
tiembre de mil novecientos cuarenta y tres, año 100 de la 
Independencia, 81 de la Restauración y 14 de la Era de Tru-
jillo, dicta. en audiencia pública, como Corte de Casación, la 

sentencia siguiente: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 

Celeste Yambó de Pérez, dominicana, de oficios domésticos, 
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lado, o sin habérsele dado oportunidad de discutir esa 
prescripción, un evidente exceso de poder, o una evidente 
violación del derecho de defensa que puede servir de fun-
damento a un recurso de casación, o porque ese derecho se 
halla consagrado en el art. 6. ap. 12, de la Constitución, o 
por su condición de derecho natural.— Sobre esto último 
consúltese a Tissier & Darras, Cod. Proc. Civil, art. 85. 
No. 1, donde queda expresado que "el derecho de defensa 
en toda discusión judicial es un derecho natural 1 sagrado, 
del que nadie puede ser privado. La Violación de este de-
recho conlleva la nulidad, aunque la lei no lo exprese for-
malmente". Y en Dalloz, Repertorio Práctico, vo. DROIT 
DE DEFENSE, No. 12, se hallan también estas expresio-
nes:— "La primera garantía del derecho de defensa con-
siste en la nulidad de toda sentencia dictada contra una 
persona que no ha sido citada"; 

Considerando, que, por una parte, el apartado 12 del 
artículo 6 de la Constitución de la República, sólo se refie-
re a "la seguridad individual", y por ello es extraño al pre-
sente litigio; y por la otra, si bien el derecho de la defensa 
es. realmente, un "derecho natural", que puede considerar-
se abarcado por los términos genérales del artículo 7 de la 
misma Constitución, es infundado el pretender que el Tri-
bunal Superior de Tierras violase tal derecho, contra el 
causante del recurrente, o cometiese un exceso de poder. 
porque dicho causante, que estaba llamado a exponer, y 
expuso en su instancia del cinco de diciembre de mil no-
vecientos treinta y cinco, cuanto consideraba como funda-
mento de lo que pedía, y que no podía desconocer las pres-
cripciones del artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, 
creyese que aún se le debía dar una nueva oportunidad, 
esta vez para rebatir la • interpretación que del texto legal 
indicado debiera hacer dicho tribunal; que ningún texto 
legal, ni ningún 'principio que se pudiera considerar con-
sagrado en la legislación dominicana, prestan apoyo a las 
pretensiones que se sustentan en este medio, el cual, por 
lo tanto debe ser rechazado; 
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Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por el Licenciado Miguel Campillo Pérez, contra 
la decisión del Tribunal Superior de Tierras de fecha trein-
ta de septiembre de mil novecientas treinta y seis, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-

llo, y condena dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co — F. Tavares hijo.— Eudaldo Troncoso de la C.— J. 
Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

,

Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
'pública del día, mes y año en él expresado, y fué firmada, 
'leida y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 
	o 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán Ta-
vares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno del 
Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha y José Pérez 
Nolasco, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Sánto Domingo, hoy día veintinueve del mes de sep-
tiembre de mil novecientos cuarenta y tres, año 100 de la 
Independencia, 81 de la Restauración y 14 de la Era de Tru-
jillo, dicta. en audiencia pública, como Corte de Casación, la 

sentencia siguiente: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 

Celeste Yambó de Pérez, dominicana, de oficios domésticos, 
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domiciliada y residente en Ciudad Trujillo, Distrito de San-
to Domingo, portadora de la cédula personal de identidad 
No. 1241, serie 1, renovada con sello número 1512, contra 
la •decisión número uno (1) del Tribunal Superior de Tie-
rras, de fecha veintiseis de octubre de mil novecientos cua-
rentidos, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: lo.-_ 
Que debe rechazar i rechaza la apelación interpuesta por Ce-
leste Yambó de Pérez, en fecha 5 del mes de Abril de 1940, 
por infundada.- 2o.- Que debe señalar i señala, con los e,  
Nos. 7 i 8 (siete i ocho) de la Manzana No. 464 (cuatrocien-
tos sesenta i cuatro) del Distrito Catastral No 1 (uno) del 
Distrito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, los solares ob-
jeto de este saneamiento: i ordenar i ordena, al agrimensor 
contratista Andrés Avelino Lora que someta dos planos de-
finitivos, individualizando los solares Nos. 7 i 8 en la for-
ma siguiente: Solar No. 7, la parte Este del plano general, 
de fecha 15 de enero de 1939; i solar No. 8, la parte Oeste 
de dicho plano.-- 3o.- Que debe ordenar i ordena, el regis-
tro del derecho de propiedad sobre el Solar No. 7, con sus 
mejoras, consistentes en una casa de concreto, techada de 
concreto, de una sola planta, marcada con el No. 163 ide la 
calle "José Gabriel García", en favor del señor RAMON Al\T 
TONIO MENA HERRERA, mayor de edad, dominicano, em-
pleado público, casado bajo el régimen de la comunidad de 
bienes con Elba Moya de Mena, domiciliado y residente en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo.- 4o.- Que de-
be ordenar i ordena, el registro del derecho de propiedad so-
bre el Solar No. S, con sus mejoras, consistentes en una ca-
sa de maderas, concreto, mampostería, i .zinc, techada de 
zinc, de una sola planta, marcada con el No. 165 de la calle 
"José Gabriel García", en favor del Señor RAMON ANTO -
NIO MENA HERRERA, mayor de edad, dominicano, em -
pleado público, casado bajo el régimen de la comunidad de 
bienes con Elba Moya de Mena, domiciliado y residente en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo ;- 50 - Que 
debe declarar i declara que las mejoras fomentadas dentro 
de la faja de terreno ocupada por la apelante Celeste Yambó 
de Pérez lo han sido de mala fe i quedan, por tanto, regidas  

por la primera parte del artículo 555 del Código Civil.-
60.- Estas propiedades quedan sometidas, sin embargo, a 
cualesquiera gravámenes que puedan subsistir sobre ellas, 
de los enumerados en el artículo 80 de la Ley de Registro de 
Tierras ;- Se ordena al Secretario del Tribunal de Tierras, 
que. una vez irrevocable esta Decisión, i después de recibidos 
por él los planos definitivos preparados por el Agrimensor 
Contratista i aprobados por la Dirección General de Mensu-
ras Catastrales, de acuerdo con los términos de esta Deci-
sión, expida los Decretos de Registros de Tierras correspon-
dientes"; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Arquímedes Pérez Cabral, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 23555, serie 1, renovada con sello 

• número 1075, abogado de la recurrente, en que se alegan las 
« Violaciones de la ley que' serán indicadas oportunamente; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Eduardo Read Barreras, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 4270, serie 1, renovada con sello 
número 555, abogado de la parte intimada, señor Ramón A. 
Mena Herrera, dominicano, empleado público, domiciliado y 
residente en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
portador de la cédula personal de identidad número 15694, 
serie 1, renovada con sello número 42; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Arquímedes Pérez Cabral, aboga& 

de la parte intimante, en la lectura de sus conclusiones, 
quien presentó, además, un memorial de ampliación; 

Oído el Licenciado Eduardo Read Barreras, abogado de 
la parte intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 552, 554, 555, 655, 1134, 1350, 
1602, 1614, 1616, 1617 del Código Civil; 1, 2, 4, 15, 36, 54, 
57, 62, 68, 70, 71, 80, 144 de la Ley de Registro de Tierras; 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en la 
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domiciliada y residente en Ciudad Trujillo, Distrito de San-
to Domingo, portadora de la cédula personal de identidad 
No. 124J, serie 1, renovada con sello número 1512, contra 
la 'decisión número uno (1) del Tribunal Superior de Tie-
rras, de fecha veintiseis de octubre de mil novecientos cua- ' 
rentidos, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: lo.- 
Que debe rechazar i rechaza la apelación interpuesta por Ce-
leste Yambó de Pérez, en fecha 5 del mes de Abril de 1940, 
por infundada.-- 2o.- Que debe señalar i señala, con los 
Nos. 7 i 8 (siete i ocho) de la Manzana No. 464 (cuatrocien-
tos sesenta i cuatro) del Distrito Catastral No 1 (uno) del 
Distrito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, los solares ob-
jeto de este saneamiento: i ordenar i ordena, al agrimensor 
contratista Andrés Avelino Lora que someta dos planos de-
finitivos, individualizando los solares Nos. 7 i 8 en la for-
ma siguiente: Solar No. 7, la parte Este del plano general, 
de fecha 15 de enero de. 1939; i solar No. 8, la parte Oeste 
de dicho plano.-- 3o.- Que debe ordenar i ordena, el regis-
tro del derecho de propiedad sobre el Solar No. 7, con sus 
mejoras, consistentes en una casa de concreto, techada de 
concreto, de una sola planta, marcada con el No. 163 ide la 
calle "José Gabriel García", en favor del señor RAMON AN: 
TONIO MENA HERRERA, mayor de edad, dominicano, em-
pleado público, casado bajo el régimen de la comunidad de 
bienes con Elba Moya de Mena, domiciliado y residente en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo.- 4o.- Que de-
be ordenar i ordena, el registro del derecho de propiedad so-
bre el Solar No. 8, con sus mejoras, consistentes en una ca-
sa de maderas, concreto, mampostería, i .zinc, techada de 
zinc, de una sola planta, marcada con el No. 165 de la calle 
"José Gabriel García", en favor del Señor RAMON ANTO-
NIO MENA HERRERA, mayor de edad, dominicano, em -
pleado público, casado bajo el régimen de la comunidad de 
bienes con Elba Moya de Mena, domiciliado y residente en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo ;- 5o - Que 
debe declarar i declara que las mejoras fomentadas dentro 
de la faja de terreno ocupada por la apelante Celeste Yambó 
de Pérez lo han sido de mala fe i quedan, por tanto, regidas  

por la primera parte del artículo 555 del Código Civil.- 
6o.- Estas propiedades quedan sometidas, sin embargo, a 
cualesquiera gravámenes que puedan subsistir sobre ellas, 
de los enumerados en el artículo 80 de la Ley de Registro de 
Tierras ;- Se ordena al Secretario del Tribunal de Tierras, 
que. una vez irrevocable esta Decisión, i después de recibidos 
por él los planos definitivos preparados por el Agrimensor 
Contratista i aprobados por la Dirección General de Mensu-
ras Catastrales, de acuerdo con los términos de esta Deci-
sión, expida los Decretos de Registros de Tierras correspon-
dientes"; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Arquímedes Pérez Cabral, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 23555, serie 1, renovada con sello 
número 1075, abogado de la recurrente, en que se alejan las 
violaciones de la ley que@ serán indicadas oportunamente; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Eduardo Read Barreras, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 4270, serie 1, renovada con sello 
número 555, abogádo de la parte intimada, señor Ramón A. 
Mena Herrera, dominicano, empleado público, domiciliado y 
residente en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
portador de la cédula personal de identidad número 15694, 
serie 1, renovada con sello número 42; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Arquímedes Pérez Cabral, abogado 

de la parte intimante, en la lectura de sus conclusiones, 
quien presentó, además, un memorial de ampliación; 

Oído el Licenciado Eduardo Read Barreras, abogado de 
la parte ¡ntimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
ddo, y vistos los artículos 552, 554, 555, 655, 1134, 1350, 

1602, 1614, 1616, 1617 del Código Civil; 1, 2, 4, 15, 36, 54, 
57, 62, 68, 70, 71, 80, 144 de la Ley de Registro de Tierras; 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en la 
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del Juez de Jurisdicción Original, confirmada por aquella, 
consta lo siguiente: 1) que en fecha quince de octubre de mil 
novecientos treinta y ocho el Tribunal Superior de Tierras 
concedió prioridad para el saneamiento y adjudicación de 
títulos a un solar en la mazana número 464 del Distrito Ca-
tastral número 1 del Distrito de Santo Domingo, Ciudad 
Trujillo; II) que, después de practicada la mensura catas-
tral del referido solar, y de llenadas las demás formalidades 
legales correspondientes, el Tribunal de Tierras de Jurisdic-
ción Original celebró el juicio del caso, en el cual compare-
cieron como reclamantes el señor Ramón Antonio Mena He-
rrera y la señora Celeste Yambó de Pérez; III) que en el 
curso de ese juicio, el juez practicó, el día veinte de julio de 
mil novecientos treinta y nueve, una visita de lugares, en 
presencia de los reclamantes y asistidos del Inspector de 
Mensuras Catastrales; IV) que, después de haber oído los 
alegatos y conclusiones de ambas partes, dicho juez dictó, 
en fecha doce de marzo de mil novecientos cuarenta, senten-
cia acerca del asunto, por la cual, esencialmente: mandó se-
ñalar con el número 7-8 (siete -ocho) el solar objeto del sa 
neamiento; rechazó la reclamación de Celeste Yambó de Pé-
rez opuesta a Mena Herrera; ordenó la modificación del pla-
no catastral, "en el sentido de incluir en el área del solar 
de que se trata, la faja de terreno en discusión, en su linde-
ro Oeste, en colindancia con la señora Celeste Yambó de Pé-
rez"; ordenó el registro del derecho de propiedad sobre el 
referido solar en favor del señor Ramón Antonio Mena He-
rrera; V) que en fecha cinco de abril de mil novecientos 
cuarenta, la señora Celeste Yambó de Pérez interpuso re-
curso de apelación contra la referida sentencia del Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original; VI) que en fecha vein-
tisiete de octubre de mil novecientos cuarentidos el Tribu-
nal Superior de Tierras dictó sentencia en el asunto, cuyo 
dispositivo figura transcrito anteriormente; 

Sobre el primer medio del recurso, en que se alega la 
violación de los artículos 552, 554, 555, 655, 658, 1134, 1350, 
1602, 1614, 1616, 1617 del Código Civil, 1, 2, 15, 36, 54, 57, 
62, 68, 70, 71, 80 y 144 de la Ley de Registro de Tierras; 

1 
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Considerando, que en apoyo de este medio de su recur -

so, la intimante sostiene, en primer término, "que el Tri-
bunal a quo para establecer el derecho que correspondía a 
las partes, debió, primordialmente, haber estudiado el acto 

por virtud del cual Mena Herrera vende el referido solar a 
la señora Yambó de Pérez"; y que, de haberlo hecho, "hu-
biese obtenido estos precisos elementos de convicción: pri-

mero: que el señor Mena Herrera vendió el solar con sus 
mejoras, y que éstas consistían en paredes que estaban pre-
cisamente, las del Este y del Oeste, en la línea limítrofe de 
los dos solares; segundo: que si las paredes mencionadas 
en su trayectoria total no trazaban una línea recta, la edi-
ficación que sobre ellas hiciese la compradora, con perfecto 
derecho puesto que las adquirió por la venta, no podía, tam-
poco, describir una línea recta"; 

Considerando, que, contrariamente a lo alegado en es-
te aspecto por la recurrente, esta Suprema Corte ha com-
probado que la sentencia impugnada, después de haber trans -

crito, en su 3er. considerando, la descripción del inmueble 
vendido en el acto de venta otorgado -en fecha veintisiete de 

julio de mil novecientos treintiocho, por el señor Ramón An-
tonio Mena Herrera a la señora Celeste Yambó de Pérez, ex -

presa, en su 4o. considerando, que "las paredes vendidas son 
las que quedan dentro del perímetro del solar descrito; que 
Celeste Yambó de Pérez, al fabricar en el solar comprado 
por ella a Mena, no continuó la pared que está marcada en 
el plano catastral con las estaciones 2 y 3, que era lo correc -

to, sino que se metió y tomó del solar de Mena la faja de 
terreno marcada en el plano catastral con las estaciones 4 
y 5, lo que resta valor al solar de Mena, quien precisamente, 
tuvo el cuidado de que el solar vendido por él quedara bien 
individualizado"; que la sentencia impugnada expresa que 
lo vendido por Mena Herrera a la intimante, de acuerdo con 
el acto de mil novecientos treintiocho, que dicha sentencia 
transcribe en lo que se relaciona con la designación del in-
mueble de que se trata, es el inmueble siguiente: "Us solar 
i las mejoras que existen dentro del mismo, consistentes en 
tres paredes, una de mampostería al norte, otra de concre- 
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del Juez de Jurisdicción Original, confirmada por aquella, 
consta lo siguiente: 1) que en fecha quince de octubre de mil 
novecientos treinta y ocho el Tribunal Superior de Tierras 
concedió prioridad para el saneamiento y adjudicación de 
títulos a un solar en la mazana número 464 del Distrito Ca- 
tastral número 1 del Distrito de Santo Domingo, Ciudad 
Trujillo; II) que, después de practicada la mensura catas- 
tral del referido solar, y de llenadas las demás formalidades 
legales correspondientes, el Tribunal de Tierras de Jurisdic- 
ción Original celebró el juicio

, del caso, en el cual compare-
cieron como reclamantes el señor Ramón Antonio Mena He-
rrera y la señora Celeste Yambó de Pérez; III) que en el 
curso de ese juicio, el juez practicó, el día veinte de julio de 
mil novecientos treinta y nueve, una visita de lugares, en 
presencia de los reclamantes y asistidos del Inspector de 
Mensuras Catastrales; IV) que, después de haber oído los 
alegatos y conclusiones de ambas partes, dicho juez dictó, 
en fecha doce de marzo de mil novecientos cuarenta, senten-
cia acerca del asunto, por la cual, esencialmente: mandó se-
ñalar con el número 7-8 (siete-ocho) el solar objeto del sa 
neamiento; rechazó la reclamación de Celeste Yambó de Pé-
rez opuesta a Mena Herrera; ordenó la modificación del pla-
no catastral, "en el sentido de incluir en el área del solar 
de que se trata. la  faja de terreno en discusión, en su linde-
ro Oeste, en colindancia con la señora Celeste Yambó de Pé-
rez"; ordenó el registro del derecho de propiedad sobre el 
referido solar en favor del señor Ramón Antonio Mena He-
rrera; V) que en fecha cinco de abril de mil novecientos 
cuarenta, la señora Celeste Yambó de Pérez interpuso re-
curso de apelación contra la referida sentencia del Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original; VI) que en fecha vein-
tisiete de octubre de mil novecientos cuarentidos el Tribu-
nal Superior de Tierras dictó sentencia en el asunto, cuyo 
dispositivo figura transcrito anteriormente; 

Sobre el primer medio del recurso, en que se alega la 
violación de los artículos 552, 554, 555, 655, 658, 1134, 1350, 
1602, 1614, 1616, 1617 del Código Civil, 1, 2. 15, 36, 54, 57, 
62, 68, 70, 71, 80 y 144 de la Ley de Registro de Tierras; 
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Considerando, que en apoyo de este medio de su recur -

so, la intimante sostiene, en primer término, "que el Tri-
bunal a quo para establecer el derecho que correspondía a 

las partes, debió, primordialmente, haber estudiado el acto 

por virtud del cual Mena Herrera vende el referido solar a 
la señora Yambó de Pérez"; y que. de haberlo hecho, "hu-
biese obtenido estos precisos elementos de convicción: pri-

mero : que el señor Mena Herrera vendió el solar con sus 
mejoras, y que éstas consistían en paredes que estaban pre-
cisamente, las del Este y del Oeste, en la línea limítrofe de 
los dos solares; segundo: que si las paredes mencionadas 
en su trayectoria total no trazaban una línea recta, la edi-
ficación que sobre ellas hiciese la compradora, con perfecto 
derecho puesto que las adquirió por la venta, no podía, tam-
poco, describir una línea recta"; 

Considerando, que, contrariamente a lo alegado en es-
te aspecto por la recurrente, esta Suprema Corte ha com -

probado que la sentencia impugnada, después de haber trans -

crito, en su 3er. considerando, la descripción del inmueble 
vendido en el acto de venta otorgado -en fecha veintisiete de 

julio de mil novecientos treintiocho, por el señor Ramón An-
tonio Mena Herrera a la señora Celeste Yambó de Pérez, ex-
presa, en su 4o. considerando, que "las paredes vendidas son 
las que quedan dentro del perímetro del solar descrito; que 
Celeste Yambó de Pérez, al fabricar en el solar comprado 
por ella a Mena, no continuó la pared que está marcada en 
el plano catastral con las estaciones 2 y 3, que era lo correc -

to, sino que se metió y tomó del solar de Mena la faja de 
terreno marcada en el plano catastral con las estaciones 4 
y 5, lo que resta valor al solar de Mena, quien precisamente, 
tuvo el cuidado de que el solar vendido por él quedara bien 
individualizado"; que la sentencia impugnada expresa que 
lo vendido por Mena Herrera a la intimante, de acuerdo con 
el acto de mil novecientos treintiocho, que dicha sentencia 
transcribe en lo que se relaciona con la designación del in-
mueble de que se trata, es el inmueble siguiente: "Us solar 
i las mejoras que existen dentro del mimo, consistentes en 
tres paredes, una de mampostería al norte, otra de concre- 
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to al Este, i otra de mampostería al Oeste; situado en la ca-
lle "José Gabriel García", marcado con el No. 165, de esta 
Ciudad Trujillo. antes ciudad de Santo Domingo, cuyas di-
mensiones son las siguientes: ocho metros, cuarenta centí-metros en su frente; veintiseis metros, cuarenta centíme-
tros en su lado Oeste; i en su lado Este, trece metros, vein-te centímetros, haciendo una entrada de un metro, cinco cen-
tímetros, siguiendo una línea que mide trece metros, veinte 
centímetros, hasta cerrar atrás en su frente que mide siete 
metros, lo que arroja una extensión superficial de ciento no-
venticuatro metros cuadrado, aproximadamente; lindando al norte con propiedad que . eso fué de la señora Arija de Gar-cía; al Sur con la calle "José Gabriel García"; al Este can 
propiedades de la Sucesión del señor M. J. Mena i del Doctor 
Horacio V. Vicioso, i el Oeste con propiedad también del 
ñor M. J. Mena; con todas sus anexidades, accesorios i de- pendencias"; 

Considerando, que por lo expuesto se evidencia que, pa-ra decidir en el sentido que lo hizo, el Tribunal Superior de Tierras sí examinó debidamente. en la sentencia impugna-
da, el referido acto de julio de mil novecientos treintiocho, 
que sirvió de fundamento a la reclamación de la señora Ce-
leste Yambó de Pérez; 

Considerando, que la parte intilmante, después de haber 
sostenido así que los jueces del fondo no estudiaron el acto 
de julio de mil novecientos treintiocho, pretende, sin embar-
go, también en este primer medio del recurso, en segundo 
término, que "Interpretar el contrato de venta en la forma 
como lo ha hecho el Tribunal Superior de Tierras, constitu-
ye una evidente desnaturalización de la convención"; 

Considerando, que para apreciar el valor de este alega-
to, debe tomarse en cuenta que en el 5o. considerando de la 
sentencia atacada, se consigna que "el Tribunal Superior 
de Tierras hace suyos los motivos" en que el juez de juris-
dicción original "fundó su decisión, y no los reproduce en 
la presente sentencia por estimado innecesario"; que la de-
cisión contra la cual apeló la señora Celeste Yambó de Pé-
rez, dictada, como se ha dicho, el día doce de marzo de mil  

novecientos cuarenta, se funda tanto en el examen del acto 

de venta de julio de mil novecientos treintiocho como, en un 
conjunto de apreciaciones de hecho, entre las cuales figuran: 
primero, en su 6o. considerando, el resultado obtenido con la 
visita de lugares practicada por, el juez en fecha veinte de 

julio de mil novecientos treintinueve, asistido del Inspector 
General de Mensuras Catastrales, resultado que esa sen-
tencia resume expresando "que, el Inspector de Mensuras 
Catastrales y el Juez, después de examinar los lugarts y las 
paredes en discusión, el primero hizo constar: que todas las 
medidas realizadas por el agrimensor Lora. las había en-
contrado correctas", declaración que alude a las medidas- re-
lativas al solar número 7 y 8 (siete y ocho) la Manzana nú-
mero 464 del mencionado Distrito Catastral número 1 (uno) 
del Distrito de Santo Domingo, incluso las del lindero Oeste 
que lo divide del solar vendido por Mena Herrera a Celeste 
Yambó de Pérez; segundo, en el 7o. considerando, "que pos-
teriormente a la visita, el señor Pérez, a nombre de la se-

ñora Celeste Yambó de Pérez, presentó el plano aprobado 
por (,'oras Públicas, o sea el proyecto de residencia de Celes-
te Yambó", cuya presentación, de acuerdo con lo que se 
consigna en el5o. considerando, había sido pedida por el 
juez a solicitud de Ramón Antonio Mena Herrera, "para or-
denar el juez, a su tiempo, una visita a los lugares"; ter-
cero, en el 80. considerando, "que, en el mencionado plano 
se establece, en el lindero Este, una línea recta, y en el pla-
no catastral existe una faja de 4.61 por 0.26 y 0.32, faja 
que está en discusión, por haberla ocupado la señora Celes- 
te Yambó de Pérez al efectuar la construcción de una casa 
de concreto"; 

Considerando, que, de acuerdo con el principio enun-
ciado en el artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, la Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte 
de Casación, no conoce del_fondo de los asuntos; de donde 
resulta que su poder de .censura sobre las decisiones que le 

SOR deferidas tiene que limitarse, estrictamente, a los pun -
tos de derecho, con exclusión de los puntos de hecho, cuya 
solución es reservada a los jueces del fondo; que, por apli- 
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to al Este, i otra de mampostería al Oeste; situado en la ca-; 
lle "José Gabriel García", marcado con el No. 165, de esta 
Ciudad Trujillo, antes ciudad de Santo Domingo, cuyas di-
mensiones son las siguientes: ocho metros, cuarenta centí-
metros en su frente; veintiseis metros, cuarenta centíme-
tros en su lado Oeste; i en su lado Este, trece metros, vein-
te centímetros, haciendo una entrada de un metro, cinco cen-
tímetros, siguiendo una línea que mide trece metros, veinte 
centímetros, hasta cerrar atrás en su frente que mide siete 
metros, lo que arroja una extensión superficial de ciento no-
venticuatro metros cuadrado, aproximadamente; lindando al 
norte con propiedad que eso fué de la señora Arija de Gar-
cía; al Sur con la calle "José Gabriel García"; al Este con 
propiedades de la Sucesión del señor M. J. Mena i del Doctor 
Horacio V. Vicioso, i el Oeste con propiedad también del se-ñor M. J. Mena; con todas sus anexidades, accesorios i de- 
pendencias"; 

Considerando, que por lo expuesto se evidencia que, pa-
ra decidir en el sentido que lo hizo, el Tribunal Superior de 
Tierras sí examinó debidamente. en la sentencia impugna-
da, el referido acto de julio de mil novecientos treintiocho, 
que sirvió de fundamento a la reclamación de la señora Ce-
leste Yambó de Pérez; 

Considerando, que la parte intimante, después de haber 
sostenido así que lop jueces del fondo no estudiaron el acto 
de julio de mil novecientos treintiocho, pretende, sin embar-
go, también en este primer medio del recurso, en segundo 
término, que "Interpretar el contrato de venta en la forma 
como lo ha hecho el Tribunal Superior de Tierras, constitu-
ye una evidente desnaturalización de la convención"; 

Considerando, que para apreciar el valor de este a!ega-
to, debe tomarse en cuenta que en el 5o. considerando de la 
sentencia atacada, se consigna que "el Tribunal Superior 
de Tierras hace suyos los motivos" en que el juez de .juris-
dicción original "fundó su decisión, y no los reproduce en 
la presente sentencia por estimarlo innecesario"; que la de-
cisión contra la cual apeló la señora Celeste Yambó de Pé-
rez, dictada, como se ha dicho, el día doce de marzo de mil 
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novecientos cuarenta, se funda tanto en el examen del acto 
de venta de julio de mil novecientos treintiocho como, en un 
conjunto de apreciaciones de hecho, entre las cuales figuran: 
primero, en su 6o. considerando, el resultado obtenido con la 
visita de lugares practicada por, el juez en fecha veinte de 
julio de mil novecientos treintinueve, asistido del Inspector 
General de Mensuras Catastrales, resultado que esa sen-
tencia resume expresando "que, el Inspector de Mensuras 
Catastrales y el Juez, después de examinar los lugarts y las 
paredes en discusión, el primero hizo constar: que todas las 
medidas realizadas por el agrimensor Lora. las había en-
contrado correctas", declaración que alude a las medidas re-
lativas al solar número 7 y 8 (siete y ocho) la Manzana nú-
mero 464 del mencionado Distrito Catastral número 1 (uno) 
del Distrito de Santo Domingo, incluso las del lindero Oeste 
que lo divide del solar vendido por Mena Herrera a Celeste 
Yambó de Pérez; segundo, en el 7o. considerando, "que pos-
teriormente a la visita, el señor Pérez, a nombre de la se-
ñora Celeste Yambó de Pérez, presentó el plano aprobado 
por (loras Públicas, o sea el proyecto de residencia de Celes-
te Yambó", cuya presentación, de acuerdo con lo que se 
consigna en el5o. considerando, había sido pedida por el 
juez a solicitud de Ramón Antonio Mena Herrera, "para or- 
denar el juez, a su tiempo, una visita a los lugares"; ter- 
cero, en el 80. considerando, "que, en el mencionado plano 
se establece, en el lindero Este, una línea recta, y en el pla- 
no catastral existe una faja de 4.61 por 0.26 y 0.32, faja 
que está en discusión, por haberla ocupado la señora Celes - 
te Yambó de Pérez al efectuar la construcción de una casa 
de concreto"; 

Considerando, que, de acuerdo con el principio enun -
ciado en el artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, la Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte 
de Casación, no conoce del _fondo de los asuntos; de donde 
resulta que su poder de censura sobre las decisiones que le 
SOR deferidas tiene que limitarse, estrictamente, a los pun-
tos de derecho, con exclusión de los puntos de hecho, cuya 
solución es reservada a los jueces del fondo; que, por apli- 
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catión de ese principio, corresponde a los jueces del fonda 
el poder de interpretar soberanamente, siempre que no 1 
desnaturalicen, los actos y convenciones, y comprobar, ea 
cada caso, cuál ha sido la voluntad de las partes; que, en la 
especie, los jueces del fOrido ejercieron legítimamente ese 
poder soberano al decidir, por interpretación del acto de ven- 
ta de julio de mil novecientos treintiocho, que la porción lo- 
calizada como "faja en discusión", en el plano catastral de 
lot solares objeto del saneamiento, no se halla comprendida 
en el área del solar vendido por Mena Herrera a la recurren- 
te, solar al que se atribuyó en dicho acto de venta una ex-
tensión de aproximadamente ciento noventa y cuatro me-
tros cuadrados, y cuyo precio no se ha demostrado, con los 
documentos sometidos a los jueces del fondo, haber sido es-
tipulado a razón de tanto la medida; que al proceder así, 
y ante la circunstancia de que la recurrente no ha probado 
dhsnaturalización alguna, los jueces del fondo no violaron, 
sino que por el contrario aplicaron correctamente los ar-
tículos 652, 554, 555, 655, 658, 1134, 1350, 1602, 1614, 1616, 
1617 del Código Civil y 68 de la Ley de Registro de Tierras, 
relacionados con la .  prueba, el contenido y los efectos del 
contrato de venta antes mencionado, en lo que respecta a la 
ubicación y la contenencia del inmueble de que se trata; 

Considerando, que el examen de la decisión ahora im-
pugnada, que adoptó los motivos de la del primer juez, así 
corno el de la de éste, que contiene los motivos adoptados, no 
revelan que el Tribunal Superior de Tierras haya contrave-
nido a alguna de las disposiciones contenidas en los artícu-
los 1, 2, 15, 36, 54, 57 y 62 de la Ley de Registro de Tie-
rras, relativas a la conducción del proceso de saneamiento, 
cuya violación, simplemente alega la parte intimante, sin 
puntualizar en qué consiste; que tampoco revela el examen 
de la sentencia ahora impugnada ninguna violación a las dis -
posiciones contenidas en los artículos 70, 71 y 80 de la Ley 
de Registro de Tierras, relativos al contenido y a los efec-
tos de la sentencia final sobre el saneamiento, violación que 
también ha sido meramente alegada, sin precisar en qué 
consiste; 

Considerando, que, por otra parte, la disposición con-
tenida en el artículo 144 de la Ley de Registro de Tierras, 
según la cual "Hasta donde fuere necesario, esta ley se in-
terpretará liberalmente con el fin de poner en práctica el 
espíritu de la misma", y que nada de lo contenido en ella 
"se interpretará en el sentido de  alterar ni afectar 
en manera alguna los demás derechos y obligaciones que es -
tablece la ley", no tiene otro significado ni otro alcance que 
los que tienen los artículos 1156 y siguientes del Código Ci -

vil, es decir, los de ser simples consejos o recomendaciones 
dirigidos al juez, para guiarlo en su labor de interpretar y 
aplicar la ley; que la violación de tales consejos no podría 
nunca ser en sí misma, motivo de un recurso de casación; 

Considerando, que, por esas razones, procede rechazar 
el primer medio del presente recurso de casación; 

En cuanto al segundo medio, en que se alega la viola -

ción del artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras y la fal - 

ta de base legal: 
Considerando, que, en apoyo de este medio, la parte 

intimante sostiene que el fallo impugnado, "que considera 
irreprochable la motivación dada por el juez de Jurisdicción 
Original, y se la apropia, y que ofrece, además, su propia y 
errada motivación, ha desconocido hechos fundamentales que 
debió tomar en cuenta", por lo cual existe, afirma la recu -

rrente, "una manifiesta falta de correlación entre la moti -

vación de hecho y la motivación de derecho y, lo que es peor 
aún, existe una contradicción entre los motivos de hecho y 
el dispositivo de la sentencia impugnada"; 

Considerando, que este segundo medio carece totalmen -

te de fundamento; que, en efecto. las consideraciones pre -

cedentemente formuladas, para rechazar el primer medio 
del recurso, demuestran que, tanto en la sentencia del Juez 
de Jurisdicción Original como en la del Tribunal Superior 
de Tierras, que confirmó aquella, se hallan correctamente 
enunciados todos los hechos del proceso, y muy particular -

mente los relativos: a la reclamación presentada por la re-
currente, contradictoriamente con la parte intimada; res-
pecto de la "faja en discusión" localizada en el plano catas- 
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catión de ese principio, corresponde a los jueces del fond 
el poder de interpretar soberanamente, siempre que no 1 
desnaturalicen, los actos y convenciones, y comprobar, en 
cada caso, cuál ha sido la voluntad de las partes; que, en le 
especie, los jueces del fOndo ejercieron legítimamente ese 
poder soberano al decidir, por interpretación del acto de ven- . 

 ta de julio de mil novecientos treintiocho, que la porción lo-
calizada como "faja en discusión", en el plano catastral de 
lot solares objeto del saneamiento, no se halla comprendida 
en el área del solar vendido por Mena Herrera a la recurren-
te, solar al que se atribuyó en dicho acto de venta una ex-
tensión de aproximadamente ciento noventa y cuatro me:. 
tros cuadrados, y cuyo precio no se ha demostrado, con loe 
documentos sometidos a los jueces del fondo, haber sido es-
tipulado a razón de tanto la medida; que al proceder así, 
y ante la circunstancia de que la recurrente no ha probado 
dhsnaturalización alguna, los jueces del fondo no violaron, 
sino que por el contrario aplicaron correctamente los ar-
tículos 552, 554, 555, 655, 658, 1134, 1350, 1602, 1614, 1616, 
1617 del Código Civil y 68 de la Ley de Registro de Tierras, 
relacionados con la .  prueba, el contenido y los efectos del 
contrato de venta antes mencionado, en lo que respecta a la 
ubicación y la contenencia del inmueble de que se trata; 

Considerando, que el examen de la decisión ahora im-
pugnada, que adoptó los motivos de la del primer juez, así 
como el de la de éste, que contiene los motivos adoptados, no 
revelan que el Tribunal Superior de Tierras haya contrave-
nido a alguna de las disposiciones contenidas en los artícu-
los 1, 2, 15, 36, 54, 57 y 62 de la Ley de Registro de Tie-
rras, relativas a la conducción del proceso de saneamiento, 
cuya violación, simplemente alega la parte intimante, sin 
puntualizar en qué consiste; que tampoco revela el examen 
de la sentencia ahora impugnada ninguna violación a las dis -
posiciones contenidas en los artículos 70, 71 y 80 de la Ley 
de Registro de Tierras, relativos al contenido y a los efec-
tos de la sentencia final sobre el saneamiento, violación que 
también ha sido meramente alegada, sin precisar en qué 
consiste; 
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Considerando, que, por otra parte, la disposición con-
tenida en el artículo 144 de la Ley de Registro de Tierras, 
según la cual "Hasta donde fuere necesario, esta ley se in-
terpretará liberalmente con el fin de poner en práctica el 
espíritu de la misma", y que nada de lo contenido en ella 
"se interpretará en el sentido de  alterar ni afectar 
en manera alguna los demás derechos y obligaciones que es -

tablece la ley", no tiene otro significado ni otro alcance que 
los que tienen los artículos 1156 y siguientes del Código Ci-
vil, es decir, los de ser simples consejos o recomendaciones 
dirigidos al juez, para guiarlo en su labor de interpretar y 
aplicar la ley; que la violación de tales consejos no podría 
nunca ser en sí misma, motivo de un recurso de casación; 

Considerando, que, por esas razones, procede rechazar 
el primer medio del presente recurso de casación; 

Fn cuanto al segundo medio, en que se alega la viola -

ción del artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras y la fal - 

ta de base legal: 
Considerando, que, en apoyo de este medio,. la parte 

intimante sostiene que el fallo impugnado, "que considera 
irreprochable la motivación dada por el juez de Jurisdicción 
Original, y se la apropia, y que ofrece, además, su propia y 
errada motivación, ha desconocido hechos fundamentales que 
debió tomar en cuenta", por lo cual existe, afirma la recu -

rrente, "una manifiesta falta de correlación entre la moti -

vación de hecho y la motivación de derecho y, lo que es peor 
aún, existe una contradicción entre los motivos de hecho y 

•el dispositivo de la sentencia impugnada"; 
Considerando, que este segundo medio carece totalmen -

te de fundamento; que, en efecto. las consideraciones pre -

cedentemente formuladas, para rechazar el primer medio 
del recurso, demuestran que, tanto en la sentencia del Juez 
de Jurisdicción Original como en la del Tribunal Superior 
de Tierras, que confirmó aquella, se hallan correctamente 
enunciados todos los hechos del proceso, y muy particular -

mente los relativos: a la reclamación presentada por la re-
currente, contradictoriamente con la parte intimada, res-

pecto de la "faja en discusión" localizada en el plano catas- 
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tral de la zona objeto del saneamiento; a los títulos en que 
ambas partes apoyaron sus respectivos pedimentos; a las 
comprobaciones hechas sobre los lugares litigiosos, y a la 
apreciación de las pruebas aportadas; que, por otra parte, 
la sentencia impugnada contiene una motivación, en hecho 
y en derecho, suficientemente apropiada, que ha permitido 
a esta Suprema Corte, en el ejercicio de su poder de censura, 
verificar que, contrariamente a lo que pretende la intimante, 
existe en dicha sentencia una perfecta correlación entre sus 
fundamentos y su dispositivo. 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la señora Celeste Yambó de Pérez, 
contra la decisión número 1 (uno) del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha veintiseis de octubre de mil novecientos 
cuarentidos, dictada en el saneamiento de los solares nú-

, rneros 7-8 (siete-ocho) de la manzana número 464 (cuatro 
cientos sesenta y cuatro) del Distrito Catastral número 1 
(uno) del Distrito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, cu-

yo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente fa-
llo; Segundo: condena a la parte intimante al pago de las 
costas, declarándolas distraídas en provecho del Licencia-
do Eduardo Read Barreras, abogado de la parte intimada, 
quien declara haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 11::»: 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PÁTR1A Y LIBERTAD 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto Kle Presidente; Licenciados Froilán 
Tavares hijo, Segundó Sustituto de Presidente; Eudaldo 
Troncoso de la Concha y José Pérez Nolasco,' asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veintinueve del mes de septiembre de mil nove-
cientos cuarenta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de 
la Restauración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 

Damaso Beras, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, residente y domiciliado en la Sección de "Magarín", 
Común del Seibo, portador de la cédula pérsonal de iden-
tidad No. 4112, Serie 25, sello de Rentas Internas No. 
158572, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, de fecha catorce de junio de mil novecientos 
cuarenta y tres; 

Vista el acta del recurso de casación levantada, en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha catorce de junio de 
mil novecientos cuarenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli -

ca ad hoc, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectu- 

ra de su dictamen; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 162, 194, 202 y 203 del Códi-
go de Procedimiento Criminal, y 71 de la Ley sobre Proce- 
dimiento de Casación; 

Considerasdo, que en la sentencia impugnada constan, 
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tral de la zona objeto del saneamiento; a los títulos en que 
ambas partes apoyaron sus respectivos pedimentos; a las 
comprobaciones hechas sobre los lugares litigiosos, y a la 
apreciación de las pruebas aportadas; que, por otra parte, 
la sentencia impugnada contiene una motivación, en hecho 
y en derecho, suficientemente apropiada, que ha permitido 
a esta Suprema Corte, en el ejercicio de su poder de censura, 
verificar que, contrariamente a lo que pretende la intimante, 
existe en dicha sentencia una perfecta correlación entre sus 
fundamentos y su dispositivo. 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la señora Celeste Yambó de Pérez, 
contra la decisión número 1 (uno) del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha veintiseis de octubre de mil novecientos 
cuarentidos, dictada en el saneamiento de los solares nú-
meros 7-8 (siete -ocho) de la manzana número 464 (cuatro 
cientos sesenta y cuatro) del Distrito Catastral número 1 
(uno) del Distrito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, cu- 

yo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente fa-
llo; Segundo: condena a la parte intimante al pago de las 
costas, declarándolas distraídas en provecho del Licencia-
do Eduardo Read Barreras, abogado de la parte intimada, 
quien declara haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
cos- de la C.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico.— (Firmado) Eug. A. Alvarez. 

BOLETIN JUDICIAL 	 879 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituta ,'doe residente; Licenciadnos Froilán 
Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo 
Troncoso de la Concha y José Pérez Nolasco; asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veintinueve del mes de septiembre de mil nove-
cientos cuarenta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de 
la Restauración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 

Damaso Beras, dominicano, mayor de edad, soltero, agri -

cultor, residente y domiciliado en la Sección de "Magarín", 
Común del Seibo;  portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 4112, Serie 25, sello de Rentas Internas No. 
158572, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, de fecha catorce de junio de mil novecientos 

cuarenta y tres; 
Vista el acta del recurso de casación levantada, en la 

Secretaría de la Corte a quo, en fecha catorce de junio de 
mil novecientos cuarenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli -

ca ad hoc, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectu- 
ra de su dictamen; 

La Suprema Corte de . Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 162, 194, 202 y 203 del Códi -

go de Procedimiento Criminal, y 71 de la Ley sobre Proce - 

dimiento de Casación; 
Considerasdo, que en la sentencia impugnada constan, 
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esencialmente, los hechos siguientes: a), que con motivo 
de la causa seguida al nombrado Ramón Domingo Ceda-
no, inculpado del delito de haber sustraído de la casa de 
sus padres a la joven Longina Laureano, mayor de 16 y 
menor de 18 años, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial del Seibo, apoderado del caso, conoció del 
mismo, y en fecha ocho de marzo de mil novecientos cua-
renta y tres, lo falló de la siguiente manera: "Falla: Pri-
mero: que debe pronunciar como en efecto pronuncia el des-
cargo del prevenido Ramón Cedano (a) Món, cuyas gene-
rales figuran en autos, por insuficiencia de pruebas en el 
hecho de sustracción en agravio de la menor Longina Lau-
reano, por el cual ha sido perseguido; Segundo: Que en 
consecuencia debe declarar como en efecto declara nulas 
la instrucción, la citación y cuanto le hubiese seguido, pro-
clamando y reconociendo la incompetencia del Tribunal Co-
rreccional para resolver y fallar respecto de la acción civil 
en daños y perjuicios, que por ante esta jurisdicción penal 
y accesoriamente a la acción pública, ha iniciado el señor 
Carlos Damaso Beras, por intermedio de su abogado cons-
tituido, el Lic. Antonio María de Lima, acción en daños y 
perjuicios que se ha dirigido en contra del Sr. Juan Pipí 
Cedano, como persona civilmente responsable, en su condi-
ción de padre del prevenido, quien resulta ser un menor de 
edad; Tercero: Que debe condenar como en efecto condena 
al querellante y parte civil constituida, al pago de las cos-
tas"; b), que contra la antedicha sentencia, Carlos Dama-
so Beras interpuso recurso de apelación, en su calidad de 
parte civil constituida; que de este recurso de alzada co-
noció la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha ca-
torce de junio de mil novecientos cuarenta y tres; y a que, 
por sentencia de la misma fecha lo resolvió de la siguiente 
manera: "PRIMERO: Declara regular, en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación intentado por el señor Carlos 
Damaso Beras, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial del Seybo, dictada en fecha 
ocho de marzo del año mil novecientos cuarenta y tres, en 
sus atribuciones correccionales, la que descarga al preveni- 

o Ramón Domingo Cedano de generales expresadas, del 
delito de sustracción de la menor Longina Laureano, se de-
clara incompetente para fallar la acción civil y condena a 
la parte civil, señor Carlos Damaso Beras, al pago de las 
costas; SEGUNDO: Confirma la referida sentencia en el 
aspecto apelado y condena a la parte civil mencionada, al 
pago de las costas del presente recurso de apelación"; 

Considerando, que contra esa sentencia de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, y en fecha catorce de ju-
nio de mil novecientos cuarenta y tres, ha recurrdio en ca-
sación Carlos Damaso Beras, en su calidad de parte civil, 
y quien, por mediación de su abogado constituido, Licencia -
do Félix Ma. Germán Ariza, declaró, según consta en el 
acta correspondiente "que interpone el presente recurso de 
casación por no estar conforme con la sentencia recurrida"; 

Considerando, que ningún texto de ley, en materia co-
rreccional, impone a la parte civil que ha interpuesto un 
interpuesto un recurso de apelación, la obligación de noti -

ficar dicho recurso a la parte contra la cual es dirigido; que, 
.' por tanto, no podría declararse inadmisible dicho recurso 

en el caso de no haberse efectuado la notificación del mis-

mo; 
Considerando, que según consta en la sentencia im-

pugnada, la persona civilmente responsable concluyó prin-
cipalmente solicitando de la Corte a quo, declarase "inad -

misible el recurso de apelación interpuesto por la parte ci-
vil constituida por no haber citado o emplazado a la per-
sona civilmente responsable. en violación de las reglas del 
procedimiento de la apelación de la parte civil en la mate-
ria de que se trata"; que semejante pedimento fué recha -

zado por la expresada Corte de Apelación, basándose para 
ello en que, "ninguna ley impone a la parte civil la obliga -

ción de notificar su recurso a las otras partes, y en cuanto 
a la forma es suficiente que se haya hecho una declaración 
por ante el secretario del tribunal que dictó la sentencia 
dentro de los plazos establecidos por la ley (artículo 203 
del Código de Procedimiento Criminal") ; que de todo cuan -

to acaba de ser expuesto resulta evidente que la Corte 
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esencialmente, los hechos siguientes: a), que con motivo 
de la causa seguida al nombrado Ramón Domingo Ceda-
no, inculpado del delito de haber sustraído de la casa de 
sus padres a la joven Longina Laureano, mayor de 16 y 
menor de 18 años, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial del Seibo, apoderado del caso, conoció del 
mismo, y en fecha ocho de marzo de mil novecientos cua-
renta y tres, lo falló de la siguiente manera: "Falla: Pri-
mero: que debe pronunciar como en efecto pronuncia el des-
cargo del prevenido Ramón Cedano (a) Món, cuyas gene-
rales figuran en autos, por insuficiencia de pruebas en el 
hecho de sustracción en agravio de la menor Longina Lau-
reano, por el cual ha sido perseguido; Segundo: Que en 
consecuencia debe declarar como en efecto declara nulas 
la instrucción, la citación y cuanto le hubiese seguido, pro-
clamando y reconociendo la incompetencia del Tribunal Co-
rreccional para resolver y fallar respecto de la acción civil 
en daños y perjuicios, que por ante esta jurisdicción penal 
y accesoriamente a la acción pública, ha iniciado el señor 
Carlos Damaso Beras, por intermedio de su abogado cons-
tituido, el Lic. Antonio María de Lima, acción en daños y 
perjuicios que se ha dirigido en contra del Sr. Juan Pipí 
Cedano, como persona civilmente responsable, en su condi-
ción de padre del prevenido, quien resulta ser un menor de 
edad; Tercero: Que debe condenar como en efecto condena 
al querellante y parte civil constituida, al pago de las cos-
tas"; b), que contra la antedicha sentencia, Carlos Dama-
so Beras interpuso recurso de apelación, en su calidad de 
parte civil constituida; que de este recurso de alzada co-
noció la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha ca-
torce de junio de mil novecientos cuarenta y tres; y a que, 
por sentencia de la misma fecha lo resolvió de la siguiente 
manera: "PRIMERO: Declara regular, en cuanto a la for -
ma, el recurso de apelación intentado por el señor Carlos 
Damaso Beras, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial del Seybo, dictada en fecha 
ocho de marzo del año mil novecientos cuarenta y tres, en 
sus atribuciones correccionales, la que descarga al preveni- 
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do Ramón Domingo Cedano de generales expresadas, del 
delito de sustracción de la menor Longina Laureano, se de-
clara incompetente para fallar la acción civil y condena a 

la parte civil, señor Carlos Damaso Beras, al pago de las 
costas; SEGUNDO: Confirma lá referida sentencia en el 
aspecto apelado y condena a la parte civil mencionada, al 

pago de las costas del presente recurso de apelación"; 
Considerando, que contra esa sentencia de la Corte 

de Apelación de Ciudad Trujillo, y en fecha catorce de ju-
nio de mil novecientos cuarenta y tres, ha recurrdio en ca-
sación Carlos Damaso Beras, en su calidad de parte civil, 

y quien, por mediación de su abogado constituido, Licencia -
do Félix Ma. Germán Ariza, declaró, según consta en el 
acta correspondiente "que interpone el presente recurso de 
casación por no estar conforme con la sentencia recurrida"; 

Considerando, que ningún texto de ley, en materia co-
rreccional, impone a la parte civil que ha interpuesto un 
interpuesto un recurso de apelación, la obligación de noti-
ficar dicho recurso a la parte contra la cual es dirigido; que, 
por tanto, no podría declararse inadmisible dicho recurso .' 
en el caso de no haberse efectuado la notificación del mis - 

mo; 
Considerando, que según consta en la sentencia im-

pugnada, la persona civilmente responsable concluyó prin-
cipalmente solicitando de la Corte a quo, declarase "inad -
misible el recurso de apelación interpuesto por la parte ci-
vil constituida por no haber citado o emplazado a la per -
sona civilmente responsable. en violación de las reglas del 
procedimiento de la apelación de la parte civil en la mate-
ria de que se trata"; que semejante pedimento fué recha-
zado por la expresada Corte de Apelación, basándose para 
ello en que, "ninguna ley impone a la parte civil la obliga -

ción de notificar su recurso a las otras partes, y en cuanto 
a la forma es suficiente que se haya hecho una declaración 
por ante el secretario del tribunal que dictó la sentencia 
dentro de los plazos establecidos por la ley (artículo 203 
del Código de Procedimiento Criminal") ; que de todo cuan-
to acaba de ser expuesto resulta evidente que la Corte 
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a quo, al rechazar, por los motivos indicados, el medio de 
inadmisibilidad a que se ha hecho referencia, lejos de vio-
lar con ello la ley. hizo, por el contrario, una correcta apli-
cación de la misma; 

Considerando, que el desistimiento de la apelación de 
la parte civil puede ser parcial, en el sentido de que, des-
pués de haber interpuesto dicha parte apelación contra la 
totalidad de un fallo, puede circunscribir más tardé su 
apelación en lo que respecta únicamente a alguna o algu-
nas de las personas que han figurado en el debate, o con 
relación a determinadas disposiciones del fallo del cual se 
apela, dado que la acción civil tiene un objeto puramente 
privado y no ejerce influencia alguna sobre la acción pú-
blica; que, en lo relativo al presente caso, y tal como cons-
ta en la sentencia atacada, si es cierto que el apelante Car-
los Damaso Beras, en su declaración del recurso, pareció 
darle a su apelación un alcance que abarcaba todas las 
cuestiones resueltas por el fallo entonces impugnado, al 
declarar su abogado "formal recurso de apelación", el cual 
"será motivado ante la Honorable Corte", no es menos 
cierto también que el referido apelante, en sus conclusiones 
de audiencia por ante la Corte a quo, limitó su recurso al 
ordinal tercero de la sentencia atacada, por virtud del cual 
se condenaba a la parte civil al pago de las costas; que, por 
consiguiente, al decidir la Corte a quo únicamente sobre el , 

 punto relativo a la condenación en costas, pronunciada en 
primera instancia por el fallo apelado, fundándose para ello 
en que (el .  apelante) "limitó su pedimento a que se le des-
cargara de la condenación al pago de las costas, porque no 
sucumbió en primera instancia", y a que "devuelto a la 
Corte sólo este asunto, los otros decididos por el juez a quo 
deben quedar fuera del examen que del caso debe hacerse 
en esta jurisdicción", con ello, la repetida Corte de Apela-
ción no ha podido incurrir tampoco en violación alguna de 
la ley, puesto que, el hacerlo en la forma en que lo hizo. 
lo fué en aplicación de los principios que regulan el alcan-
ce del efecto devolutivo de la apelación y guardando, al 
propio tiempo, el respeto debido a la autoridad de la cosa  

irrevocablemente juzgada, que ampáraba las demás dispo-
siciones del fallo del juez del primer grado; 

Considerando, que el artículo 194 del Código de Pro -

cedimiento Criminal establece que "Toda sentencia de con -

dena contra el procesado y contra las personas civilmen -

te responsables del delito o contra la parte civil, los con-
denará a las costas"; que, este cánon legal no es más que 
una aplicación del principio general consagrado asimismo, 
en el artículo 162 del mismo Código, que dispone que, "La 
parte que sucumba será condenada en las costas"; 

Considerando, que por ante la Corte de Apelación de 
Ciudird Trujillo, Carlos Damaso Beras, en su calidad de 
parte civil constituida solicitó la revocación del tercer or-
dinal del dispositivo de la sentencia apelada, por el cual se 
le condenó al pago de las costas, alegando "no haber sido 
parte suscribiente y por haber sido desapoderado de la de-
manda en daños y phrjuicios el tribunal de primera ins-
tancia al declararse incompetente el juez a quo"; 

Considerando, que para rechazar el pedimento que an-
tecede de la parte civil constituida, la Corte a quo se fun-

dó para ello en "que conforme al espíritu de dicho texto 
(194 del Código de Procedimiento Criminal), y de acuerdo 
con el sentido con que lo ha interpretado tanto la doctri -

na como la jurisprudencia del país en donde tuvo su origen 
nuestro Código de Procedimiento Criminal, como nuestra 
jurisprudencia, cuando en una instancia correccional hay 
una parte civil constituida, que, además, ha provocado las 
persecuciones por medio de una querella, si el inculpado 
ha sido descargado, y el tribunal se ha declarado incompe -

tente, Como es de derecho, para conocer de la acción civil, 
se debe considerar que dicha parte civil ha sucumbido, y 

debe, por consiguiente, ser condenada al pago de las cos-
tas, no solamente de las causadas al inculpado sino tam -

bién, de las causadas al Tesoro Público"; que lo resuelto 
por la Corte a quo sobre el punto de que se trata, lo ha si-
do conforme a derecho; 

Considerando, en consecuencia, que no conteniendo la 
sentencia impugnada ninguna violación de la ley (inclu- 
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a quo, al rechazar, por los motivos indicados, el medio de 
inadmisibilidad a que se ha hecho referencia, lejos de vio-
lar con ello la ley. hizo, por el contrario, una correcta apli-
cación de la misma; 

Considerando, que el desistimiento de la apelación de 
la parte civil puede ser parcial, en el sentido de que, des-
pués de haber interpuesto dicha parte apelación contra la 
totalidad de un fallo, puede circunscribir más tardé su 
apelación en lo que respecta únicamente a alguna o algu-
nas de las personas que han figurado en el debate, o con 
relación a determinadas disposiciones del fallo del cual se 
apela, dado que la acción civil tiene un objeto puramente 
privado y no ejerce influencia alguna sobre la acción pú-
blica; que, en lo relativo al presente caso, y tal como cons-
ta en la sentencia atacada, si es cierto que el apelante Car-
los Damaso Beras, en su declaración del recurso, pareció 
darle a su apelación un alcance que abarcaba todas las 
cuestiones resueltas por el fallo entonces impugnado, al 
declarar su ahogado "formal recurso de apelación", el cual 
"será motivado ante la Honorable Corte", no es menos 
cierto también que el referido apelante, en sus conclusiones 
de audiencia por ante la Corte a quo, limitó su recurso al 
()felina] tercero de la sentencia atacada, por virtud del cual 
se condenaba a la parte civil al pago de las costas; que, por 
consiguiente, al decidir la Corte a quo únicamente sobre el 
punto relativo a la condenación en costas, pronunciada en 
primera instancia por el fallo apelado, fundándose para ello 
en que (el .  apelante) "limitó su pedimento a que se le des-
cargara de la condenación al pago de las costas, porque no 
sucumbió en primera instancia", • y a que "devuelto a la 
Corte sólo este asunto, los otros decididos por el juez a quo 
deben quedar fuera del examen que del caso debe hacerse 
en esta jurisdicción", con ello, la repetida Corte de Apela-
ción no ha podido incurrir tampoco en violación alguna de 
la ley, puesto que, el hacerlo en la forma en que lo hizo, 
lo fué en aplicación de los principios que regulan el alcan-
ce del efecto devolutivo de la apelación y guardando, al 
propio tiempo, el respeto debido a la autoridad de la cosa  

irrevocablemente juzgada, que ampáraba las demás dispo-
siciones del fallo del juez del primer grado; 

Considerando, que el artículo 194 del Código de Pro-
cedimiento Criminal establece que "Toda sentenda de con-
dena contra el procesado y contra las personas civilmen -

te responsables del delito o contra la parte civil, los con-
denará a las costas"; que, este cánon legal no es más que 
una aplicación del principio general consagrado asimismo, 
en el artículo 162 del mismo Código, que dispone que, "La 
parte que sucumba será condenada en las costas"; 

Considerando, que por ante la Corte de Apelación de 

Ciudád Trujillo;  Carlos Damaso Beras, en su calidad de 
parte civil constituida solicitó la revocación del tercer or-
dinal del dispositivo de•la sentencia apelada, por el cual se 
le condenó al pago de las costas, alegando "no haber sido 
parte suscribiente y por haber sido desapoderado de la de-
manda en daños y phrjuicios el tribunal de primera ins-
tancia al declararse incompetente el juez a quo"; 

Considerando, que para rechazar el pedimento que an-
tecede de la parte civil constituida, la Corte a quo se fun-

dó para ello en "que conforme al espíritu de dicho texto 
(194 del Código de Procedimiento Criminal), y de acuerdo' 
con el sentido con que lo ha interpretado tanto la doctri -

na como la jurisprudencia del país en donde tuvo su origen 
nuestro Código de Procedimiento Criminal, como nuestra 
jurisprudencia, cuando en una instancia correccional hay 
una parte civil constituida, que, además, ha provocado las 
persecuciones por medio de una querella, si el inculpado 
ha sido descargado, y el tribunal se ha declarado incompe -

tente, lomo es de derecho, para conocer de la acción civil. 

se  debe considerar que dicha parte civil ha sucumbido, y 
debe, por consiguiente, ser condenada al pago de las cos -

tas, no solamente de las causadas al inculpado sino tam-
bién, de las causadas al Tesoro Público"; que lo resuelto 

por la Corte a quo sobre el punto de que se trata, lo ha si-

do conforme a derecho; 
Considerando, en consecuencia, que no conteniendo la 

sentencia impugnada ninguna violación de la ley (inclu- 
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sive en lo que concierne a la forma), es procedente recha-
zar, por infundado, el presente recurso de casación; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Damaso Beras, en su calidad 
de parte civil, contra la sentencia de la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, de fecha catorce de Junio de mil no-
vecientos cuarenta y tres, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito más arriba; y Segundo: condena a dicho recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F Tavares hijo.— Eudaldo Troncoso de la C.— J. 
Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi-
co.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

o 	 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía. Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Benigno 
del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Es -
trella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascri-
to Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día treinta del mes de septiembre de mil novecientos cua- / * 
renta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Res-
tauración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú -
blica, como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Federico Guillermo Rodríguez Jiménez, dominicano, mayor 
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de edad, hacendado, domiciliado y residente en la Ciudad 
de Monte Cristy, portador de la cédula personal de identi-
dad No. 595, serie 41, sello No. 1000, contra la decisión No. 
4, dictada, por el Tribunal Superior de Tierras, el día vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, en pro -
vecho del señor*Sanitiago Bonilla, cuyo dispositivo será 
transcrito en otro lugar de esta sentencia; 

Visto el Memorial de Casación -  presentado por el Li-
cenciado R. A. Jorge Rivas, portador de la cédula personal 
de identidad No. 429, serie 31, sello No 3102, en su cali-
dad de abogado del mencionado recurrente, memorial en el 
que se alegan las violaciones de la ley que despíiés se ex-
pondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Li-
cenciado Rafael F. Bonnelly, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 141, serie 31. sello No. 432, en su ca-
lidad de abogado de la parte intimada, señor Santiago Bo-
nilla, agricultor, domiciliado i residente en la Ciudad de 
Monte Cristy, portador de la cédula personal de identidad 
No. 417, serie 41, selló No. 2819'89; 

Visto el Memorial de Ampliación, presentado por el Li-
cenciado R. A. Jorge Rivas, en su ya expresada calidad de —
abogado del intimante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
oído el Doctor Alfredo Mere Márquez, abogado, por-

tador de la cédula personal de identidad No. 4557, serie 1, 
sello de R. I. No. 8, en representación del Licenciado R. A. 
Jorge Rivas, abogado del intimante, quien dió lectura a sus 
conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica.. Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 2, 70, 144 y 145 de la Ley de 
Registro de Tierras; 1625 y siguientes del Código Civil; 
24 y '71 de la Ley sobre ProcediMiento de Casación; . 

Considerando que, -en la sentencia contra la cual st 
recurre a casación y en los documentos a que ella se refie- 



884 	 BOLETIN JUDICIAL 

sive en lo que concierne a la forma), es procedente recha-
zar, por infundado, el presente recurso de casación; 

Por tales motivos, Primero:, rechaza el recurso • de ca-
sación interpuesto por Carlos Damaso Beras, en su calidad 
de parte civil, contra la sentencia de la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, de fecha catorce de Junio de mil no-
vecientos cuarenta y tres, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito más arriba; y Segundo: condena a dicho recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F Tavares hijo.— Eudaldo Troncoso de la C.— J. 
Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi-
co.— (Firmado) Eug. A. Alvarez. 

1 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran -
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Benigno 
del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Es -
trella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascri -
to Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día treinta del mes de septiembre de mil novecientos cua -1' 
renta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Res -
tauración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú -
blica, como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Federico Guillermo Rodríguez Jiménez, dominicano, mayor 
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de edad, hacendado, domiciliado y residente en la Ciudad 
de Monte Cristy, portador de la cédula personal de identi-
dad No. 595, serie 41, sello No. 1000, contra la decisión No. 
4, dictada, por el Tribunal Superior de Tierras, el día vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, en pro-
vecho del señor*SaAtiago Bonilla,•  cuyo dispositivo será 
transcrito en otro lugar de esta sentencia; 

Visto el Memorial de Casación -  presentado por el Li-
cenciado R. A. Jorge Rivas, portador de la cédula personal 
de identidad No. 429, serie 31, sello No 3102, en su cali-
dad de abogado del mencionado recurrente, memorial en el 
que se alegan las violaciones de la ley que después se ex-
pondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Li-
cenciado Rafael F. Bonnelly, portador de la cédula perso 
nal de identidad No. 141, serie 31. sello No. 432, en su ca-
lidad de abogado de la

. 
 parte intimada, señor Santiago Bo-

nilla, agricultor, domiciliado i residente en la Ciudad de 
Monte Cristy, portador de la cédula personal de identidad 
No. 417, serie 41, sello No. 281189; 

Visto el Memorial de Ampliación, presentado por el Li-
cenciado R. A. Jorge Rivas, en su ya expresada calidad de — 
abogado del intimante; 

Oído el Magistrado Juez Relator ; 
Oído el Doctor Alfredo Mere Márquez, abogado, por-

tador de • la cédula personal de identidad No. 4557, serie 1, 
sello de R. I. No. 8, en representación del Licenciado R. A. 
Jorge Rivas, abogado del intimante, quien dió lectura a sus 
conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica,. Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 2, 70, 144 y 145 de la Ley de 
Registro de Tierras; 1625 y siguientes del Código Civil; 
24 y 71 de la Ley sobre Procediíniento de Casación; 

Considerando que, en la sentencia contra la cual st 
recurre a casación y en los documentos a que ella se refie- 
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sive en lo que concierne a la forma), es procedente recha-
zar, por infundado, el presente recurso de casación; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Damaso Beras, en su calidad 
de parte civil, contra la sentencia de la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, de fecha catorce de Junio de mil no-
vecientos cuarenta y tres, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito más arriba; y Segundo: condena a dicho recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F Tavares hijo.— Eudaldo Troncoso de la C.— J. 
Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi-
co.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

	o 	 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía. Presidente; Doctor Tulio Franco Fran -
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Benigno 
del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Es -
trella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascri -
to Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día treinta del mes de septiembre de mil novecientos cua -1 
renta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Res-
tauración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Federico Guillermo Rodríguez Jiménez, dominicano, mayor 
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de edad, hacendado, domiciliado y residente en la Ciudad 
de Monte Cristy, portador de la cédula personal de identi-
dad No. 595, serie 41, sello No. 1000, contra la decisión No. 
4, dictada, por el Tribunal Superior de Tierras, el día vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, en pro-
vecho del señor*Santiago Bonilla,, cuyo dispositivo será 
transcrito en otro lugar de esta sentencia; 

Vidto el Memorial de Casación -  presentado por el Li-
cenciado R. A. Jorge Rivas, portador de la cédula personal 
de identidad No. 429, serie 31, sello No 3102, en su cali-
dad de abogado del mencionado recurrente, memorial en el 
que se alegan las violaciones de la ley que después se ex-
pondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Li-
cenciado Rafael F. Bonnelly, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 141, serie 31. sello No. 432, en su ca-
lidad de abogado de la

. 
 parte intimada, señor Santiago Bo-

nilla, agricultor, domiciliado i residente en la Ciudad de 
Monte Cristy, portador de la cédula personal de identidad 
No. 417, serie 41, sello No. 281589; 

Visto el Memorial de Ampliación, presentado por el Li-
cericiado R. A. Jorge Rivas, en su ya expresada calidad de — 
abogado del intimante; 

Oído el Magistrado Juez Relator ; 
oído el Doctor Alfredo Mere Márquez, abogado, por-

tador de la cédula personal de identidad No. 4557, serie 1, 
sello de R. I. No. 8, en representación del Licenciado R. A. 
Jorge Rivas, abogado del intimante, quien dió lectura a sus 
conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica,. Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 2, 70, 144 y 145 de la Ley de 
Registro de Tierras; 1625 y siguientes del Código Civil; 
24 y 71 de la Ley sobre ProcediMiento de Casación; . 

Considerando que, en la sentencia contra la cual se 
recurre a casación y en los documentos a que ella se refie- 
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re y que figuran en el expediente del caso, consta lo que 
a continuación se expone: lo.)— que, en fecha seis de ju-
lio de mil novecientos cuarenta, el Tribunal de Tierras, en 
jurisdicción original, dictó la Decisión No. 1, por la cual con 
relación a la Parcela No 9 del Distrito Catastral No. 14 
de la Común de Monte Cristy, sitio de "Cálo Julián o Sar-
na", provincia de Monte Cristy, ordenó "Subdividir esta 
parcela así: Parcela Número 9-A. con área de 5 Hectáreas, 
89 Areas y 60 Centiáreas, con los siguientes límites: al 
Norte, Río Yaque; al Sur, Caño Pachón; al Este, propie-
dad de V. Belliard; y al Oeste, con Propiedad de Eulalia 
Tatis, ordenádose su registro, con sus mejoras, en favor 
del Señor Santiago Bonilla, mayor de edad, dominicano, 
soltero, domiciliado y residente en Monte Cristy; y Par-
cela Número 9-B, o sea el resto de la Parcela, ordenándose 
su registro, con sus mejoras, y en comunidad, en favor del 
Señor Arcesio E. Jaramillo, mayor de edad, hondureño, sol-
tero, propietario, domiciliado y residente en Monte Cristy ; . 
y de la David Berg Industrial Alcohol Co., sociedad comer-
cial e industrial, organizáda de acuerdo con las leyes del 
Estado de Pennsylvania, con su domicilio y asiento social 
en la Ciudad de Philadelphia, Estados Unidos de Norte 
América"; 2o.)— que, con fecha veintisiete de julio de mil 
novecientos cuarenta, la Grenada Company, compañía por 
acciones organizada y existente de acuerdo con las , leyes 
del Estado de Delaware, Estados Unidos de América, con 
su domicilio legal y asiento principal en el mismo Estado, , 
Ciudad de Wilmington, Condado de New- Castle, y el Señor 
Arcesio E. Jaramillo, de generales ya indicadas, dirigieron 
sendas instancias al Tribunal Superior de Tierras, que ter-
minan, esencialmente, como sigue: A)— la presentada por 
la Grenada Company, pidiendo qiie al procederse "a la re -
visión de la Decisión" del juez de jurisdicción original, ya 
mencionada, "en lo que respecta a la parcela No. 9, por -

ción denominada parcela No. 9 -B, ya en cuanto se refiere 
a la extensión de terreno que le ha sido adjudicada a la Da -

vid Berg Industrial Alcohol Company, en comunidad con el 
Señor Arcesio E. Jaramillo, o sean 24 H- 74 A, 93 m2", se 
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ordenara "la transferencia de dicha extensión de terreno, 
en favor de la" compañía exponente; y B)— la instancia 
presentada por el Señor Arcesio E. Jaramillo, pidiendo que 
"al proceder a la revisión de la" referida Decisión del juez 
de jurisdicción original, "en lo que respecta a la parcela 
No. 9, y en cuanto se refiere a la porción" que le "ha sido 
adjudicada en comunidad con la David Berg Industrial Al-
cohol Company, o sean 8 H- 24 A- 50 m2.," se ordenara, a 
a)— que se transfiriera, a nombre de la susodicha Compa-
ñía, la extensión de terrenos a que se acaba de hacer refe-
rencia, y b)—que se mantuviera "la adjuidcación total de 
la parcela No. 9, de acuerdo con las áreas y colindancias de-
terminadas por el Juez de Jurisdicción Original revocando 
la orden de subdivisión ordenada por la Decisión" expresa-
da; 3o.)— que el mencionado Señor Santiago Bonilla inter-
puso recurso de apelación, en fecha treinta de julio de mil 
novecientos cuarenta, contra la decisión a que se acaba de 
hacer referencia, para cuyo conocimiento -  dió el Tribunal 
Superior de. Tierras el correspondiente auto de fijación de 
audiencia y de citación de las partes; 4o.)— que, a la au-
diencia del cuatro de setiembre de mil novecientos cuaren-
ta y tres, así fijada, comparecieron el susodicho apelante, 
Santiago Bonilla, y el Licenciado José H. Rodríguez, "en 
representación de la Grenada Company, en su calidad dé 
causahabiente del Señor Arcesio E. Jaramillo y de la Da-
vid Berg Industrial Alcohol Company, ,partes intimadas"; 
5o.)— que, en la supraindicada audiencia el apelante y las 
intimados concluyeron, respectivamente, como será expre-
sado en otro lugar de la presente sentencia y en la medida 
que, para los fines de ésta, será necesario o útil hacerlo; 
6o. )—* que, habiendo sido concedido a las partes un plazo 
de quince días para replicar, éstas depositaron sus escritos 
respectivos y ratificaron sus conclusiones; después de lo 
que, el diez de octubre de mil novecientos cuarenta y uno, 
"el señor Sastiago Bonilla demandó en garantía a su cau-
sante", señor Federico G. Rodríguez Jiménez, demanda pa-
ra cuyo conocimiento solicitó, en fecha cinco de diciembre 
del mismo año, que se fijara la correspondiente audiencia 
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re y que figuran en el expediente del caso, consta lo que 
a continuación se expone: lo.)— que, en fecha seis de ju-
lio de mil novecientos cuarenta, el Tribunal de Tierras, en 
jurisdicción original, dictó la Decisión No. 1, por la cual con 
relación a la Parcela No 9 del Distrito Catastral No. 14 
de la Común de Monte Cristy, sitio de "Cano Julián o Sar-
na", provincia de Monte Cristy, ordenó "Subdividir esta 
parcela así: Parcela Número 9-A. con área de 5 Hectáreas, 
89 Areas y 60 Centiáreas, con los siguientes límites: al 
Norte, Río Yaque; al Sur, Caño Pachón; al Este, propie-
dad de V. Belliard; y al Oeste, con propiedad de Eulalia 
Tatis, ordenádose su registro, con sus mejoras, en favor 
del Señor Santiago Bonilla, mayor de edad, dominicano, 
soltero, domiciliado y residente en Monte Cristy; y Par-
cela Número 9-B, o sea el resto de la Parcela, ordenándose 
su registro, con sus mejoras, y en comunidad, en favor del 
Señor Arcesio E. Jaramillo, mayor de edad, hondureño, sol-
tero, propietario, domiciliado y residente en Monte Cristy ; 
y de la David Berg Industrial Alcohol Co., sociedad comer-
cial e industrial, organizáda de acuerdo con las leyes del 
Estado de Pennsylvania, con su domicilio y asiento social 
en la Ciudad de Philadelphia, Estados Unidos de Norte 
América"; 20.)— que, con fecha veintisiete de julio de mil 
novecientos cuarenta, la Grenada Company, compañía por 
acciones organizada y existente de acuerdo con las ' , leyes 
del Estado de Delaware, Estados Unidos de América, con 
su domicilio legal y asiento principal en el mismo Estado, 
Ciudad de Wilmington. Condado de New Castle, y el Señor 
Arcesio E. Jaramillo, de generales ya indicadas, dirigieron 
sendas instancias al Tribunal Superior de Tierras, que ter -
minan, esencialmente, como sigue: A)— la presentada por 
la Grenada Company, pidiendo qüe al procederse "a la re-
visión de la Decisión" del juez de jurisdicción original, ya 
mencionada, "en lo que respecta a la parcela No. 9, por -

ción denominada parcela No. 9-B, ya en cuanto se refiere 
a la extensión de terreno que le ha sido adjudicada a la Da-
vid Berg Industrial Alcohol Company, en comunidad con el 
Señor Arcesio E. Jaramillo, o sean 24 H- 74 A, 93 m2", se 
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ordenara "la transferencia de dicha extensión de terreno, 
en favor de la" compañía exponente; y B)— la instancia 
presentada por el Señor Arcesio E. Jaramillo, pidiendo que 
"al proceder a la revisión de la" referida Decisión del juez 
de jurisdicción original, "en lo que respecta a la parcela 
No. 9, y en cuanto se refiere a la porción" que le "ha sido 
adjudicada en comunidad con la David Berg Industrial Al-
cohol Company, o sean 8 H- 24 A- 50 m2.," se ordenara, a 
a)— que se transfiriera, a nombre de la susodicha Compa-
ñía, la extensión de terrenos a que se acaba de hacer refe-
rencia, y b)—que se mantuviera "la adjuidcación total de 
la parcela No. 9, de acuerdo con las áreas y colindancias de-
terminadas por el Juez de Jurisdicción Original revocando 
la orden de subdivisión ordenada por la Decisión" expresa-
da; 3o.)— que el mencionado Señor Santiago Bonilla inter-
puso recurso de apelación, en fecha treinta de julio de mil 
novecientos cuarenta, contra la decisión a que se acaba de 
hacer referencia, para cuyo conocimiento -  dió el Tribunal 
Superior de. Tierras el correspondiente . auto de fijación de 
audiencia y de citación de las partes; 4o.)— que, a la au-
diencia del cuatro de setiembre de mil novecientos cuaren-
ta y tres, así fijada, comparecieron el susodicho apelante, 
Santiago Bonilla, y el Licenciado José H. Rodríguez, "en 
representaCión de la Grenacla Company, en su calidad dé 
causahabiente del Señor Arcesio E. Jaramillo y de la Da-
vid Berg Industrial Alcohol Company, ,partes intimadas"; 
5o.)— que, en la slpraindicada audiencia el apelante y los 
intimados concluyeron, respectivamente, como será expre-
sado en otro lugar de la presente sentencia y en la medida 
que, para los fines de ésta, será necesario o útil 'hacerlo; 
6o . )—' que, habiendo sido concedido a las partes un plazo 
de quince días para replicar, éstas depositaron sus escritos 
respectivos y ratificaron sus conclusiones; después de lo 
que, el diez de octubre de mil novecientos cuarenta y uno, 
"el señor Santiago Bonilla demandó en garantía a su cau-
sante", señor Federico G. Rodríguez Jiménez, demanda pa-
ra cuyo conocimiento solicitó, en fecha cinco de diciembre 
del mismo año, que se fijara la correspondiente audiencia 
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del Tribunal Superior de Tierras; 7o.)— que, a la audien-
cia fijada de acuerdo con esa solicitud, comparecieron el 
Licdo. Pedro Antonio Gómez Matos, en representación del 
demandante en garantía, y el Licdo. Quírico Elpidio Pérez 
B., en representación del demandado en este último pro-
ciedimiento, quienes presentaron ¡sus respectivas conclu-
siones, a las cuales se hará referencia infra, en la medida 
necesaria o útil para los fines de esta sentencia; como tam-
bién compareció el Licenciado José Horacio Rodríguez V. 
en representación de la Grenada Company, quien conclu-
yó ratificando sus pedimentos formulados "con motivo de 
la demanda principal en apelación"; 80.)— que, en fecha 
veintiuno de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, el 
Tribunal Superior de Tierras dictó una Decisión número 4, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA:— lo.— RECHAZAR 
como por la presenta RECHAZA, por improcedente y mal 
fundado. el recurso de apelación interpuesto por el señor 
SANTIAGO BONILLA, dominicano, soltero, mayor de 
edad, agricultor, domiciliado en la ciudad de-Monte Cristy, 
portador de la Cédula Personal de Identidad Número 417, 
serie 41, renovada con sello de Rentas Internas Número 
219221; 2o.— CONFIRMAR, can las modificaciones ex-

presadas es el cuerpo de esta sentencia, la Decisión dieta,- 
da en fecha seis de julio del año mil novecientos cuarenta, 
por el Tribunal de jurisdicción original, en lo que se re-
fiere a la Parcela Número 9 (nueve) del Distrito Catastral 
Número 14 (catorce) de la Común de Monte Cristy, Sitio de 
"Caño Julián o Sarna", Provincia de Monte Cristy, cuyo 
dispositivo se leerá así :— PARCELA NUMERO 9 (NUE-
VE): lo.— Que debe ORDENAR, como al efecto ORDE-

NA:, el registro del derecho de propiedad de la cantidad de 
5 hectáreas. 89 áreas y 60 centiáreas de terreno y sus me-
joras, en favor del señor SANTIAGO BONILLA, mayor de 
edad, dominicano, soltero, domiciliado y residente en Mon-
te Cristy, portador de la Cédula Personal de Identidad Nú-
mero 417, serie 41, renovada con sello de Rentas Internas 
número 219221,.en el lugar que ocupa, según el plano y ac-
ta de mensura levantados por el Agrimensor Público Leo- 

nidas Máximo Grullón, en fecha 6 de Septiembre de 1932;- 
- 20.— Que debe ORDENAR, como al efecto ORDENA, el 

regfstro del derecho de propiedad del resto de esta par-
cela, en favor de la GRENADA COMPANY, compañía por 
acciones organizada y existente de conformidad con las le-
yes del Estado de Delaware, Estados Unidos de América, 
con su domicilio principal en la República, en la Ciudad de 
Santiago de los Caballeros.— 3o.— ACOGER, como al efec-
to ACOGE, la demanda en garantía intentada por el señor 
SANTIAGO BONILLA, contra el señor FEDERICO GUI-
LLERMO-  RODRIGUEZ JIMENES;— 4o.— DECLARAR, 
como al efecto DECLARA, que el señor FEDERICO GUI-
LLERMO DODRIGUEZ JIMENEZ, en su condición de ga-
rante del señor SANTIAGO BONILLA, está obligado a pa-
gar en favor de éste, una suma proporcional a la evicción 
y perjuicio sufridos por el señor Santiago Bonilla, con mo-
tivo de la adjudicación hecha en favor de la GRENADA 
COMPANY, de la porción de terreno vendida por el pri-
mero al segundo de dichos señores: DISPONIENDOSE, en 
consecuencia, que para los fines de evaluación de la evicción 
y perjuicio experimentados por el Señor Santiago Bonilla, 
las partes sean reenviadas, como al efecto se reenvían, az.. 
te la jurisdicción que fuere de derecho.— SE ordena al Se-
cretario del Tribunal de Tierras que, una vez irrevocable 
esta Decisión, y después de recibidos por él los planos de-
finitivos, preparados por el Agrimensor Contratista y apro-
bados por la Dirección General de Mensuras Catastrales, 
de acuerdo con los términos de esta Decisión, expida el De-
creto de Registro de Títulos correspondiebte"; 

Considerando que, contra la sentencia cuyo dispositivo 
acaba de ser transcrito, ha interpuesto recdrso de casación 
el señor Federico Guillermo Rodríguez Jiménez, quien lo 
furia en los siguientes medios: 1o.) "Violación del art. 
464 del Cod. de Procedimiento Civil, falsa o errada aplica-
ción de los arta. 2 y 145 de la Ley de Registro de Tierras 
y quebrantamiento de la regla concerniente al doble grado 
de jurisdicción", y 2o.) "Violación del art. 4 de la Ley de 
Registro de Tierras"; 
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del Tribunal Superior de Tierras; 7o.)— que, a la audien-
cia fijada de acuerdo con esa solicitud, comparecieron el 
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bién compareció el Licenciado José Horacio Rodríguez V. 
en representación de la Grenada Company, quien conclu-
yó ratificando sus pedimentos formulados "con motivo de 
la demanda principal en apelación"; 80.)— que, en fecha 
veintiuno de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, el 
Tribunal Superior de Tierras dictó una Decisión número 4, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA:— 1o.— RECHAZAR 
como por la presenta RECHAZA, por improcedente y mal 
fundado, el recurso de apelación interpuesto por el señor 
SANTIAGO BONILLA, dominicano, soltero, mayor de 
edad, agricultor, domiciliado en la ciudad de-Monte Cristy, 
portador de la Cédula Personal de Identidad Número 417, 
serie 41, renovada con sello de Rentas Internas Número 
219221; 2o.— CONFIRMAR, con las modificaciones ex-

presadas es el cuerpo de esta sentencia, la Decisión diota-
da en fecha seis de julio del año mil novecientos cuarenta, 
por el Tribunal de jurisdicción original, en lo que se re-
fiere a la Parcela Número 9 (nueve) del Distrito Catastral 
Número 14 (catorce) de la Común de Monte Cristy, ,Sitio de 
"Caño Julián o Sarna", Provincia de Monte Cristy, cuyo 
dispositivo se leerá así :— PARCELA NUMERO 9 (NUE-
VE): lo.— Que debe ORDENAR, como al efecto ORDE-

NA, el registro del derecho de propiedad de la cantidad de 
5 hectáreas. 89 áreas y 60 centiáreas de terreno y sus me-
joras, en favor del señor SANTIAGO BONILLA, mayor de 
edad, dominicano, soltero, domiciliado y residente en Mon-
te Cristy, portador de la Cédula Personal de Identidad Nú-
mero 417, serie 41, renovada con sello de Rentas Internas 
número 219221,-en el lugar que ocupa, según el plano y ac -
ta de mensura levantados por el Agrimensor Público Leo - 

nidas Máximo Grullón, en fecha 6 de Septiembre de 1932 
- 2o.— Que debe ORDENAR, como al efecto ORDENA, el 

registro del derecho de propiedad del resto de esta par- 
cela, en favor de la GRENADA COMPANY, compañía por 
acciones organizada y existente de conformidad con las le- 

- yes del Estado de Delaware, Estados Unidos de América, 
"1-. -  con su domicilio principal en la República, en la Ciudad de 

Santiago de los Caballeros.— 3o.— ACOGER, como al efec- 
to ACOGE, la demanda en garantía intentada por el señor 

`r ,  SANTIAGO BONILLA, contra el señor FEDERICO GUI-
LLERMO- RODRIGUEZ JIMENES•— 4o.— DECLARAR, 
como al efecto DECLARA, que el señor FEDERICO GUI-
LLERMO DODRIGUEZ JIMENEZ, en su condición de ga-
-ránte del señor SANTIAGO BONILLA, está obligado a pa-
gar en favor de éste, una suma proporcional a la evicción 

. y perjuicio sufridos por el señor Santiago Bonilla, con mo-
tivo de la adjudicación hecha en favor de la GRENADA 
COMPANY, de la porción de terreno vendida por el pri-
mero al segundo de dichos señores: DISPONIENDOSE, en 
consecuencia, que para los fines de evaluación de la evicción 
y perjuicio experimentados por el Señor Santiago Bonilla, 
las partes sean reenviadas, como al efecto se reenvían, az- . 

 te la jurisdicción que fuere de derecho.— SE ordena al Se-
cretario del Tribunal de Tierras que, una vez irrjrocable 
esta Decisión, y después de recibidos por él los planos de-
finitivos, preparados por el Agrimensor Contratista y apro-
bados por la Dirección General de Mensuras Catastrales, 
de acuerdo con los términos de esta Decisión, expida el De-
creto de Registro de Tííulos correspondiente"; 

Considerando que, contra la sentencia cuyo dispositivo 
acaba de ser transcrito, ha interpuesto recürso de casación 
el señor Federico Guillermo Rodríguez Jiménez, quien lo 
funda en los siguientes medios: lo.) "Violación del art. 
464 del Cod. de Procedimiento . Civil, falsa o errada aplica-
ció-n de los arts. 2 y 145 de la Ley de Registro de Tierras 
y quebrantamiento de la regla concerniente al doble grado 
de jurisdicción", y 2o.) "Violación del art. 4 de la Ley de 
Registro "de Tierras"; 
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vende al' reclamante Bonilla. una porción de terreno men-
surada en el referido sitio de Caño Julián o Sarna, debida-
mente limitada; y otro acto bajo firma privada, de fecha 
18 de mayo de 1929, transcrito el 12 de enero de 1940, me-
diante el cual Juan Cabrera vende al mismo Señor. Bonilla 
una playa cultivada de yerba páez y algunos robles y ca-
ñafístulas, situada en Manzanillo Arriba, debidamente li-
mitada, sin expresarse como hubo este terreno el vende-
dor"; B)— que "en contradicción con el Señor Santiago 
Bonilla, la David Berg Industrial . Alcohol Company, cau-
sante de la Grenada Company, reclamó la cantidad de 20 
hectáreas, 96 áreas y 4 metros cuadrados que compró al 
Señor Federico G.' Rodríguez, quien la hubo por compra a 
Lembcke & Co., y ésta por compra a Emiliano, José Lean-
dro y Einilio García, Sucesores del finado Ezequiel García, 
según plano y acta de mensura levantados por el Agrimen-
sor Leonidas Máximo Grullón. en fecha lo. de junio de 
1914"; C)-- que "el Señor Arcesio E. Jaramillo, causan-
te de la Grenada Company reclamó también en contradic -
ción con el Señor Santiago Bonilla, la cantidad de 8 hec-
táreas, 24 áreas y 50 metros cuadrados, que compró a la 
West Indies Plantations Incorporated, según plano y acta 

• de mensura levantados por el Agrimensor Leonidas Máxi-
mo Grullón en fecha 11 de Junio de 1914, y contrato bajo 
firma privada de fecha 16 de enero de 1940, mediante el 
cual la West Indies Plantations Inc. vende a dicho señor 
Arcesio E. Jaramillo el terreno en cuestión, que hubo la 
compradora de Emiliano, José Leandro y Emilio García, 
Sucesores del finado Ezequiel García, según acto de fecha 
27 de mayo de 1914, instrumentado por el Notario Público 
de la Común de Monte Cristy Aquilino Grullón H:, de acuer-
do con documento depositado en el legajo correspondiente 
a la parcela número 6 de este mismo Distrito Catastral"; 

Considerando que, —(como ha sido expuesto en otro 
lugar de la presente sentencia)— el Tribunal de Tierras, 
en jurisdicción original, por su decisión de fecha seis de 
julio de mil novecientos cuarenta, ordenó la subdivisión de 
la parcela No. 9 del Distrito Catastral No, 14 de la Común 

• 
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Considerando, que resulta, con toda claridad y preci- a.. 
siori, del estudio a que ha procedido la Suprema Corte de 
Justicia, con respecto al Memorial introductivo del recur-
so y al escrito de -ampliación correspondiente, que —a pesar 
de que ello no se encuentra literalmente expuesto en esos 
memoriales— el mencionado recurso ha sido dirigido, úni-
camente, en cuanto a los ordinales tercero y cuarto del dis-
positivo de la decisión que se impugna, por el referido in- ' 
timante, Rodríguez Jimenez; 

Considerando, que el -  punto de puro derecho que con-
siste en determinar si el tribunal del cual emanó la sen-
tencia objeto del recurso de casación, era o nó competen-
te, en razón de la materia, para conocer del caso a que aque-
lla se refiere y fallar sobre éste, constituye un medio de 
orden público que puede y debe ser suscitado de oficio por 
la Suprema Corte de Justicia; que, por consiguiente, en la 
especie, procede investigar, ante todo, si, por la parte de 
la decisión contra la cual ha recurrido en casación el Señor 
Federico Guillermo Rodríguez Jinienes. el Tribunal Supe-
rior ha violado las reglas de su propia competencia o si, 
por el contrario, ha actuado dentro de los límites que di- 

• chas reglas le señalaban ; 
Considerando que, por la primera consideración de la 

sentencia que se impugna, el Tribunal Superior de Tierras 
expresa "que es constante en el expediente", A)— que "la 
parcela Número 9 del Distrito Catastral Número 14 de la 
Común de Monte Cristy" —(objeto del recurso de apela-
ción de que dicho Tribunal conocía)— "y cuya extensión 
superficial es de 38 hectáreas, 74 áreas y 43 metros cuadra-
dos, fué reclamada totalmente en jurisdicción original, por 
el Señor Santiago Bonilla, quien sometió en apoyo de su re -
clamación, un plano y acta de mensura de fecha 6 de sep-
tiembre de 1932, levantados por el Agrimensor Público 
Leonidas Máximo Grullón, de la cantidad de 5 hectáreas 
y 75 áreas de terreno en el sitio de Sarna o Caño Julián 
a requerimiento del Señor Federico G. Rodríguez, y además, 
un acta bajo firma privada de fecha 25 de mayo de 1929, 
transcrito el 28 de mayo de 1939, mediante el cual éste 
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de Monte Cristy, sitio de Caño Julián o Sarna ((Párcela que 
comprende los terrenos a que se ha hecho referencia en la 
consideración precedente)— y adjudicó, en favor de San-
tiago Bonilla, la parcela No. 9-A, con sus mejoras, cuyas 
extensión y colindancias han sido indicadas supra, pero no 
así la parcela No. 9-B y sus mejoras, —(esto es, el resto 
de la parcela No. 9, objeto de la subdivisión)— todo lo cual 
fué adjudicado, en comunidad, en favor del mencionado 
Arcesio E. Jaramillo y de la citada David Berg Industrial 
Alcohol Co.; 

Considerando que, en la audiencia que celebró, el Tri-
bunal Superior de Tierras, para el conocimiento de la ape-
lación interpuesta, por Santiago Bonilla, contra la referida 
decisión del Juez de jurisdicción original, y para el de •las 
instancias que habían dirigido, a dicho Tribunal Superior, 
la Grenada Company y Arcesio E. Jaramillo, el mencionado 
apelante concluyó pidiendo, esencialmente, A)— que se mo-
dificara la decisión objeto de la alzada, relativa a la par-
cela,  No. 9, mediante la cual se dispusieron las adjudica-
ciones ya expresadas; B)— que se rechazaran "la recla-
mación hecha por el señor Arcesio E. Jaramillo en su pro-
pio nombre, que la funda en un acto de venta que depo-
sitó en la reclamación de la Parcela No. 6, cuyo acto, así • 
como el de la David Berg darán sus límites qué nunca po-
drán ser los mismos límites que la parcela No. 9, y la de la 
David Berg, representada por el Señor Camilo P. Casano-
va", por las razones que se exponían y, C).7-- que, "de 
acuerdo con los artículos 2228 y 2229 del Código Civil y 69 
de la Ley de Registro de Tierras se adjudique por pres-
cripción adquisitiva esta parcela al verdadero reclamante, 
señor Santiago Bonilla, por la parte situada del camino real 
al río Yaque, lado Norte, y que colinda al Este con la Par-
cela No. 10 de los hermanos Victoriano y José Belliard y al 
Oeste con terrenos de la West Indies, incluyendo lo que 
legalmente le corresponda en la parte de dicha parcela si-
tuada de dicho camino real al Caño Julián o Pachón, parte 
Sur, que colinda al Este con la misma Parcela No. 10 de 
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Victoriano y José Belliard y por el Oeste con terreno de 
la West Indies o del que fuere"; 

Considerando que, en la misma audiencia a que se alu-
de en la consideración que precede, la Grenada Company, 
en su calidad de causahabiente del Señor Arcesio E. Jara-
millo y de la David Berg Industrial Alcohol Company, con-
cluyó pidiendo, esencialmente, que se confirmara, en todas 
sus partes, la decisión dictada en jurisdicción original, ob-
jeto de la alzada, con las únicas modificaciones que habían 
sido solicitadas mediante las instancias dirigidas, como se 
ha expresado, el veintisiete de julio de mil novecientos cua-
renta, al Tribunal Superior de Tierras, por la Compañía 
concluyente y por el susodicho Jaramillo, e, igualmente me-
diante la instancia que había sido dirigida, al mismo Tri-
bunal, el día de la audiencia a que se hace referencia; 

Considerando que, habiendo demandado, en garantía, 
Santiago Bonilla, a su causante Federico Guillermo Rodri-
guez Jimenes, y habiendo sido fijada audiencia del Tribu-
nal Superior de Tierras para el conocimiento de esa deman-
da, el 'primero, Bonilla. concluyó esencialmente, en dicha 
audiencia, como sigue: A)— que si el Tribunal de Tierras 
fuere consecuente con su jurisprudencia que el concluyente 
indicaba, éste se inclinaría a acatar la confirmación de tal 
jurisprudencia, "abandpnazidp definitivamente su recla-
mación en garantía fuera de los tribunales ordinarios"; 
B)— que si el referido Tribunal no fuere consecuente con 
la susodicha jurisprudencia, se rechazara la excepción pro-
puesta por el demandado en garantía (excepción que figu-
ra reiterada, como se expondrá infra, en el ordinal prime-
ro de las conclusiones presentadas en audiencia por dicho 
demandado)— C)— que, para el ea.  so  de que la excepción 
aludida fuere rechazada, el exponente Bonilla confirmaba, 
"in -extenso", sus conclusiones contenidas en su demanda 
en garantía, notificada el diez de octubre de mil novecien-
tos cuarenta y uno, comp se ha dicho en otro lugar de la 
presente; 

Considerando que, oponiéndose a los pedimentos que 
acaban de ser resumidos, Federico Guillermo Rodríguez Ji- 
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de Monte Cristy, sitio de Caño Julián o Sarna ((1,rcela que 
comprende los terrenos a que se ha hecho referencia en la 
consideración precedente)— y adjudicó, en favor de San-
tiago Bonilla, la parcela No. 9-A, con sus mejoras, cuyas 
extensión y colindancias han sido indicadas supra, pero no 
así la parcela No. 9-B y sus mejoras, —(esto es, el resto 
de la parcela No. 9, objeto de la subdivisión)— todo lo cual 
fué adjudicado, en comunidad, en favor del mencionado 
Arcesio E. Jaramillo y de la citada David Berg Industrial 
Alcohol Co.; 

Considerando que, en la audiencia que celebró, el Tri-
bunal Superior de Tierras, para el conocimiento de la ape-
lación interpuesta, por Santiago Bonilla, contra la referida 
decisión del Juez de jurisdicción original, y para el de .las 
instancias que habían dirigido, a dicho Tribunal Superior, 
la Grenada Company y Arcesio E. Jaramillo, el mencionado 
apelante concluyó pidiendo, esencialmente, A)— que se mo-
dificara la decisión objeto de la alzada, relativa a la par-
celas No. 9, mediante la cual se dispusieron las adjudica-
ciones ya expresadas; B)— que se rechazaran "la recla-
mación hecha por el señor Arcesio E. Jaramillo en su pro-
pio nombre, que la funda en un acto de venta que depo-
sitó en la reclamación de la Parcela No. 6, cuyo acto, así • 
como el de la David Berg darán sus límites qué nunca po-
drán ser los mismos límites que la parcela No. 9, y la de la 
David Berg, representada por el Señor Camilo P. Casano-
va", por las razones que se exponían y,Cque, "de 
acuerdo con los artículos 2228 y 2229 del Código Civil y 69 
de la Ley de Registro de Tierras se adjudique por pres-
cripción adquisitiva esta parcela al verdadero reclamante, 
señor Santiago Bonilla, por la parte situada del camino real 
al río Yaque, lado Norte, y que colinda al Este con la Par-
cela No. 10 de los hermanos Victoriano y José Belliard y al 
Oeste con terrenos de la West Indies, incluyendo lo que 
legalmente le corresponda en la parte de dicha parcela si-
tuada de dicho camino real al Caño Julián o Pachón, parte 
Sur, que colinda al Este con la misma Parcela No. 10 de 
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menes concluyó pidiendo, esencialmente, lo.)-- que se des-
estimara, por inadmisible y prohibida en grado de apelación, 
la acción en garantía introducida, por primera vez, ante él 
Tribunal Superior de Tierras; 2o . ),-- que se le diera acta 
de que, al presentar el pedimento que entrañaba el ordinal 
anterior, el concluyente no entendía considerar, en modo 
alguno, la procedencia de la susodicha demanda, en ningún 
sentido; agregándose a todo ello, a)— "que regida o no por 
la disposición del Art. 464 del C. de P. Civil, la demanda 
nueva que entraña la acción en garantía" de que se trata-
ba, fuera declarada inadmisible por haber sido propuesta 
in limine litis la excepción correspondiente, según consta en 
el escrito de defensa y conclusiones, notificado por minis-
terio de alguacil; y b)— que fuera "por la inadnaisibilidad 
propuesta o por cualquiera otra circunstancia jurídica". el 
Tribunal Superior declara "su desapoderamiento para co-
nocer y fallar la acción en garantía precitada"; 

Considerando que, en presencia de la situación proce-
sal que ha sido expuesta, en síntesis, por las consideracio-
nes que anteceden, —situación que comprendía, como se ha 
visto, no solamente un recurso de alzada, intentado .  por Bo-
nilla contra la decisión, ya indicada, del juez de jurisdic-
ción original, sino también una verdadera demanda en ga-
rantía, incoada, por aquel, con respecto a su causante Ro-
dríguez, y cuyo acto introductivo figura en el expediente 
del caso—, el Tribunal Superior de Tierras, mediante el 
primero y el segundo ordinales del dispositivo de su fallo. 
contra el cual se recurre a casación, rechazó la referida ape-
lación y confirmó la decisión que se atacaba, con las sólas 
modificaciones que se señalaron, pero, por el contrario, me-
diante el tercer ordinal del mencionado fallo acogió la ex-
presada demanda en garantía y, mediante el cuarto y úl -
timo ordinal, declaró que el demandado, en su condición de 
garante de Bonilla, "está obligado a pagar en favor (le és-
te, una suma proporcional a la evicción y perjuicio sufri-
dos" por el demandante, "con motivo de la adjudicación 
hecha en favor de la Grenada Company, de la porción de 
terreno vendida" a Bonilla por Rodríguez Jisnenes, y se dis- 

puso, además, consecuentemente, "que para los fines de 
evaluación de la evicción y perjuicios experimentados por" 
el susodicho demandante. "las partes sean reenviadas, co-
rno al efecto se reenvían, ante la jurisdicción que fuere de 
derecho"; 

Considerando, que todo lo que ha sido expuesto por 
la Suprema Corte de Justicia, en la actual sentencia, po-
ne de manifiesto, de acuerdo con lo que consta en la de-
cisión que se impugna, que el iviibunal Superior de Tierras, 
al estatuir como lo hizo, se reconoció, por ello mismo, com-
petente para conocer de la demanda en garantía de que 
se trataba y para fallar sobre ésta; 

Considerando, que el artículo 2 de la Ley de Registro 
de Tierras dispone, por su parte capital y por su párrafo 
primero que: "Por la presente se establece un tribunal es-
pecial que se denominará "Tribunal de Tierras", el cual 
tendrá jurisdicción exclusiva, salvo lo previsto de otro mo-
do en este artículo, en todos los procedimientos para el re-
gistro, de acuerdo con esta Ley. de todos los títulos de te -
rrenos, edificios o mejoras permanentes o de cualquier 

interés en los mismos, que estén situados en la República 
Dominicana, y tendrá facultad para conocer y determinar 
todas las cuestiones que emanen de dichos procedimientos, 
incluyendo el deslinde, mensura y partición de terrenos co -
muneros.— Este tribunal conocerá además de todos los 
asuntos que séan de su incumbencia con arreglo a esta Ley. 
Dichos procedimientos serán dirigidos in rem contra las 
tierras y edificios y las mejoras existentes en los misinos, 
y los decretos de dicho tribunal afectarán directamente a 
dichos terrenos, edificios y mejoras y constituirán el de-
recho de propiedad sobre éstos, del cual derecho quedará 
investido el dueño"; que, con las disposiciones legales que 
acaban de ser transcritas, guardan directas y estrechas vin-
culaciones las prescripciones del artículo 145 de la mis-
ma Ley de Registro de Tierras, texto, éste, según cuya 
parte inicial: Al empezarse cualquiera mensura catastral, 
de-acuerdo con el artículo 54, todos los casos relacionados 
con el título o posesión de cualquier terreno comprendido 
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en el área abarcada por la mensura catastral, y que estu- 
vieren pendientes de oirse en los demás tribunales domini- 
canos, pasarán ipso facto al Tribunal de Tierras 	" ; 

Considerando, que resulta de las disposiciones funda-
mentales a que se ha hecho referencia en la anterior con-
sideración —y del propio espíritu de la Ley de Registro 
de Tierras— que la jurisdicción creada por ésta es de ca-
rácter manifiestamente especial o excepcional y que, por 
consiguiente, la competenc4 del tribunal así instituido, no 
puede ser determinada de acuerdo con regla alguna de na-
turaleza extensiva sino que, por el contrario, debe ser man-
tenida dentro de los límites impuestos por el fin persegui-
do por dicha Ley, esto es, el registro, de acuerdo con ésta, 
de todos los títulos de terrenos, edificios o mejoras perma-
nentes y de cualquier interés en los mismos, al igual que la 
conservación de los efectos correspondientes a dicho re-
gistro original o a los registros posteriores; que, por lo 
tanto, si "el Tribunal de Tierras" tiene "facultad para co-
nocer y determinar todas las cuestiones que emanan de" 
los procedimientos relativos al saneamiento, que ante él 
deben realizarse, ello no puede comprender sino las cues-
tiones que se vinculan, de manera directa, a la obtención 
del indicado objeto —(al cual tiende, de modo inequívoco 
y exclusivo, la voluntad del legislador)— mediante aque-
llos procedimientos que deben efectuarse in rem y que de-
ben culminar, así, en decretos que obren directamente sobre 
los susodichos terrenos, edificios o mejoras y, esto, con res-
pec'to a toda persona ; 

Considerando q«e, en tal virtud, el "Tribunal de Tie-
rras" es competente para proceder a la adjudicación de to -
do derecho o interés, a condición de que éste o aquél sean. 
por su carácter jurídico propio, susceptible de registro. d2 
conformidad con el texto y el espíritu de las disposiciones 
legales a que se ha hecho referencia arriba; que, cierta -
mente, tal carácter no es el que presentaría el hipotético 
reconocimiento, por el referido Tribunal, de la obligación 
de garantía que gravitare sobre quien hubiere vendido el 
bien, de que se tratare, a una persona distinta de aquella  

a favor de quien se ordenare la adjudicación de dicho bien, 
puesto que a tal situación no podría corresponder, en la 
aludida mera hipótesis, sino una acción personal en repa -
ración del daño o de la pérdida causados por la evicción, 
en provecho de la parte así perjudicada y en contra del 
referido vendedor; que, en efecto, debido al carácter es -
pecial de la jurisdicción instituida por la Ley de Registro 
de Tierras, el conocimiento y el fallo de toda acción de esa 
naturaleza, salvo disposición contraria e inequívoca del le-
gislador —(y esto no existe para la materia de garantía)—
entra en la competencia de los tribunales ordinarios, ante 
los cuales, sin duda alguna, los decretos, mandamientos o 
fallos de registro que emanen del Tribunal de Tierras, sur-
tirán todos sus efectos legales, como consecuencia del ca-
rácter absoluto e irrevocable —(con excepción de lo esta-
blecido por el artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras) —  
que aquellos presentan, incluyendo en ello lo relativo a la 
determinación del titular del derecho registrado de que se 
trate; 

Considerando que es cierto que el procedimiento ins-
tituído por la Ley de Registro de Tierras conlleva un sis-
tema de avisos, que deben efectuarse por publicaciones en 
la prensa, y el llamamiento general a todas las personas a 
quienes pueda interesar dicho procedimiento; que, debido a 
ello, se hace jurídicamente posible que no solamente al re-
ferido saneamiento conlurra, efectiva y espontáneamente, 
`todo vendedor del bien de que se trate, con el fif de ayudar 
a su comprador en la prueba del derecho de éste y en la 
obtención del fallo correspondiente, sino, también, que el 
expresado comprador llame a su vendedor para que, a los 
fines que acaban de ser indicados, figure en el susodicho 
procedimiento; pero, considerando. que en el criterio que 
sustenta la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo con los 
textos que han sido copiados en otro lugar de la presente 
sentencia y con la economía general de la Ley de la máte -

ria, lo que acaba de ser expresado no constituiría ni podría 
constituir, de ningún modo, procedimiento alguno de de-
manda tendiente a declarar responsable, como garante, al 
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vendedor del bien de que se tratare, para lo cual, como ha 
sido expuesto supra, sería incompetente, en razón de la ma-
teria, el Tribunal de Tierras, sin que se pueda hacer, co-
rrectamente, ninguna distinción, para los fines de esa in-
competencia absoluta, entre el punto concerniente a la de-
terminación del monto de la reparación debida y el relati-
vo a la propia existencia de la obligación del garante p 

Considerando que, por lis razones que han sido expues-
tas en los anteriores desarrollos, procede declarar que el 
Tribunal Superior de Tierras violó la regla que domina su 
competencia en razón de la materia, al estatuir como lo hi-
zo, mediante la decisión que se impugna, por la cual se 
acogió la demanda en garantía a que se hace referencia; 
se declaró que Federico Guillermo kodríguez Jimenes, en 
su condición de garante de Santiago Bonilla, está obligado 
a pagarle, a éste, una suma proporcional a la evicción y al 
perjuicio que sufrió con motivo de la adjudicación hecha, 
de acuerdo con lo que se ha expresado supra, en favor de la 
Grenada Company, y se enviaron las partes, para los fines 
de evaluación de la evicción y del perjuicio referidos, "ante 
la jurisdicción que fuere de derecho"; que, en tal virtud y 

- sin que proceda decidir nada sobre los medios en que el ac - 
tual intimante funda, expresamente, su recurso de casa- 
ción, la sentencia que se impugna debe ser casada, en lo 
que concierne a los órdinales de su dispositivo que han sido 
objeto de dicho recurso; 

Consiclfrando que el párafo 3 'del artículo' 1-A de la' 
Orden Ejecutiva No.. 799, de fecha 15 de setiembre de 1922, 
tal como se encuentra, actualmente, en vigor, dispone que: 
"Siempre que hubiere lugar a casación de un fallo del Tri-
bunal Superior de Tierras, la decisión que recaiga ordena-
rá el reenvío del asunto ante dicho Tribunal Superior de 
Tierras y éste procederá a la reconsideración de la senten-
cia casada en aquellos puntos de la sentencia respecto de 
los'cuales el recurso hubiere sido acogido, y se conforínará, 
al resolverlos, con lo que disponga el fallo de la Suprema 
Corte de Justicia"; que, por tanto, al ser este texto legal, 
contentivo de una disposición especial, el que debe ser apli- 
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cado, en la materia y en el aspecto de que se trata, y no el 
artículo 24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es 
procedente que, al pronunciarse la anulación de la senten-

cia objeto del actual recurso, se ordene el reenvío del asun-
to por ante el mismo Tribunal Superior a quo, para los fi- 

nes ya expresados; 
Por tales motivos, Primero: Casa, solamente en cuan -

to a sus ordinales tercero y cuarto, la decisión número 4, 
dictada, en fecha veintiuno de mayo de mil novecientos cua-

renta y dos, por el Tribunal Superior de Tierras, cuyo dis -

positivo ha sido transcrito en otro lugar de la presente, y 
reenvía el asunto, así delimitado, a dicho Tribunal Superior 

de Tierras; y Segundo: Condena la parte intimada, Señor 

Santiago Bonilla, al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran -

qo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Troncos° de la C.— Ra-

fael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alva - 

rez. Secretario General .  

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma -

da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

o 	 

DIOS, PATRIA, Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 
	o 	 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus -

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 

Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran -

co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán Ta-
vares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron

-

coso de la Concha y José'Pérez Nolasco, asistidos del in- 
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vendedor del bien de que se tratare, para lo cual, como ha 
sido expuesto supra, sería incompetente, en razón de la ma-
teria, el Tribunal de Tierras, sin que se pueda hacer, co-
rrectamente, ninguna distinción, para los fines de esa in-
competencia absoluta, entre el punto concerniente a la de-
terminación del monto de la reparación debida y el relati-
vo a la propia existencia de la obligación del garante p 

Considerando que, por rás razones que han sido expues-
tas en los anteriores desarrollos, procede declarar que el 
Tribunal Superior de Tierras violó la regla que domina su 
competencia en razón de la materia, al estatuir como lo hi-
zo, mediante la decisión que se impugna, por la cual se 
acogió la demanda en garantía a que se hace referencia; 
se declaró que Federico Guillermo hodríguez Jimenes, en 
su condición de garante de Santiago Bonilla, está obligado 
a pagarle, a éste, una suma proporcional a la evicción y al 
perjuicio que sufrió con motivo de la adjudicación hecha, 
de acuerdo con lo que se ha expresado supra, en favor de la 
Grenada Company, y se -enviaron las partes, para los fines 
de evaluación de la evicción y del perjuicio referidos, "ante 
la jurisdicción que fuere de derecho"; que, en tal virtud y 
sin que proceda decidir nada sobre los medios en que el ac -
tual intimante funda, expresamente, su recurso de casa-
ción, la sentencia que se impugna debe ser casada, en lo 
que concierne a los órdinales de su dispositivo que han sido 
objeto de dicho recurso; 

Considfrando que el párafo 3 'del artículo .  1-A de la' 
Orden Ejecutiva No.. 799, de fecha 15 de setiembre de 1922, 
tal como se encuentra, actualmente, en vigor, dispone que: 
"Siempre -que hubiere lugar a casación de un fallo del Tri-
bunal Superior de Tierras, la decisión que recaiga ordena-
rá el reenvío del asunto ante dicho Tribunal Superior de 
Tierras y éste procederá a la reconsideración de la senten-
cia casada en aquellos puntos de la sentencia respecto de 
losi cuales el recurso hubiere sido acogido, y se conform.  ará, 
al resolverlos, con lo que disponga el fallo de la Suprema 
Corte de Justicia"; que, por tanto, al ser este texto legal, 
contentivo de una disposición especial, el que debe ser apli- 
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ciado, en la materia y en el aspecto de que se trata, y no el 
artículo 24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es 
procedente que, al pronunciarse la anulación de la senten -

cia objeto del actual recurso, se ordene el reenvío del asun-
to por ante el mismo Tribunal Superior a quo, para los fi-

nes ya expresados; 
Por tales motivos, Primero: Casa, solamente en cuan -

to a sus ordinales tercero y cuarto, la decisión número 4, 
dictada, en fecha veintiuno de mayo de mil novecientos cua-
renta y dos, por el Tribunal Superior de Tierras, cuyo dis -

positivo ha sido transcrito en otro lugar de la presente, y 
reenvía el asunto, así delimitado, a dicho Tribunal Superior 

de Tierras; y Segundo: Condena la parte intimada, Señor 

Santiago Bonilla, al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran -. 

, ceo .— B. del Castillo S.— Eudaldo Trongoso de la C.— 
Alva- 

Ra- 

fael Estrella Urefia.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. 

rez. Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma

-

da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-

tifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

-o 

DIOS, PATRIA. Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

o 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-

co, Primer. 
 Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán Ta-

vares hijo,
hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tro 

coso de la Concha y Josl'Pérez 
Nolasco, asistidos del in- 

0. 
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vendedor del bien de que se tratare, para lo cual, como ha 
sido expuesto supra, sería incompetente, en razón de la ma-
teria, el Tribunal de Tierras, sin que se pueda hacer, co-
rrectamente, ninguna distinción, para los fines de esa in-
competencia absoluta, entre el punto concerniente a la de-
terminación del monto de la reparación debida y el relati-
vo a la propia existencia de la obligación del garante r 

Considerando que, por 1-ás razones que han sido expues-
tas en los anteriores desarrollos, procede declarar que el 
Tribunal Superior de Tierras violó la regla que domina su 
competencia en razón de la materia, al estatuir como lo hi-
zo, mediante la decisión que se impugna, por la cual se 
acogió la demanda en garantía a que se hace referencia; 
se declaró que Federico Guillermo itodríguez Jimenes, en 
su condición de garante de Santiago Bonilla, está obligado 
a pagarle, a éste, una suma proporcional a la evicción y al 
perjuicio que sufrió con motivo de la adjudicación hecha, 
de acuerdo con lo que se ha expresado supra, en favor de la 
Grenada Company, y se enviaron las partes, para los fines 
de evaluación de la evicción y del perjuicio referidos, "ante 
la jurisdicción que fuere de derecho"; que, en tal virtud y 
sin que proceda decidir nada sobre los medios en que el ac -
tual intimante funda, expresamente, su recurso de casa-
ción, la sentencia que se impugna debe ser casada, en lo 
que concierne a los órdinales de su dispositivo que han sido 
objeto de dicho recurso; 

Considfrando que el párafo 3 'del artículo' 1-A de la' 
Orden Ejecutiva No.. 799, de fecha 15 de setiembre de 1922, 
tal como se encuentra, actualmente, en vigor, dispone que: 
"Siempre -que hubiere lugar a casación de un fallo del Tri-
bunal Superior de Tierras, la decisión que recaiga ordena-
rá el reenvío del asunto ante dicho Tribunal Superior de 
Tierras y éste procederá a la reconsideración de la senten-
cia casada en aquellos puntos de la sentencia respecto de 
los'cuales el recurso hubiere sido acogido, y se conform.  ará, 
al resolverlos, con lo que disponga el fallo de la Suprema 
Corte de Justicia"; que, por tanto, al ser este texto legal, 
contentivo de una disposición especial, el que debe ser apli- 
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ejiido, en la materia y en el aspecto de que se trata, y no el 
artículo 24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es 
procedente que, al pronunciarse la anulación de la senten -

cia objeto del actual recurso, se ordene el reenvío del asun-
to por ante el mismo Tribunal Superior a quo, para los fi-

nes ya expresados; 
Por tales motivos, Primero: Casa, solamente en cuan -

to a sus ordinales tercero y cuarto, la decisión número 4, 
dictada, en fecha veintiuno de mayo de mil novecientos cua-
renta y dos, por el Tribunal Superior de Tierras, cuyo dis -

positivo ha sido transcrito en otro lugar de la presente, y 
reenvía el asunto, así delimitado, a dicho Tribunal Superior 

de Tierras; y Segundo: Condena la parte intimada, Señor 

Santiago Bonilla, al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran -. 

cp.— B. del Castillo S.— Eudaldo Troqcoso de la C.— 
Alva- 

Ra- 

fael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. 

rez. Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma

-

da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-

tifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

-o 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

o 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-

co, Primer. 
 Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán Tn- 

a-

vares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tro 

coso de la Concha y 
José'''Pérez Nolasco, asistidos del in- 

1 
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frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día treinta del mes de septiembre de mil novecientos 
cuarenta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Res-
tauración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nom-
brado José Tomás Rodríguez„ dominicano, mayor de edad, 
casado, zapatero, natural de San Pedro

. de Macorís y resi-
dente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula personal de 

identidad No. 8094, serie 23, sello de R. I. No. 9565, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
lecha veintiuno de mayo de mil novecientos cuarenta y 

tres,• dictada en sus atribuciones - correccionales; 
Vista el acta del recurso de casación levantada, en la 

Secretaría de la Corte a quo, en fecha veintiocho del mes de 
mayo de mil novecientos cuarenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Ricardo Roques Martínez, portador 

de la Cédula personal de identidad número 17722, Serie 1, 
sello de R. I. No. 408, abogado del recurrente, quien dió lec-
tura a sus Conclusiones y depositó. un memorial de casación; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, ad-thoc, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura 
de su dictamen; 

La Suprema Corte de Juglicia, después de haber deli-
berado. y vistos los artículos 355 reformado y 463, escala 
6a., -del Código Penal; 1382 del Código Civil; 194 y 195 del 
Código de Procedimiento Criginal, y 27 y 71 de la Ley so-
bre.Procedimiento de Casación; 

Considerando, que son hechos constantes en la senten-
cia impugnada, los que a continuación se expresan: a), qué 
en fecha diez de febrero del año 1943, por querella presen-
tada por el señor Emilio Mendoza, padre de la menor Regi-
na Altagracia, fué sometido a la acción de la justicia el 
nombrado José Tomás Rodríguez, prevenido del delito de 
sustracción de la referida menor; b), que, apoderada del 
caso, la Cámara de lo Penal de* Juzgado de Primera Ins- 
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tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó su sen-
tencia sobre el asunto, en fecha nueve de marzo del mil no-
vecientos cuarenta y tres, condenando al procesado José To-
más Rodríguez, acogiendo circunstancias atenuantes en su 
favor, a sufrir la pena de seis meses de prisión correccio-
nal, al pago de la suma de cien pesos ($100 .00) moneda de 
curso legal, de indemnización en favor de la Parte civil cons-
tituida Señor Emilio Mendoza, la cual se compensará con 
prisión en caso de insolvencia, a razón de un día de prisión 
por cada peso que dejara de pagar, y al pago de las costas; 
e), que inconforme dicho acusado con esa sentencia, inter-
puso en tiempo hábil recurso de alzada contra la misma, por 
ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; d), que la 
susodicha Corte, conoció del caso en la audiencia pública del 
veintiuno de mayo del mil novecientos cuarenta y tres, y 
en dicha audiencia, el abogado del inculpado concluyó así: 
"Pedimos que revoqueis la sentencia apelada, y que descar-
guéis al perevenido"; y el Magistrado Procurador General, 
produjo su dictamen y concluyó como sigue: "Pedimos a es-
ta Honorable Corte: lo. que declaréis bueno y válido, en 
cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; 2o. que 
confirméis la sentencia apelada y 3o. que condenéis al pre-
venido al pago de las costas del presente recurso de ape-
lación"; e), que el mismo día en que se celebró la audiencia 
—veintiuno de mayo de mil novecientos cuarenta y tres—, la 
Corte de Ciudad Trujillo dictó una sentencia cuyo disposi -
tivo es el siguiente: "Falla:— Primero: Declara regular en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido José Tomás Rodríguez, de generales anotadas, 
contra sentencia dictada en fecha nueve de Marzo del año 
en curso por la Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en sus 
atribuciones correccionales, que lo condena: lo. a sufrir la 
pena de seis meses de prisión correccional y al pago de las 
costas, por el delito de sustracción de la mayor de diez y seis 
años de edad. y menor de diez y ocho, Regina Altagracia 
Mendoza, apreciando en su favor circunstancias atenuantes; 
s2o. al  pago de una indemnización de cien pesos en favor de 
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frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día treinta del mes de septiembre de mil novecientos 
cuarenta y tres, año 100 de la Independencia, 81 de la Res-
tauración y 14 de la Era de Trujillo, dicta, en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nom-
brado José Tomás Rodríguez„ dominicano, mayor de edad, 
casado, zapatero, natural de San Pedro. de Macorís y resi-
dente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula personal de 

identidad No. 8094, serie 23, sello de R. I. No. 9565, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
lecha veintiuno de mayo de mil novecientos cuarenta y 

tres, • dictada en sus atribuciones - correccionales; 
Vista el acta del recurso de casación levantada, en la 

Secretaría de la Corte a quo, en fecha veintiocho del mes de 
mayo de mil novecientos cuarenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Ricardo Roques Martínez, portador 

de la Cédula personal de identidad número 17722, Serie 1, sello de R. I. No. 408, abogado del recurrente, quien dió lec-
tura a sus conclusiones y depositó. un memorial de casación; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, ad-ihoc, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura 
de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado. y vistos los artículos 355 reformado y 463, escala 
6a., -del Código Penal; 1382 del Código Civil; 194 y 195 del 
Código de Procedimiento Criginal, y 27 y 71 de la Ley so-
bre*Procedimiento Casación; 

Considerando, que son hechos constantes en la senten-
cia impugnada, los que a continuación se expresan: a), qué 
en fecha diez de febrero del año 1943, por querella presen-
tada por el señor Emilio Mendoza, padre de la menor Regi-
na Altagracia, fué sometido a la acción de la justicia el 
nombrado José Tomás Rodríguez, prevenido del delito de 
sustracción de la referida menor; b), que, apoderada del 
caso, la Cámara de lo Penal de* Juzgado de Primera Ins- 
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tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó su sen- 
tencia sobre el asunto, en fecha nueve de marzo del mil no- 
vecientos cuarenta y tres, condenando al procesado José To- 
más Rodríguez, acogiendo circunstancias atenuantes en su 
favor, a sufrir la pena de seis meses de prisión correccio- 
nal, al pago de la suma de cien pesos ($100.00) moneda de 
curso legal, de indemnización en favor de la Parte civil cons- 
tituida Señor Emilio Mendoza, la cual se compensará con 
prisión en caso de insolvencia, a razón de un día de prisión 
por elida peso que dejara de pagar, y al pago de las costas; 
c), que inconforme dicho acusado con esa sentencia, inter- 
puso en tiempo hábil recurso de alzada contra la misma, por 

-1, ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; d), que la 
susodicha Corte, conoció del caso en la audiencia pública del 
veintiuno de mayo del mil novecientos cuarenta y tres, y 

- en dicha audiencia, el abogado del inculpado concluyó así: 
"Pedimos que revoqueis la sentencia apelada, y que desear- 
guéís al perevenido"; y el Magistrado Procurador General, 

It produjo su dictamen y concluyó como sigue: "Pedimos a es- 
, ta Honorable Corte: lo. que declaréis bueno y válido, en 

cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; 2o. que 
confirméis la sentencia apelada y 3o. que condenéis al pre- 
venido al pago de las costas del presente recurso de ape- 
lación"; e), que el mismo día en que se celebró la audiencia 

veintiuno de mayo de mil novecientos cuarenta y tres—, la 
Corte de Ciudad Trujillo dictó una sentencia cuyo disposi -
tivo es el siguiente: "Falla:— Primero: Declara regular en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido José Tomás Rodríguez, de generales anotadas, 
contra sentencia dictada en fecha nueve de Marzo del año 
en curso por la Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en sus 
atribuciones correccionales, que lo condena: lo. a sufrir la 
pena de seis meses de prisión correccional y al pago de las 
costas, por el delito de sustracción de la mayor de diez y seis 
años de edad. y menor de diez y ocho, Regina Altagracia 
Mendoza, apreciando en su favor circunstancias atenuantes; 
2o. al  pago de una indemnización de cien pesos en favor de 
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la parte civil legalmente constituida señor Emilio Mendoza, 
como compensación a los daños morales y materiales oca-
sionados con su hecho, la cual compensará con prisión en ca-
so de insolvencia a razón de un día por cada peso; y 3o. al  
pago de las costas civiles";— Segundo: Confirma en todas 
sus partes la precitada sentencia; y Tercero: Condena al pre-
venido al pago de las costas de este recurso de alzada"; 

Considerando, que contra esta sentencia, interpuso en 
tiempo hábil recurso de casación el inculpado Rodríguez, por 
ante el Secretario de la Corte a quo "por no estar conforme" 
con ella, y por lo tanto, el recurso es total; 

Considerando, que en la audiencia que se celebró para 
conocer de dicho recurso de casación, el abogado del incul-
pado Rodríguez depositó un memorial en el cual se alega, 
en resúmen, que la Corte de Apelación violó los artículos 355 
del Código Penal y 27 de la Ley .  sobre Procedimiento de Ca-
sación, porque en la sentencia que se impugna, no se esta-
blece debidamente la existencia del "elemento constitutivo, 
esencial y primordial, del delito" de que se trata, o sea el 
desplazamiento de la menor de la casa paterna, o de los tu-
tores, con fines deshonestos, puesto que en esa sentencia 
"se descuidó bastante ponderar los fundamentos jurídicos 
qrie tuvo para tener por probado" en la especie, dicho ele-
mento; que la acusación contra José Tomás Rodríguez, "tie-
ne como único fundamento, la aseveración de la menor Re-
gina Altagracia Mendoza, de que ella era llevada por el pre-
venido a celebrar ayuntamientos carnales en la casa de la 
nombrada Ana María Félix (a) Marüta" y "todos los demás 
testigos, son testigos de referencia, loS cuales nada saben 
agregar a esta circunstancia" y que esto es tanto más im-
portante, cuanto, "ante el tribunal del primer grado, la nom-
brada Ana Ma. Félix negó rotundamente que esta afirma-
ción fuera cierta". negativa que se encuentra "robustecida 
por la declaración de la menor en primera audiencia cele-
brada por el tribunal del primer grado, quien ignoró ante 
este honorable Juez, el nombre y dirección de la Señora Ana 
María Félix (a) Mariita; que, sin embargo en presencia de 
ese conjunto de circunstancias, la Corte a quo se conforma 
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con afirmar que del plenario resulta que el prevenido es au-
tor de la sustracción de la menor Regina Altagracia Men-
doza"; 

Considerando, que el artículo 355 reformado del Código 
Penal, dispone en su primera parte lo siguiente: "Todo in-
dividuo que extrajere de la casa paterna o de sus mayores, 
tutores o curadores a una joven menor de diez y seis años, 
por cualquier otro medio que no sea de los enunciados en el 
articulo anterior, incurrirá en la pena de uno a dos años de 
phsión y multa de doscientos a quinientos pesos. Si la joven 
fuere mayor de diez y seis años y meiAor de diez y ocho 
la pena será de seis meses a un año de prisión y multa de 
cien a trescientos pesos". "La sentencia de condenación ex-
presará siempre que, en caso de insolvencia, tanto la multa 
como las indemnizaciones a que haya sido condenado el cul-
pable se compensarán con prisión a razón de un día por ca-
da peso"; 

Considerando, que la sentencia contra la cual se re-
curre a casación establece: "que en el plenario celebrado por 
esta Corte, han quedado establecidos por las declaraciones 
de los testigos y la relación de la agraviada, los hechos y 
circunstancias siguientes: a) que el prevenido José Tomás 
Rodríguez, sostenía relaciones amorosas con la menor Regi-
na Altagracia Mendoza, nacida el día siete de Agosto de 
mil novecientos veinticinco, según consta en la certificación 
expedida en fecha tres de agosto de mil novecientos treinta 
y seis. por el Oficial del Estado Civil, Emilio E. Ravelo, y 
por consiguiente mayor de diez y seis años y menor de diez 
y ocho: b) que dicho prevenido, en varias ocasiones, llevó a 
la expresada menor a una casa de cita, con fines deshones-
tos, donde la hizo suya, destruyendo su virginidad, segun 
certificado médico legal que obra en autos; c) que enterada 
la madre de la agraviada de tales hechos, reclamó del pre-
venido reparar tan grave falta por medio del matrimonio, a 
lo cual accedió dicho prevenido, pero alegando no estar por 
el momento en condiciones económicas que le capacitaran 
para afrontar los gastos del matrimonio; d) que dicha seño-
ra le facilitó al prevenido la suma de un peso cincuenta cen- 
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la parte civil legalmente constituída señor Emilio Mendoza, 
como compensación a los daños morales y materiales oca-
sionados con su hecho, la cual compensará con prisión en ca-
so de insolvencia a razón de un día por cada peso; y 3o. al  
pago de las costas civiles";— Segundo: Confirma en todas 
sus partes la precitada sentencia; y Tercero: Condena al pre-
venido al pago de las costas de este recurso de alzada"; 

Considerando, que contra esta sentencia, interpuso en 
fiemo° hábil recurso de casación el inculpado Rodríguez, por 
ante el Secretario de la Corte a quo "por no estar conforme" 
con ella, y por lo tanto, el recurso es total; 

Considerando, que en la audiencia que se celebró para 
conocer de dicho recurso de casación, el abogado del incul-
pado Rodríguez depositó un memorial en el cual se alega, 
en resúmen, que la Corte de Apelación violó los artículos 355 
del Código Penal y 27 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, porque en la sentencia que se impugna, no se esta-
blece debidamente la existencia del "elemento constitutivo, 
esencial y primordial, del delito" de que se trata, o sea el 
desplazamiento de la menor de la casa paterna, o de los tu-
tores, con fines deshonestos, puesto que en esa sentencia 
"se descuidó bastante ponderar los fundamentos jurídicos 
qtie tuvo para tener por probado" en la especie, dicho ele-
mento; que la acusación contra José Tomás Rodríguez, "tie-
ne como único fundamento, la aseveración de la menor Re-
gina Altagracia Mendoza, de que ella era llevada por el pre-
venido a celebrar ayuntamientos carnales en la casa de la 
nombrada Ana María Félix (a) Marüta" y "todos los demás 
testigos, son testigos de referencia, los cuales nada saben 
agregar a esta circunstancia" y que esto es tanto más im-
portante, cuanto, "ante el tribunal del primer grado, la nom-
brada Ana Ma. Félix negó rotundamente que esta afirma-
ción fuera cierta", negativa que se encuentra "robustecida 
por la declaración de la menor en primera audiencia cele-
brada por el tribunal del primer grado, quien ignoró ante 
este honorable Juez, el nombre y dirección de la Señora Ana 
María Félix (a) Marina; que, sin embargo en presencia de 
ese conjunto de circunstancias, la Corte a quo se conforma 
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con afirmar que del plenario resulta que el prevenido es au-
tor de la sustracción de la menor Regina Altagracia Men-
doza"; 

Considerando, que el artículo 355 reformado del Código 
Penal, dispone en su primera parte lo siguiente: "Todo in-
dividuo que extrajere de la casa paterna o de sus mayores, 
tutores o curadores a una joven menor de diez y seis años, 
por cualquier otro medio que no sea de los enunciados en el 
articulo anterior, incurrirá en la pena de uno a dos años de 
prisión y multa de doscientos a quinientos pesos. Si la joven 
fuere mayor de diez y seis años y menor de diez y ocho 
la pena será de seis meses a un año de prisión y multa de 
cien a trescientos pesos". "La sentencia de condenación ex-
presará siempre que, en caso de insolvencia, tanto la multa 
como las indemnizaciones a que haya sido condenado el cul-
pable se compensarán con prisión a razón de un día por ca-
da peso"; 

Considerando, que la sentencia contra la cual se re-
curre a casación establece: "que en el plenario celebrado por 
esta Corte, han quedado establecidos por las declaraciones 
de los testigos y la relación de la agraviada, los hechos y 
circunstancias siguientes: a) que el prevenido José Tomás 
Rodríguez, sostenía relaciones amorosas con la menor Regi-
na Altagracia Mendoza, nacida el día siete de Agosto de 
mil novecientos veinticinco, según consta en la certificación 
expedida en fecha tres de agosto de mil novecientos treinta 
y seis. por el Oficial del Estado Civil, Emilio E. Ravelo, y 
por consiguiente mayor de diez y seis años y menor de diez 
y ocho: b) que dicho prevenido, en varias ocasiones, llevó a 

la expresada menor a una casa de cita, con fines deshones-
tos, donde la hizo suya, destruyendo su virginidad, según 
certificado médico legal que obra en autos; c) que enterada 

la madre de la agraviada de tales hechos, reclamó del pre-
venido reparar tan grave falta por medio del matrimonio, a 
lo cual accedió dicho prevenido, pero alegando no estar por 
el momento en condiciones económicas que le capacitaran 
para afrontar los gastos del matrimonio; d) que dicha seño-
ra le facilitó al prevenido la suma de un peso cincuenta cen- 
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tavos para sacar la cédula (aunque este hecho lo niega el 
prevenido), y un primo de la agraviada, le ofreció sumi-
nistrarle en calidad de préstamo, de cien pesos que tenía, 
la cantidad necesaria para tal fin; e) que así las cosas, y 
cuando el prevenido, en compañía del padre de la menor y 
del testigo José Antonio Jiménez (a) Bala, se disponían a 
acudir donde el Oficial del Estado Civil para celebrar el di-
cho matrimonio, el prevenido solicitó ir primero donde un 
hermano; f) que ya en casa de éste, el dicho hermano ale-
gó que su hermano no podía casarse, porque ese mismo día, 
había contraído matrimonio con otra mujer con la cual vivía 
y tenía procreada una niña; g) que presentada formal que-
rella contra el prevenido y constituido el padre de la menor, 
señor Emilio o Celio Mendoza en parte civil, en fecha nueve 
de Marzo del año en curso, fué dictada por la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, la sentencia de la cual es el dispositivo que 
se transcribe en otra parte de sete fallo; y h) que el mis-
mo día de la sentencia condenatoria apeló el expre'sado pre-
venido"; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se expo-
ne, a continuación "que de los hechos antes expresados, re-
sulta para esta Corte, la convicción de que el prevenido, ape -
lar de su negativa, es el autor responsable del delito de sus-
tracción de la menor Regina Altagracia Mendoza, mayor de 
diez y seis y menor de diez y ocho años, porque en reitera-
das ocasiones, desplazó a dicha menor con fines deshonestos, 
de la casa de los padres de ésta, y bajo cuya autoridad se 
encontraba, a un lugar propicio para el logro de sus deseos 
sexuales los cuales consumó; que en estos actos, dados por 
ciertos por esta Corte, se encuentran reunidos los tres ele-
mentos sustanciales del delito de sustracción de menores, 
o sean: la intención delictudsa, en el agente; el desplaza -
miento de la joven, aunque de manera momentánea, pero rei-
terada, de la casa paterna, en burla de la autoridad y sal-
vaguarda de sus padres; la minoridad de la agraviada; que 
de este delito resulta responsable por los hechos y circuns -
tancias de la causa, el prevenido José Tomás Rodríguez, con 
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quien dicha menor cuya honestidad no ha sido objeto de 
controversia al momento de la comisión del delito sostenía 
relaciones amorosas y había formalizado compromiso ma-
tnmonial ; que por lo antes expresado, ha lugar, que el de-
lito cometido por dicho prevenido, debe ser sancionado de 
conformidad con la ley"; 

Considerando, que los jueces del fondo tienen un po-
der soberano para apreciar la fuerza probante de las de-
claraciones testimoniales que ante ellos se hagan, y que 
en tal virtud, salvo el caso de desnaturalización, dicha, apre-
ciación escapa a la censura de la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando, que ningún precepto legal obliga a los 
jueces en la materia de que se trata, bajo pena de nulidad 
de su sentencia, a trabajar en éstas las declaraciones por 
ellos recibidas, y que figuran en la correspondiente acta de 
audiencia; que en-  la especie, la Suprema Corte ha compro -
bado que, según consta en el acta de la audiencia celebrada 
por la Corte de Apelación el diecinueve de mayo de mil no-
vecientos cuarenta y tres, fueron oídos por ésta; previo ju-
ramento, exigido por el artículo 155 del Código de Proce -

dimiento Criminal, los testigos José A. Jiménez, Margarita 
Arias y Jacobo Adán, la agraviada y el padre de ésta, sin 
que estos dos últimos prestaran juramento; que igualmente 
consta que fué oída la lectura de la declaración prestada en 
primera instancia por la testigo Ana Ma. Félix (a) Marii-
ta, no compareciente en el juicio de apelación, después de lo 
cual fué igualmente oído el prevenido en su propia declara- 
ción; 

Considerando, que igualmente ha comprobado la Supre-
ma Corte que, contrariamente a la pretensión del recurren-

te. la  Corte a quo, ha podido como lo hizo, fundar su convic-
ción, tanto con relación al "desplazamiento de la menor" 
cuanto con respecto a los demás alementos, constitutivos del 
delito de que se trataba, en la ponderación del conjunto de 
las declaraciones mencionadas y en examen de los documen -
tos de la causa, realizados sin incurrir en ningún vicio de 
desnaturalización; 

Considerando, que no solamente se encuentran esta- 
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tavos para sacar la cédula (aunque este hecho lo niega el 
prevenido), y un primo de la agraviada, le ofreció sumi-
nistrarle en calidad de préstamo, de cien pesos que tenía, 
la cantidad necesaria para tal fin; e) que así las cosas, y 
cuando el prevenido, en compañía del padre de la menor y 
del testigo José Antonio Jiménez (a) Bala, se disponían a 
acudir donde el Oficial del Estado Civil para celebrar el di-
cho matrimonio, el prevenido solicitó ir primero donde un 
hermano; f) que ya en casa de éste, el dicho hermano ale-
gó que su hermano no podía casarse, porque ese mismo día, 
había contraído matrimonio con otra mujer con la cual vivía 
y tenía procreada una niña; g) que presentada formal que-
rella contra el prevenido y constituido el padre de la menor, 
señor Emilio o Celio Mendoza en parte civil, en fecha nueve 
de Marzo del año en curso, fué dictada por la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, la sentencia de la cual es el dispositivo que 
se transcribe en otra parte de sete fallo; y h) que el mis-
mo día de la sentencia condenatoria apeló el expre'sado pre-
venido"; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se expo-
ne, a continuación "que de los hechos antes expresados, re-
sulta para esta Corte, la convicción de que el prevenido, ape-
sar de su negativa, es el autor responsable del delito de sus-
tracción de la menor Regina Altagracia Mendoza, mayor de 
diez y seis y menor de diez y ocho años, porque en reitera-
das ocasiones, desplazó a dicha menor con fines deshonestos, 
de la casa de los padres de ésta, y bajo cuya autoridad se 
encontraba, a un lugar propicio para el logro de sus deseos 
sexuales los cuales consumó; que en estos actos, dados por 
ciertos por esta Corte, se encuentran reunidos los tres ele-
mentos sustanciales del delito de sustracción de menores, 
o sean: la intención delictuosa, en el agente; el desplaza -
miento de la joven, aunque de manera momentánea, pero rei-
terada, de la casa paterna, en burla de la autoridad y sal-
vaguarda de sus padres; la minoridad de la agraviada; que 
de este delito resulta responsable por los hechos y circuns -
tancias de la causa, el prevenido José Tomás Rodríguez, con 
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quien dicha menor cuya honestidad no ha sido objeto de 
controversia al momento de la comisión del delito sostenía 
relaciones amorosas y había formalizado compromiso ma-
tnmonial; que por lo antes expresado, ha lugar, que el de-
lito cometido por dicho prevenido, debe ser sancionado de 
conformidad con la ley"; 

Considerando, que los jueces del fondo tienen un po-
der soberano para apreciar la fuerza probante de las de-
claraciones testimoniales que ante ellos se hagan, y que 
en tal virtud, salvo el caso de desnaturalización. dicha, apre -
ciación escapa a la censura de la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando, que ningún precepto legal obliga a los 
jueces en la materia de que se trata, bajo pena de nulidad 
de su sentencia, a trabajar en éstas las declaraciones por 
ellos recibidas, y que figuran en la correspondiente acta de 
audiencia; que en-  la especie, la Suprema Corte ha compro -
bado que, según consta en el acta de la audiencia celebrada 
por la Corte de Apelación el diecinueve de mayo de mil no-
vecientos cuarenta y tres, fueron oídos por ésta; previo ju-
ramento, exigido por el artículo 155 del Código de Proce-
dimiento Criminal, los testigos José A. Jiménez, Margarita 
Arias y Jacobo Adón, la agraviada y el padre de ésta, sin 
que estos dos últimos prestaran juramento; que igualmente 
consta que fué oída la lectura de la declaración prestada en 
primera instancia por la testigo Ana Má. Félix (a) Marii-
ta, no compareciente en el juicio de apelación, después de lo 
cual fué igualmente oído el prevenido en su propia declara-

ción ; 
Considerando, que igualmente ha comprobado la Supre-

ma Corte que, contrariamente a la pretensión del recurren-

te. la  Corte a quo, ha podido como lo hizo, fundar su convic-
ción, tanto con relación al "desplazamiento de la menor" 
cuanto con respecto a los demás alementos, constitutivos del 
delito de que se trataba, en la ponderación del conjunto de 
las declaraciones mencionadas y en examen de los documen - 

tos de la causa, realizados sin incurrir en ningún vicio de 
• 

desnaturalización; 
Considerando, que no solamente se encuentran esta- 
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blecidos en la sentencia impugnada, todos los elementos cons-
titutivos del delito de sustracción, de acuerdo con la ley, 
sino que también la pena impuesta por dicha sentencia al 
inculpado es la que resulta de la combinación de los artícu-
los 355 y 463 escala 6a. del Código Penal; 

Considerando, que el artículo 1382 del Código Civil dis-
pone que: "Cualquier hecho del hombre que causa a otro un 
daño, obliga a aquél por cuya culpa sucedió, a repararlo"; 
que en la sentencia atacada en casación se expresa: "que el 
padre de la joven agraviada señor Celio o Emilio Mendoza 
se ha constituido en parte civil con motivo de este delito, 
con el cual esta fuera de dudas, se le han causado daños mo-
rales consistentes en, las mortificaciones, sufrimientos y en 
la injuria causada al concepto del respeto a la familia por 
él representada los'cuales ameritan justa reparación; que el 
Juez a-quo apreció estos daños en la suma de cien pesos, 
y a su pago condenó al prevenido en favor de dicha parte 
civil constituida, a título de indemnización; que la parte ci-
vil no ha apelado de esta sentencia, pero ha comparecido a 
sostener esa condenación que esta Corte estima justa"; que, 
por lo tanto debe declararse que la Corte a quo ha hecho una 
correcta aplicación del indicado artículo del Código Civil; 

Considerando, que, habiendo sucumbido el inculpado, 
en su recurso de apelación, la Corte a quo, al condenarlo al 
pago de las costas, hizo también una correcta aplicación del 
artículo 194 del Código de Procedimiento' Criminal; 

Considerando, que la sentencia contra la cual se recu-
rre está regularmente motivada, y por ello se impone decla-
rar, que al hacerlo así, tampoco se incurrió en el vicio san-
cionado por el artículo 27 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que al no haber sido cometido, en el fa-
llo objeto de este recurso, ninguna violación de la ley, dicho 
recurso debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: fechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el nombrado José Tomás Rodríguez, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji- ,. 

110, de fecha veintiuno de mayo de mil novecientos cuaren-
ta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: condena dicho recurrente al pa- 

go de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— F. Tavares hijo.— Eudaldo Troncoso de la C,— J. Pé-
rez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) Eug. A. Alvarez. 
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